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1. Constitución Española 
2. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. 
3. Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
4. Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
5. Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 
sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social. 
6. Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general sobre 
procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social  y para los 


















































































TÍTULO I. De los derechos y deberes fundamentales 
Artículo 10 
 





CAPÍTULO SEGUNDO. Derechos y libertades 
Artículo 14 
 
















































CAPÍTULO QUINTO. De la suspensión de los derechos y libertades 


















TÍTULO III. De las Cortes Generales 
 

























































































TÍTULO VIII. De la Organización Territorial del Estado 
 




































































La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos la integran, en uso de su 
soberanía, proclama su voluntad de: 
Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las leyes conforme a un orden económico y social justo. 
Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como expresión de la voluntad popular. 
Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e 
instituciones. 
Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de vida. 
Establecer una sociedad democrática avanzada, y 
Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz cooperación entre todos los pueblos de la Tierra. 







1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento 
jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. 
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado. 
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria. 
 
--En el ámbito autonómico, un pronunciamiento similar se recoge en la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía (art 1.2) 
 
Artículo 2 
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de todos los españoles, y 
reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la solidaridad entre todas ellas. 
 
--Los Estatutos aprobados son: 
 
Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco  
Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña  
.Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril, de Estatuto de Autonomía para Galicia  
Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía 
Ley Orgánica 7/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Asturias 
Ley Orgánica 8/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Cantabria  
Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía de La Rioja 
Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio, de Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia  
Ley Orgánica 5/1982, de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana 
Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón 
Ley Orgánica 9/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha. 
Ley Orgánica 1/2018, de 5 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía de Canarias  
Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de reintegración y amejoramiento del Régimen Foral de Navarra  
Ley Orgánica 1/2011, de 28 de enero, de reforma del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma de Extremadura 
Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears . 
Ley Orgánica 3/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid 
Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León  
 
--Caber también hacer referencia a las Ciudades Autónomas de Ceuta (Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de 
Autonomía de Ceuta.) y Melilla (Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de Melilla) 
 
Artículo 3 
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla. 
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos. 
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y 
protección. 
 
--Sobre normas autonómicas en la materia: 
Para la Comunidad Autónoma de Aragón: Ley Orgánica 5/2007, de 20 de abril, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón (art 
7) y Ley 3/2013, de 9 de mayo, de uso, protección y promoción de las lenguas y modalidades lingüísticas propias de Aragón. 




Para la Comunidad Autónoma de Cataluña: Ley Orgánico 6/2006 (Estatuto de Autonomía de Cataluña), art 6. y la Ley 1/1998, de 7 
de enero, de Política Lingüística 
Para la Comunidad Autónoma de Galicia; Ley Orgánica 1/1981, de 6 de abril , Estatuto de Autonomía de Galicia,(art 5 )y Ley 5/1988, 
de 21 de junio, del uso del gallego como lengua oficial de Galicia por las Entidades Locales, así como la Ley 7/2013, de 13 de junio, 
de la galleguidad. 
Para la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, Ley Orgánica 1/2007, de 28 de febrero, de reforma del Estatuto de Autonomía de 
las Illes Balears (art 4) y la Ley 3/1986, de 29 de abril, de Normalización Lingüística. 
Para la Comunidad Autónoma del País Vasco, Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, Estatuto de Autonomía del País Vasco (art 
6) y Ley10/1982, de 24 de noviembre, Básica de normalización del uso del Euskera, así como Decreto 86/1997, de 15 de abril, por el 
que se regula el proceso de normalización del uso del Euskera en las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi. 
Comunidad Autónoma del Principado de Asturias, Ley 1/1998, de 23 de marzo, de uso y promoción del bable/asturiano 
Para la Comunidad Autónoma Valenciana; su Estatuto, Ley Orgánica 1/2006, de 10 de abril art 6) y Ley 4/1983, de 23 de noviembre, 
de uso y enseñanza del valenciano. 
Para la Comunidad Foral de Navarra; Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral 
de Navarra (art 9 y Ley Foral 18/1986, de 15 de diciembre, del vascuence. 
 
--En el procedimiento administrativo común, el art. 15 (Lengua de los procedimientos) de la vigente Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 
 
1. La lengua de los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado será el castellano. No obstante lo anterior, 
los interesados que se dirijan a los órganos de la Administración General del Estado con sede en el territorio de una Comunidad 
Autónoma podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella. 
En este caso, el procedimiento se tramitará en la lengua elegida por el interesado. Si concurrieran varios interesados en el 
procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará en castellano, si bien los documentos o 
testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua elegida por los mismos. 
2. En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, el uso de 
la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente. 
3. La Administración Pública instructora deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes de los mismos que deban 
surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos dirigidos a los interesados que así lo soliciten 
expresamente. Si debieran surtir efectos en el territorio de una Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta 
del castellano, no será precisa su traducción. 
 
Sobre esta materia (art.36. “Lengua de los procedimientos.” de la derogada Ley 30/1992), la Sentencia del TC 50/1999, de 6 de abril 
ha declarado que el segundo párrafo del art. 36.2 y el art. 36.3 de la referida Ley son constitucionales interpretados en el sentido de 
que la obligación de traducir al castellano que en los mismos se contiene no se extiende a los documentos, expedientes o partes de los 
mismos que vayan a surtir efectos en otra Comunidad Autónoma en la que la lengua en la que dichos documentos hayan sido 
redactados tenga también carácter cooficial 
 
Artículo 4 
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada 
una de las rojas. 
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera 
de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales. 
 
--Sobre la bandera, el único símbolo con regulación constitucional, hay que citar el R.D. 1511/1977, 21 enero, por el que se aprueba 
el Reglamento de banderas, estandartes, guiones, insignias y distintivos, la Ley 39/1981, 28 octubre, por el que se regula el uso de la 
bandera de España y el de otras banderas y enseñas, y el R.D. 441/1981, 27 febrero, por el que se especifican técnicamente los colores 
de la bandera de España. 
 
--Sobre el Escudo, Ley 33/1981, de 5 de octubre, del Escudo de España. 
 
--Sobre fiestas, Real Decreto 2964/1983, 30 noviembre, por el que se establece el «Día de la Constitución» y la Ley 18/1987, de 7 de 
octubre, que establece el día de la Fiesta Nacional de España en el 12 de octubre. 
 
--En el ámbito autonómico, cabe citar Andalucía (art 3 del EA),  
 
--STC 158/2019, de 12 de diciembre: 
“El art. 4.2 CE, tras remitir a los estatutos de autonomía el reconocimiento de banderas y enseñas propias de las comunidades 
autónomas, establece que estas «se utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales». Para 
la STC 119/1992, de 18 de septiembre, «siendo los principales símbolos de nuestro Estado la bandera de España y su escudo, 
también son símbolos del Estado español las banderas y enseñas previstas en el art. 4 C.E. y reconocidas en los estatutos de las 
comunidades autónomas, en tanto en cuanto, como ha quedado dicho, estas constituyen la expresión de la autonomía que la 
Constitución ampara y de la pluralidad y complejidad del Estado que configura» (FJ 1). 
A partir de ese reconocimiento, la utilización conjunta de las banderas solo puede ser regulada por el Estado, por ser desarrollo 
del art. 4.2 CE y por razones análogas a las recogidas en la STC 38/1982, de 22 de junio, FJ 2, a propósito de la regulación de las 
precedencias entre órganos y autoridades estatales y autonómicas: concebido el Estado en la Constitución como una institución 
compleja, del que forman parte las comunidades autónomas, resulta necesario convenir que esta regulación ha de corresponder a 
los órganos generales o centrales del Estado….” 
 
Artículo 5 
La capital del Estado es la villa de Madrid. 
  
-L.O. 3/1983, 25 febrero, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad de Madrid, art 6. 
-Ley 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid. 
 





Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son 
instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la 
Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 
 
--Ley O. 6/2002, 27 junio, de Partidos Políticos, Ley O. 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos y Ley 
43/1998, de 15 de diciembre, de restitución o compensación a los partidos políticos de bienes y derechos incautados en aplicación de 
la normativa sobre responsabilidades políticas del período 1936-1939. 
 
Artículo 7 
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y 
sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su 
estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 
 
--Artículos 28 y 37 de la CE, la Ley O. 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical y la Ley 4/1986, de 8 de enero, de cesión de 
bienes del Patrimonio Sindical acumulado. Artículo 5 de la Carta Social Europea, hecha en Turín el 18 de octubre de 1961 (Instrumento 
de Ratificación de 29 de abril de 1980 y Convenio O.I.T. n.º 87 de 9 de julio de 1948, relativo a la libertad sindical y a la protección 
del derecho de sindicación. Instrumento de Ratificación de 13 de abril de 1977. 
 
Artículo 8 
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la 
soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional. 
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente Constitución. 
 
--La ley mencionada en el apartado 2 del precepto anotado es hoy la Ley O. 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional; se 
debe tener en cuenta el Real Decreto 521/2020, de 19 de mayo, por el que se establece la organización básica de las Fuerzas Armadas 
y la Orden DEF/166/2015, de 21 de enero, por la que se desarrolla la organización básica de las Fuerzas Armadas. 
 
--Para el régimen de la carrera militar, hay que tener presente a la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar y al Real 
Decreto 96/2009, de 6 de febrero, por el que se aprueban las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas. Además, se debe consignar 
la Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas, la Ley 44/1998, de 15 de 
diciembre, de Planta y Organización Territorial de la Jurisdicción Militar, la Ley 8/2006, de 24 de abril, de Tropa y Marinería y la 
Ley Orgánica 8/2014, de 4 de diciembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas. 
 
Artículo 9 
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. 
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos 
los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. 
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las 
disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la 
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 
 
--Sobre la igualdad, hay que tener en cuenta el Proyecto de Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación (IX 
LEGISLATURA. Serie A:  10 de junio de 2011 Núm. 130-1), decaido por disolución de las Cortes 
 
--Sobre la jerarquía normativa, el art 128. (Potestad reglamentaria) de la de la vigente Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas: 
1. El ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde al Gobierno de la Nación, a los órganos de Gobierno de las Comunidades 
Autónomas, de conformidad con lo establecido en sus respectivos Estatutos, y a los órganos de gobierno locales, de acuerdo con lo 
previsto en la Constitución, los Estatutos de Autonomía y la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local. 
2. Los reglamentos y disposiciones administrativas no podrán vulnerar la Constitución o las leyes ni regular aquellas materias que 
la Constitución o los Estatutos de Autonomía reconocen de la competencia de las Cortes Generales o de las Asambleas Legislativas 
de las Comunidades Autónomas. Sin perjuicio de su función de desarrollo o colaboración con respecto a la ley, no podrán tipificar 
delitos, faltas o infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, exacciones parafiscales u otras cargas 
o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público. 
3. Las disposiciones administrativas se ajustarán al orden de jerarquía que establezcan las leyes. Ninguna disposición administrativa 
podrá vulnerar los preceptos de otra de rango superior. 
 
- Sobre la irretroactividad de las normas, el artículo 26 (Irretroactividad) de la vigente Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público: 
 
1. Serán de aplicación las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse los hechos que constituyan infracción 
administrativa. 
2. Las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto infractor o al infractor, tanto en 
lo referido a la tipificación de la infracción como a la sanción y a sus plazos de prescripción, incluso respecto de las sanciones 
pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la nueva disposición. 
 
-Por su parte el artículo sexto de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, señala que: 
 
“Los Jueces y Tribunales no aplicarán los reglamentos o cualquier otra disposición contrarios a la Constitución, a la ley o al principio 
de jerarquía normativa.” 
 
--La publicidad de las normas se recoge en el art. 2.º.1 del Código Civil: 
 




“1. Las leyes entrarán en vigor a los veinte días de su completa publicación en el «Boletín Oficial del Estado», si en ellas no se 
dispone otra cosa”. 
 
Por su parte, para los reglamentos el art. 131. (Publicidad de las normas) de la ley 39/2015: 
 
Las normas con rango de ley, los reglamentos y disposiciones administrativas habrán de publicarse en el diario oficial 
correspondiente para que entren en vigor y produzcan efectos jurídicos. Adicionalmente, y de manera facultativa, las 
Administraciones Públicas podrán establecer otros medios de publicidad complementarios. 
La publicación de los diarios o boletines oficiales en las sedes electrónicas de la Administración, Órgano, Organismo público o 
Entidad competente tendrá, en las condiciones y con las garantías que cada Administración Pública determine, los mismos efectos 
que los atribuidos a su edición impresa. 
La publicación del «Boletín Oficial del Estado» en la sede electrónica del Organismo competente tendrá carácter oficial y auténtico 
en las condiciones y con las garantías que se determinen reglamentariamente, derivándose de dicha publicación los efectos previstos 
en el título preliminar del Código Civil y en las restantes normas aplicables. 
  
--Sobre la responsabilidad de las Administraciones Públicas y de sus autoridades y demás personal a su servicio se debe tener en 
cuenta el Título Preliminar, CAPÍTULO IV (De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas) de la Ley 40/2015  
 
TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales 
 
Artículo 10 
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley 
y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social. 
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados 
por España. 
 
--Cabe destacar, entre otros textos, a los efectos del apartado 2 del precepto anotado: 
-Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la 183ª Asamblea General de la Organización de las 
Naciones Unidas 
-Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre 
de 1950. Instrumento de Ratificación de 26 de septiembre de 1979.  
-Carta Social Europea, hecha en Turín el 18 de octubre de 1961. Instrumento de Ratificación de 29 de abril de 1980. 
-El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 19 diciembre 1966 y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, de 19 diciembre 1966. (Instrumentos de Ratificación de13 abril 1977) 
 -Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, hecha en Estrasburgo el 12 de diciembre de 2007. 
--Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, hecho en Roma el 17 de julio de 1998. Ley Orgánica 18/2003, de 10 de diciembre, 
de Cooperación con la Corte Penal Internacional 
 
 
CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros 
 
Artículo 11 
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley. 
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan 
una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, 
podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen. 
 
--Artículos 15 y 17 a 28 del Código Civil 
 
--Art 25 del Código Civil 
 
Artículo 12 
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años. 
 
--Disposición Adicional 2.ª de la CE y el artículo 315 del Código Civil. 
 
--Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. 
Observación general n.º 14, de 29 de mayo de 2013, del Comité de Naciones Unidas de Derechos del Niño. 
 
--Sobre protección de los menores, ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial 
del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, así como la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, y la Ley 26/2015, de 28 de 
julio, ambas de modificación del sistema de protección de la infancia y la adolescencia. 
 
-- Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores y Real Decreto 1774/2004, de 30 de 
julio, por el que se aprueba su Reglamento. Convenio del Consejo de Europa para la protección de los niños contra la explotación y 
el abuso sexual, hecho en Lanzarote el 25 de octubre de 2007, firmado por España el 12 de marzo de 2009 y cuyo instrumento de 
ratificación fue publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 12 de noviembre de 2010;  
 
--Real Decreto 1205/2011, de 26 de agosto, sobre la seguridad de los juguetes. 
 
Artículo 13 
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los 
tratados y la ley. 




2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de 
reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales. 
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan 
excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo. 
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España. 
 
--Modificado el apartado 2 por la Reforma de la Constitución de 27 de agosto de 1992 
 
--Ley O. 4/2000, 11 enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social y el Real Decreto 557/2011, 
de 20 de abril, por el que se aprueba su Reglamento. Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y 
residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el 
Espacio Económico Europeo.  
Resolución de 13 de octubre de 2014, de la Subsecretaría, por la que se publica el Acuerdo para la aprobación del Protocolo Marco 
sobre determinadas actuaciones en relación con los Menores Extranjeros No Acompañados.  
 
--Sobre los derechos electorales de los extranjeros, art 176 y 177 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 
General  
 
--Ley 4/1985, 21 marzo, de Extradición Pasiva. Convenio europeo de extradición, hecho en París el 13 de diciembre de 1957 
 
--Sobre el asilo, Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de asilo y de la protección subsidiaria y el R.D. 203/1995, 10 
febrero, por el que se aprueba el Reglamento de aplicación de la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de asilo y de la 
condición de refugiado.  
 
--Sobre los apátridas, R.D. 865/2001, 20 julio, por el que se aprueba el Reglamento de reconocimiento del estatuto de apátrida y la 
Convención sobre el Estatuto de los apátridas. . Nueva York. 28 de septiembre de 1954 (BOE» de 4 de julio de 1997) 
 
--Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, hecha en Ginebra el 28 de julio de 1951, y el Protocolo sobre el Estatuto de los 
Refugiados, hecho en Nueva York el 31 de enero de 1967. Instrumento de Adhesión de España («B.O.E.» 21 octubre 1978). 
 
CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades 
 
Artículo 14 
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, 
opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 
 
--Una regulación genérica en la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social (artículos 27 
a 43). 
-- En materia de género, la norma estatal es la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 
La normativa autonómica también aborda esta cuestión, y así: 
-Andalucía, La Ley 12/2007, de 26 de noviembre, para la promoción de la igualdad de género en Andalucía 
--Hay que tener presente las normas internacionales, entre las que destacan la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial 21 dic. 1965 y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer 18 dic. 1979    
--Una regulación proyectada y sin culminar es el Proyecto de Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación (IX 
LEGISLATURA. Serie A:  10 de junio de 2011 Núm. 130-1) 
 
SECCIÓN 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas 
 
Artículo 15 
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o 
tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para 
tiempos de guerra. 
 
--En el ámbito penal cabe citar los artículos 138 al 143 del CP, relativos al homicidio y los arts. 173 al 177 del mismo texto legal, 
sobre las torturas y otros delitos contra la integridad moral. Ley Orgánica 11/1995, de 27 de noviembre, de abolición de la pena de 
muerte en tiempo de guerra 
 
--Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 10 dic. 1984. Segundo Protocolo Facultativo 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte (Aprobado y proclamado por la Asamblea 
General en su resolución 44/128 15 de diciembre de 1989) 
 
--La muerte como realidad física y ética es abordada en la normativa autonómica, así cabe destacar: 
-Andalucía, Ley 5/2003, de 9 de octubre, de declaración de voluntad vital anticipada y Ley 2/2010, de 8 de abril, de derechos y 
garantías de la dignidad de la persona en el proceso de la muerte. Comunidad Autónoma de Andalucía 
 
--Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de reproducción humana asistida. Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual 
y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo 
 
Artículo 16 
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, en sus 
manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley. 
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española 
y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confesiones. 
 




--Ley O.7/1980, 5 julio, de Libertad Religiosa. Real Decreto 142/1981, de 9 enero. Organización y funcionamiento del Registro de 
Entidades Religiosas. Real Decreto 1159/2001, de 26 octubre. Regula la Comisión Asesora de Libertad Religiosa 
 
--El CP regula en sus arts 522 al 526 los delitos contra la libertad de conciencia, los sentimientos religiosos y el respeto a los difuntos 
 
--Respecto a la iglesia católica: Acuerdo 3 enero 1979. Acuerdo con la Santa Sede sobre asuntos jurídicos. Instrumento de ratificación 
4 diciembre 1979. Acuerdo 3 enero 1979. Acuerdo con la Santa Sede sobre asuntos económicos. Instrumento de ratificación 4 
diciembre 1979. Acuerdo 3 enero 1979. Acuerdo con la Santa Sede sobre enseñanza y asuntos culturales. Instrumento de ratificación 
4 diciembre 1979. Acuerdo 3 enero 1979. Acuerdo con la Santa Sede sobre asistencia religiosa a las Fuerzas Armadas y servicio 
militar de clérigos y religiosos. Instrumento de ratificación 4 diciembre de 1979 
 
--Las otras confesiones con acuerdos de cooperación: Ley 24/1992, 10 noviembre, por la que se aprueba el acuerdo de cooperación 
del Estado con la Federación de entidades religiosas evangélicas de España, Ley 25/1992, 10 noviembre, por la que se aprueba el 
Acuerdo de Cooperación del Estado con la Federación de Comunidades Israelitas de España y Ley 26/1992, 10 noviembre, por la que 
se aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado con la Comisión Islámica de España. 
 
--Sobre libertad ideológica, Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas en 
favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura.  
 
Artículo 17 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo 
establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley. 
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes 
al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad 
o a disposición de la autoridad judicial. 
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones 
de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y 
judiciales, en los términos que la ley establezca. 
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona 
detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión provisional. 
 
--Los arts. 163 al 168 del CP recogen los delitos de detenciones ilegales y los secuestros 
 
--La detención se regula en los arts.  489 al 501 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. La prisión provisional se regula en los 
artículos 502 al 519 de la citada ley, salvo los preceptos expresamente derogados entre los citados. El ejercicio del derecho de 
defensa de la asistencia de Abogado y del tratamiento de los detenidos y presos se contempla en los arts. 520 al 527. 
 
--El artículo 16 de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de Junio, de los Estados de Alarma, Excepción y Sitio, para el supuesto de estado de 
excepción, regula la detención  
 
-- Sobre el Habeas Corpus, la Ley Orgánica 6/1984, que regula el Procedimiento de «Habeas Corpus». 
 
--Art. 45.3 del Estatuto General de la Abogacía Española. 
 
Artículo 18 
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo 
en caso de flagrante delito. 
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. 
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno 
ejercicio de sus derechos 
 
--La regulación general se establece en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 mayo. Protección Civil del Derecho al Honor, a la Intimidad 
Personal y Familiar y a la Propia Imagen 
 
--Sobre la suspensión de estos derechos, se debe tener en cuenta el artículo 17 de la Ley O. 4/1981, 1 junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio, durante el estado de excepción 
 
--La Ley de Enjuiciamiento Criminal regula la entrada en domicilio en los arts. 545 y ss 
 
--El art. 15 (Entrada y registro en domicilio y edificios de organismos oficiales) de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de 
protección de la seguridad ciudadana: 
“1. Los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad sólo podrán proceder a la entrada y registro en domicilio en los casos 
permitidos por la Constitución y en los términos que fijen las Leyes. 
2. Será causa legítima suficiente para la entrada en domicilio la necesidad de evitar daños inminentes y graves a las personas y a las 
cosas, en supuestos de catástrofe, calamidad, ruina inminente u otros semejantes de extrema y urgente necesidad. 
3. Para la entrada en edificios ocupados por organismos oficiales o entidades públicas, no será preciso el consentimiento de la 
autoridad o funcionario que los tuviere a su cargo.” 
4. Cuando por las causas previstas en este artículo las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad entren en un domicilio particular, remitirán 
sin dilación el acta o atestado que instruyan a la autoridad judicial competente. 
 
--Sobre la entrada en domicilio para ejecutar actos administrativos, hay que citar el art 8.6 de la Ley 29/1998, de 13 julio, reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, que establece que:  
“Conocerán también los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo de las autorizaciones para la entrada en domicilios y restantes 
lugares cuyo acceso requiera el consentimiento de su titular, siempre que ello proceda para la ejecución forzosa de actos de la 
Administración pública. 




Asimismo, corresponderá a los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo la autorización o ratificación judicial de las medidas que 
las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen privación o restricción de la libertad 
o de otro derecho fundamental.” 
 
--El allanamiento de morada, domicilio de personas jurídicas y establecimientos abiertos al público se castiga en los arts 202 a 204 
del CP 
 
--La violación de correspondencia, comunicaciones telefónicas y otras telecomunicaciones cometida por la autoridad, funcionario 
público o agente de éstos, se castiga en los arts 535 y 536 del CP; en general, la del descubrimiento y revelación de secretos se 
contempla en el art 197 del citado texto legal. El artículo 579 y ss de la Ley de Enjuiciamiento Criminal regula la Intervención de las 
comunicaciones postales, telegráficas o telefónicas. Para el supuesto del estado de excepción, el art. 18 de la Ley O. 4/1981, 1 junio, 
de los estados de alarma, excepción y sitio, regula la intervención de toda clase de comunicaciones, incluidas las postales, telegráficas 
y telefónicas. Ley Orgánica 2/2002, de 6 de mayo, reguladora del control judicial previo del Centro Nacional de Inteligencia.  
 
-- Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y el aún vigente 
RD 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
de protección de datos de carácter personal. Hay que tener presente el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 
y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos). 
También es de interés la Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, por la que se regula la utilización de videocámaras por las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad en lugares públicos 
 
--Sobre materia informática y la red, véase la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica y la Ley 34/2002, de 11 de julio, 
de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico 
 
Artículo 19 
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional. 
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este derecho no podrá ser 
limitado por motivos políticos o ideológicos. 
 
--El art. 20 Ley O 4/1981, 1 junio, de los estados de alarma, excepción y sitio permite la limitación de este derecho  
 
--Hay que tener en cuenta el Instrumento de Ratificación de 23 de julio de 1993 del Protocolo de Adhesión al Acuerdo de Schengen. 
 
Artículo 20 
1. Se reconocen y protegen los derechos: 
a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de 
reproducción. 
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 
c) A la libertad de cátedra. 
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de 
conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades. 
2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa. 
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social dependientes del Estado o de 
cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo 
de la sociedad y de las diversas lenguas de España. 
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo 
desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia. 
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de resolución judicial. 
 
 
--Sobre la producción y creación literaria, artística, científica y técnica señalada en el apartado 1ª.b, hay que mencionar el Texto 
Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, la Ley 10/2007, de 22 
de junio, de la lectura, del libro y de las bibliotecas, Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes (y el Real Decreto 316/2017, de 31 de 
marzo, por el que se aprueba su Reglamento), Ley 17/2001, de 7 de diciembre, de Marcas y Ley 20/2003, de 7 de julio, de Protección 
Jurídica del Diseño Industrial. 
 
--Sobre el cine, Ley 55/2007, de 28 de diciembre, del Cine, desarrollada por el por Real Decreto 1084/2015, de 4 de diciembre.  
 
--Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones y Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual. 
 
--Sobre la libertad de cátedra, el artículo 2.3 de la L.O. 6/2001, 21 diciembre, de Universidades señala que “3. La actividad de la 
Universidad, así como su autonomía, se fundamentan en el principio de libertad académica, que se manifiesta en las libertades de 
cátedra, de investigación y de estudio.” 
 
--Sobre la prensa, hay que citar la Ley 14/1966, de 18 de marzo, de Prensa e Imprenta (en lo que se pueda considerar vigente) y la 
Ley Orgánica 2/1997, de 19 de junio, reguladora de la cláusula de conciencia de los profesionales de la información. Se debe tener en 
cuenta además la Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho de rectificación. 
 
--Sobre la censura previa, la STC 52/1983 la configura como “cualquier medida limitativa de la elaboración o difusión de una obra 
del espíritu, especialmente al hacerla depender del previo examen oficial de su contenido”. El artículo 538 del CP establece que: “La 
autoridad o funcionario público que establezca la censura previa o, fuera de los casos permitidos por la Constitución y las Leyes, 
recoja ediciones de libros o periódicos o suspenda su publicación o la difusión de cualquier emisión radiotelevisiva, incurrirá en la 
pena de inhabilitación absoluta de seis a diez años” 
 




--Sobre los medios de comunicación públicos, y en concreto los de ámbito estatal, cabe citar la Ley 17/2006, de 5 de junio, de la radio 
y la televisión de titularidad estatal, la Ley 8/2009, de 28 de agosto, de financiación de la Corporación de Radio y Televisión Española. 
Por su parte, los Plenos del Congreso de los Diputados y del Senado, en sus sesiones de 11 de diciembre y 12 de diciembre de 2007, 
respectivamente, aprobaron el primer Mandato-marco a la Corporación RTVE previsto en el artículo 4 de la Ley 17/2006 
 
--El límite mencionado en el apartado 4 del precepto debe ser deducido de la numerosa jurisprudencia del TC y del TS en la materia; 
a nivel de derecho positivo, mencionar la L.O. 1/1982, 5 mayo, de protección civil del derecho al honor, intimidad personal y familiar 
y a la propia imagen 
 
--Sobre el secuestro de publicaciones y otros medios de información, hay que tener en cuenta el art 727 de la LEC, el 816 de la 
LECriminal y el art 9.2 de la  L.O. 1/1982, 5 mayo, de protección civil del derecho al honor, intimidad personal y familiar y a la propia 
imagen.  Cabe el secuestro “administrativo” en los términos del artículo 21 de la  L.O. 4/1981, 1 junio, de los estados de alarma, 
excepción y sitio 
 
Artículo 21 
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará autorización previa. 
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la autoridad, que sólo 
podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes. 
 
-- Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del derecho de reunión. Sobre la prohibición de las reuniones y manifestaciones, 
véase el artículo décimo (modificado, por Ley Orgánica 9/1999) de la citada Ley Orgánica 9/1983, de 15 de julio, reguladora del 
derecho de reunión. 
 
 --Sobre este derecho y su ejercicio hay que tener muy en cuenta la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad 
ciudadana y en especial el art. 23 y las infracciones relativas contempladas en los artículos 35 a 37.   
 
Artículo 22 
1. Se reconoce el derecho de asociación. 
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales. 
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos efectos de publicidad. 
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial motivada. 
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 
 
--Ley Orgánica 1/2002, 22 marzo, reguladora del Derecho de Asociación. Real Decreto 1740/2003, de 19 de diciembre, sobre 
procedimientos relativos a asociaciones de utilidad pública. R.D. 949/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento del 
Registro Nacional de Asociaciones 
 
Artículo 23 
1. Los ciudadanos tiene el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente 
elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. 
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen 
las leyes. 
 
--La materia electoral encuentra su regulación en la L.O. 5/1985, 19 junio, de Régimen Electoral General. La regulación autonómica 
es la siguiente: 
--Andalucía, Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía. 
--Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de las distintas modalidades de referéndum. 
 
Artículo 24 
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses 
legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados 
de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios 
de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. 
La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos 
presuntamente delictivos. 
 
--Véase el Título VII de esta constitución, que regula el Poder Judicial y la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial 
 
--Las Leyes que regulan en nuestro Ordenamiento los procesos en los distintos órdenes jurisdiccionales son la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento civil, el Real decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa y la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora 
de la jurisdicción social. 
 




1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o 
infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento. 
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán 
consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos 
fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el 
sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de 
la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad. 
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad. 





-El artículo 1. del Código Penal, señala que  
“1. No será castigada ninguna acción ni omisión que no esté prevista como delito o falta por Ley anterior a su perpetración. 
2. Las medidas de seguridad sólo podrán aplicarse cuando concurran los presupuestos establecidos previamente por la Ley” 
El artículo 2.del citado texto legal dice que: 
“1. No será castigado ningún delito ni falta con pena que no se halle prevista por Ley anterior a su perpetración. Carecerán, 
igualmente, de efecto retroactivo las Leyes que establezcan medidas de seguridad. 
2. No obstante, tendrán efecto retroactivo aquellas leyes penales que favorezcan al reo, aunque al entrar en vigor hubiera recaído 
sentencia firme y el sujeto estuviese cumpliendo condena. En caso de duda sobre la determinación de la Ley más favorable, será oído 
el reo. Los hechos cometidos bajo la vigencia de una Ley temporal serán juzgados, sin embargo, conforme a ella, salvo que se 
disponga expresamente lo contrario.” 
 
--Por su parte, en el ámbito administrativo, señala el art 25. (Principio de legalidad) de la ley 40/215: 
“1. La potestad sancionadora de las Administraciones Públicas se ejercerá cuando haya sido expresamente reconocida por una 
norma con rango de Ley, con aplicación del procedimiento previsto para su ejercicio y de acuerdo con lo establecido en esta Ley y 
en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y, cuando se trate de Entidades Locales, de 
conformidad con lo dispuesto en el Título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril. 
2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a los órganos administrativos que la tengan expresamente atribuida, por 
disposición de rango legal o reglamentario. 
3. Las disposiciones de este Capítulo serán extensivas al ejercicio por las Administraciones Públicas de su potestad disciplinaria 
respecto del personal a su servicio, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de la relación de empleo. 
4. Las disposiciones de este capítulo no serán de aplicación al ejercicio por las Administraciones Públicas de la potestad 
sancionadora respecto de quienes estén vinculados a ellas por relaciones reguladas por la legislación de contratos del sector público 
o por la legislación patrimonial de las Administraciones Públicas.” 
 
- -Sobre la ejecución de las penas, Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, Real Decreto 190/1996, de 9 de 
febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario, Real Decreto 840/2011, de 17 de junio, por el que se establecen las 
circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y de localización permanente en centro penitenciario, 
de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de la penas privativas de libertad y sustitución de 
penas, Real Decreto 782/2001, 6 julio, por el que se regula la relación laboral de carácter especial de los penados que realicen 
actividades laborales en talleres penitenciarios y la protección de Seguridad Social de los sometidos a penas de trabajo en beneficio 
de la comunidad y Real Decreto 122/2015, de 27 de febrero, por el que se aprueba el estatuto de la entidad de derecho público Trabajo 
Penitenciario y Formación para el Empleo. 
 
Artículo 26 
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones profesionales. 
 
Artículo 27 
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza. 
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de 
convivencia y a los derechos y libertades fundamentales. 
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que 
esté de acuerdo con sus propias convicciones. 
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con 
participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes. 
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios 
constitucionales. 
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la 
Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca. 
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes. 
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca. 
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca. 
 
--El desarrollo de este precepto tiene su norma básica en la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Educación. 
Hay que tener muy presente también la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación y sus normas principales de desarrollo, 
entre las que cabe destacar el Real Decreto 126/2014, de 28 de febrero, por el que se establece el currículo básico de la Educación 
Primaria, el Real Decreto 1105/2014, de 26 de diciembre, por el que se establece el currículo básico de la Educación Secundaria 
Obligatoria y del Bachillerato, el Real Decreto 1147/2011, de 29 de julio, por el que se establece la ordenación general de la formación 
profesional del sistema educativo y el Real Decreto 1614/2009, de 26 de octubre, por el que se establece la ordenación de las 
enseñanzas artísticas superiores reguladas por la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. A nivel autonómico, cabe 
destacar: 
-Andalucía, Ley 17/2007, de 10 de diciembre, de Educación de Andalucía. 
 
--Sobre la enseñanza de la religión católica, Resolución de 11 de febrero de 2015, de la Dirección General de Evaluación y 
Cooperación Territorial, por la que se publica el currículo de la enseñanza de Religión Católica de la Educación Primaria y de la 
Educación Secundaria Obligatoria y Resolución de 13 de febrero de 2015, de la Dirección General de Evaluación y Cooperación 
Territorial, por la que se publica el currículo de la enseñanza de Religión Católica de Bachillerato. 
 
--Las universidades se regulan en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades (véase también la Sentencia 206/2011, 
de 19 de diciembre de 2011). Además, Real Decreto 99/2011, de 28 de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales de 
doctorado y Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las enseñanzas universitarias oficiales.  
Las CCAA cuentan también con normas propias, entre las que cabe destacar: 
-Andalucía, Ley 15/2003, de 22 de diciembre, Andaluza de Universidades. 
 





1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos 
armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios 
públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los 
sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser 
obligado a afiliarse a un sindicato. 
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho 
establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad. 
 
--Norma de desarrollo del apartado primero del precepto es la Ley Orgánica 11/1985, de 2 agosto. Libertad Sindical 
 
--Sobre el derecho de huelga, sigue vigente el Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre relaciones de trabajo, aunque hay que 




1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine 
la ley. 
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo 
individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica. 
 
--Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del Derecho de Petición. Artículo 77 de la Constitución, art. 49 del Reglamento 
del Congreso y arts 153 y 154 del Reglamento del Senado. 
 
--art. 15 de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y art. 160 de la Ley 17/1999, 18 mayo, de Régimen del Personal de 
las Fuerzas Armadas. 
 
SECCIÓN 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos 
 
Artículo 30 
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de conciencia, así como 
las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria. 
3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general. 
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública. 
 
--La Ley Orgánica 5/2005, de 17 de noviembre, de la Defensa Nacional, en su art. 29 establece: 
“ Artículo 29. Aportación de otros recursos. 
La aportación de otros recursos provenientes de la sociedad, se materializará de la siguiente forma: 
a) De acuerdo con el derecho y el deber que los españoles tienen de defender a España, según lo establecido en el artículo 30 de la 
Constitución, la incorporación adicional de ciudadanos a la Defensa se apoyará en el principio de contribución gradual y 
proporcionada a la situación de amenaza que sea necesario afrontar, en la forma que establezca la ley, mediante la incorporación a 
las Fuerzas Armadas de los reservistas que se consideren necesarios. 
b) La contribución de los recursos materiales a las diversas necesidades de la defensa se efectuará a través del órgano interministerial 
competente. Su composición y funciones se establecerán reglamentariamente”. 
 
--La disposición adicional decimotercera de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del Personal de las Fuerzas Armadas, 
determina que a partir del 31 de diciembre del año 2002 queda suspendida la prestación del servicio militar, regulada en la Ley 
Orgánica 13/1991, de 20 de diciembre, del Servicio Militar. La disposición transitoria decimoctava de la mencionada Ley 17/1999 
establece en sus tres primeros apartados distintas fechas determinantes del período transitorio del servicio y en su apartado 4, 
autoriza al Gobierno para modificar tales fechas y acortar así el período transitorio, todo ello en función del proceso de 
profesionalización de las Fuerzas Armadas. Real Decreto 247/2001, 9 de marzo, por el que se adelanta la suspensión de la 
prestación del servicio militar. 
 




1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tributario 
justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio. 
2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución responderán a los 
criterios de eficiencia y economía. 
3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley. 
 




--La regulación del gasto público en el ámbito estatal se encuentra en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 
 
--Sobre los ingresos tributarios, la norma esencial es la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Además, hay que tener 
presente: 
-Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos  
-Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de 
gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos  
-Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de Recaudación  
-Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general del régimen sancionador tributario  
-Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, en materia de revisión en vía administrativa  
 
--En materia de gasto público, junto a los previsto en este art 31.2 (que recoge dos postulados: a) el principio de equidad en la 
asignación de los recursos públicos y b) el criterio de eficiencia y economía en su programación y ejecución), hay que destacar los 
artículos 134, 135, 136 y 158 (relativos a los principios rectores de la institución presupuestaria, el principio de estabilidad 
presupuestaria, el principio de control del Tribunal de Cuentas y el gasto público como instrumento de los principios de solidaridad y 
nivelación económica interregional). 
 
Artículo 32 
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. 
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas 
de separación y disolución y sus efectos. 
 
--El régimen estatal básico se recoge en el Título IV. “Del matrimonio”, del Libro Primero. “De las personas “del Código Civil. Sobre 
el matrimonio entre personas del mismo sexo, cabe citar la Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que se modifica el Código Civil en 
materia de derecho a contraer matrimonio (declarada constitucional por la Sentencia del TC 198/2012, de 6 de noviembre de 2012). 
 
--No existe una regulación estatal sobre parejas de hecho, por lo que cabe destacar la autonómica: 
-Andalucía, Ley 5/2002, de 16 de diciembre, de Parejas de Hecho. 
 
Artículo 33 
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes. 
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la 
correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes. 
 
--A nivel estatal, la referencia fundamental en materia de sucesiones es el Título III.” De las sucesiones”, del Libro III. “De los 
diferentes modos de adquirir la propiedad” del Código Civil. A nivel autonómico hay que tener en cuenta la normativa de las CCAA 
que han ejercidos las competencias sobre derecho civil al amparo del art 149.1. 8 de la CE 
 
--Sobre expropiación forzosa, aún está vigente la Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa y el Decreto de 26 de 
abril de 1957 por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa.  
 
Artículo 34 
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley. 
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22. 
 
--La norma estatal sobre la materia es la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones. Sobre los aspectos fiscales, Ley 49/2002, 
de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo 
 
Artículo 35 
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a 
través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda 
hacerse discriminación por razón de sexo. 
2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 
 
--El Estatuto mencionado en el apartado 2 del precepto anotado es el aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. Para los autónomos, se debe consultar la 
Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo. 
 
--La promoción en el trabajo se regula en los artículos 23 a 25 del ET 
 
--Sobre el salario, la normativa fundamental es la recogida en el Real Decreto 418/2014, de 6 de junio, por el que se modifica el 
procedimiento de tramitación de las reclamaciones al Estado por salarios de tramitación en juicios por despido, el Real Decreto 
505/1985, de 6 de marzo, sobre organización y funcionamiento del Fondo de Garantía Salarial y el Real Decreto 231/2020, de 4 de 
febrero, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2020.  
 
--La interdicción de la discriminación salarial por razón de sexo se recoge en el art. 28 del ET  





--La suspensión y extinción de la relación laboral se regulan en los artículos 45 a 57 del ET. Hay que destacar también el Real Decreto 
1483/2012, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de suspensión de 
contratos y reducción de jornada. 
 
-La fiscalización de la normativa laboral y social en general la encontramos regulada en la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora 
del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. y en el Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, por el que se aprueba su 
Reglamento de Organización y Funcionamiento 
 
Artículo 36 
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. 
La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos. 
 
 --La norma estatal vigente en la materia es la Ley de Colegios Profesionales 2/1974, de 13 febrero 
 
Artículo 37 
1.La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y empresarios, así como 
la fuerza vinculante de los convenios. 
2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio 
de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para asegurar el funcionamiento 
de los servicios esenciales de la comunidad. 
 
--Instrumento de Ratificación del Convenio número 154 de la Organización Internacional del Trabajo sobre el Fomento de la 
Negociación Colectiva, adoptado en Ginebra el 19 de junio de 1981 
 
--Sobre los convenios colectivos, hay que consultar el Título III. “De la negociación colectiva y de los convenios colectivos”, del 
Estatuto de los Trabajadores; asimismo, a nivel reglamentario, cabe citar los siguientes textos legales: 
-Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de convenios y acuerdos colectivos de trabajo. 
-Real Decreto 1362/2012, de 27 de septiembre, por el que se regula la Comisión Consultiva Nacional de Convenios Colectivos. 
-Real Decreto 718/2005, de 20 junio. Aprueba el procedimiento de extensión de convenios colectivos. 
- Resolución de 17 de julio de 2018, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el IV Acuerdo para el Empleo 
y la Negociación Colectiva. 
 
--Sobre el conflicto colectivo, véase el Real Decreto-ley 17/1977, de 4 de marzo, sobre relaciones de trabajo (artículos 21 a 25) y la 
Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social (artículos 153 a 162). 
 
Artículo 38 
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio 
y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación. 
 
--Artículos 128 y 131 de la Constitución, y en general su Título VII “Economía y Hacienda” 
 
-- Hay que tener presente las siguientes leyes: 
 
-Ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del trabajo autónomo. 
-Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.  
-Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. 
-Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. 
- Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible. 
- Ley 2/2015, de 30 de marzo, de desindexación de la economía española. 
 
CAPÍTULO TERCERO De los principios rectores de la política social y económica 
 
Artículo 39 
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con independencia de su 
filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la investigación de la paternidad. 
3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y 
en los demás casos en que legalmente proceda. 
4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos. 
 
--Sobre familias numerosas, Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de Protección a las Familias Numerosa y Real Decreto 1621/2005, de 
30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de la citada Ley 
 
--Las prestaciones familiares son objeto de regulación en la de la Ley General de la Seguridad Social mediante una asignación 
económica por hijo o menor acogido a cargo, una prestación económica de pago único a tanto alzado por nacimiento o adopción de 
hijo en supuestos de familias numerosas, monoparentales y en los casos de madres discapacitadas, una prestación por parto o adopción 
múltiples y la prestación económica por nacimiento o adopción de hijo. 
 
--Sobre protección de menores, Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor. La normativa autonómica en 
la materia es la siguiente: 
-Andalucía, Ley 1/1998, de 20 de abril, de los Derechos y la Atención al Menor. 





--La investigación de la paternidad se encuentra regulada en el artículo 767 (Especialidades en materia de procedimiento y prueba) de 
la LEC, en los siguientes términos: 
“1. En ningún caso se admitirá la demanda sobre determinación o impugnación de la filiación si con ella no se presenta un principio 
de prueba de los hechos en que se funde. 
2. En los juicios sobre filiación será admisible la investigación de la paternidad y de la maternidad mediante toda clase de pruebas, 
incluidas las biológicas. 
3. Aunque no haya prueba directa, podrá declararse la filiación que resulte del reconocimiento expreso o tácito, de la posesión de 
estado, de la convivencia con la madre en la época de la concepción, o de otros hechos de los que se infiera la filiación, de modo 
análogo. 
4. La negativa injustificada a someterse a la prueba biológica de paternidad o maternidad permitirá al tribunal declarar la filiación 
reclamada, siempre que existan otros indicios de la paternidad o maternidad y la prueba de ésta no se haya obtenido por otros 
medios.” 
 
--Sobre la adopción, artículos 108 y ss. del Código Civil. Además, el Convenio Internacional, hecho en La Haya 29 de Mayo de 1993 
(protección del niño y cooperación en materia de adopción internacional. Instrumento de Ratificación 30 Jun 1995). Ley 54/2007, de 
28 de diciembre, de Adopción Internacional.  
 
Artículo 40 
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una distribución de la renta 
regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política 
orientada al pleno empleo. 
2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación profesionales; velarán por la 
seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada laboral, las vacaciones 
periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados. 
 
--En materia de empleo la norma básica es el Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Empleo. Además, hay que tener presente el Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que se aprueba la 
Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Empleo y la Guía técnica para el desarrollo de los protocolos de la Cartera 
Común de Servicios del Sistema Nacional de Empleo (Orden ESS/381/2018, de 10 de abril), así como el Real Decreto 1032/2017, de 
15 de diciembre, por el que se aprueba la Estrategia Española de Activación para el Empleo 2017-2020 
 
--Además de esta ley, se deben tener en cuenta las siguientes leyes que recogen medidas en materia de fomento del empleo: 
-Ley 43/2006, de 29 diciembre. Mejora del crecimiento y del empleo  
-Ley 27/2009, de 30 diciembre. Medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas des- 
empleadas 
-Ley 35/2010, de 17 septiembre. Medidas Urgentes para la reforma del mercado de trabajo 
-Real Decreto-ley 13/2010, de 3 diciembre. Actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la 
creación de empleo 
-Real Decreto-ley 1/2011, de 11 febrero. Medidas Urgentes para pro- mover la transición al empleo estable y la recualificación 
profesional de las personas desempleadas   
-Ley 3/2012, de 6 julio. Medidas urgentes para la reforma del mercado laboral 
-Real Decreto-ley 20/2012, de 13 julio. Medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad 
-Ley 11/2013, de 26 julio. Medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo 
-Real Decreto-ley 3/2014, de 28 febrero. Medidas urgentes para el fomento del empleo y la contratación indefinida  
-Ley 1/2014, de 28 febrero. Protección de los trabajadores a tiempo parcial y otras medidas urgentes en el orden económico y social 
-Ley 18/2014, de 15 octubre. Aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia 
-Real Decreto-ley 16/2014, de 19 diciembre. Regula el programa de activación para el empleo  
-Ley 25/2015, de 28 julio. Mecanismo de segunda oportunidad, reducción de la carga financiera y otras medidas de orden social 
 
--La seguridad e higiene en el trabajo (terminología ya superada en las normas postconstitucionales) se regula en un complejo bloque 
normativo que tiene como cabecera a la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
 
--Sobre formación profesional véase la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional y 
la Ley 30/2015, de 9 septiembre. Regula el sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral. Además, el Real 
Decreto 694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de 
Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral. Orden TMS/283/2019, de 12 de marzo, por la que se regula el Catálogo 
de Especialidades Formativas en el marco del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral  
 
--El Artículo 34.1 Jornada del Estatuto de los Trabajadores establece que  
“1. La duración de la jornada de trabajo será la pactada en los convenios colectivos o contratos de trabajo. 
La duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo será de cuarenta horas semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo 
anual.” 
2. Mediante convenio colectivo o, en su defecto, por acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, se podrá 
establecer la distribución irregular de la jornada a lo largo del año. Dicha distribución deberá respetar en todo caso los períodos 
mínimos de descanso diario y semanal previstos en esta Ley. 
3. Entre el final de una jornada y el comienzo de la siguiente mediarán, como mínimo, doce horas. 
El número de horas ordinarias de trabajo efectivo no podrá ser superior a nueve diarias, salvo que por convenio colectivo o, en su 
defecto, acuerdo entre la empresa y los representantes de los trabajadores, se establezca otra distribución del tiempo de trabajo 
diario, respetando en todo caso el descanso entre jornadas. 
Los trabajadores menores de dieciocho años no podrán realizar más de ocho horas diarias de trabajo efectivo, incluyendo, en su 
caso, el tiempo dedicado a la formación y, si trabajasen para varios empleadores, las horas realizadas con cada uno de ellos. 
4. Siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de seis horas, deberá establecerse un período de descanso durante 
la misma de duración no inferior a quince minutos. Este período de descanso se considerará tiempo de trabajo efectivo cuando así 
esté establecido o se establezca por convenio colectivo o contrato de trabajo. 




En el caso de los trabajadores menores de dieciocho años, el período de descanso tendrá una duración mínima de treinta minutos, y 
deberá establecerse siempre que la duración de la jornada diaria continuada exceda de cuatro horas y media. 
5. El tiempo de trabajo se computará de modo que tanto al comienzo como al final de la jornada diaria el trabajador se encuentre en 
su puesto de trabajo. 
6. Anualmente se elaborará por la empresa el calendario laboral, debiendo exponerse un ejemplar del mismo en un lugar visible de 
cada centro de trabajo. 
7. El Gobierno, a propuesta del Ministro de Trabajo y Seguridad Social y previa consulta a las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas, podrá establecer ampliaciones o limitaciones en la ordenación y duración de la jornada de 
trabajo y de los descansos, para aquellos sectores y trabajos que por sus peculiaridades así lo requieran. 
8. El trabajador tendrá derecho a adaptar la duración y distribución de la jornada de trabajo para hacer efectivo su derecho a la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral en los términos que se establezcan en la negociación colectiva o en el acuerdo a 
que llegue con el empresario respetando, en su caso, lo previsto en aquélla.” 
--El Artículo 38.1 “Vacaciones anuales”, del citado texto legal señala que  
“1. El período de vacaciones anuales retribuidas, no sustituible por compensación económica, será el pactado en convenio colectivo 
o contrato individual. En ningún caso la duración será inferior a treinta días naturales”. 
 
Artículo 41 
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y 
prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones 
complementarias serán libres. 
 
-- Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social 
 
--Las prestaciones complementarias se regulan en el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones y el Real Decreto 304/2004, de 20 de febrero, por el 
que se aprueba el Reglamento de planes y fondos de pensiones. 
 
Artículo 42 
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero 
y orientará su política hacia su retorno. 
 
--Hay que tener en cuenta el artículo 68.5 de la Constitución. 
 
--Sobre españoles emigrantes hay que consignar la Ley 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto de la ciudadanía española en el 
exterior, el Real Decreto 3425/2000, de 15 de diciembre, sobre inscripción de los españoles en los Registros de Matrícula de las 
Oficinas -Consulares en el extranjero, el Real Decreto 1493/2007, de 12 de noviembre, por el que se aprueban las normas reguladoras 
de la concesión directa de ayudas destinadas a atender las situaciones de extraordinaria necesidad de los españoles retornados, el Real 
Decreto 230/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el Consejo General de la Ciudadanía Española en el Exterior y el Real Decreto 




1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios 
necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto. 
3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo facilitarán la adecuada 
utilización del ocio. 
. 
--En materia sanitaria la normativa estatal de mayor relevancia es la siguiente: 
-Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad 
-Ley 16/2003, de 28 de mayo, de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud 
-Ley 44/2003, de 21 de noviembre, de Ordenación de las Profesiones Sanitarias 
-Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de 
información y documentación clínica. 
-Ley orgánica 3/1986, de 14 de abril, de medidas especiales en materia de salud pública. 
-Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública. 
- Ley 14/2007, de 3 de julio, de Investigación Biomédica 
-Real Decreto 1030/2006, de 15 de septiembre, por el que se establece la cartera de servicios comunes del Sistema Nacional de Salud 
y el procedimiento para su actualización. 
--Ley 17/2011, de 5 de julio, de seguridad alimentaria y nutrición. 
- Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de garantías y uso racional de 
los medicamentos y productos sanitarios. 
--La normativa autonómica a destacar es la siguiente: 
-Andalucía, Ley 2/1998, de 15 de junio, de Salud de Andalucía y Ley 22/2007, de 18 de diciembre, de Farmacia de Andalucía. 
-Valencia, Ley 10/2014, de 29 de diciembre, de Salud de la Comunitat Valenciana. 
 
--Artículos 63 a 65 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación 
 
--Sobre deporte, la norma estatal de referencia es la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte. 
 
Artículo 44 
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho. 
2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés general. 
 
-- Ley 10/2007, de 22 de junio, de la lectura, del libro y de las bibliotecas y Ley 9/1975, de 12 de marzo, del Libro. Ley 1/2015, de 24 
de marzo, reguladora de la Biblioteca Nacional de España y Real Decreto 640/2016, de 9 de diciembre, por el que se aprueba el 




Estatuto de la Biblioteca Nacional de España. Ley 23/2011, de 29 de julio, de depósito legal y el Real Decreto 635/2015, de 10 de 
julio, por el que se regula el depósito legal de las publicaciones en línea. 
 
 
--Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. 
 
Artículo 45 
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de 
conservarlo. 
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad 
de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. 
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su 
caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado. 
 
--La normativa estatal es amplia en esta materia; se puede subrayar: 
-Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido.  
-Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados y Ley 11/1997, de 24 de abril, de Envases y Residuos de Envases. 
- Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera. 
-Real Decreto Legislativo 1/2016, de 16 de diciembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de prevención y control 
integrados de la contaminación. 
-Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen del comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero. 
-Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. 
-Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino. 
-Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la 
justicia en materia de medio ambiente (incorpora las Directivas 2003/4/CE y 2003/35/CE). 
-Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental. 
 
--Las Comunidades Autónomas también han desarrollado de forma profusa la materia, y así: 
-Andalucía, Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental.   
 
--En el Código Penal se regulan los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente en los artículos 325 a 331 y los delitos 
relativos a la protección de la flora y fauna en los artículos 332 a 337 
 
Artículo 46 
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de 
los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará 
los atentados contra este patrimonio. 
 
--La norma estatal de referencia es la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 
 
--La protección penal del patrimonio histórico se recoge en los artículos 321 a 324 del Código Penal  
 
Artículo 47 
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones 
necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el 
interés general para impedir la especulación. La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes 
públicos. 
 
--En materia urbanística, la norma básica estatal es el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana. Otras normas estatales son el Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, 
por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento, el Real Decreto 2187/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el Reglamento 
de Disciplina Urbanística, el Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión, el Real 
Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley 
Hipotecaria sobre Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística y Real Decreto 1492/2011, de 24 de 
octubre, por el que se aprueba el Reglamento de valoraciones de la Ley de Suelo . 
 
--La regulación de la edificación se encuentra en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación y en el Real 
Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación. 
 
--Sobre vivienda protegida y derecho a nivel estatal, Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de 
Vivienda 2018-2021. 
A nivel autonómico cabe destacar: 
-Andalucía, Ley 1/2010, de 8 de marzo, Reguladora del Derecho a la Vivienda en Andalucía y Ley 13/2005, de 11 de noviembre, de 
medidas para la vivienda protegida y el suelo 
 
Artículo 48 
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, 
económico y cultural. 
 
--Real Decreto 1923/2008, de 21 de noviembre, por el que se crea la Comisión Interministerial para la Juventud y se regulan sus 
funciones, composición y funcionamiento y Real Decreto 486/2005, de 4 de mayo, por el que se aprueba el Estatuto del organismo 
autónomo Instituto de la Juventud. 






Los poderes públicos realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, 
sensoriales y psíquicos a los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán especialmente para el disfrute de 
los derechos que este Título otorga a todos los ciudadanos. 
 
--El mandato constitucional previsto en este precepto se encuentra regulado en el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de 
noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión 
social. Otra norma estatal de suma importancia es el Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento para el 
reconocimiento, declaración y calificación del grado de minusvalía. 
 
--A nivel autonómico, cabe destacar: 
-Andalucía, Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía y Ley 
11/2011, de 5 de diciembre, por la que se regula el uso de la lengua de signos española y los medios de apoyo a la comunicación oral 
de las personas sordas, con discapacidad auditiva y con sordoceguera en Andalucía. 
 
Artículo 50 
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los 
ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante 
un sistema de servicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio. 
 
--La regulación general de las pensiones de jubilación se encuentra en el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social 
 
--La Normativa autonómica sobre personas mayores es la siguiente: 
-Andalucía, Ley 6/1999, de 7 de julio, de Atención y Protección a las Personas Mayores en Andalucía 
 
--No existe una normativa estatal general sobre servicios sociales, al ser la “asistencia social” una materia de competencia autonómica, 
art 149 de esta CE. Sin perjuicio de lo anterior, existen normas sectoriales que pueden ser calificadas de servicios sociales, como 
ejemplo se puede citar la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en 
situación de dependencia. 
 
Artículo 51 
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la 
seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos. 
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y 
oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca. 
3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de autorización de 
productos comerciales. 
 
-- A nivel estatal, la materia de defensa de los consumidores se recoge en el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias. 
 
--Sobre el comercio interior, la norma estatal básica es la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista. 
 
Artículo 52 
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que les sean propios. Su 
estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 
 
CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales 
 
Artículo 53 
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por 
ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a). 
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del 
Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su 
caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia 
reconocida en el artículo 30. 
3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero informarán la legislación positiva, 
la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo 
que dispongan las leyes que los desarrollen. 
 
Artículo 54 
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas 
para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando 
cuenta a las Cortes Generales. 
 
--Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo y Ley 36/1985, de 6 de noviembre, por la que se regulan las relaciones 
entre la Institución del Defensor del Pueblo y las figuras similares en las distintas Comunidades Autónomas. 
 
CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades 
 





1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 
2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los términos 
previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración 
de estado de excepción. 
2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria intervención judicial y el 
adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos 
para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos 
terroristas. 
La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal, como 
violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes. 
 
--Ley Orgánica 4/1981, de 1 de Junio, de los Estados de Alarma, Excepción y Sitio 
 
--La Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo introducen en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, entre otros preceptos, los artículos 384.bis 
y  520 bis 
 
Art. 520 bis. 
“1. Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos a que se refiere el artículo 384 bis será puesta a  
disposición del Juez competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la detención. No obstante, podrá prolongarse la 
detención el tiempo necesario para los fines investigadores, hasta un límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, 
solicitada tal prórroga mediante comunicación motivada dentro de las primeras cuarenta y ocho horas desde la detención, sea 
autorizada por el Juez en las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto la denegación de la prórroga se adoptarán 
en resolución motivada. 
2. Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, podrá solicitarse del Juez que decrete su incomunicación, 
el cual deberá pronunciarse sobre la misma, en resolución motivada, en el plazo de veinticuatro horas. Solicitada la incomunicación, 
el detenido quedará en todo caso incomunicado sin perjuicio del derecho de defensa que le asiste y de lo establecido en los artículos 
520 y 527, hasta que el Juez hubiere dictado la resolución pertinente. 
3. Durante la detención, el Juez podrá en todo momento requerir información y conocer, personalmente o mediante delegación en el 
Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la situación de éste.”. 
 
Art. 384 bis. 
“Firme un auto de procesamiento y decretada la prisión provisional por delito cometido por persona integrada o relacionada con 
bandas armadas o individuos terroristas o rebeldes, el procesado que estuviere ostentando función o cargo público quedará 
automáticamente suspendido en el ejercicio del mismo mientras dure la situación de prisión”. 
 
TÍTULO II De la Corona 
 
Artículo 56 
1. El Rey es el Jefe del Estado, símbolo de su unidad y permanencia, arbitra y modera el funcionamiento regular de las instituciones, 
asume la más alta representación del Estado español en las relaciones internacionales, especialmente con las naciones de su comunidad 
histórica, y ejerce las funciones que le atribuyen expresamente la Constitución y las leyes. 
2. Su título es el de Rey de España y podrá utilizar los demás que correspondan a la Corona. 
3. La persona del Rey es inviolable y no está sujeta a responsabilidad. Sus actos estarán siempre refrendados en la forma establecida 
en el artículo 64, careciendo de validez sin dicho refrendo, salvo lo dispuesto en el artículo 65, 2. 
 
Artículo 57 
1. La Corona de España es hereditaria en los sucesores de S. M. Don Juan Carlos I de Borbón, legítimo heredero de la dinastía 
histórica. La sucesión en el trono seguirá el orden regular de primogenitura y representación, siendo preferida siempre la línea anterior 
a las posteriores; en la misma línea, el grado más próximo al más remoto; en el mismo grado, el varón a la mujer, y en el mismo sexo, 
la persona de más edad a la de menos. 
2. El Príncipe heredero, desde su nacimiento o desde que se produzca el hecho que origine el llamamiento, tendrá la dignidad de 
Príncipe de Asturias y los demás títulos vinculados tradicionalmente al sucesor de la Corona de España. 
3. Extinguidas todas las líneas llamadas en Derecho, las Cortes Generales proveerán a la sucesión en la Corona en la forma que más 
convenga a los intereses de España. 
4. Aquellas personas que teniendo derecho a la sucesión en el trono contrajeren matrimonio contra la expresa prohibición del Rey y 
de las Cortes Generales, quedarán excluidas en la sucesión a la Corona por sí y sus descendientes. 
5. Las abdicaciones y renuncias y cualquier duda de hecho o de derecho que ocurra en el orden de sucesión a la Corona se resolverán 
por una ley orgánica. 
 
--Ley Orgánica 3/2014, de 18 de junio, por la que se hace efectiva la abdicación de Su Majestad el Rey Don Juan Carlos I de Borbón. 
 
Artículo 58 
La Reina consorte o el consorte de la Reina no podrán asumir funciones constitucionales, salvo lo dispuesto para la Regencia. 
 
Artículo 59 
1. Cuando el Rey fuere menor de edad, el padre o la madre del Rey y, en su defecto, el pariente mayor de edad más próximo a suceder 
en la Corona, según el orden establecido en la Constitución, entrará a ejercer inmediatamente la Regencia y la ejercerá durante el 
tiempo de la minoría de edad del Rey. 
2. Si el Rey se inhabilitare para el ejercicio de su autoridad y la imposibilidad fuere reconocida por las Cortes Generales, entrará a 
ejercer inmediatamente la Regencia el Príncipe heredero de la Corona, si fuere mayor de edad. Si no lo fuere, se procederá de la 
manera prevista en el apartado anterior, hasta que el Príncipe heredero alcance la mayoría de edad. 
3. Si no hubiere ninguna persona a quien corresponda la Regencia, ésta será nombrada por las Cortes Generales, y se compondrá de 
una, tres o cinco personas. 
4. Para ejercer la Regencia es preciso ser español y mayor de edad. 
5. La Regencia se ejercerá por mandato constitucional y siempre en nombre del Rey. 






1. Será tutor del Rey menor la persona que en su testamento hubiese nombrado el Rey difunto, siempre que sea mayor de edad y 
español de nacimiento; si no lo hubiese nombrado, será tutor el padre o la madre mientras permanezcan viudos. En su defecto, lo 
nombrarán las Cortes Generales, pero no podrán acumularse los cargos de Regente y de tutor sino en el padre, madre o ascendientes 
directos del Rey. 
2. El ejercicio de la tutela es también incompatible con el de todo cargo o representación política. 
 
Artículo 61 
1. El Rey, al ser proclamado ante las Cortes Generales, prestará juramento de desempeñar fielmente sus funciones, guardar y hacer 
guardar la Constitución y las leyes y respetar los derechos de los ciudadanos y de las Comunidades Autónomas. 
2. El Príncipe heredero, al alcanzar la mayoría de edad, y el Regente o Regentes al hacerse cargo de sus funciones, prestarán el mismo 
juramento, así como el de fidelidad al Rey. 
 
Artículo 62 
Corresponde al Rey: 
a) Sancionar y promulgar las leyes. 
b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los términos previstos en la Constitución. 
c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución. 
d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, así como poner fin a sus funciones en los términos 
previstos en la Constitución. 
e) Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente. 
f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los empleos civiles y militares y conceder honores y distinciones 
con arreglo a las leyes. 
g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos efectos, las sesiones del Consejo de Ministros, cuando lo estime oportuno, 
a petición del Presidente del Gobierno. 
h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas. 
i) Ejercer el derecho de gracia con arreglo a la ley, que no podrá autorizar indultos generales. 
j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias. 
 
Artículo 63 
1. El Rey acredita a los embajadores y otros representantes diplomáticos. Los representantes extranjeros en España están acreditados 
ante él. 
2. Al Rey corresponde manifestar el consentimiento del Estado para obligarse internacionalmente por medio de tratados, de 
conformidad con la Constitución y las leyes. 
3. Al Rey corresponde, previa autorización de las Cortes Generales, declarar la guerra y hacer la paz. 
 
Artículo 64 
1. Los actos del Rey serán refrendados por el Presidente del Gobierno y, en su caso, por los Ministros competentes. La propuesta y el 
nombramiento del Presidente del Gobierno, y la disolución prevista en el artículo 99, serán refrendados por el Presidente del Congreso. 
2. De los actos del Rey serán responsables las personas que los refrenden. 
 
Artículo 65 
1. El Rey recibe de los Presupuestos del Estado una cantidad global para el sostenimiento de su Familia y Casa, y distribuye libremente 
la misma. 
2. El Rey nombra y releva libremente a los miembros civiles y militares de su Casa. 
 
--Hay que tener presente, como desarrollo de este precepto, el Real Decreto 434/1988, de 6 de mayo, sobre reestructuración de la Casa 
de S. M. el Rey. Téngase en cuenta también la Ley 23/1982, de 16 de junio, reguladora del Patrimonio Nacional. 
 
TÍTULO III  De las Cortes Generales 
 
CAPÍTULO PRIMERO De las Cámaras 
 
Artículo 66 
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están formadas por el Congreso de los Diputados y el Senado. 
2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del Estado, aprueban sus Presupuestos, controlan la acción del Gobierno y 
tienen las demás competencias que les atribuya la Constitución. 
3. Las Cortes Generales son inviolables. 
 
Artículo 67 
1. Nadie podrá ser miembro de las dos Cámaras simultáneamente, ni acumular el acta de una Asamblea de Comunidad Autónoma con 
la de Diputado al Congreso. 
2. Los miembros de las Cortes Generales no estarán ligados por mandato imperativo. 
3. Las reuniones de Parlamentarios que se celebren sin convocatoria reglamentaria no vincularán a las Cámaras, y no podrán ejercer 
sus funciones ni ostentar sus privilegios. 
 
Artículo 68 
1. El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un máximo de 400 Diputados, elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo 
y secreto, en los términos que establezca la ley. 
2. La circunscripción electoral es la provincia. Las poblaciones de Ceuta y Melilla estarán representadas cada una de ellas por un 
Diputado. La ley distribuirá el número total de Diputados, asignando una representación mínima inicial a cada circunscripción y 
distribuyendo los demás en proporción a la población. 
3. La elección se verificará en cada circunscripción atendiendo a criterios de representación proporcional. 
4. El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su elección o el día de la 
disolución de la Cámara. 




5. Son electores y elegibles todos los españoles que estén en pleno uso de sus derechos políticos. 
La ley reconocerá y el Estado facilitará el ejercicio del derecho de sufragio a los españoles que se encuentren fuera del territorio de 
España. 
6. Las elecciones tendrán lugar entre los treinta días y sesenta días desde la terminación del mandato. El Congreso electo deberá ser 
convocado dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones. 
 
--Título II de Ley orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General. El artículo 162.1 de la citada Ley establece que:  
 
“1. El Congreso está formado por trescientos cincuenta Diputados. 
2. A cada provincia le corresponde un mínimo inicial de dos Diputados. Las poblaciones de Ceuta y Melilla están representadas cada 
una de ellas por un Diputado. 
3. Los doscientos cuarenta y ocho Diputados restantes se distribuyen entre las provincias en proporción a su población, conforme al 
siguiente procedimiento: 
a) Se obtiene una cuota de reparto resultante de dividir por doscientos cuarenta y ocho la cifra total de la población de derecho de 
las provincias peninsulares e insulares. 
b) Se adjudican a cada provincia tantos Diputados como resulten, en números enteros, de dividir la población de derecho provincial 
por la cuota de reparto. 
c) Los Diputados restantes se distribuyen asignando uno a cada una de las provincias cuyo cociente, obtenido conforme al apartado 
anterior, tenga una fracción decimal mayor. 
4. El Decreto de convocatoria debe especificar el número de Diputados a elegir en cada circunscripción, de acuerdo con lo dispuesto 
en este artículo”. 
 
Artículo 69 
1. El Senado es la Cámara de representación territorial. 
2. En cada provincia se elegirán cuatro Senadores por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto por los votantes de cada una 
de ellas, en los términos que señale una ley orgánica. 
3. En las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con Cabildo o Consejo Insular, constituirá una circunscripción a efectos 
de elección de Senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores –Gran Canaria, Mallorca y Tenerife– y uno a cada una 
de las siguientes islas o agrupaciones: Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerteventura, Gomera, Hierro, Lanzarote y La Palma. 
4. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos Senadores. 
5. Las Comunidades Autónomas designarán además un Senador y otro más por cada millón de habitantes de su respectivo territorio. 
La designación corresponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado superior de la Comunidad Autónoma, 
de acuerdo con lo que establezcan los Estatutos, que asegurarán, en todo caso, la adecuada representación proporcional. 
6. El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los Senadores termina cuatro años después de su elección o el día de la 
disolución de la Cámara. 
 
Artículo 70 
1. La ley electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores, que comprenderán, en 
todo caso: 
a) A los componentes del Tribunal Constitucional. 
b) A los altos cargos de la Administración del Estado que determine la ley, con la excepción de los miembros del Gobierno. 
c) Al Defensor del Pueblo. 
d) A los Magistrados, Jueces y Fiscales en activo. 
e) A los militares profesionales y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo. 
f) A los miembros de las Juntas Electorales. 
2. La validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control judicial, en los términos que 
establezca la ley electoral. 
 
--El art 6 de la Ley orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General establece las  causas de inelegibilidad de carácter 
general para todo proceso electoral y el 154 las específicas para el  Congreso y el Senado. Las causas de incompatibilidad  de los 
Diputados y Senadores se regulan el art 155 de la Ley antes  mencionada   
 
--Hay que tener presente la sección  XVI.” Contencioso electoral” del capítulo  VI. “Procedimiento electoral” del título I de la Ley 
orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General 
 
Artículo 71 
1. Los Diputados y Senadores gozarán de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones. 
2. Durante el período de su mandato los Diputados y Senadores gozarán asimismo de inmunidad y sólo podrán ser detenidos en caso 
de flagrante delito. No podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva. 
3. En las causas contra Diputados y Senadores será competente la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 
4. Los Diputados y Senadores percibirán una asignación que será fijada por las respectivas Cámaras. 
 
--Sobre la inviolabilidad, art 10 del Reglamento del Congreso de los Diputados. 
 
--Sobre la inmunidad, artículos 11 a 14 del Reglamento del Congreso de los Diputados. 
 
--Artículo 157 de la Ley orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General   
 
Artículo 72 
1. Las Cámaras establecen sus propios Reglamentos, aprueban autónomamente sus presupuestos y, de común acuerdo, regulan el 
Estatuto del Personal de las Cortes Generales. Los Reglamentos y su reforma serán sometidos a una votación final sobre su totalidad, 
que requerirá la mayoría absoluta. 
2. Las Cámaras eligen sus respectivos Presidentes y los demás miembros de sus Mesas. Las sesiones conjuntas serán presididas por 
el Presidente del Congreso y se regirán por un Reglamento de las Cortes Generales aprobado por mayoría absoluta de cada Cámara. 
3. Los Presidentes de las Cámaras ejercen en nombre de las mismas todos los poderes administrativos y facultades de policía en el 
interior de sus respectivas sedes. 





--Resolución de 24 de febrero de 1982 por la que se ordena la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del nuevo Reglamento 
del Congreso de los Diputados. Texto refundido del Reglamento del Senado aprobado por la Mesa del Senado, oída la Junta de 
Portavoces, en su reunión del día 3 de mayo de 1994. 
 
Artículo 73 
1. Las Cámaras se reunirán anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a diciembre, y el segundo, 
de febrero a junio. 
2. Las Cámaras podrán reunirse en sesiones extraordinarias a petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o de la mayoría 
absoluta de los miembros de cualquiera de las Cámaras. Las sesiones extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día 
determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado. 
 
Artículo 74 
1. Las Cámaras se reunirán en sesión conjunta para ejercer las competencias no legislativas que el Título II atribuye expresamente a 
las Cortes Generales. 
2. Las decisiones de las Cortes Generales previstas en los artículos 94, 1, 145, 2 y 158, 2, se adoptarán por mayoría de cada una de las 
Cámaras. En el primer caso, el procedimiento se iniciará por el Congreso, y en los otros dos, por el Senado. En ambos casos, si no 
hubiera acuerdo entre Senado y Congreso, se intentará obtener por una Comisión Mixta compuesta de igual número de Diputados y 
Senadores. La Comisión presentará un texto que será votado por ambas Cámaras. Si no se aprueba en la forma establecida, decidirá 
el Congreso por mayoría absoluta. 
 
Artículo 75 
1. Las Cámaras funcionarán en Pleno y por Comisiones. 
2. Las Cámaras podrán delegar en las Comisiones Legislativas Permanentes la aprobación de proyectos o proposiciones de ley. El 
Pleno podrá, no obstante, recabar en cualquier momento el debate y votación de cualquier proyecto o proposición de ley que haya 
sido objeto de esta delegación. 
3. Quedan exceptuados de lo dispuesto en el apartado anterior la reforma constitucional, las cuestiones internacionales, las leyes 
orgánicas y de bases y los Presupuestos Generales del Estado. 
 
Artículo 76 
1. El Congreso y el Senado, y, en su caso, ambas Cámaras conjuntamente, podrán nombrar Comisiones de investigación sobre 
cualquier asunto de interés público. Sus conclusiones no serán vinculantes para los Tribunales, ni afectarán a las resoluciones 
judiciales, sin perjuicio de que el resultado de la investigación sea comunicado al Ministerio Fiscal para el ejercicio, cuando proceda, 
de las acciones oportunas. 
2. Será obligatorio comparecer a requerimiento de las Cámaras. La ley regulará las sanciones que puedan imponerse por 
incumplimiento de esta obligación. 
 
Artículo 77 
1. Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la presentación directa 
por manifestaciones ciudadanas. 
2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse sobre su contenido, 
siempre que las Cámaras lo exijan. 
 
Artículo 78 
1. En cada Cámara habrá una Diputación Permanente compuesta por un mínimo de veintiún miembros, que representarán a los grupos 
parlamentarios, en proporción a su importancia numérica. 
2. Las Diputaciones Permanentes estarán presididas por el Presidente de la Cámara respectiva y tendrán como funciones la prevista 
en el artículo 73, la de asumir las facultades que correspondan a las Cámaras, de acuerdo con los artículos 86 y 116, en caso de que 
éstas hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato y la de velar por los poderes de las Cámaras cuando éstas no estén 
reunidas. 
3. Expirado el mandato o en caso de disolución, las Diputaciones Permanentes seguirán ejerciendo sus funciones hasta la constitución 
de las nuevas Cortes Generales. 
4. Reunida la Cámara correspondiente, la Diputación Permanente dará cuenta de los asuntos tratados y de sus decisiones. 
 
Artículo 79 
1. Para adoptar acuerdos, las Cámaras deben estar reunidas reglamentariamente y con asistencia de la mayoría de sus miembros. 
2. Dichos acuerdos, para ser válidos, deberán ser aprobados por la mayoría de los miembros presentes, sin perjuicio de las mayorías 
especiales que establezcan la Constitución o las leyes orgánicas y las que para elección de personas establezcan los Reglamentos de 
las Cámaras. 
3. El voto de Senadores y Diputados es personal e indelegable. 
 
Artículo 80 
Las sesiones plenarias de las Cámaras serán públicas, salvo acuerdo en contrario de cada Cámara, adoptado por mayoría absoluta o 
con arreglo al Reglamento. 
 
CAPÍTULO SEGUNDO De la elaboración de las leyes 
 
Artículo 81 
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las que aprueben los 
Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución. 
2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre 
el conjunto del proyecto. 
 
Artículo 82 
1. Las Cortes Generales podrán delegar en el Gobierno la potestad de dictar normas con rango de ley sobre materias determinadas no 
incluidas en el artículo anterior. 




2. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su objeto sea la formación de textos articulados o por 
una ley ordinaria cuando se trate de refundir varios textos legales en uno solo. 
3. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno de forma expresa para materia concreta y con fijación del plazo para su 
ejercicio. La delegación se agota por el uso que de ella haga el Gobierno mediante la publicación de la norma correspondiente. No 
podrá entenderse concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades 
distintas del propio Gobierno. 
4. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios y criterios que han de 
seguirse en su ejercicio. 
5. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que se refiere el contenido de la delegación, 
especificando si se circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los textos 
legales que han de ser refundidos. 




Las leyes de bases no podrán en ningún caso: 
a) Autorizar la modificación de la propia ley de bases. 
b) Facultar para dictar normas con carácter retroactivo. 
 
Artículo 84 
Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a una delegación legislativa en vigor, el Gobierno está facultado para 




Las disposiciones del Gobierno que contengan legislación delegada recibirán el título de Decretos Legislativos. 
 
Artículo 86 
1. En caso de extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones legislativas provisionales que tomarán la 
forma de Decretos-leyes y que no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y 
libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general. 
2. Los Decretos-leyes deberán ser inmediatamente sometidos a debate y votación de totalidad al Congreso de los Diputados, convocado 
al efecto si no estuviere reunido, en el plazo de los treinta días siguientes a su promulgación. El Congreso habrá de pronunciarse 
expresamente dentro de dicho plazo sobre su convalidación o derogación, para lo cual el Reglamento establecerá un procedimiento 
especial y sumario. 




1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la Constitución y los Reglamentos de 
las Cámaras. 
2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa 
del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de su 
defensa. 
3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisitos de la iniciativa popular para la presentación de proposiciones de ley. 
En todo caso se exigirán no menos de 500.000 firmas acreditadas. No procederá dicha iniciativa en materias propias de ley orgánica, 
tributarias o de carácter internacional, ni en lo relativo a la prerrogativa de gracia. 
 
--Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, reguladora de la iniciativa legislativa popular  
 
Artículo 88 
Los proyectos de ley serán aprobados en Consejo de Ministros, que los someterá al Congreso, acompañados de una exposición de 
motivos y de los antecedentes necesarios para pronunciarse sobre ellos. 
 
Artículo 89 
1. La tramitación de las proposiciones de ley se regulará por los Reglamentos de las Cámaras, sin que la prioridad debida a los 
proyectos de ley impida el ejercicio de la iniciativa legislativa en los términos regulados por el artículo 87. 
2. Las proposiciones de ley que, de acuerdo con el artículo 87, tome en consideración el Senado, se remitirán al Congreso para su 
trámite en éste como tal proposición. 
 
Artículo 90 
1. Aprobado un proyecto de ley ordinaria u orgánica por el Congreso de los Diputados, su Presidente dará inmediata cuenta del mismo 
al Presidente del Senado, el cual lo someterá a la deliberación de éste. 
2. El Senado en el plazo de dos meses, a partir del día de la recepción del texto, puede, mediante mensaje motivado, oponer su veto o 
introducir enmiendas al mismo. El veto deberá ser aprobado por mayoría absoluta. El proyecto no podrá ser sometido al Rey para 
sanción sin que el Congreso ratifique por mayoría absoluta, en caso de veto, el texto inicial, o por mayoría simple, una vez transcurridos 
dos meses desde la interposición del mismo, o se pronuncie sobre las enmiendas, aceptándolas o no por mayoría simple. 
3. El plazo de dos meses de que el Senado dispone para vetar o enmendar el proyecto se reducirá al de veinte días naturales en los 
proyectos declarados urgentes por el Gobierno o por el Congreso de los Diputados. 
 
Artículo 91 




1. Las decisiones políticas de especial trascendencia podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos. 




2. El referéndum será convocado por el Rey, mediante propuesta del Presidente del Gobierno, previamente autorizada por el Congreso 
de los Diputados. 
3. Una ley orgánica regulará las condiciones y el procedimiento de las distintas modalidades de referéndum previstas en esta 
Constitución. 
 
--Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de las distintas modalidades de referéndum  
 
CAPÍTULO TERCERO  De los Tratados Internacionales 
 
Artículo 93 
Mediante ley orgánica se podrá autorizar la celebración de tratados por los que se atribuya a una organización o institución 
internacional el ejercicio de competencias derivadas de la Constitución. Corresponde a las Cortes Generales o al Gobierno, según los 
casos, la garantía del cumplimiento de estos tratados y de las resoluciones emanadas de los organismos internacionales o 
supranacionales titulares de la cesión. 
 
--La incorporación de España a la en ese momento llamada Comunidad Europea se realiza a través de la Ley Orgánica 10/1985, de 2 
de agosto, de Autorización para la Adhesión de España a las Comunidades, cuyo preámbulo y articulado establecen lo siguiente:  
 
“Culminado con la firma del Tratado de Adhesión, el proceso de negociación para la integración de España en las Comunidades 
Europeas, que constituye un hito histórico para el pueblo español, unido en la voluntad de lograr la realización de los objetivos de 
los tratados constitutivos de aquéllas, procede, de acuerdo con lo previsto en el artículo 93 de la Constitución española, autorizar a 
tal efecto la prestación del consentimiento del Estado mediante la presente Ley Orgánica. 
 
Artículo primero. 
1. Se autoriza la ratificación por el Reino de España del Tratado hecho en Lisboa y Madrid el día 12 de junio de 1985 entre el Reino 
de Bélgica, el Reino de Dinamarca, la República Federal de Alemania, la República Helénica, la República Francesa, Irlanda, la 
República Italiana, el Gran Ducado de Luxemburgo, el Reino de los Países Bajos, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte y el Reino de España y la República Portuguesa, relativo a la adhesión del Reino de España y de la República Portuguesa a la 
Comunidad Económica Europea y a la Comunidad Europea de la Energía Atómica. 
2. Se autoriza la adhesión del Reino de España al Tratado Constitutivo de la Comunidad Económica del Carbón y del Acero, firmado 
en París el día 18 de abril de 1951, tal y como ha sido modificado o completado, y en los términos establecidos en la decisión del 
Congreso de las Comunidades Europeas de 11 de junio de 1985. 
 
Artículo segundo. 
La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»” 
 
--Las versiones consolidadas del Tratado de la Unión Europea y del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. Protocolos. 
Anexos. Declaraciones anejas al Acta Final de la Conferencia intergubernamental que ha adoptado el Tratado de Lisboa firmado el 
13 de diciembre de 2007. Tablas de correspondencias. Se publica en el «DOUE» núm. 326, de 26 de octubre de 2012 
 
Artículo 94 
1. La prestación del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados o convenios requerirá la previa autorización de 
las Cortes Generales, en los siguientes casos: 
a) Tratados de carácter político. 
b) Tratados o convenios de carácter militar. 
c) Tratados o convenios que afecten a la integridad territorial del Estado o a los derechos y deberes fundamentales establecidos en el 
Título I. 
d) Tratados o convenios que impliquen obligaciones financieras para la Hacienda Pública. 
e) Tratados o convenios que supongan modificación o derogación de alguna ley o exijan medidas legislativas para su ejecución. 
2. El Congreso y el Senado serán inmediatamente informados de la conclusión de los restantes tratados o convenios. 
 
Artículo 95 
1. La celebración de un tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución exigirá la previa revisión 
constitucional. 
2. El Gobierno o cualquiera de las Cámaras puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si existe o no esa contradicción. 
 
Artículo 96 
1. Los tratados internacionales válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, formarán parte del ordenamiento 
interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de 
acuerdo con las normas generales del Derecho internacional. 
2. Para la denuncia de los tratados y convenios internacionales se utilizará el mismo procedimiento previsto para su aprobación en el 
artículo 94. 
 
--Sobre Relaciones internacionales: 
-Ley Orgánica 16/2015, de 27 de octubre, sobre privilegios e inmunidades de los Estados extranjeros, las Organizaciones 
Internacionales con sede u oficina en España y las Conferencias y Reuniones internacionales celebradas en España 
-Convención de las Naciones Unidas, de 2 de diciembre de 2004, sobre las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes 
-Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado. 
-Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas, 18 de abril de 1961 
-Convención de Viena sobre relaciones consulares, 24 de abril de 1963 
-Convención sobre misiones especiales, 8 de diciembre de 1969 
 
TÍTULO IV Del Gobierno y de la Administración 
 
Artículo 97 




El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la función ejecutiva 
y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. 
 
--El art 1 (Del Gobierno) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno establece lo siguiente: 
 
“1. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la función 
ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. 
2. El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los Ministros. 
3. Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas del Gobierno”. 
 
Artículo 98 
1. El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de los Ministros y de los demás miembros que establezca 
la ley. 
2. El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio de la 
competencia y responsabilidad directa de éstos en su gestión. 
3. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato parlamentario, ni 
cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna. 
4. La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno. 
 
---La ley 50/1997 ha limitado la composición del Gobierno al Presidente, al Vicepresidente o Vicepresidentes, en su caso, y de los 
Ministros, sin que se admitan otros miembros como permite el art comentado de la CE. 
Según el art. 2.2.j) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, corresponde al Presidente del Gobierno "crear, modificar y 
suprimir, por Real Decreto, los Departamentos Ministeriales, así como las Secretarías de Estado. Asimismo, le corresponde la 
aprobación de la estructura orgánica de la Presidencia del Gobierno". En este mismo sentido, hay que citar la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Su art. 57.3 dispone que "La determinación del número, la denominación y el ámbito 
de competencia respectivo de los Ministerios y las Secretarías de Estado se establecen mediante Real Decreto del Presidente del 
Gobierno".  
En la actualidad está vigente el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estructura orgánica básica de los 
departamentos ministeriales, que recoge los siguientes: 
-Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación. 
-Ministerio de Justicia. 
-Ministerio de Defensa. 
-Ministerio de Hacienda. 
-Ministerio del Interior. 
-Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. 
-Ministerio de Educación y Formación Profesional. 
-Ministerio de Trabajo y Economía Social. 
-Ministerio de Industria, Comercio y Turismo. 
-Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. 
-Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática. 
-Ministerio de Política Territorial y Función Pública. 
-Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. 
-Ministerio de Cultura y Deporte. 
-Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. 
-Ministerio de Sanidad. 
-Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030. 
-Ministerio de Ciencia e Innovación. 
-Ministerio de Igualdad. 
-Ministerio de Consumo. 
-Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 
-Ministerio de Universidades. 
 
Artículo 99 
1. Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás supuestos constitucionales en que así proceda, el Rey, 
previa consulta con los representantes designados por los Grupos políticos con representación parlamentaria, y a través del Presidente 
del Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno. 
2. El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante el Congreso de los Diputados el programa 
político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la confianza de la Cámara. 
3. Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su confianza a dicho candidato, el 
Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas 
después de la anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviere la mayoría simple. 
4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas propuestas en la forma 
prevista en los apartados anteriores. 
5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato hubiere obtenido la confianza 
del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y convocará nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso. 
 
Artículo 100 
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a propuesta de su Presidente. 
 
Artículo 101 
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza parlamentaria previstos en la 
Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su Presidente. 
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno. 
 





1. La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal 
del Tribunal Supremo. 
2. Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus funciones, sólo podrá 
ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los miembros del Congreso, y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo. 
3. La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del presente artículo. 
 
Artículo 103 
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, 
descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 
2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley. 
3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los principios de mérito y 
capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la 
imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 
 
--- Para reforzar la objetividad, hay que tener presente los artículos 23 y 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público: 
 
-Artículo 23. Abstención. 
1. Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas en el 
apartado siguiente se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo 
procedente. 
2. Son motivos de abstención los siguientes: 
a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél; ser administrador de 
sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado. 
b) Tener un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de 
afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y 
también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho 
profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato. 
c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado anterior. 
d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate. 
e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos 
últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 
3. Los órganos jerárquicamente superiores a quien se encuentre en alguna de las circunstancias señaladas en el punto anterior 
podrán ordenarle que se abstengan de toda intervención en el expediente. 
4. La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que concurran motivos de abstención 
no implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan intervenido. 
5. La no abstención en los casos en que concurra alguna de esas circunstancias dará lugar a la responsabilidad que proceda. 
 
-Artículo 24. Recusación. 
1. En los casos previstos en el artículo anterior, podrá promoverse recusación por los interesados en cualquier momento de la 
tramitación del procedimiento. 
2. La recusación se planteará por escrito en el que se expresará la causa o causas en que se funda. 
3. En el día siguiente el recusado manifestará a su inmediato superior si se da o no en él la causa alegada. En el primer caso, si el 
superior aprecia la concurrencia de la causa de recusación, acordará su sustitución acto seguido. 
4. Si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de tres días, previos los informes y comprobaciones 
que considere oportunos. 
5. Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar la recusación al 
interponer el recurso que proceda contra el acto que ponga fin al procedimiento. 
 




1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el libre ejercicio de los 
derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana. 
2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad. 
 
--Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección 
de la seguridad ciudadana. 
 
--Real Decreto 221/1991, de 22 de febrero, por el que se regula la organización de Unidades del Cuerpo Nacional de Policía 
adscritas a las Comunidades Autónomas y se establecen las peculiaridades del régimen estatutario de su personal. 
 
Artículo 105 
La ley regulará: 
a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el 
procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten. 
b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, 
la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas. 
c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del 
interesado. 
 
--Sobre la letra a) del precepto anotado, se debe tener en cuenta que el artículo 24 “Del procedimiento de elaboración de los 
reglamentos” de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno regula esta cuestión para el ámbito estatal en su apartado 1-c: 
 




“1. La elaboración de los reglamentos se ajustará al siguiente procedimiento: 
......... 
c) Elaborado el texto de una disposición que afecte a los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos, se les dará audiencia, 
durante un plazo razonable y no inferior a quince días hábiles, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones 
reconocidas por la ley que los agrupen o los representen y cuyos fines guarden relación directa con el objeto de la disposición. La 
decisión sobre el procedimiento escogido para dar audiencia a los ciudadanos afectados será debidamente motivada en el expediente 
por el órgano que acuerde la apertura del trámite de audiencia. Asimismo, y cuando la naturaleza de la disposición lo aconseje, será 
sometida a información pública durante el plazo indicado. 
Este trámite podrá ser abreviado hasta el mínimo de siete días hábiles cuando razones debidamente motivadas así lo justifiquen. Sólo 
podrá omitirse dicho trámite cuando graves razones de interés público, que asimismo deberán explicitarse, lo exijan.....................” 
 
--Hay que tener presente sobre el acceso a la información a la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno y a la Ley 9/1968, de 5 de abril, reguladora de los secretos oficiales, aún vigente. 
La normativa autonómica más relevante en esta materia: 
-Andalucía, Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía. 
-Canarias, Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la información pública. 
 
--El art. 82 (Trámite de audiencia) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, establece que: 
 
“1. Instruidos los procedimientos, e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrán de manifiesto a los 
interesados o, en su caso, a sus representantes, para lo que se tendrán en cuenta las limitaciones previstas en su caso en la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre. 
La audiencia a los interesados será anterior a la solicitud del informe del órgano competente para el asesoramiento jurídico o a la 
solicitud del Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, en el caso que éstos 
formaran parte del procedimiento. 
2. Los interesados, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, podrán alegar y presentar los documentos y justificaciones 
que estimen pertinentes. 
3. Si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos 
o justificaciones, se tendrá por realizado el trámite. 
4. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución 
otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado. 
5. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial a los que se refiere el artículo 32.9 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector 
Público, será necesario en todo caso dar audiencia al contratista, notificándole cuantas actuaciones se realicen en el procedimiento, 




1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta 
a los fines que la justifican. 
2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera 
de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos. 
 
--Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
 
--Sobre el derecho a la indemnización, hay que tener presente el Capítulo IV. De la responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones Públicas (artículos 32 a 37) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 
 
Artículo 107 
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición y competencia. 
 
--Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado 
 
TÍTULO V De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales 
 
Artículo 108 
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los Diputados. 
 
Artículo 109 
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de aquéllas, la información y ayuda que precisen del 
Gobierno y de sus Departamentos y de cualesquiera autoridades del Estado y de las Comunidades Autónomas. 
 
--Véase el art 7 del Reglamento del Congreso de los Diputados 
 
Artículo 110 
1. Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del Gobierno. 
2. Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus Comisiones y la facultad de hacerse oír en ellas, y 
podrán solicitar que informen ante las mismas funcionarios de sus Departamentos. 
 
Artículo 111 
1. El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y preguntas que se le formulen en las Cámaras. Para 
esta clase de debate los Reglamentos establecerán un tiempo mínimo semanal. 
2. Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su posición. 
 





El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede plantear ante el Congreso de los Diputados la cuestión 
de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor 
de la misma la mayoría simple de los Diputados. 
 
Artículo 113 
1. El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adopción por mayoría absoluta de 
la moción de censura. 
2. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados, y habrá de incluir un candidato a la 
Presidencia del Gobierno. 
3. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los dos primeros días de dicho 
plazo podrán presentarse mociones alternativas. 




1. Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, procediéndose a continuación a la designación 
de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el artículo 99. 
2. Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al Rey y el candidato incluido en aquélla se 
entenderá investido de la confianza de la Cámara a los efectos previstos en el artículo 99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno. 
 
Artículo 115 
1. El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su exclusiva responsabilidad, podrá proponer la 
disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, que será decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha 
de las elecciones. 
2. La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción de censura. 
3. No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, salvo lo dispuesto en el artículo 99, apartado 5. 
 
Artículo 116 
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones correspondientes. 
2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por un plazo máximo de 
quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin cuya autorización no podrá ser 
prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito territorial a que se extienden los efectos de la declaración. 
3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, previa autorización del 
Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción deberá determinar expresamente los efectos del 
mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración, que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, 
con los mismos requisitos. 
4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta exclusiva del Gobierno. El 
Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones. 
5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados comprendidos en el presente 
artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el 
de los demás poderes constitucionales del Estado, no podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. 
Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, 
las competencias del Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente. 
6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de responsabilidad del Gobierno y de 
sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes. 
 
--Ley Orgánica 4/1981, de 1 de junio, de los estados de alarma, excepción y sitio. 
 
-- Hasta ahora solo se han aprobado dos estados de alarma: Real Decreto 1673/2010, de 4 de diciembre, por el que se declara el estado 
de alarma para la normalización del servicio público esencial del transporte aéreo y Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 
 
TÍTULO VI Del Poder Judicial 
 
Artículo 117 
1. La justicia emana del pueblo y se administra en nombre del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del poder judicial, 
independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley. 
2. Los Jueces y Magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, sino por alguna de las causas y con las 
garantías previstas en la ley. 
3. El ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde 
exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados por las leyes, según las normas de competencia y procedimiento que las 
mismas establezcan. 
4. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán más funciones que las señaladas en el apartado anterior y las que expresamente les sean 
atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho. 
5. El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales. La ley regulará el ejercicio 
de la jurisdicción militar en el ámbito estrictamente castrense y en los supuestos de estado de sitio, de acuerdo con los principios de 
la Constitución. 
6. Se prohíben los Tribunales de excepción. 
 
--Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ): 
 
-Artículo 378. 
1. Gozarán de inamovilidad los Jueces y Magistrados que desempeñen cargos judiciales. 
2. Los que hayan sido nombrados por plazo determinado gozarán de inamovilidad sólo por ese tiempo. 
3. Los casos de renuncia, excedencia, traslado y promoción se regirán por sus normas específicas establecidas en esta ley. 






1. La condición de Jueces o Magistrados se perderá por las siguientes causas: 
a) Por renuncia a la Carrera Judicial. Se entenderán incursos en este supuesto los previstos en los 322 y 357-3. 
b) Por pérdida de la nacionalidad española. 
c) En virtud de sanción disciplinaria de separación de la Carrera Judicial. 
d) Por la condena a pena privativa de libertad por razón de delito doloso. En los casos en que la pena no fuera superior a seis meses, 
el Consejo General del Poder Judicial, de forma motivada y atendiendo a la entidad del delito cometido, podrá sustituir la pérdida 
de la condición de Magistrado o Juez por la sanción prevista en el artículo 420.1, d). 
e) Por haber incurrido en alguna de las causas de incapacidad, salvo que proceda su jubilación. 
f) Por jubilación. 
2. La separación en los casos previstos en las letras b), c), d) y e) del apartado anterior se acordará previo expediente, con 
intervención del Ministerio Fiscal. 
 
--Se puede destacar los siguientes reglamentos del CGPJ: 
 
-Reglamento 2/2018, de 29 de noviembre, para el cumplimiento de la Ley 15/2003, de 26 de mayo, reguladora del régimen retributivo 
de las Carreras Judicial y Fiscal, en lo relativo a las retribuciones variables por objetivos de los miembros de la Carrera Judicial 
-Reglamento 1/2018, de 27 de septiembre, sobre auxilio judicial internacional y redes de cooperación judicial internacional 
-Reglamento 1/2016, de 24 de noviembre, de desarrollo del estatuto de los Jueces de Adscripción Territorial y los Jueces en 
Expectativa de Destino, y de modificación del Reglamento 2/2011, de 28 de abril, de la Carrera Judicial 
-Reglamento 2/2011, de 28 de abril, de la carrera judicial 
-Reglamento 1/2011, de 28 de febrero, de asociaciones judiciales profesionales 
-Reglamento 1/2010, de 25 de febrero, que regula la provisión de plazas de nombramiento discrecional en los órganos judiciales 
-Reglamento 2/2010, de 25 de febrero, sobre criterios generales de homogeneización de las actuaciones de los servicios comunes 
procesales 
-Reglamento 1/2008 de 23 de abril, sobre indemnizaciones en concepto de asistencias por razón de participación en tribunales de 
oposiciones y otros procesos de selección relativos a la carrera judicial 
-Reglamento 2/2005, de 23 de noviembre, de Honores, Tratamientos y Protocolo en los Actos Judiciales Solemnes 
-Reglamento 1/2005, de 15 de septiembre, de los aspectos accesorios de las actuaciones judiciales 
-Reglamento 1/2003, de 9 de Julio, de estadística judicial 
-Reglamento 2/2000, de 25 de octubre, de los Jueces adjuntos 
-Reglamento 1/2000, de 26 de julio, de los órganos de gobierno de los tribunales 
-Reglamento 1/1998 de tramitación de quejas y denuncias relativas al funcionamiento de los juzgados y tribunales 
-Reglamento 1/1997, de 7 de mayo, del Centro de Documentación Judicial 
-Reglamento 2/1995, de 7 de junio, de la Escuela Judicial 
-Reglamento 3/1995, de 7 de junio, de los Jueces de Paz 
 
Artículo 118 
Es obligado cumplir las sentencias y demás resoluciones firmes de los Jueces y Tribunales, así como prestar la colaboración requerida 
por éstos en el curso del proceso y en la ejecución de lo resuelto. 
 
Artículo 119 
La justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para 
litigar. 
 
--La regulación vigente sobre esta materia está en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita y su reglamento de 
desarrollo aprobado por Real Decreto 996/2003, de 25 de julio. Hay que traer a colación el Proyecto de ley de asistencia jurídica 
gratuita. (BOCG. Congreso de los Diputados", serie A, número 84-1, de 7 de marzo de 2014). 
El desarrollo por las Comunidades Autónomas es el siguiente: 
-Andalucía, Decreto 67/2008, de 26 febrero, aprueba el Reglamento de Asistencia Jurídica Gratuita de Andalucía 
 
Artículo 120 
1. Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento. 
2. El procedimiento será predominantemente oral, sobre todo en materia criminal. 
3. Las sentencias serán siempre motivadas y se pronunciarán en audiencia pública. 
 
--Sobre la publicidad de las actuaciones judiciales, véase el artículo doscientos treinta y dos de la LOPJ. 
 
--La oralidad del procedimiento se regula en el artículo doscientos veintinueve de la LOPJ. 
 
Artículo 121 
Los daños causados por error judicial, así como los que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la Administración de 
Justicia, darán derecho a una indemnización a cargo del Estado, conforme a la ley. 
 
Artículo 122 
1. La ley orgánica del poder judicial determinará la constitución, funcionamiento y gobierno de los Juzgados y Tribunales, así como 
el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera, que formarán un Cuerpo único, y del personal al servicio de la 
Administración de Justicia. 
2. El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de gobierno del mismo. La ley orgánica establecerá su estatuto y el régimen de 
incompatibilidades de sus miembros y sus funciones, en particular en materia de nombramientos, ascensos, inspección y régimen 
disciplinario. 
3. El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte 
miembros nombrados por el Rey por un periodo de cinco años. De éstos, doce entre Jueces y Magistrados de todas las categorías 
judiciales, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso de los Diputados, y cuatro a propuesta del 




Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y otros juristas, todos ellos de 
reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión. 
 
-- Reglamento 1/1986, de 22 de abril, de organización y funcionamiento del Consejo General del Poder Judicial 
 
Artículo 123 
1. El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto 
en materia de garantías constitucionales. 
2. El Presidente del Tribunal Supremo será nombrado por el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, en la forma que 
determine la ley. 
 
--Los artículos 53 a 61 de la LOPJ regulan las competencias del Tribunal Supremo 
 
Artículo 124 
1. El Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las funciones encomendadas a otros órganos, tiene por misión promover la acción de la justicia 
en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a petición de los 
interesados, así como velar por la independencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social. 
2. El Ministerio Fiscal ejerce sus funciones por medio de órganos propios conforme a los principios de unidad de actuación y 
dependencia jerárquica y con sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad. 
3. La ley regulará el estatuto orgánico del Ministerio Fiscal. 
4. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del Poder Judicial. 
 
--Ley 50/1981, de 30 diciembre regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal y Real Decreto 62/2015, de 6 de febrero, por el que 
se amplía la plantilla orgánica del Ministerio Fiscal para adecuarla a las necesidades existentes. 
 
Artículo 125 
Los ciudadanos podrán ejercer la acción popular y participar en la Administración de Justicia mediante la institución del Jurado, en la 
forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales. 
 
--El Jurado se regula en la Ley Orgánica 5/1995, del Tribunal del Jurado. 
 
Artículo 126 
La policía judicial depende de los Jueces, de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en sus funciones de averiguación del delito y 
descubrimiento y aseguramiento del delincuente, en los términos que la ley establezca. 
 
--Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía Judicial 
 
Artículo 127 
1. Los Jueces y Magistrados así como los Fiscales, mientras se hallen en activo, no podrán desempeñar otros cargos públicos, ni 
pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establecerá el sistema y modalidades de asociación profesional de los Jueces, 
Magistrados y Fiscales. 
2. La ley establecerá el régimen de incompatibilidades de los miembros del poder judicial, que deberá asegurar la total independencia 
de los mismos. 
 
TÍTULO VII Economía y Hacienda 
 
Artículo 128 
1. Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual fuere su titularidad está subordinada al interés general. 
2. Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica. Mediante ley se podrá reservar al sector público recursos o servicios 




1. La ley establecerá las formas de participación de los interesados en la Seguridad Social y en la actividad de los organismos públicos 
cuya función afecte directamente a la calidad de la vida o al bienestar general. 
2. Los poderes públicos promoverán eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y fomentarán, mediante una 
legislación adecuada, las sociedades cooperativas. También establecerán los medios que faciliten el acceso de los trabajadores a la 
propiedad de los medios de producción. 
 
-- Ley 44/2015, de 14 de octubre, de Sociedades Laborales y Participadas. 
 





1. Los poderes públicos atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos y, en particular, de la agricultura, 
de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin de equiparar el nivel de vida de todos los españoles. 
2. Con el mismo fin, se dispensará un tratamiento especial a las zonas de montaña. 
 
--Se deben tener presente la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de las Explotaciones Agrarias, la Ley 3/2001, de 26 de 
marzo, de Pesca Marítima del Estado, la Ley 34/1979, de 16 de diciembre, sobre Fincas manifiestamente mejorables,  la Ley 25/1982, 
de 30 de julio, de Agricultura de montaña, la Ley 38/1994, de 30 de diciembre, reguladora de las organizaciones interprofesionales 
agroalimentarias, la Ley 49/2003, de Arrendamientos Rústicos y la ley 50/1985, de 27 de diciembre, de incentivos regionales para la 
corrección de desequilibrios económicos interterritoriales. 
 




--A nivel autonómico, se pueden señalar las siguientes normas: 
-Andalucía, Ley 1/2002, de 4 de abril, de ordenación, fomento y control de la Pesca Marítima, el Marisqueo y la Acuicultura Marina, 
Ley 2/2011, de 25 de marzo, de la Calidad Agroalimentaria y Pesquera de Andalucía, Ley 10/2007, de 26 de noviembre, de Protección 
del Origen y la Calidad de los Vinos de Andalucía y Ley 1/2005, de 4 de marzo, por la que se regula el régimen de las Organizaciones 
Interprofesionales Agroalimentarias en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
 
Artículo 131 
1. El Estado, mediante ley, podrá planificar la actividad económica general para atender a las necesidades colectivas, equilibrar y 
armonizar el desarrollo regional y sectorial y estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su más justa distribución. 
2. El Gobierno elaborará los proyectos de planificación, de acuerdo con las previsiones que le sean suministradas por las Comunidades 
Autónomas y el asesoramiento y colaboración de los sindicatos y otras organizaciones profesionales, empresariales y económicas. A 
tal fin se constituirá un Consejo, cuya composición y funciones se desarrollarán por ley. 
 




1. La ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los comunales, inspirándose en los principios de 
inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, así como su desafectación. 
2. Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar 
territorial y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental. 
3. Por ley se regularán el Patrimonio del Estado y el Patrimonio Nacional, su administración, defensa y conservación. 
 
--Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas; Ley de 4 de enero de 1977 sobre mar territorial y Ley de 20 de febrero, sobre zona económica. 
 
--Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas y Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por 
el que se aprueba su Reglamento General 
 
--La Ley 23/1982, de 16 de junio, reguladora del Patrimonio Nacional, en su art. 2 señala que: “Tienen la calificación jurídica de 
bienes del Patrimonio Nacional los de titularidad del Estado afectados al uso y servicio del Rey y de los miembros de la Real Familia 
para el ejercicio de la alta representación que la Constitución y las leyes les atribuyen. 
Además se integran en el citado Patrimonio los derechos y cargas de Patronato sobre las Fundaciones y Reales Patronatos a que se 
refiere la presente Ley.” 
 
Artículo 133 
1. La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado, mediante ley. 
2. Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las 
leyes. 
3. Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos del Estado deberá establecerse en virtud de ley. 
4. Las administraciones públicas sólo podrán contraer obligaciones financieras y realizar gastos de acuerdo con las leyes. 
 
-- Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas. 
 
-- Ley 22/2001, de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos de Compensación Interterritorial. 
 
-- Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común 
y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias. 
 




1. Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y a las Cortes Generales, su examen, enmienda 
y aprobación. 
2. Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad de los gastos e ingresos del sector público 
estatal y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado. 
3. El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Presupuestos Generales del Estado al menos tres meses antes 
de la expiración de los del año anterior. 
4. Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se considerarán 
automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los nuevos. 
5. Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, el Gobierno podrá presentar proyectos de ley que impliquen aumento del gasto 
público o disminución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario. 
6. Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios requerirá la 
conformidad del Gobierno para su tramitación. 
7. La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una ley tributaria sustantiva así lo prevea. 
 
-- Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 
 
Artículo 135 
1. Todas las Administraciones Públicas adecuarán sus actuaciones al principio de estabilidad presupuestaria. 
2. El Estado y las Comunidades Autónomas no podrán incurrir en un déficit estructural que supere los márgenes establecidos, en su 
caso, por la Unión Europea para sus Estados Miembros. 
Una ley orgánica fijará el déficit estructural máximo permitido al Estado y a las Comunidades Autónomas, en relación con su producto 
interior bruto. Las Entidades Locales deberán presentar equilibrio presupuestario. 
3. El Estado y las Comunidades Autónomas habrán de estar autorizados por ley para emitir deuda pública o contraer crédito. 




Los créditos para satisfacer los intereses y el capital de la deuda pública de las Administraciones se entenderán siempre incluidos en 
el estado de gastos de sus presupuestos y su pago gozará de prioridad absoluta. Estos créditos no podrán ser objeto de enmienda o 
modificación, mientras se ajusten a las condiciones de la ley de emisión. 
El volumen de deuda pública del conjunto de las Administraciones Públicas en relación con el producto interior bruto del Estado no 
podrá superar el valor de referencia establecido en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 
4. Los límites de déficit estructural y de volumen de deuda pública sólo podrán superarse en caso de catástrofes naturales, recesión 
económica o situaciones de emergencia extraordinaria que escapen al control del Estado y perjudiquen considerablemente la situación 
financiera o la sostenibilidad económica o social del Estado, apreciadas por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los 
Diputados. 
5. Una ley orgánica desarrollará los principios a que se refiere este artículo, así como la participación, en los procedimientos 
respectivos, de los órganos de coordinación institucional entre las Administraciones Públicas en materia de política fiscal y financiera. 
En todo caso, regulará: 
a) La distribución de los límites de déficit y de deuda entre las distintas Administraciones Públicas, los supuestos excepcionales de 
superación de los mismos y la forma y plazo de corrección de las desviaciones que sobre uno y otro pudieran producirse. 
b) La metodología y el procedimiento para el cálculo del déficit estructural. 
c) La responsabilidad de cada Administración Pública en caso de incumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria. 
6. Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con sus respectivos Estatutos y dentro de los límites a que se refiere este artículo, 
adoptarán las disposiciones que procedan para la aplicación efectiva del principio de estabilidad en sus normas y decisiones 
presupuestarias. 
 
--M. por el art. único de la Reforma de 27 de septiembre de 2011 
 
-- Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 
 
Artículo 136 
1. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión económica de Estado, así como del sector 
público. 
Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por delegación de ellas en el examen y comprobación de la 
Cuenta General del Estado. 
2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y serán censuradas por éste. 
El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes Generales un informe anual en el que, cuando 
proceda, comunicará las infracciones o responsabilidades en que, a su juicio, se hubiere incurrido. 
3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e inamovilidad y estarán sometidos a las mismas 
incompatibilidades que los Jueces. 
4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribunal de Cuentas. 
 
--Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas y Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de 
Cuentas. 
 
TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado 
 
CAPÍTULO PRIMERO Principios generales 
 
Artículo 137 
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas 
entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. 
 
-Respecto a la autonomía local constitucionalmente garantizada, el TC, en su sentencia 132/2014, de 22 de julio de 2014, declara que 
es “el derecho de la comunidad local a participar a través de órganos propios en el gobierno y administración de cuantos asuntos le 
atañen, graduándose la intensidad de esta participación en función de la relación existente entre los intereses locales y supralocales 
dentro de tales asuntos y materias. Para el ejercicio de esa participación en el gobierno y administración de cuanto les atañe, los 
órganos representativos de la comunidad local han de estar dotados de las potestades sin las que ninguna actuación autonómica es 
posible” (reiterando la doctrina de la STC 121/2012, de 5 de junio, FJ 5, con cita de las anteriores). 
 
Artículo 138 
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la Constitución, velando por 
el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio español, y atendiendo en 
particular a las circunstancias del hecho insular. 
2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún caso, privilegios 
económicos o sociales. 
 
Artículo 139 
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado. 
2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de 
las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español. 
 
--La Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado 
 
CAPÍTULO SEGUNDO De la Administración Local 
 
Artículo 140 
La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración 
corresponde a sus respectivos Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los 
vecinos del municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los Alcaldes 
serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda el régimen del concejo abierto. 
 




--La regulación estatal de carácter básico se encuentra en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local y 
en determinadas partes en el Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las 
disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local.  
La normativa autonómica más relevante sobre Administración Local es la siguiente: 
-Andalucía, Ley 5/2010, de 11 de junio, de autonomía local de Andalucía 
 
Artículo 141 
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de municipios y división territorial 
para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las 
Cortes Generales mediante ley orgánica. 
2. El Gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras Corporaciones de carácter 
representativo. 
3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. 
4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos. 
 
--La actual división provincial de España se establece con el Real Decreto de 30 de noviembre de 1833 sobre la división civil de 
territorio español en la Península e islas adyacentes, aprobado a impulsos de Javier de Burgos 
 
Artículo 142 
La Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la ley atribuye a las 
Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del Estado y de las 
Comunidades Autónomas. 
 
--Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 marzo. Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 
 
CAPÍTULO TERCERO De las Comunidades Autónomas 
 
Artículo 143 
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias limítrofes con características 
históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las provincias con entidad regional histórica podrán acceder a 
su autogobierno y constituirse en Comunidades Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos. 
2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano interinsular correspondiente y a 
las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. 
Estos requisitos deberán ser cumplidos en el plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las 
Corporaciones locales interesadas. 
3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años. 
 
Artículo 144 
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional: 
a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una provincia y no reúna las 
condiciones del apartado 1 del artículo 143. 
b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la organización provincial. 
c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143. 
 
Artículo 145 
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas. 
2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios 
entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el carácter y efectos de la correspondiente 
comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas 
necesitarán la autorización de las Cortes Generales. 
 
Artículo 146 
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u órgano interinsular de las 




1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma 
y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico. 
2. Los Estatutos de autonomía deberán contener: 
a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica. 
b) La delimitación de su territorio. 
c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias. 
d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso de los servicios 
correspondientes a las mismas. 
3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo caso, la aprobación por las 
Cortes Generales, mediante ley orgánica. 
 
--Contenido de los Estatutos. STC 31/2010, de 28 de junio de 2010, FJ5.  
 
“5. La naturaleza y la función constitucionales de los Estatutos de Autonomía determinan su posible contenido. Del mismo forma 
parte, en primer lugar, y como ya hemos dicho, el minimum relacionado en el art. 147.2 CE. También por disposición 
constitucional expresa, las materias referidas en determinados preceptos de la Constitución. En ambos casos puede hablarse de un 
contenido estatutario constitucionalmente explícito. Cabe junto a él un contenido implícito por inherente a la condición del Estatuto 
como norma institucional básica (art. 147.1 CE), con cuanto ello implica en términos de autogobierno, de autoorganización y de 
identidad. Con ese título pueden integrarse en los Estatutos previsiones y disciplinas muy dispares, aunque siempre dejando a 




salvo, como es evidente, las reservas establecidas por la Constitución en favor de leyes específicas o para la disciplina de materia 
orgánica no estatutaria. Y, dada la apertura y flexibilidad del modelo territorial, serían constitucionalmente admisibles Estatutos 
de Autonomía dotados de un contenido más amplio que el que resulta del mínimo necesario del art. 147.2 CE. Hasta el punto de 
que su delimitación sólo podría realizarse, desde esta jurisdicción, mediante la garantía de la observancia de ciertos límites. En el 
entendido de que constitucionalmente tienen igual cabida una concepción restringida del contenido material de los Estatutos 
(limitada al mínimo explícito) y un entendimiento más amplio, supuesto en el que el mínimo a garantizar por este Tribunal no es ya 
el que asegura la existencia, la identidad y las competencias de la Comunidad Autónoma, sino el que resulta, por un lado, de los 
límites que marcan la divisoria entre la Constitución y los poderes constituidos, y, por otro, de aquellos que permiten la eficacia 
regular del sistema en su conjunto.” 
 
Artículo 148 
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias: 
1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno. 
2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones que correspondan a la 
Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia autorice la legislación sobre Régimen Local. 
3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. 
4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio. 
5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad Autónoma y, en los mismos 
términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable. 
6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen actividades comerciales. 
7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía. 
8.ª Los montes y aprovechamientos forestales. 
9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente. 
10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de interés de la Comunidad 
Autónoma; las aguas minerales y termales. 
11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial. 
12.ª Ferias interiores. 
13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política económica 
nacional. 
14.ª La artesanía. 
15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma. 
16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma. 
17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la Comunidad Autónoma. 
18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial. 
19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio. 
20.ª Asistencia social. 
21.ª Sanidad e higiene. 
22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en relación con las policías locales 
en los términos que establezca una ley orgánica. 
2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus 
competencias dentro del marco establecido en el artículo 149. 
 
Artículo 149 
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 
1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el 
cumplimiento de los deberes constitucionales. 
2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 
3.ª Relaciones internacionales. 
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas. 
5.ª Administración de Justicia. 
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden 
se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas. 
7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas. 
8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades Autónomas de los derechos 
civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, 
relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las 
obligaciones contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en 
este último caso, a las normas de derecho foral o especial. 
9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial. 
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior. 
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y seguros. 
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial. 
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado. 
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica. 
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos farmacéuticos. 
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades 
Autónomas. 
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, 
garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las 
especialidades derivadas de la organización propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; 
legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones 
públicas. 
19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las Comunidades Autónomas. 
20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de interés general; aeropuertos 
de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y matriculación de aeronaves. 




21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad Autónoma; régimen general de 
comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y 
radiocomunicación. 
22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas discurran por más de una 
Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el 
transporte de energía salga de su ámbito territorial. 
23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de 
establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias. 
24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma. 
25.ª Bases de régimen minero y energético. 
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos. 
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de comunicación social, sin perjuicio 
de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas. 
28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y 
archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas. 
29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en la forma que se 
establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgánica. 
30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y normas básicas 
para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos 
en esta materia. 
31.ª Estadística para fines estatales. 
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum. 
2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura 
como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas. 
3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en 
virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los Estatutos de Autonomía 
corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que 




1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las Comunidades Autónomas la 
facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin 
perjuicio de la competencia de los Tribunales, en cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre 
estas normas legislativas de las Comunidades Autónomas. 
2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia 
de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la 
correspondiente transferencia de medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado. 
3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones normativas de las 
Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas, cuando así lo exija el interés general. 
Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada Cámara, la apreciación de esta necesidad. 
 
Artículo 151 
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148, cuando la iniciativa del 
proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por las Diputaciones o los órganos interinsulares 
correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la 
mayoría del censo electoral de cada una de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la 
mayoría absoluta de los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica. 
2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el siguiente: 
1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones comprendidas en el ámbito territorial 
que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto 
de Estatuto de autonomía, mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros. 
2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión Constitucional del Congreso, la 
cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para 
determinar de común acuerdo su formulación definitiva. 
3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas 
en el ámbito territorial del proyectado Estatuto. 
4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente emitidos, será elevado a las 
Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el 
Rey lo sancionará y lo promulgará como ley. 
5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será tramitado como proyecto 
de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las provincias 
comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente 
emitidos en cada provincia, procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior. 
3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una o varias provincias no 
impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en la forma que establezca la ley orgánica prevista 
en el apartado 1 de este artículo. 
 
Artículo 152 
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización institucional autonómica se 
basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a un sistema de representación proporcional que 
asegure, además, la representación de las diversas zonas del territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y 
administrativas y un Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la 
dirección del Consejo de Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El 
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. 




Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará la organización 
judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las Comunidades Autónomas podrán establecerse los 
supuestos y las formas de participación de aquéllas en la organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de 
conformidad con lo previsto en la ley orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales 
radicados en el mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia. 
2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante los procedimientos en 
ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos correspondientes. 
3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones territoriales propias, que gozarán 
de plena personalidad jurídica. 
 
--El párrafo primero del primer apartado de este precepto establece para las Comunidades Autónomas con Estatutos aprobados por el 
procedimiento del artículo 151, una organización institucional concreta, aunque en la práctica ésta se ha extendido al resto de las 
Comunidades creadas por la vía del artículo 143, y así todos Estatutos recogen potestades legislativas 
Sobre las previsiones de los dos siguientes párrafos de este apartado, el art. 35 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial aborda la participación de las Comunidades Autónomas en en la organización de la demarcación judicial de sus territorios 
respectivos; lo relativo a los a los Tribunales Superiores de Justicia se recoge en los artículos 26, 30, 34, 70 a 79, 330, 331, 336, 338, 
340 y 341 de la mencionada LOPJ 
 




El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá: 
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con fuerza de ley. 
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 150. 
c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas reglamentarias. 
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario. 
 
-- Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, la Ley Orgánica 2/1982, 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, y la Ley 7/1988, de 5 de abril, de 
Funcionamiento del Tribunal de Cuentas. 
 
Artículo 154 
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad Autónoma y la 
coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad. 
 
--La figura del Delegado del Gobierno se regula en los artículos 72 y 73 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público.  
 
Artículo 155 
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o actuare de forma que 
atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el 
caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a 
aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general. 
2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a todas las autoridades de 
las Comunidades Autónomas. 
 
--De este precepto cabe destacar que está muy influido en su redacción por el artículo 37 de la Ley Fundamental de Bonn, casi idéntico 
en el Anteproyecto de Constitución y con algunas cambios durante su elaboración parlamentaria en la legislatura constituyente. Por 
otra parte, hasta 2017 había sido inaplicado, aunque se apeló al mismo en diversas ocasiones, en especial respecto al País Vasco (la 
aptitud del Parlamento Vasco ante la sentencia de declaración de ilegalidad y disolución de Herri Batasuna, Euskal Herritarrok y 
Batasuna y la denominado Propuesta de nuevo Estatuto Político para la Comunidad de Euzkadi). La única aplicación se produce en 
2017 con ocasión de la consulta soberanista convocada en Cataluña, en los siguientes términos: 
 
-Real Decreto 942/2017, de 27 de octubre, por el que se dispone, en virtud de las medidas autorizadas con fecha 27 de octubre de 
2017 por el Pleno del Senado respecto de la Generalitat de Cataluña en aplicación del artículo 155 de la Constitución, el cese del 
M.H. Sr. Presidente de la Generalitat de Cataluña, don Carles Puigdemont i Casamajó.  
-Real Decreto 943/2017, de 27 de octubre, por el que se dispone, en virtud de las medidas autorizadas con fecha 27 de octubre de 
2017 por el Pleno del Senado respecto de la Generalitat de Cataluña en aplicación del artículo 155 de la Constitución, el cese del 
Vicepresidente de la Generalitat de Cataluña y de los Consejeros integrantes del Consejo de Gobierno de la Generalitat de Cataluña 
-Real Decreto 944/2017, de 27 de octubre, por el que se designa a órganos y autoridades encargados de dar cumplimiento a las 
medidas dirigidas al Gobierno y a la Administración de la Generalitat de Cataluña, autorizadas por acuerdo del Pleno del Senado, de 
27 de octubre de 2017, por el que se aprueban las medidas requeridas por el Gobierno, al amparo del artículo 155 de la Constitución 
-Real Decreto 945/2017, de 27 de octubre, por el que se dispone, en virtud de las medidas autorizadas con fecha 27 de octubre de 
2017 por el Pleno del Senado respecto de la Generalitat de Cataluña en aplicación del artículo 155 de la Constitución, la adopción de 
diversas medidas respecto de la organización de la Generalitat de Cataluña, y el cese de distintos altos cargos de la Generalitat de 
Cataluña 
-Real Decreto 946/2017, de 27 de octubre, de convocatoria de elecciones al Parlamento de Cataluña y de su disolución 





--El procedimiento de aplicación del artículo 155 CE se recoge en el artículo 189 del Reglamento del Senado. Respecto al proceso 




1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus competencias con arreglo a 
los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los españoles. 
2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la recaudación, la gestión y la 
liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los Estatutos. 
 
--Por otra parte, hay que tener en cuenta, para conocer el alcance real y los términos concretos de la delegación en tributos cedidos, el 
art.19 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas y la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto 
de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias- 
 
--Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera 
 
Artículo 157 
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por: 
a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras participaciones en los ingresos del 
Estado. 
b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. 
c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado. 
d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado. 
e) El producto de las operaciones de crédito. 
2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o 
que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios. 
3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el precedente apartado 1, las 
normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de colaboración financiera entre las Comunidades 
Autónomas y el Estado. 
 
--Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas y Ley 22/2009, de 18 de diciembre, 
por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias. 
 
Artículo 158 
1.En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas en función del volumen 
de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos 
fundamentales en todo el territorio español. 
2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de solidaridad, se constituirá un 
Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán distribuidos por las Cortes Generales entre las 
Comunidades Autónomas y provincias, en su caso. 
 
--La asignación recogida en el apartado primero está regulada en el art 15 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
financiación de las Comunidades Autónomas 
 
--La regulación prevista en el apartado segundo de este precepto es la Ley 22/2001, de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos de 
Compensación Interterritorial 
 
TÍTULO IX Del Tribunal Constitucional 
 
Artículo 159 
1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta del Congreso por 
mayoría de tres quintos de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; dos a propuesta del Gobierno, y dos a 
propuesta del Consejo General del Poder Judicial. 
2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores de Universidad, 
funcionarios públicos y Abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con más de quince años de ejercicio profesional. 
3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de nueve años y se renovarán por terceras partes cada 
tres. 
4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo mandato representativo; con los cargos políticos o 
administrativos; con el desempeño de funciones directivas en un partido político o en un sindicato y con el empleo al servicio de los 
mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier actividad profesional o mercantil. 
En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial. 
5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su mandato. 
 
Artículo 160 
El Presidente del Tribunal Constitucional será nombrado entre sus miembros por el Rey, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y 
por un período de tres años. 
 
Artículo 161 
1. El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer: 
a) Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley. La declaración de 
inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la jurisprudencia, afectará a ésta, si bien la sentencia o 
sentencias recaídas no perderán el valor de cosa juzgada. 




b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el artículo 53, 2, de esta Constitución, en los casos y 
formas que la ley establezca. 
c) De los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí. 
d) De las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas. 
2. El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las 
Comunidades Autónomas. La impugnación producirá la suspensión de la disposición o resolución recurrida, pero el Tribunal, en su 
caso, deberá ratificarla o levantarla en un plazo no superior a cinco meses. 
 
Artículo 162 
1. Están legitimados: 
a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, 
los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas. 
b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del 
Pueblo y el Ministerio Fiscal. 
2. En los demás casos, la ley orgánica determinará las personas y órganos legitimados. 
 
Artículo 163 
Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa 
el fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional en los supuestos, en la forma y con 
los efectos que establezca la ley, que en ningún caso serán suspensivos. 
 
--La cuestión se desarrolla en los arts. 35 a 37 LOTC  
 
Artículo 164 
1. Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos particulares, si los hubiere. 
Tienen el valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no cabe recurso alguno contra ellas. Las que declaren la 
inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, 
tienen plenos efectos frente a todos. 
2. Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por la inconstitucionalidad. 
 
--Sobre los votos particulares, se debe tener en cuenta los arts. 90.2 LOTC y 260 LOPJ 
 
Artículo 165 
Una ley orgánica regulará el funcionamiento del Tribunal Constitucional, el estatuto de sus miembros, el procedimiento ante el mismo 
y las condiciones para el ejercicio de las acciones. 
 
--La mencionada es la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional. Por otra parte, téngase en cuenta Acuerdo 
de 5 de julio de 1990, del Pleno del Tribunal Constitucional, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Personal del 
Tribunal Constitucional. 
 
TÍTULO X De la reforma constitucional 
 
Artículo 166 
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 87. 
 
Artículo 167 
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada una de las Cámaras. Si no 
hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una Comisión de composición paritaria de Diputados y 
Senadores, que presentará un texto que será votado por el Congreso y el Senado. 
2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto hubiere obtenido el voto 
favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios, podrá aprobar la reforma. 
3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así lo soliciten, dentro de 
los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras. 
 
--Véase el art. 146 del Reglamento del Congreso y para la tramitación en el Senado, los artículos 154.2 y 155  
 
Artículo 168 
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Titulo preliminar, al Capítulo segundo, Sección 
primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la 
disolución inmediata de las Cortes. 
2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que deberá ser aprobado 
por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras. 
3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación. 
 
--Hay que tener presente el artículo 147 del Reglamento del Congreso y el 158 y 159 del Reglamento del Senado. 
 
Artículo 169 





La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. 
La actualización general de dicho régimen foral se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de 
Autonomía. 
 




--Respecto al País Vasco, Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma 
del País Vasco. Navarra encuentra regulado su Convenio en la Ley 25/2003, de 15 de julio, por la que se aprueba la modificación del 
Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra. 
 
Segunda. 
La declaración de mayoría de edad contenida en el artículo 12 de esta Constitución no perjudica las situaciones amparadas por los 
derechos forales en el ámbito del Derecho privado. 
 
Tercera. 
La modificación del régimen económico y fiscal del archipiélago canario requerirá informe previo de la Comunidad Autónoma o, en 
su caso, del órgano provisional autonómico. 
 
--Hay que tener en cuenta la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, que es objeto 
de frecuentes modificaciones, la última por Real Decreto-ley 15/2014, de 19 de diciembre, de modificación del Régimen Económico 
y Fiscal de Canarias. 
 
Cuarta. 
En las Comunidades Autónomas donde tengan su sede más de una Audiencia Territorial, los Estatutos de Autonomía respectivos 
podrán mantener las existentes, distribuyendo las competencias entre ellas, siempre de conformidad con lo previsto en la ley orgánica 
del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. 
 





En los territorios dotados de un régimen provisional de autonomía, sus órganos colegiados superiores, mediante acuerdo adoptado por 
la mayoría absoluta de sus miembros, podrán sustituir la iniciativa que en el apartado 2 del artículo 143 atribuye a las Diputaciones 
Provinciales o a los órganos interinsulares correspondientes. 
 
Segunda. 
Los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de Estatuto de autonomía y cuenten, al tiempo de 
promulgarse esta Constitución, con regímenes provisionales de autonomía podrán proceder inmediatamente en la forma que se prevé 
en el apartado 2 del artículo 148, cuando así lo acordaren, por mayoría absoluta, sus órganos preautonómicos colegiados superiores, 
comunicándolo al Gobierno. El proyecto de Estatuto será elaborado de acuerdo con lo establecido en el artículo 151, número 2, a 
convocatoria del órgano colegiado preautonómico. 
 
Tercera. 
La iniciativa del proceso autonómico por parte de las Corporaciones locales o de sus miembros, prevista en el apartado 2 del artículo 
143, se entiende diferida, con todos sus efectos, hasta la celebración de las primeras elecciones locales una vez vigente la Constitución. 
 
Cuarta. 
1. En el caso de Navarra, y a efectos de su incorporación al Consejo General Vasco o al régimen autonómico vasco que le sustituya, 
en lugar de lo que establece el artículo 143 de la Constitución, la iniciativa corresponde al Órgano Foral competente, el cual adoptará 
su decisión por mayoría de los miembros que lo componen. Para la validez de dicha iniciativa será preciso, además, que la decisión 
del Órgano Foral competente sea ratificada por referéndum expresamente convocado al efecto, y aprobado por mayoría de los votos 
válidos emitidos. 
2. Si la iniciativa no prosperase, solamente se podrá reproducir la misma en distinto período del mandato del Órgano Foral competente, 
y en todo caso, cuando haya transcurrido el plazo mínimo que establece el artículo 143. 
 
Quinta. 
Las ciudades de Ceuta y Melilla podrán constituirse en Comunidades Autónomas si así lo deciden sus respectivos Ayuntamientos, 
mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros y así lo autorizan las Cortes Generales, mediante una ley 
orgánica, en los términos previstos en el artículo 144. 
 
--Ambas ciudades no se constituyen como Comunidades Autónomas, sino como Ciudad Autónoma; a tal efecto, hay que citar la Ley 




Cuando se remitieran a la Comisión Constitucional del Congreso varios proyectos de Estatuto, se dictaminarán por el orden de entrada 
en aquélla, y el plazo de dos meses a que se refiere el artículo 151 empezará a contar desde que la Comisión termine el estudio del 
proyecto o proyectos de que sucesivamente haya conocido. 
 
Séptima. 
Los organismos provisionales autonómicos se considerarán disueltos en los siguientes casos: 
a) Una vez constituidos los órganos que establezcan los Estatutos de Autonomía aprobados conforme a esta Constitución. 
b) En el supuesto de que la iniciativa del proceso autonómico no llegara a prosperar por no cumplir los requisitos previstos en el 
artículo 143. 
c) Si el organismo no hubiera ejercido el derecho que le reconoce la disposición transitoria primera en el plazo de tres años. 
 
Octava. 
1. Las Cámaras que han aprobado la presente Constitución asumirán, tras la entrada en vigor de la misma, las funciones y competencias 
que en ella se señalan, respectivamente, para el Congreso y el Senado, sin que en ningún caso su mandato se extienda más allá del 15 
de junio de 1981. 




2. A los efectos de lo establecido en el artículo 99, la promulgación de la Constitución se considerará como supuesto constitucional 
en el que procede su aplicación. A tal efecto, a partir de la citada promulgación se abrirá un período de treinta días para la aplicación 
de lo dispuesto en dicho artículo. 
Durante este período, el actual Presidente del Gobierno, que asumirá las funciones y competencias que para dicho cargo establece la 
Constitución, podrá optar por utilizar la facultad que le reconoce el artículo 115 o dar paso, mediante la dimisión, a la aplicación de 
lo establecido en el artículo 99, quedando en este último caso en la situación prevista en el apartado 2 del artículo 101. 
3. En caso de disolución, de acuerdo con lo previsto en el artículo 115, y si no se hubiera desarrollado legalmente lo previsto en los 
artículos 68 y 69, serán de aplicación en las elecciones las normas vigentes con anterioridad, con las solas excepciones de que en lo 
referente a inelegibilidades e incompatibilidades se aplicará directamente lo previsto en el inciso segundo de la letra b) del apartado 1 




A los tres años de la elección por vez primera de los miembros del Tribunal Constitucional se procederá por sorteo para la designación 
de un grupo de cuatro miembros de la misma procedencia electiva que haya de cesar y renovarse. A estos solos efectos se entenderán 
agrupados como miembros de la misma procedencia a los dos designados a propuesta del Gobierno y a los dos que proceden de la 
formulada por el Consejo General del Poder Judicial. Del mismo modo se procederá transcurridos otros tres años entre los dos grupos 
no afectados por el sorteo anterior. A partir de entonces se estará a lo establecido en el número 3 del artículo 159. 
 
DISPOSICION DEROGATORIA 
1. Queda derogada la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política, así como, en tanto en cuanto no estuvieran ya derogadas 
por la anteriormente mencionada Ley, la de Principios del Movimiento Nacional, de 17 de mayo de 1958; el Fuero de los Españoles, 
de 17 de julio de 1945; el del Trabajo, de 9 de marzo de 1938; la Ley Constitutiva de las Cortes, de 17 de julio de 1942; la Ley de 
Sucesión en la Jefatura del Estado, de 26 de julio de 1947, todas ellas modificadas por la Ley Orgánica del Estado, de 10 de enero de 
1967, y en los mismos términos esta última y la de Referéndum Nacional de 22 de octubre de 1945. 
2. En tanto en cuanto pudiera conservar alguna vigencia, se considera definitivamente derogada la Ley de 25 de octubre de 1839 en 
lo que pudiera afectar a las provincias de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya. 
En los mismos términos se considera definitivamente derogada la Ley de 21 de julio de 1876. 
3. Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Constitución. 
 
--Hay que tener presente la STC 4/1981 y el alcance de la derogación y la inconstitucionalidad sobrevenida 
 
DISPOSICION FINAL 
Esta Constitución entrará en vigor el mismo día de la publicación de su texto oficial en el boletín oficial del Estado. Se publicará 
también en las demás lenguas de España. 
 
 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 






TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales 
Artículo 1. Objeto de la Ley. 
Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación. 
 
TÍTULO I. De los interesados en el procedimiento 
 
CAPÍTULO I. La capacidad de obrar y el concepto de interesado 
Artículo 3. Capacidad de obrar. 
Artículo 4. Concepto de interesado. 
Artículo 5. Representación. 
Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos. 
Artículo 7. Pluralidad de interesados. 
Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento. 
 
CAPÍTULO II. Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo 
Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento. 
Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas. 
Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo. 
Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados. 
 
TÍTULO II. De la actividad de las Administraciones Públicas 
 
CAPÍTULO I. Normas generales de actuación 
Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas. 
Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas. 
Artículo 15. Lengua de los procedimientos. 
Artículo 16. Registros. 
Artículo 17. Archivo de documentos. 
Artículo 18. Colaboración de las personas. 
Artículo 19. Comparecencia de las personas. 
Artículo 20. Responsabilidad de la tramitación. 




Artículo 21. Obligación de resolver. 
Artículo 22. Suspensión del plazo máximo para resolver. 
Artículo 23. Ampliación del plazo máximo para resolver y notificar. 
Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado. 
Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio. 
Artículo 26. Emisión de documentos por las Administraciones Públicas. 
Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas. 
Artículo 28. Documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo. 
 
CAPÍTULO II. Términos y plazos 
Artículo 29. Obligatoriedad de términos y plazos. 
Artículo 30. Cómputo de plazos. 
Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros. 
Artículo 32. Ampliación. 
Artículo 33. Tramitación de urgencia. 
 
TÍTULO III. De los actos administrativos 
 
CAPÍTULO I. Requisitos de los actos administrativos 
Artículo 34. Producción y contenido. 
Artículo 35. Motivación. 
Artículo 36. Forma. 
 
CAPÍTULO II. Eficacia de los actos 
Artículo 37. Inderogabilidad singular. 
Artículo 38. Ejecutividad. 
Artículo 39. Efectos. 
Artículo 40. Notificación. 
Artículo 41. Condiciones generales para la práctica de las notificaciones. 
Artículo 42. Práctica de las notificaciones en papel. 
Artículo 43. Práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos. 
Artículo 44. Notificación infructuosa. 
Artículo 45. Publicación. 
Artículo 46. Indicación de notificaciones y publicaciones. 
 
CAPÍTULO III. Nulidad y anulabilidad 
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho. 
Artículo 48. Anulabilidad. 
Artículo 49. Límites a la extensión de la nulidad o anulabilidad de los actos. 
Artículo 50. Conversión de actos viciados. 
Artículo 51. Conservación de actos y trámites. 
Artículo 52. Convalidación. 
 
TÍTULO IV. De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común 
 
CAPÍTULO I. Garantías del procedimiento 
Artículo 53. Derechos del interesado en el procedimiento administrativo. 
 
CAPÍTULO II. Iniciación del procedimiento 
 
Sección 1.ª Disposiciones generales 
Artículo 54. Clases de iniciación. 
Artículo 55. Información y actuaciones previas. 
Artículo 56. Medidas provisionales. 
Artículo 57. Acumulación. 
 
Sección 2.ª Iniciación del procedimiento de oficio por la administración 
Artículo 58. Iniciación de oficio. 
Artículo 59. Inicio del procedimiento a propia iniciativa. 
Artículo 60. Inicio del procedimiento como consecuencia de orden superior. 
Artículo 61. Inicio del procedimiento por petición razonada de otros órganos. 
Artículo 62. Inicio del procedimiento por denuncia. 
Artículo 63. Especialidades en el inicio de los procedimientos de naturaleza sancionadora. 
Artículo 64. Acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora. 
Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
 
Sección 3.ª Inicio del procedimiento a solicitud del interesado 
Artículo 66. Solicitudes de iniciación. 
Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
Artículo 68. Subsanación y mejora de la solicitud. 
Artículo 69. Declaración responsable y comunicación. 
 
CAPÍTULO III. Ordenación del procedimiento 
Artículo 70. Expediente Administrativo. 
Artículo 71. Impulso. 
Artículo 72. Concentración de trámites. 




Artículo 73. Cumplimiento de trámites. 
Artículo 74. Cuestiones incidentales. 
 
CAPÍTULO IV. Instrucción del procedimiento 
 
Sección 1.ª Disposiciones generales 
Artículo 75. Actos de instrucción. 
Artículo 76. Alegaciones. 
 
Sección 2.ª Prueba 
Artículo 77. Medios y período de prueba. 
Artículo 78. Práctica de prueba. 
Sección 3.ª Informes 
Artículo 79. Petición. 
Artículo 80. Emisión de informes. 
Artículo 81. Solicitud de informes y dictámenes en los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
Sección 4.ª Participación de los interesados 
Artículo 82. Trámite de audiencia. 
Artículo 83. Información pública. 
 
CAPÍTULO V. Finalización del procedimiento 
 
Sección 1.ª Disposiciones generales 
Artículo 84. Terminación. 
Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores. 
Artículo 86. Terminación convencional. 
 
Sección 2.ª Resolución 
Artículo 87. Actuaciones complementarias. 
Artículo 88. Contenido. 
Artículo 89. Propuesta de resolución en los procedimientos de carácter sancionador. 
Artículo 90. Especialidades de la resolución en los procedimientos sancionadores. 
Artículo 91. Especialidades de la resolución en los procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial. 




Sección 3.ª Desistimiento y renuncia 
Artículo 93. Desistimiento por la Administración. 
Artículo 94. Desistimiento y renuncia por los interesados. 
 
Sección 4.ª Caducidad 
Artículo 95. Requisitos y efectos. 
 
CAPÍTULO VI. De la tramitación simplificada del procedimiento administrativo común 
Artículo 96. Tramitación simplificada del procedimiento administrativo común. 
 
CAPÍTULO VII. Ejecución 
Artículo 97. Título. 
Artículo 98. Ejecutoriedad. 
Artículo 99. Ejecución forzosa. 
Artículo 100. Medios de ejecución forzosa. 
Artículo 101. Apremio sobre el patrimonio. 
Artículo 102. Ejecución subsidiaria. 
Artículo 103. Multa coercitiva. 
Artículo 104. Compulsión sobre las personas. 
Artículo 105. Prohibición de acciones posesorias. 
 
TÍTULO V. De la revisión de los actos en vía administrativa 
 
CAPÍTULO I. Revisión de oficio 
Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos. 
Artículo 107. Declaración de lesividad de actos anulables. 
Artículo 108. Suspensión. 
Artículo 109. Revocación de actos y rectificación de errores. 
Artículo 110. Límites de la revisión. 
Artículo 111. Competencia para la revisión de oficio de las disposiciones y de actos nulos y anulables en la Administración General 
del Estado. 
 
CAPÍTULO II. Recursos administrativos 
 
Sección 1.ª Principios generales 
Artículo 112. Objeto y clases. 
Artículo 113. Recurso extraordinario de revisión. 
Artículo 114. Fin de la vía administrativa. 
Artículo 115. Interposición de recurso. 




Artículo 116. Causas de inadmisión. 
Artículo 117. Suspensión de la ejecución. 
Artículo 118. Audiencia de los interesados. 
Artículo 119. Resolución. 
Artículo 120. Pluralidad de recursos administrativos. 
 
Sección 2.ª Recurso de alzada 
Artículo 121. Objeto. 
Artículo 122. Plazos. 
 
Sección 3.ª Recurso potestativo de reposición 
Artículo 123. Objeto y naturaleza. 
Artículo 124. Plazos. 
 
Sección 4.ª Recurso extraordinario de revisión 
Artículo 125. Objeto y plazos. 
Artículo 126. Resolución. 
 
TÍTULO VI. De la iniciativa legislativa y de la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones 
Artículo 127. Iniciativa legislativa y potestad para dictar normas con rango de ley. 
Artículo 128. Potestad reglamentaria. 
Artículo 129. Principios de buena regulación. 
Artículo 130. Evaluación normativa y adaptación de la normativa vigente a los principios de buena regulación. 
Artículo 131. Publicidad de las normas. 
Artículo 132. Planificación normativa. 
Artículo 133. Participación de los ciudadanos en el procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos. 
 
[Disposiciones adicionales] 
Disposición adicional primera. Especialidades por razón de materia. 
Disposición adicional segunda. Adhesión de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales a las plataformas y registros de la 
Administración General del Estado. 
Disposición adicional tercera. Notificación por medio de anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Estado». 
Disposición adicional cuarta. Oficinas de asistencia en materia de registros. 
Disposición adicional quinta. Actuación administrativa de los órganos constitucionales del Estado y de los órganos legislativos y de 
control autonómicos. 




Disposición transitoria primera. Archivo de documentos. 
Disposición transitoria segunda. Registro electrónico y archivo electrónico único. 
Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio de los procedimientos. 
Disposición transitoria cuarta. Régimen transitorio de los archivos, registros y punto de acceso general. 
Disposición transitoria quinta. Procedimientos de responsabilidad patrimonial derivados de la declaración de inconstitucionalidad de 
una norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea. 
[Disposiciones derogatorias] 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
[Disposiciones finales] 
 
Disposición final primera. Título competencial. 
Disposición final segunda. Modificación de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica. 
Disposición final tercera. Modificación de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social. 
Disposición final cuarta. Referencias normativas. 
Disposición final quinta. Adaptación normativa. 
Disposición final sexta. Desarrollo normativo de la Ley. 







La esfera jurídica de derechos de los ciudadanos frente a la actuación de las Administraciones Públicas se encuentra protegida a través 
de una serie de instrumentos tanto de carácter reactivo, entre los que destaca el sistema de recursos administrativos o el control 
realizado por jueces y tribunales, como preventivo, a través del procedimiento administrativo, que es la expresión clara de que la 
Administración Pública actúa con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, como reza el artículo 103 de la Constitución. 
El informe elaborado por la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas en junio de 2013 parte del convencimiento 
de que una economía competitiva exige unas Administraciones Públicas eficientes, transparentes y ágiles. 
En esta misma línea, el Programa nacional de reformas de España para 2014 recoge expresamente la aprobación de nuevas leyes 
administrativas como una de las medidas a impulsar para racionalizar la actuación de las instituciones y entidades del poder ejecutivo, 
mejorar la eficiencia en el uso de los recursos públicos y aumentar su productividad. 
Los defectos que tradicionalmente se han venido atribuyendo a las Administraciones españolas obedecen a varias causas, pero el 
ordenamiento vigente no es ajeno a ellas, puesto que el marco normativo en el que se ha desenvuelto la actuación pública ha propiciado 
la aparición de duplicidades e ineficiencias, con procedimientos administrativos demasiado complejos que, en ocasiones, han generado 
problemas de inseguridad jurídica. Para superar estas deficiencias es necesaria una reforma integral y estructural que permita ordenar 




y clarificar cómo se organizan y relacionan las Administraciones tanto externamente, con los ciudadanos y empresas, como 
internamente con el resto de Administraciones e instituciones del Estado. 
En coherencia con este contexto, se propone una reforma del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las 
relaciones «ad extra» y «ad intra» de las Administraciones Públicas. Para ello se impulsan simultáneamente dos nuevas leyes que 
constituirán los pilares sobre los que se asentará el Derecho administrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. 
Esta Ley constituye el primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad extra» entre 
las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela y en cuya virtud se dictan actos 
administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los interesados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad 
reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de 
las Administraciones con los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la 
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especialmente lo previsto en la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
II 
La Constitución recoge en su título IV, bajo la rúbrica «Del Gobierno y la Administración», los rasgos propios que diferencian al 
Gobierno de la Nación de la Administración, definiendo al primero como un órgano eminentemente político al que se reserva la 
función de gobernar, el ejercicio de la potestad reglamentaria y la dirección de la Administración y estableciendo la subordinación de 
ésta a la dirección de aquel. 
En el mencionado título constitucional el artículo 103 establece los principios que deben regir la actuación de las Administraciones 
Públicas, entre los que destacan el de eficacia y el de legalidad, al imponer el sometimiento pleno de la actividad administrativa a la 
Ley y al Derecho. La materialización de estos principios se produce en el procedimiento, constituido por una serie de cauces formales 
que han de garantizar el adecuado equilibrio entre la eficacia de la actuación administrativa y la imprescindible salvaguarda de los 
derechos de los ciudadanos y las empresas, que deben ejercerse en condiciones básicas de igualdad en cualquier parte del territorio, 
con independencia de la Administración con la que se relacionen sus titulares. 
Estas actuaciones «ad extra» de las Administraciones cuentan con mención expresa en el artículo 105 del texto constitucional, que 
establece que la Ley regulará la audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas 
por la Ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten, así como el procedimiento a través 
del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia a los interesados. 
A ello cabe añadir que el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española atribuye al Estado, entre otros aspectos, la competencia para 
regular el procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de las 
Comunidades Autónomas, así como el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas. 
De acuerdo con el marco constitucional descrito, la presente Ley regula los derechos y garantías mínimas que corresponden a todos 
los ciudadanos respecto de la actividad administrativa, tanto en su vertiente del ejercicio de la potestad de autotutela, como de la 
potestad reglamentaria e iniciativa legislativa. 
Por lo que se refiere al procedimiento administrativo, entendido como el conjunto ordenado de trámites y actuaciones formalmente 
realizadas, según el cauce legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad de la Administración, con 
esta nueva regulación no se agotan las competencias estatales y autonómicas para establecer especialidades «ratione materiae» o para 
concretar ciertos extremos, como el órgano competente para resolver, sino que su carácter de común resulta de su aplicación a todas 
las Administraciones Públicas y respecto a todas sus actuaciones. Así lo ha venido reconociendo el Tribunal Constitucional en su 
jurisprudencia, al considerar que la regulación del procedimiento administrativo común por el Estado no obsta a que las Comunidades 
Autónomas dicten las normas de procedimiento necesarias para la aplicación de su Derecho sustantivo, siempre que se respeten las 
reglas que, por ser competencia exclusiva del Estado, integran el concepto de Procedimiento Administrativo Común con carácter 
básico. 
III 
Son varios los antecedentes legislativos relevantes en esta materia. El legislador ha hecho evolucionar el concepto de procedimiento 
administrativo y adaptando la forma de actuación de las Administraciones al contexto histórico y la realidad social de cada momento. 
Al margen de la conocida como Ley de Azcárate, de 19 de octubre de 1889, la primera regulación completa del procedimiento 
administrativo en nuestro ordenamiento jurídico es la contenida en la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958. 
La Constitución de 1978 alumbra un nuevo concepto de Administración, expresa y plenamente sometida a la Ley y al Derecho, como 
expresión democrática de la voluntad popular, y consagra su carácter instrumental, al ponerla al servicio objetivo de los intereses 
generales bajo la dirección del Gobierno, que responde políticamente por su gestión. En este sentido, la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, supuso un hito clave 
de la evolución del Derecho administrativo en el nuevo marco constitucional. Para ello, incorporó avances significativos en las 
relaciones de las Administraciones con los administrados mediante la mejora del funcionamiento de aquellas y, sobre todo, a través 
de una mayor garantía de los derechos de los ciudadanos frente a la potestad de autotutela de la Administración, cuyo elemento de 
cierre se encuentra en la revisión judicial de su actuación por ministerio del artículo 106 del texto fundamental. 
La Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, reformuló varios aspectos sustanciales del procedimiento administrativo, como 
el silencio administrativo, el sistema de revisión de actos administrativos o el régimen de responsabilidad patrimonial de las 
Administraciones, lo que permitió incrementar la seguridad jurídica de los interesados. 
El desarrollo de las tecnologías de la información y comunicación también ha venido afectando profundamente a la forma y al 
contenido de las relaciones de la Administración con los ciudadanos y las empresas. 
Si bien la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ya fue consciente del impacto de las nuevas tecnologías en las relaciones administrativas, 
fue la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, la que les dio carta de naturaleza 
legal, al establecer el derecho de los ciudadanos a relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas, así como la 
obligación de éstas de dotarse de los medios y sistemas necesarios para que ese derecho pudiera ejercerse. Sin embargo, en el entorno 
actual, la tramitación electrónica no puede ser todavía una forma especial de gestión de los procedimientos sino que debe constituir la 
actuación habitual de las Administraciones. Porque una Administración sin papel basada en un funcionamiento íntegramente 
electrónico no sólo sirve mejor a los principios de eficacia y eficiencia, al ahorrar costes a ciudadanos y empresas, sino que también 
refuerza las garantías de los interesados. En efecto, la constancia de documentos y actuaciones en un archivo electrónico facilita el 
cumplimiento de las obligaciones de transparencia, pues permite ofrecer información puntual, ágil y actualizada a los interesados. 
Por otra parte, la regulación de esta materia venía adoleciendo de un problema de dispersión normativa y superposición de distintos 
regímenes jurídicos no siempre coherentes entre sí, de lo que es muestra la sucesiva aprobación de normas con incidencia en la materia, 
entre las que cabe citar: la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio; la 




Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible; la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, o la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. 
Ante este escenario legislativo, resulta clave contar con una nueva Ley que sistematice toda la regulación relativa al procedimiento 
administrativo, que clarifique e integre el contenido de las citadas Ley 30/1992, de 26 de noviembre y Ley 11/2007, de 22 de junio, y 
profundice en la agilización de los procedimientos con un pleno funcionamiento electrónico. Todo ello revertirá en un mejor 
cumplimiento de los principios constitucionales de eficacia y seguridad jurídica que deben regir la actuación de las Administraciones 
Públicas. 
IV 
Durante los más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en el seno de la Comisión Europea y de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos se ha ido avanzando en la mejora de la producción normativa («Better 
regulation» y «Smart regulation»). Los diversos informes internacionales sobre la materia definen la regulación inteligente como un 
marco jurídico de calidad, que permite el cumplimiento de un objetivo regulatorio a la vez que ofrece los incentivos adecuados para 
dinamizar la actividad económica, permite simplificar procesos y reducir cargas administrativas. Para ello, resulta esencial un 
adecuado análisis de impacto de las normas de forma continua, tanto ex ante como ex post, así como la participación de los ciudadanos 
y empresas en los procesos de elaboración normativa, pues sobre ellos recae el cumplimiento de las leyes. 
En la última década, la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, y la Ley 2/2011, de 4 de marzo, supusieron un avance en la implantación 
de los principios de buena regulación, especialmente en lo referido al ejercicio de las actividades económicas. Ya en esta legislatura, 
la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, ha dado importantes pasos adicionales, al poner a disposición de los ciudadanos la información 
con relevancia jurídica propia del procedimiento de elaboración de normas. 
Sin embargo, es necesario contar con una nueva regulación que, terminando con la dispersión normativa existente, refuerce la 
participación ciudadana, la seguridad jurídica y la revisión del ordenamiento. Con estos objetivos, se establecen por primera vez en 
una ley las bases con arreglo a las cuales se ha de desenvolver la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria de las 
Administraciones Públicas con el objeto de asegurar su ejercicio de acuerdo con los principios de buena regulación, garantizar de 
modo adecuado la audiencia y participación de los ciudadanos en la elaboración de las normas y lograr la predictibilidad y evaluación 
pública del ordenamiento, como corolario imprescindible del derecho constitucional a la seguridad jurídica. Esta novedad deviene 
crucial especialmente en un Estado territorialmente descentralizado en el que coexisten tres niveles de Administración territorial que 
proyectan su actividad normativa sobre espacios subjetivos y geográficos en muchas ocasiones coincidentes. Con esta regulación se 
siguen las recomendaciones que en esta materia ha formulado la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) en su informe emitido en 2014 «Spain: From Administrative Reform to Continous Improvement». 
 
V 
La Ley se estructura en 133 artículos, distribuidos en siete títulos, cinco disposiciones adicionales, cinco disposiciones transitorias, 
una disposición derogatoria y siete disposiciones finales. 
El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe 
señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con carácter básico, de los principios que informan el ejercicio de la iniciativa legislativa 
y la potestad reglamentaria de las Administraciones. Se prevé la aplicación de lo previsto en esta Ley a todos los sujetos comprendidos 
en el concepto de Sector Público, si bien las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio 
de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas y supletoriamente por la presente Ley. 
Asimismo, destaca la previsión de que sólo mediante Ley puedan establecerse trámites adicionales o distintos a los contemplados en 
esta norma, pudiéndose concretar reglamentariamente ciertas especialidades del procedimiento referidas a la identificación de los 
órganos competentes, plazos, formas de iniciación y terminación, publicación e informes a recabar. Esta previsión no afecta a los 
trámites adicionales o distintos ya recogidos en las leyes especiales vigentes, ni a la concreción que, en normas reglamentarias, se 
haya producido de los órganos competentes, los plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia, las formas de 
iniciación y terminación, la publicación de los actos o los informes a recabar, que mantendrán sus efectos. Así, entre otros casos, cabe 
señalar la vigencia del anexo 2 al que se refiere la disposición adicional vigésima novena de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de 
medidas fiscales, administrativas y del orden social, que establece una serie de procedimientos que quedan excepcionados de la regla 
general del silencio administrativo positivo. 
El título I, de los interesados en el procedimiento, regula entre otras cuestiones, las especialidades de la capacidad de obrar en el 
ámbito del Derecho administrativo, haciéndola extensiva por primera vez a los grupos de afectados, las uniones y entidades sin 
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos cuando la Ley así lo declare expresamente. En materia de 
representación, se incluyen nuevos medios para acreditarla en el ámbito exclusivo de las Administraciones Públicas, como son el 
apoderamiento «apud acta», presencial o electrónico, o la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de apoderamientos 
de la Administración Pública u Organismo competente. Igualmente, se dispone la obligación de cada Administración Pública de contar 
con un registro electrónico de apoderamientos, pudiendo las Administraciones territoriales adherirse al del Estado, en aplicación del 
principio de eficiencia, reconocido en el artículo 7 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera. 
Por otro lado, este título dedica parte de su articulado a una de las novedades más importantes de la Ley: la separación entre 
identificación y firma electrónica y la simplificación de los medios para acreditar una u otra, de modo que, con carácter general, sólo 
será necesaria la primera, y se exigirá la segunda cuando deba acreditarse la voluntad y consentimiento del interesado. Se establece, 
con carácter básico, un conjunto mínimo de categorías de medios de identificación y firma a utilizar por todas las Administraciones. 
En particular, se admitirán como sistemas de firma: los sistemas de firma electrónica reconocida o cualificada y avanzada basados en 
certificados electrónicos cualificados de firma electrónica, que comprenden tanto los certificados electrónicos de persona jurídica 
como los de entidad sin personalidad jurídica; los sistemas de sello electrónico reconocido o cualificado y de sello electrónico 
avanzado basados en certificados cualificados de sello electrónico; así como cualquier otro sistema que las Administraciones Públicas 
consideren válido, en los términos y condiciones que se establezcan. Se admitirán como sistemas de identificación cualquiera de los 
sistemas de firma admitidos, así como sistemas de clave concertada y cualquier otro que establezcan las Administraciones Públicas. 
Tanto los sistemas de identificación como los de firma previstos en esta Ley son plenamente coherentes con lo dispuesto en el 
Reglamento (UE) n.º 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica 
y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior y por la que se deroga la Directiva 1999/93/CE. 
Debe recordarse la obligación de los Estados miembros de admitir los sistemas de identificación electrónica notificados a la Comisión 
Europea por el resto de Estados miembros, así como los sistemas de firma y sello electrónicos basados en certificados electrónicos 
cualificados emitidos por prestadores de servicios que figuren en las listas de confianza de otros Estados miembros de la Unión 
Europea, en los términos que prevea dicha norma comunitaria. 
El título II, de la actividad de las Administraciones Públicas, se estructura en dos capítulos. El capítulo I sobre normas generales de 
actuación identifica como novedad, los sujetos obligados a relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas. 




Asimismo, en el citado Capítulo se dispone la obligación de todas las Administraciones Públicas de contar con un registro electrónico 
general, o, en su caso, adherirse al de la Administración General del Estado. Estos registros estarán asistidos a su vez por la actual red 
de oficinas en materia de registros, que pasarán a denominarse oficinas de asistencia en materia de registros, y que permitirán a los 
interesados, en el caso que así lo deseen, presentar sus solicitudes en papel, las cuales se convertirán a formato electrónico. 
En materia de archivos se introduce como novedad la obligación de cada Administración Pública de mantener un archivo electrónico 
único de los documentos que correspondan a procedimientos finalizados, así como la obligación de que estos expedientes sean 
conservados en un formato que permita garantizar la autenticidad, integridad y conservación del documento. 
A este respecto, cabe señalar que la creación de este archivo electrónico único resultará compatible con los diversos sistemas y redes 
de archivos en los términos previstos en la legislación vigente, y respetará el reparto de responsabilidades sobre la custodia o traspaso 
correspondiente. Asimismo, el archivo electrónico único resultará compatible con la continuidad del Archivo Histórico Nacional de 
acuerdo con lo previsto en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español y su normativa de desarrollo. 
Igualmente, en el capítulo I se regula el régimen de validez y eficacia de las copias, en donde se aclara y simplifica el actual régimen 
y se definen los requisitos necesarios para que una copia sea auténtica, las características que deben reunir los documentos emitidos 
por las Administraciones Públicas para ser considerados válidos, así como los que deben aportar los interesados al procedimiento, 
estableciendo con carácter general la obligación de las Administraciones Públicas de no requerir documentos ya aportados por los 
interesados, elaborados por las Administraciones Públicas o documentos originales, salvo las excepciones contempladas en la Ley. 
Por tanto, el interesado podrá presentar con carácter general copias de documentos, ya sean digitalizadas por el propio interesado o 
presentadas en soporte papel. 
Destaca asimismo, la obligación de las Administraciones Públicas de contar con un registro u otro sistema equivalente que permita 
dejar constancia de los funcionarios habilitados para la realización de copias auténticas, de forma que se garantice que las mismas han 
sido expedidas adecuadamente, y en el que, si así decide organizarlo cada Administración, podrán constar también conjuntamente los 
funcionarios dedicados a asistir a los interesados en el uso de medios electrónicos, no existiendo impedimento a que un mismo 
funcionario tenga reconocida ambas funciones o sólo una de ellas. 
El capítulo II, de términos y plazos, establece las reglas para su cómputo, ampliación o la tramitación de urgencia. Como principal 
novedad destaca la introducción del cómputo de plazos por horas y la declaración de los sábados como días inhábiles, unificando de 
este modo el cómputo de plazos en el ámbito judicial y el administrativo. 
El título III, de los actos administrativos, se estructura en tres capítulos y se centra en la regulación de los requisitos de los actos 
administrativos, su eficacia y las reglas sobre nulidad y anulabilidad, manteniendo en su gran mayoría las reglas generales ya 
establecidas por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
Merecen una mención especial las novedades introducidas en materia de notificaciones electrónicas, que serán preferentes y se 
realizarán en la sede electrónica o en la dirección electrónica habilitada única, según corresponda. Asimismo, se incrementa la 
seguridad jurídica de los interesados estableciendo nuevas medidas que garanticen el conocimiento de la puesta a disposición de las 
notificaciones como: el envío de avisos de notificación, siempre que esto sea posible, a los dispositivos electrónicos y/o a la dirección 
de correo electrónico que el interesado haya comunicado, así como el acceso a sus notificaciones a través del Punto de Acceso General 
Electrónico de la Administración que funcionará como un portal de entrada. 
El título IV, de disposiciones sobre el procedimiento administrativo común, se estructura en siete capítulos y entre sus principales 
novedades destaca que los anteriores procedimientos especiales sobre potestad sancionadora y responsabilidad patrimonial que la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, regulaba en títulos separados, ahora se han integrado como especialidades del procedimiento 
administrativo común. Este planteamiento responde a uno de los objetivos que persigue esta Ley, la simplificación de los 
procedimientos administrativos y su integración como especialidades en el procedimiento administrativo común, contribuyendo así a 
aumentar la seguridad jurídica. De acuerdo con la sistemática seguida, los principios generales de la potestad sancionadora y de la 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, en cuanto que atañen a aspectos más orgánicos que procedimentales, 
se regulan en la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. 
Asimismo, este título incorpora a las fases de iniciación, ordenación, instrucción y finalización del procedimiento el uso generalizado 
y obligatorio de medios electrónicos. Igualmente, se incorpora la regulación del expediente administrativo estableciendo su formato 
electrónico y los documentos que deben integrarlo. 
Como novedad dentro de este título, se incorpora un nuevo Capítulo relativo a la tramitación simplificada del procedimiento 
administrativo común, donde se establece su ámbito objetivo de aplicación, el plazo máximo de resolución que será de treinta días y 
los trámites de que constará. Si en un procedimiento fuera necesario realizar cualquier otro trámite adicional, deberá seguirse entonces 
la tramitación ordinaria. Asimismo, cuando en un procedimiento tramitado de manera simplificada fuera preceptiva la emisión del 
Dictamen del Consejo de Estado, u órgano consultivo equivalente, y éste manifestara un criterio contrario al fondo de la propuesta de 
resolución, para mayor garantía de los interesados se deberá continuar el procedimiento pero siguiendo la tramitación ordinaria, no ya 
la abreviada, pudiéndose en este caso realizar otros trámites no previstos en el caso de la tramitación simplificada, como la realización 
de pruebas a solicitud de los interesados. Todo ello, sin perjuicio de la posibilidad de acordar la tramitación de urgencia del 
procedimiento en los mismos términos que ya contemplaba la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
El título V, de la revisión de los actos en vía administrativa, mantiene las mismas vías previstas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
permaneciendo por tanto la revisión de oficio y la tipología de recursos administrativos existentes hasta la fecha (alzada, potestativo 
de reposición y extraordinario de revisión). No obstante, cabe destacar como novedad la posibilidad de que cuando una Administración 
deba resolver una pluralidad de recursos administrativos que traigan causa de un mismo acto administrativo y se hubiera interpuesto 
un recurso judicial contra una resolución administrativa o contra el correspondiente acto presunto desestimatorio, el órgano 
administrativo podrá acordar la suspensión del plazo para resolver hasta que recaiga pronunciamiento judicial. 
De acuerdo con la voluntad de suprimir trámites que, lejos de constituir una ventaja para los administrados, suponían una carga que 
dificultaba el ejercicio de sus derechos, la Ley no contempla ya las reclamaciones previas en vía civil y laboral, debido a la escasa 
utilidad práctica que han demostrado hasta la fecha y que, de este modo, quedan suprimidas. 
El título VI, sobre la iniciativa legislativa y potestad normativa de las Administraciones Públicas, recoge los principios a los que ha 
de ajustar su ejercicio la Administración titular, haciendo efectivos los derechos constitucionales en este ámbito. 
Junto con algunas mejoras en la regulación vigente sobre jerarquía, publicidad de las normas y principios de buena regulación, se 
incluyen varias novedades para incrementar la participación de los ciudadanos en el procedimiento de elaboración de normas, entre 
las que destaca, la necesidad de recabar, con carácter previo a la elaboración de la norma, la opinión de ciudadanos y empresas acerca 
de los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa, la necesidad y oportunidad de su aprobación, los objetivos de la norma 
y las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 
Por otra parte, en aras de una mayor seguridad jurídica, y la predictibilidad del ordenamiento, se apuesta por mejorar la planificación 
normativa ex ante. Para ello, todas las Administraciones divulgarán un Plan Anual Normativo en el que se recogerán todas las 
propuestas con rango de ley o de reglamento que vayan a ser elevadas para su aprobación el año siguiente. Al mismo tiempo, se 
fortalece la evaluación ex post, puesto que junto con el deber de revisar de forma continua la adaptación de la normativa a los principios 
de buena regulación, se impone la obligación de evaluar periódicamente la aplicación de las normas en vigor, con el objeto de 




comprobar si han cumplido los objetivos perseguidos y si el coste y cargas derivados de ellas estaba justificado y adecuadamente 
valorado. 
Por lo que respecta a las disposiciones adicionales, transitorias, derogatorias y finales, cabe aludir a la relativa a la adhesión por parte 
de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales a los registros y sistemas establecidos por la Administración General del Estado 
en aplicación del principio de eficiencia reconocido en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril. 
Destaca igualmente, la disposición sobre las especialidades por razón de la materia donde se establece una serie de actuaciones y 
procedimientos que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo previsto en esta Ley, entre las que cabe destacar 
las de aplicación de los tributos y revisión en materia tributaria y aduanera, las de gestión, inspección, liquidación, recaudación, 
impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y Desempleo, en donde se entienden comprendidos, entre otros, los actos de 
encuadramiento y afiliación de la Seguridad Social y las aportaciones económicas por despidos que afecten a trabajadores de cincuenta 
o más años en empresas con beneficios, así como las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en 
el orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería. 
Por último, la Ley contiene las disposiciones de derecho transitorio aplicables a los procedimientos en curso, a su entrada en vigor, a 
archivos y registros y al Punto de Acceso General electrónico, así como las que habilitan para el desarrollo de lo previsto en la Ley. 
 
TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales 
 
Artículo 1. Objeto de la Ley. 
1. La presente Ley tiene por objeto regular los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos, el procedimiento 
administrativo común a todas las Administraciones Públicas, incluyendo el sancionador y el de reclamación de responsabilidad de las 
Administraciones Públicas, así como los principios a los que se ha de ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad 
reglamentaria. 
2. Solo mediante ley, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los fines propios del procedimiento, y 
de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a los contemplados en esta Ley. Reglamentariamente podrán 
establecerse especialidades del procedimiento referidas a los órganos competentes, plazos propios del concreto procedimiento por 
razón de la materia, formas de iniciación y terminación, publicación e informes a recabar. 
 
Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación. 
1. La presente Ley se aplica al sector público, que comprende: 
a) La Administración General del Estado. 
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 
c) Las Entidades que integran la Administración Local. 
d) El sector público institucional. 
2. El sector público institucional se integra por: 
a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las Administraciones Públicas. 
b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que quedarán sujetas a lo dispuesto 
en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas. 
c) Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones de esta Ley. 
3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así como los organismos públicos y entidades de 
derecho público previstos en la letra a) del apartado 2 anterior. 
4. Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan 
sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por la presente Ley. 
 
TÍTULO I De los interesados en el procedimiento 
 
CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado 
 
Artículo 3. Capacidad de obrar. 
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas: 
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles. 
b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté permitida por el 
ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. Se exceptúa el supuesto de los 
menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se 
trate. 
c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin personalidad jurídica y los 
patrimonios independientes o autónomos. 
 
Artículo 4. Concepto de interesado. 
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo: 
a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos. 
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión que en el mismo se 
adopte. 
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se personen en el 
procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva. 
2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de intereses legítimos 
colectivos en los términos que la Ley reconozca. 
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente sucederá en tal condición 
cualquiera que sea el estado del procedimiento. 
 
Artículo 5. Representación. 
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste las actuaciones 
administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado. 
2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus Estatutos, podrán actuar 
en representación de otras ante las Administraciones Públicas. 




3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos, desistir de acciones y 
renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación. Para los actos y gestiones de mero trámite se 
presumirá aquella representación. 
4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia fidedigna de su existencia. 
A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia 
personal o comparecencia electrónica en la correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el 
registro electrónico de apoderamientos de la Administración Pública competente. 
5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo acreditación de la 
condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El documento electrónico que acredite el 
resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos. 
6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de que se trate, siempre que 
se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá conceder al efecto el órgano administrativo, o de un 
plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo requieran. 
7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o jurídicas autorizadas para la 
realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los interesados. Dicha habilitación deberá especificar las 
condiciones y obligaciones a las que se comprometen los que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción 
de validez de la representación salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, 
en cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el interesado por sí mismo en 
el procedimiento. 
 
Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos. 
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de un registro electrónico 
general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter general otorgados apud acta, presencial o 
electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en un procedimiento administrativo a favor de representante, para 
actuar en su nombre ante las Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. 
En el ámbito estatal, este registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. 
Los registros generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se inscriban 
los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada Organismo podrá disponer de su propio registro 
electrónico de apoderamientos. 
2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de las Administraciones, 
deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su interconexión, compatibilidad informática, así como la 
transmisión telemática de las solicitudes, escritos y comunicaciones que se incorporen a los mismos. 
Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes 
actúen ante las Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos similares, 
al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. 
Los registros mercantiles, de la propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales 
y particulares de apoderamientos. 
3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos deberán contener, al menos, la 
siguiente información: 
a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de identificación fiscal o 
documento equivalente del poderdante. 
b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de identificación fiscal o 
documento equivalente del apoderado. 
c) Fecha de inscripción. 
d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder. 
e) Tipo de poder según las facultades que otorgue. 
4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos deberán corresponder a alguna 
de las siguientes tipologías: 
a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación administrativa y ante 
cualquier Administración. 
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación administrativa ante una 
Administración u Organismo concreto. 
c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización de determinados trámites 
especificados en el poder. 
Cada Comunidad Autónoma aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su 
respectiva Administración. 
5. El apoderamiento «apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede electrónica haciendo uso 
de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante comparecencia personal en las oficinas de asistencia en 
materia de registros. 
6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción. 
En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las 
prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de 
inscripción. 
7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán dirigirse a cualquier registro, 
debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u Organismo ante la que tenga efectos el poder y 
surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha inscripción. 
 
Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo.  
 
Artículo 7. Pluralidad de interesados. 
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se efectuarán con el 
representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que figure en primer término. 
 
Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento. 




Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de personas que sean titulares 
de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del expediente y que puedan resultar afectados por la resolución 
que se dicte, se comunicará a dichas personas la tramitación del procedimiento. 
 
CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo 
 
Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento. 
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el procedimiento administrativo, 
mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón social, según corresponda, que consten en el Documento 
Nacional de Identidad o documento identificativo equivalente. 
2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los sistemas siguientes: 
a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de 
confianza de prestadores de servicios de certificación’’. 
b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de 
confianza de prestadores de servicios de certificación’’. 
c) Sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema, que las Administraciones consideren válido en los términos y condiciones 
que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita garantizar su identidad, previa autorización 
por parte de la Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Política Territorial y Función Pública, que solo podrá 
ser denegada por motivos de seguridad pública, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del 
Interior. La autorización habrá de ser emitida en el plazo máximo de tres meses. Sin perjuicio de la obligación de la Administración 
General del Estado de resolver en plazo, la falta de resolución de la solicitud de autorización se entenderá que tiene efectos 
desestimatorios. 
Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible 
para todo procedimiento, aun cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c). 
3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la obligatoriedad de que los 
recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y gestión de dichos sistemas se encuentren situados en 
territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento 
(UE) 2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, en 
territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y 
administrativas competentes. 
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con 
excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento 
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España. 
4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá para acreditar frente a 
todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación electrónica de los interesados en el procedimiento 
administrativo. 
 
Se modifica por el art. 3.1 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. 
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley. 
 
 
Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas. 
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la expresión de su voluntad y 
consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento. 
2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, se 
considerarán válidos a efectos de firma: 
a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica 
expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’. 
b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados electrónicos cualificados de sello 
electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’. 
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones Públicas consideren válido en los términos y condiciones que se establezca, 
siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita garantizar su identidad, previa autorización por parte de la 
Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Política Territorial y Función Pública, que solo podrá ser denegada 
por motivos de seguridad pública, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior. La 
autorización habrá de ser emitida en el plazo máximo de tres meses. Sin perjuicio de la obligación de la Administración General del 
Estado de resolver en plazo, la falta de resolución de la solicitud de autorización se entenderá que tiene efectos desestimatorios. 
Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible 
para todos los procedimientos en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo 
dispuesto en la letra c). 
3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la obligatoriedad de que los recursos 
técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de 
la Unión Europea, y en caso de tratarse de categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 
2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se 
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. 
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con 
excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento 
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España. 
4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas podrán admitir los sistemas 
de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la 
voluntad y consentimiento de los interesados. 
5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se entenderá ya acreditada mediante 
el propio acto de la firma. 
 
Se modifica por el art. 3.2 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre.  
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley. 





Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo. 
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será suficiente con que los 
interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de identificación previstos en esta Ley. 
2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para: 
a) Formular solicitudes. 
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones. 
c) Interponer recursos. 
d) Desistir de acciones. 
e) Renunciar a derechos. 
 
Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados. 
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la Administración a través de medios 
electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que 
en cada caso se determinen. 
2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en los apartados 2 y 3 del 
artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma electrónica, presentación de solicitudes a través 
del registro electrónico general y obtención de copias auténticas. 
Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su identificación o firma electrónica en el 
procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un funcionario público mediante el uso del sistema de firma 
electrónica del que esté dotado para ello. En este caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos 
necesarios se identifique ante el funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia 
para los casos de discrepancia o litigio. 
3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán actualizado un registro, 
u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la identificación o firma regulada en este artículo. Estos 
registros o sistemas deberán ser plenamente interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, 
a los efectos de comprobar la validez de las citadas habilitaciones. 
En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en 
materia de registros. 
 
TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas 
 
CAPÍTULO I Normas generales de actuación 
 
Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas. 
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son titulares, en sus relaciones 
con ellas, de los siguientes derechos: 
a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la Administración. 
b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas. 
c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en esta Ley y en el resto del 
ordenamiento jurídico. 
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento Jurídico. 
e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles el ejercicio de sus 
derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. 
f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda legalmente. 
g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley. 
h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos que figuren en los 
ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas. 
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. 
Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento 
administrativo. 
 
Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas. 
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para el ejercicio de sus 
derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos 
con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 
modificado por aquella en cualquier momento. 
2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas para la realización 
de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos: 
a) Las personas jurídicas. 
b) Las entidades sin personalidad jurídica. 
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los trámites y actuaciones que 
realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se 
entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles. 
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración. 
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas por razón de su condición 
de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por cada Administración. 
3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través de medios electrónicos 
para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, técnica, 
dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 
 
Artículo 15. Lengua de los procedimientos. 
1. La lengua de los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado será el castellano. No obstante lo anterior, 
los interesados que se dirijan a los órganos de la Administración General del Estado con sede en el territorio de una Comunidad 
Autónoma podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella. 




En este caso, el procedimiento se tramitará en la lengua elegida por el interesado. Si concurrieran varios interesados en el 
procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará en castellano, si bien los documentos o 
testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua elegida por los mismos. 
2. En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, el uso de 
la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente. 
3. La Administración Pública instructora deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes de los mismos que deban 
surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos dirigidos a los interesados que así lo soliciten 
expresamente. Si debieran surtir efectos en el territorio de una Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta 
del castellano, no será precisa su traducción. 
 
Artículo 16. Registros. 
1. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente asiento de todo documento 
que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. 
También se podrán anotar en el mismo, la salida de los documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares. 
Los Organismos públicos vinculados o dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico 
plenamente interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración de la que depende. 
El Registro Electrónico General de cada Administración funcionará como un portal que facilitará el acceso a los registros electrónicos 
de cada Organismo. Tanto el Registro Electrónico General de cada Administración como los registros electrónicos de cada Organismo 
cumplirán con las garantías y medidas de seguridad previstas en la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. 
Las disposiciones de creación de los registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente y su texto íntegro deberá 
estar disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo caso, las disposiciones de creación de registros 
electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la fecha y hora oficial y los días declarados como 
inhábiles. 
En la sede electrónica de acceso a cada registro figurará la relación actualizada de trámites que pueden iniciarse en el mismo. 
2. Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán la fecha del día en que 
se produzcan. Concluido el trámite de registro, los documentos serán cursados sin dilación a sus destinatarios y a las unidades 
administrativas correspondientes desde el registro en que hubieran sido recibidas. 
3. El registro electrónico de cada Administración u Organismo garantizará la constancia, en cada asiento que se practique, de un 
número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha y hora de su presentación, identificación del interesado, órgano administrativo 
remitente, si procede, y persona u órgano administrativo al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del documento que se 
registra. Para ello, se emitirá automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, 
incluyendo la fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros documentos 
que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos. 
4. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán presentarse: 
a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes registros electrónicos de 
cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1. 
b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca. 
c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero. 
d) En las oficinas de asistencia en materia de registros. 
e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. 
Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables, de modo que se 
garantice su compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales y de los 
documentos que se presenten en cualquiera de los registros. 
5. Los documentos presentados de manera presencial ante las Administraciones Públicas, deberán ser digitalizados, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 27 y demás normativa aplicable, por la oficina de asistencia en materia de registros en la que hayan sido 
presentados para su incorporación al expediente administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, sin perjuicio 
de aquellos supuestos en que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte obligatoria 
la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de digitalización. 
Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de presentar determinados documentos por medios 
electrónicos para ciertos procedimientos y colectivos de personas físicas que, por razón de su capacidad económica, técnica, 
dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 
6. Podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente cualesquiera cantidades que haya que 
satisfacer en el momento de la presentación de documentos a las Administraciones Públicas, sin perjuicio de la posibilidad de su abono 
por otros medios. 
7. Las Administraciones Públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas en las que se prestará 
asistencia para la presentación electrónica de documentos. 
8. No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial establezca otra forma de 
presentación. 
 
Artículo 17. Archivo de documentos. 
1. Cada Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos electrónicos que correspondan a 
procedimientos finalizados, en los términos establecidos en la normativa reguladora aplicable. 
2. Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar la autenticidad, integridad y conservación 
del documento, así como su consulta con independencia del tiempo transcurrido desde su emisión. Se asegurará en todo caso la 
posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. La eliminación 
de dichos documentos deberá ser autorizada de acuerdo a lo dispuesto en la normativa aplicable. 
3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de acuerdo con lo previsto en 
el Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad, confidencialidad, calidad, protección y conservación 
de los documentos almacenados. En particular, asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, así como el 
cumplimiento de las garantías previstas en la legislación de protección de datos. 
 
Artículo 18. Colaboración de las personas. 
1. Las personas colaborarán con la Administración en los términos previstos en la Ley que en cada caso resulte aplicable, y a falta de 
previsión expresa, facilitarán a la Administración los informes, inspecciones y otros actos de investigación que requieran para el 
ejercicio de sus competencias, salvo que la revelación de la información solicitada por la Administración atentara contra el honor, la 
intimidad personal o familiar o supusieran la comunicación de datos confidenciales de terceros de los que tengan conocimiento por la 




prestación de servicios profesionales de diagnóstico, asesoramiento o defensa, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación en materia 
de blanqueo de capitales y financiación de actividades terroristas. 
2. Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que no hayan comparecido en 
él tienen el deber de proporcionárselos a la Administración actuante. 
3. Cuando las inspecciones requieran la entrada en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que requieran autorización del 
titular, se estará a lo dispuesto en el artículo 100. 
 
Artículo 19. Comparecencia de las personas. 
1. La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios electrónicos, sólo será obligatoria 
cuando así esté previsto en una norma con rango de ley. 
2. En los casos en que proceda la comparecencia, la correspondiente citación hará constar expresamente el lugar, fecha, hora, los 
medios disponibles y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla. 
3. Las Administraciones Públicas entregarán al interesado certificación acreditativa de la comparecencia cuando así lo solicite. 
 
Artículo 20. Responsabilidad de la tramitación. 
1. Los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tuviesen a su cargo la 
resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas para remover 
los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses 
legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos. 
2. Los interesados podrán solicitar la exigencia de esa responsabilidad a la Administración Pública de que dependa el personal 
afectado. 
 
Artículo 21. Obligación de resolver. 
1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma 
de iniciación. 
En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de 
desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en 
cada caso, con indicación de los hechos producidos y las normas aplicables. 
Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, 
así como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable o 
comunicación a la Administración. 
2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del correspondiente 
procedimiento. 
Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el 
Derecho de la Unión Europea. 
3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses. Este plazo y los previstos 
en el apartado anterior se contarán: 
a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación. 
b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el registro electrónico de la 
Administración u Organismo competente para su tramitación. 
4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos informativos, las relaciones de 
procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de duración de los mismos, así como de los efectos que 
produzca el silencio administrativo. 
En todo caso, las Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo establecido para la resolución de los 
procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que pueda producir el silencio 
administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación del acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación 
que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los diez días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en 
el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación 
indicará además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente. 
5. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un incumplimiento del plazo máximo 
de resolución, el órgano competente para resolver, a propuesta razonada del órgano instructor, o el superior jerárquico del órgano 
competente para resolver, a propuesta de éste, podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho 
adecuado y en plazo. 
6. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así como los titulares de 
los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias del 
cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo. 
El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar 
de acuerdo con la normativa aplicable. 
 
Artículo 22. Suspensión del plazo máximo para resolver. 
1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá suspender en los siguientes 
casos: 
a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias o la aportación de documentos y otros elementos 
de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, 
o, en su defecto, por el del plazo concedido, todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 68 de la presente Ley. 
b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de la Unión Europea, por el tiempo que medie entre 
la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del pronunciamiento a la Administración instructora, que 
también deberá serles comunicada. 
c) Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la Unión Europea que condicione directamente el contenido de la 
resolución de que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia, lo que deberá ser comunicado a los interesados, hasta que 
se resuelva, lo que también habrá de ser notificado. 
d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración, por el tiempo que medie entre la 
petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. 
Este plazo de suspensión no podrá exceder en ningún caso de tres meses. En caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, 
proseguirá el procedimiento. 




e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los interesados, durante el tiempo 
necesario para la incorporación de los resultados al expediente. 
f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos previstos en el artículo 86 de 
esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su caso, de las referidas negociaciones, que se 
constatará mediante declaración formulada por la Administración o los interesados. 
g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo pronunciamiento por parte de un órgano 
jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá de comunicarse a los interesados, hasta que la Administración tenga 
constancia del mismo, lo que también deberá serles comunicado. 
2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se suspenderá en los siguientes casos: 
a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es ilegal y que constituya la 
base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el supuesto al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 
de esta Ley, desde que se realiza el requerimiento hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la 
jurisdicción contencioso administrativa. Deberá ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento, como su 
cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente recurso contencioso-administrativo. 
b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las previstas en el artículo 87, 
desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del inicio de las actuaciones hasta que se produzca su 
terminación. 
c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un procedimiento, desde que ésta se 
plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado. 
 
Artículo 23. Ampliación del plazo máximo para resolver y notificar. 
1. Excepcionalmente, cuando se hayan agotado los medios personales y materiales disponibles a los que se refiere el apartado 5 del 
artículo 21, el órgano competente para resolver, a propuesta, en su caso, del órgano instructor o el superior jerárquico del órgano 
competente para resolver, podrá acordar de manera motivada la ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, no 
pudiendo ser éste superior al establecido para la tramitación del procedimiento. 
2. Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados, no cabrá recurso alguno. 
 
Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado. 
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración debe dictar en la 
forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima 
al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con 
rango de ley o una norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo contrario. 
Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el carácter desestimatorio del 
silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés general. 
El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a que se refiere el 
artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se transfirieran al solicitante o a terceros 
facultades relativas al dominio público o al servicio público, impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente 
y en los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. 
El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión 
de oficio iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación 
por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de 
resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias 
enumeradas en el párrafo anterior de este apartado. 
2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del 
procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del 
recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte procedente. 
3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al siguiente régimen: 
a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse 
de ser confirmatoria del mismo. 
b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por 
la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio. 
4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la Administración como ante 
cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos desde el vencimiento del plazo máximo en el que 
debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier 
medio de prueba admitido en Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio 
por el órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el procedimiento. 
Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose el plazo indicado anteriormente desde 
el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente 
para resolver. 
 
Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio. 
1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado 
resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal de resolver, produciendo los siguientes 
efectos: 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras 
situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio 
administrativo. 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de 
producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la resolución que declare la caducidad 
ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 95. 
2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo 
del plazo para resolver y notificar la resolución. 
 
Artículo 26. Emisión de documentos por las Administraciones Públicas. 




1. Se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de las Administraciones Públicas. 
Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos por escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su 
naturaleza exija otra forma más adecuada de expresión y constancia. 
2. Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán: 
a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato determinado susceptible de 
identificación y tratamiento diferenciado. 
b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente 
electrónico. 
c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos. 
d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos. 
e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable. 
Se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos requisitos, sean trasladados a un tercero a través de medios 
electrónicos. 
3. No requerirán de firma electrónica, los documentos electrónicos emitidos por las Administraciones Públicas que se publiquen con 
carácter meramente informativo, así como aquellos que no formen parte de un expediente administrativo. En todo caso, será necesario 
identificar el origen de estos documentos. 
 
Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas. 
1. Cada Administración Pública determinará los órganos que tengan atribuidas las competencias de expedición de copias auténticas 
de los documentos públicos administrativos o privados. 
Las copias auténticas de documentos privados surten únicamente efectos administrativos. Las copias auténticas realizadas por una 
Administración Pública tendrán validez en las restantes Administraciones. 
A estos efectos, la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales podrán realizar copias 
auténticas mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa automatizada. 
Se deberá mantener actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la expedición 
de copias auténticas que deberán ser plenamente interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones 
Públicas, a los efectos de comprobar la validez de la citada habilitación. En este registro o sistema equivalente constarán, al menos, 
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros. 
2. Tendrán la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado las realizadas, cualquiera que sea 
su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en las que quede garantizada la identidad del órgano que 
ha realizado la copia y su contenido. 
Las copias auténticas tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales. 
3. Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o en papel, y por tanto su carácter de copias auténticas, las 
Administraciones Públicas deberán ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad, el Esquema Nacional de 
Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, así como a las siguientes reglas: 
a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o sin cambio de formato, 
deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento. 
b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de digitalización, requerirán 
que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se visualicen al 
consultar el documento. 
Se entiende por digitalización, el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel o en otro soporte no 
electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del documento. 
c) Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán que en las mismas figure la condición de copia y contendrán un 
código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que permitirá contrastar la autenticidad de la copia mediante el 
acceso a los archivos electrónicos del órgano u Organismo público emisor. 
d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán mediante una copia auténtica 
en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la Administración o bien mediante una puesta de manifiesto 
electrónica conteniendo copia auténtica del documento original. 
A estos efectos, las Administraciones harán públicos, a través de la sede electrónica correspondiente, los códigos seguros de 
verificación u otro sistema de verificación utilizado. 
4. Los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los documentos públicos 
administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las Administraciones Públicas. La solicitud se dirigirá al órgano que emitió 
el documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones derivadas de la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en 
el plazo de quince días a contar desde la recepción de la solicitud en el registro electrónico de la Administración u Organismo 
competente. 
Asimismo, las Administraciones Públicas estarán obligadas a expedir copias auténticas electrónicas de cualquier documento en papel 
que presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente administrativo. 
5. Cuando las Administraciones Públicas expidan copias auténticas electrónicas, deberá quedar expresamente así indicado en el 
documento de la copia. 
6. La expedición de copias auténticas de documentos públicos notariales, registrales y judiciales, así como de los diarios oficiales, se 
regirá por su legislación específica. 
 
Artículo 28. Documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo. 
1. Los interesados deberán aportar al procedimiento administrativo los datos y documentos exigidos por las Administraciones Públicas 
de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. Asimismo, los interesados podrán aportar cualquier otro documento que estimen 
conveniente. 
2. Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la Administración actuante o hayan sido 
elaborados por cualquier otra Administración. La administración actuante podrá consultar o recabar dichos documentos salvo que el 
interesado se opusiera a ello. No cabrá la oposición cuando la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de 
potestades sancionadoras o de inspección. 
Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante 
consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto. 
Cuando se trate de informes preceptivos ya elaborados por un órgano administrativo distinto al que tramita el procedimiento, estos 
deberán ser remitidos en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este plazo, se informará al interesado de que 
puede aportar este informe o esperar a su remisión por el órgano competente. 




3. Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación de documentos originales, salvo que, con carácter excepcional, 
la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. 
Asimismo, las Administraciones Públicas no requerirán a los interesados datos o documentos no exigidos por la normativa reguladora 
aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a cualquier Administración. A estos efectos, el interesado deberá 
indicar en qué momento y ante qué órgano administrativo presentó los citados documentos, debiendo las Administraciones Públicas 
recabarlos electrónicamente a través de sus redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros 
sistemas electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el procedimiento la oposición expresa del interesado o la ley especial 
aplicable requiera su consentimiento expreso. Excepcionalmente, si las Administraciones Públicas no pudieran recabar los citados 
documentos, podrán solicitar nuevamente al interesado su aportación. 
4. Cuando con carácter excepcional, y de acuerdo con lo previsto en esta Ley, la Administración solicitara al interesado la presentación 
de un documento original y éste estuviera en formato papel, el interesado deberá obtener una copia auténtica, según los requisitos 
establecidos en el artículo 27, con carácter previo a su presentación electrónica. La copia electrónica resultante reflejará expresamente 
esta circunstancia. 
5. Excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el procedimiento lo exija o existan dudas derivadas de la calidad de la 
copia, las Administraciones podrán solicitar de manera motivada el cotejo de las copias aportadas por el interesado, para lo que podrán 
requerir la exhibición del documento o de la información original. 
6. Las copias que aporten los interesados al procedimiento administrativo tendrán eficacia, exclusivamente en el ámbito de la actividad 
de las Administraciones Públicas. 
7. Los interesados se responsabilizarán de la veracidad de los documentos que presenten. 
 
Se modifican los apartados 2 y 3 por la disposición final 12 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.  
 
CAPÍTULO II Términos y plazos 
 
Artículo 29. Obligatoriedad de términos y plazos. 
Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las Administraciones 
Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los mismos. 
 
Artículo 30. Cómputo de plazos. 
1. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se señalen por horas, se 
entiende que éstas son hábiles. Son hábiles todas las horas del día que formen parte de un día hábil. 
Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la hora y minuto en que tenga lugar la 
notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se 
expresarán en días. 
2. Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se señalen por días, se 
entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos. 
Cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el Derecho de la Unión Europea, se hará 
constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones. 
3. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o publicación del acto 
de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio administrativo. 
4. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación o 
publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o desestimación por silencio 
administrativo. 
El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de 
vencimiento. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo 
expira el último día del mes. 
5. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente. 
6. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil en la sede del órgano 
administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso. 
7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción al calendario laboral 
oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de cómputos de plazos. El calendario aprobado por 
las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles de las Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las 
que será de aplicación. 
Dicho calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda, así como en otros medios de 
difusión que garanticen su conocimiento generalizado. 
8. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el funcionamiento de los 
centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de trabajo o el régimen de jornada y horarios de las 
mismas. 
 
Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros. 
1. Cada Administración Pública publicará los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las oficinas que prestarán asistencia 
para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de los interesados a ser asistidos en el uso de medios 
electrónicos. 
2. El registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá a efectos de cómputo de los plazos, por la fecha y hora oficial 
de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad necesarias para garantizar su integridad y figurar de 
modo accesible y visible. 
El funcionamiento del registro electrónico se regirá por las siguientes reglas: 
a) Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas. 
b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos por los interesados, la 
presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer día hábil siguiente salvo que una norma permita 
expresamente la recepción en día inhábil. 
Los documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil. Los documentos 
presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo fueran el primer día hábil posterior. 
c) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá determinado por la fecha y hora de 
presentación en el registro electrónico de cada Administración u Organismo. En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del 
cómputo de plazos deberá ser comunicada a quien presentó el documento. 




3. La sede electrónica del registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, atendiendo al ámbito territorial en el 
que ejerce sus competencias el titular de aquélla y al calendario previsto en el artículo 30.7, los días que se considerarán inhábiles a 
los efectos previstos en este artículo. Este será el único calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de plazos 
en los registros electrónicos, sin que resulte de aplicación a los mismos lo dispuesto en el artículo 30.6. 
 
Artículo 32. Ampliación. 
1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados, una ampliación de los 
plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo aconsejan y con ello no se perjudican derechos 
de tercero. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a los interesados. 
2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará en todo caso a los procedimientos tramitados por las 
misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como a aquellos que, sustanciándose en el interior, exijan cumplimentar algún trámite 
en el extranjero o en los que intervengan interesados residentes fuera de España. 
3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso, antes del vencimiento 
del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos 
o sobre su denegación no serán susceptibles de recurso, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al 
procedimiento. 
4. Cuando una incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación que corresponda, y hasta 
que se solucione el problema, la Administración podrá determinar una ampliación de los plazos no vencidos, debiendo publicar en la 
sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida como la ampliación concreta del plazo no vencido. 
 
Artículo 33. Tramitación de urgencia. 
1. Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición del interesado, la aplicación al procedimiento 
de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la mitad los plazos establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los 
relativos a la presentación de solicitudes y recursos. 
2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al procedimiento, sin perjuicio 
del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento. 
 
TÍTULO III De los actos administrativos 
 
CAPÍTULO I Requisitos de los actos administrativos 
 
Artículo 34. Producción y contenido. 
1. Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a instancia del interesado, se producirán por el 
órgano competente ajustándose a los requisitos y al procedimiento establecido. 
2. El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y adecuado a los fines de 
aquéllos. 
 
Artículo 35. Motivación. 
1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho: 
a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos. 
b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos, recursos administrativos y 
procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión. 
c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos. 
d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de medidas provisionales previstas 
en el artículo 56. 
e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de actuaciones complementarias. 
f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados. 
g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas, así 
como los que acuerden el desistimiento por la Administración en procedimientos iniciados de oficio. 
h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que resuelvan procedimientos de 
carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial. 
i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en virtud de disposición legal o 
reglamentaria expresa. 
2. La motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos selectivos y de concurrencia competitiva se realizará de conformidad 
con lo que dispongan las normas que regulen sus convocatorias, debiendo, en todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los 
fundamentos de la resolución que se adopte. 
 
Artículo 36. Forma. 
1. Los actos administrativos se producirán por escrito a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más 
adecuada de expresión y constancia. 
2. En los casos en que los órganos administrativos ejerzan su competencia de forma verbal, la constancia escrita del acto, cuando sea 
necesaria, se efectuará y firmará por el titular del órgano inferior o funcionario que la reciba oralmente, expresando en la comunicación 
del mismo la autoridad de la que procede. Si se tratara de resoluciones, el titular de la competencia deberá autorizar una relación de 
las que haya dictado de forma verbal, con expresión de su contenido. 
3. Cuando deba dictarse una serie de actos administrativos de la misma naturaleza, tales como nombramientos, concesiones o licencias, 
podrán refundirse en un único acto, acordado por el órgano competente, que especificará las personas u otras circunstancias que 
individualicen los efectos del acto para cada interesado. 
 
CAPÍTULO II. Eficacia de los actos 
 
Artículo 37. Inderogabilidad singular. 
1. Las resoluciones administrativas de carácter particular no podrán vulnerar lo establecido en una disposición de carácter general, 
aunque aquéllas procedan de un órgano de igual o superior jerarquía al que dictó la disposición general. 
2. Son nulas las resoluciones administrativas que vulneren lo establecido en una disposición reglamentaria, así como aquellas que 
incurran en alguna de las causas recogidas en el artículo 47. 
 




Artículo 38. Ejecutividad. 
Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán ejecutivos con arreglo a lo dispuesto en esta Ley. 
 
Artículo 39. Efectos. 
1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo se presumirán válidos y producirán efectos desde la 
fecha en que se dicten, salvo que en ellos se disponga otra cosa. 
2. La eficacia quedará demorada cuando así lo exija el contenido del acto o esté supeditada a su notificación, publicación o aprobación 
superior. 
3. Excepcionalmente, podrá otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos anulados, así como 
cuando produzcan efectos favorables al interesado, siempre que los supuestos de hecho necesarios existieran ya en la fecha a que se 
retrotraiga la eficacia del acto y ésta no lesione derechos o intereses legítimos de otras personas. 
4. Las normas y actos dictados por los órganos de las Administraciones Públicas en el ejercicio de su propia competencia deberán ser 
observadas por el resto de los órganos administrativos, aunque no dependan jerárquicamente entre sí o pertenezcan a otra 
Administración. 
5. Cuando una Administración Pública tenga que dictar, en el ámbito de sus competencias, un acto que necesariamente tenga por base 
otro dictado por una Administración Pública distinta y aquélla entienda que es ilegal, podrá requerir a ésta previamente para que anule 
o revise el acto de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso- Administrativa, y, de rechazar el requerimiento, podrá interponer recurso contencioso-administrativo. En estos casos, 
quedará suspendido el procedimiento para dictar resolución. 
 
Artículo 40. Notificación. 
1. El órgano que dicte las resoluciones y actos administrativos los notificará a los interesados cuyos derechos e intereses sean afectados 
por aquéllos, en los términos previstos en los artículos siguientes. 
2. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de diez días a partir de la fecha en que el acto haya sido dictado, y deberá 
contener el texto íntegro de la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía administrativa, la expresión de los recursos que 
procedan, en su caso, en vía administrativa y judicial, el órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo para interponerlos, sin 
perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente. 
3. Las notificaciones que, conteniendo el texto íntegro del acto, omitiesen alguno de los demás requisitos previstos en el apartado 
anterior, surtirán efecto a partir de la fecha en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y 
alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, o interponga cualquier recurso que proceda. 
4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, y a los solos efectos de entender cumplida la obligación de notificar dentro 
del plazo máximo de duración de los procedimientos, será suficiente la notificación que contenga, cuando menos, el texto íntegro de 
la resolución, así como el intento de notificación debidamente acreditado. 
5. Las Administraciones Públicas podrán adoptar las medidas que consideren necesarias para la protección de los datos personales 
que consten en las resoluciones y actos administrativos, cuando éstos tengan por destinatarios a más de un interesado. 
 
Artículo 41. Condiciones generales para la práctica de las notificaciones. 
1. Las notificaciones se practicarán preferentemente por medios electrónicos y, en todo caso, cuando el interesado resulte obligado a 
recibirlas por esta vía. 
No obstante lo anterior, las Administraciones podrán practicar las notificaciones por medios no electrónicos en los siguientes 
supuestos: 
a) Cuando la notificación se realice con ocasión de la comparecencia espontánea del interesado o su representante en las oficinas de 
asistencia en materia de registro y solicite la comunicación o notificación personal en ese momento. 
b) Cuando para asegurar la eficacia de la actuación administrativa resulte necesario practicar la notificación por entrega directa de un 
empleado público de la Administración notificante. 
Con independencia del medio utilizado, las notificaciones serán válidas siempre que permitan tener constancia de su envío o puesta a 
disposición, de la recepción o acceso por el interesado o su representante, de sus fechas y horas, del contenido íntegro, y de la identidad 
fidedigna del remitente y destinatario de la misma. La acreditación de la notificación efectuada se incorporará al expediente. 
Los interesados que no estén obligados a recibir notificaciones electrónicas, podrán decidir y comunicar en cualquier momento a la 
Administración Pública, mediante los modelos normalizados que se establezcan al efecto, que las notificaciones sucesivas se 
practiquen o dejen de practicarse por medios electrónicos. 
Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de practicar electrónicamente las notificaciones para 
determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, técnica, 
dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 
Adicionalmente, el interesado podrá identificar un dispositivo electrónico y/o una dirección de correo electrónico que servirán para el 
envío de los avisos regulados en este artículo, pero no para la práctica de notificaciones. 
2. En ningún caso se efectuarán por medios electrónicos las siguientes notificaciones: 
a) Aquellas en las que el acto a notificar vaya acompañado de elementos que no sean susceptibles de conversión en formato electrónico. 
b) Las que contengan medios de pago a favor de los obligados, tales como cheques. 
3. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, la notificación se practicará por el medio señalado al efecto por aquel. 
Esta notificación será electrónica en los casos en los que exista obligación de relacionarse de esta forma con la Administración. 
Cuando no fuera posible realizar la notificación de acuerdo con lo señalado en la solicitud, se practicará en cualquier lugar adecuado 
a tal fin, y por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, 
la identidad y el contenido del acto notificado. 
4. En los procedimientos iniciados de oficio, a los solos efectos de su iniciación, las Administraciones Públicas podrán recabar, 
mediante consulta a las bases de datos del Instituto Nacional de Estadística, los datos sobre el domicilio del interesado recogidos en 
el Padrón Municipal, remitidos por las Entidades Locales en aplicación de lo previsto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local. 
5. Cuando el interesado o su representante rechace la notificación de una actuación administrativa, se hará constar en el expediente, 
especificándose las circunstancias del intento de notificación y el medio, dando por efectuado el trámite y siguiéndose el 
procedimiento. 
6. Con independencia de que la notificación se realice en papel o por medios electrónicos, las Administraciones Públicas enviarán un 
aviso al dispositivo electrónico y/o a la dirección de correo electrónico del interesado que éste haya comunicado, informándole de la 
puesta a disposición de una notificación en la sede electrónica de la Administración u Organismo correspondiente o en la dirección 
electrónica habilitada única. La falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida. 




7. Cuando el interesado fuera notificado por distintos cauces, se tomará como fecha de notificación la de aquélla que se hubiera 
producido en primer lugar. 
 
Artículo 42. Práctica de las notificaciones en papel. 
1. Todas las notificaciones que se practiquen en papel deberán ser puestas a disposición del interesado en la sede electrónica de la 
Administración u Organismo actuante para que pueda acceder al contenido de las mismas de forma voluntaria. 
2. Cuando la notificación se practique en el domicilio del interesado, de no hallarse presente éste en el momento de entregarse la 
notificación, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona mayor de catorce años que se encuentre en el domicilio y haga constar 
su identidad. Si nadie se hiciera cargo de la notificación, se hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora 
en que se intentó la notificación, intento que se repetirá por una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes. En 
caso de que el primer intento de notificación se haya realizado antes de las quince horas, el segundo intento deberá realizarse después 
de las quince horas y viceversa, dejando en todo caso al menos un margen de diferencia de tres horas entre ambos intentos de 
notificación. Si el segundo intento también resultara infructuoso, se procederá en la forma prevista en el artículo 44. 
3. Cuando el interesado accediera al contenido de la notificación en sede electrónica, se le ofrecerá la posibilidad de que el resto de 
notificaciones se puedan realizar a través de medios electrónicos. 
 
Artículo 43. Práctica de las notificaciones a través de medios electrónicos. 
1. Las notificaciones por medios electrónicos se practicarán mediante comparecencia en la sede electrónica de la Administración u 
Organismo actuante, a través de la dirección electrónica habilitada única o mediante ambos sistemas, según disponga cada 
Administración u Organismo. 
A los efectos previstos en este artículo, se entiende por comparecencia en la sede electrónica, el acceso por el interesado o su 
representante debidamente identificado al contenido de la notificación. 
2. Las notificaciones por medios electrónicos se entenderán practicadas en el momento en que se produzca el acceso a su contenido. 
Cuando la notificación por medios electrónicos sea de carácter obligatorio, o haya sido expresamente elegida por el interesado, se 
entenderá rechazada cuando hayan transcurrido diez días naturales desde la puesta a disposición de la notificación sin que se acceda 
a su contenido. 
3. Se entenderá cumplida la obligación a la que se refiere el artículo 40.4 con la puesta a disposición de la notificación en la sede 
electrónica de la Administración u Organismo actuante o en la dirección electrónica habilitada única. 
4. Los interesados podrán acceder a las notificaciones desde el Punto de Acceso General electrónico de la Administración, que 
funcionará como un portal de acceso. 
 
Artículo 44. Notificación infructuosa. 
Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos, se ignore el lugar de la notificación o bien, intentada ésta, no se 
hubiese podido practicar, la notificación se hará por medio de un anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Estado». 
Asimismo, previamente y con carácter facultativo, las Administraciones podrán publicar un anuncio en el boletín oficial de la 
Comunidad Autónoma o de la Provincia, en el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio del interesado o del Consulado 
o Sección Consular de la Embajada correspondiente. 
Las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas de notificación complementarias a través de los restantes medios de 
difusión, que no excluirán la obligación de publicar el correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado». 
 
Artículo 45. Publicación. 
1. Los actos administrativos serán objeto de publicación cuando así lo establezcan las normas reguladoras de cada procedimiento o 
cuando lo aconsejen razones de interés público apreciadas por el órgano competente. 
En todo caso, los actos administrativos serán objeto de publicación, surtiendo ésta los efectos de la notificación, en los siguientes 
casos: 
a) Cuando el acto tenga por destinatario a una pluralidad indeterminada de personas o cuando la Administración estime que la 
notificación efectuada a un solo interesado es insuficiente para garantizar la notificación a todos, siendo, en este último caso, adicional 
a la individualmente realizada. 
b) Cuando se trate de actos integrantes de un procedimiento selectivo o de concurrencia competitiva de cualquier tipo. En este caso, 
la convocatoria del procedimiento deberá indicar el medio donde se efectuarán las sucesivas publicaciones, careciendo de validez las 
que se lleven a cabo en lugares distintos. 
2. La publicación de un acto deberá contener los mismos elementos que el artículo 40.2 exige respecto de las notificaciones. Será 
también aplicable a la publicación lo establecido en el apartado 3 del mismo artículo. 
En los supuestos de publicaciones de actos que contengan elementos comunes, podrán publicarse de forma conjunta los aspectos 
coincidentes, especificándose solamente los aspectos individuales de cada acto. 
3. La publicación de los actos se realizará en el diario oficial que corresponda, según cual sea la Administración de la que proceda el 
acto a notificar. 
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 44, la publicación de actos y comunicaciones que, por disposición legal o reglamentaria 
deba practicarse en tablón de anuncios o edictos, se entenderá cumplida por su publicación en el Diario oficial correspondiente. 
 
Artículo 46. Indicación de notificaciones y publicaciones. 
Si el órgano competente apreciase que la notificación por medio de anuncios o la publicación de un acto lesiona derechos o intereses 
legítimos, se limitará a publicar en el Diario oficial que corresponda una somera indicación del contenido del acto y del lugar donde 
los interesados podrán comparecer, en el plazo que se establezca, para conocimiento del contenido íntegro del mencionado acto y 
constancia de tal conocimiento. 
Adicionalmente y de manera facultativa, las Administraciones podrán establecer otras formas de notificación complementarias a través 
de los restantes medios de difusión que no excluirán la obligación de publicar en el correspondiente Diario oficial. 
 
CAPÍTULO III Nulidad y anulabilidad 
 
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho. 
1. Los actos de las Administraciones Públicas son nulos de pleno derecho en los casos siguientes: 
a) Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional. 
b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio. 
c) Los que tengan un contenido imposible. 
d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de ésta. 




e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o de las normas que contienen las reglas 
esenciales para la formación de la voluntad de los órganos colegiados. 
f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca 
de los requisitos esenciales para su adquisición. 
g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición con rango de Ley. 
2. También serán nulas de pleno derecho las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras disposiciones 
administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que establezcan la retroactividad de disposiciones 
sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales. 
 
Artículo 48. Anulabilidad. 
1. Son anulables los actos de la Administración que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación 
de poder. 
2. No obstante, el defecto de forma sólo determinará la anulabilidad cuando el acto carezca de los requisitos formales indispensables 
para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados. 
3. La realización de actuaciones administrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la anulabilidad del acto cuando 
así lo imponga la naturaleza del término o plazo. 
 
Artículo 49. Límites a la extensión de la nulidad o anulabilidad de los actos. 
1. La nulidad o anulabilidad de un acto no implicará la de los sucesivos en el procedimiento que sean independientes del primero. 
2. La nulidad o anulabilidad en parte del acto administrativo no implicará la de las partes del mismo independientes de aquélla, salvo 
que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto administrativo no hubiera sido dictado. 
 
Artículo 50. Conversión de actos viciados. 
Los actos nulos o anulables que, sin embargo, contengan los elementos constitutivos de otro distinto producirán los efectos de éste. 
 
Artículo 51. Conservación de actos y trámites. 
El órgano que declare la nulidad o anule las actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites cuyo contenido 
se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la infracción. 
 
Artículo 52. Convalidación. 
1. La Administración podrá convalidar los actos anulables, subsanando los vicios de que adolezcan. 
2. El acto de convalidación producirá efecto desde su fecha, salvo lo dispuesto en el artículo 39.3 para la retroactividad de los actos 
administrativos. 
3. Si el vicio consistiera en incompetencia no determinante de nulidad, la convalidación podrá realizarse por el órgano competente 
cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado. 
4. Si el vicio consistiese en la falta de alguna autorización, podrá ser convalidado el acto mediante el otorgamiento de la misma por el 
órgano competente. 
 
TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común 
 
CAPÍTULO I Garantías del procedimiento 
 
Artículo 53. Derechos del interesado en el procedimiento administrativo. 
1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento administrativo, tienen los siguientes 
derechos: 
a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la condición de interesados; 
el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la Administración no dicte ni notifique resolución expresa en 
plazo; el órgano competente para su instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán 
derecho a acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos. 
Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán derecho a consultar la información 
a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración que funcionará como un portal 
de acceso. Se entenderá cumplida la obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los 
procedimientos mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración 
competente o en las sedes electrónicas que correspondan. 
b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya responsabilidad se tramiten los 
procedimientos. 
c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. 
En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste. 
d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se trate, que ya se encuentren en 
poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por éstas. 
e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a aportar documentos en cualquier 
fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la 
propuesta de resolución. 
f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones vigentes impongan a los 
proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar. 
g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses. 
h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos previstos en el artículo 98.2. 
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. 
2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de procedimientos administrativos de naturaleza sancionadora, 
los presuntos responsables tendrán los siguientes derechos: 
a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en 
su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad competente para imponer la sanción y de la 
norma que atribuya tal competencia. 
b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo contrario. 
 
CAPÍTULO II Iniciación del procedimiento 





Sección 1.ª Disposiciones generales 
 
Artículo 54. Clases de iniciación. 
Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud del interesado. 
 
Artículo 55. Información y actuaciones previas. 
1. Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente podrá abrir un período de información o actuaciones previas 
con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento. 
2. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora las actuaciones previas se orientarán a determinar, con la mayor precisión 
posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del procedimiento, la identificación de la persona o personas que pudieran 
resultar responsables y las circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. 
Las actuaciones previas serán realizadas por los órganos que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección 
en la materia y, en defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el órgano competente para la iniciación 
o resolución del procedimiento. 
 
Artículo 56. Medidas provisionales. 
1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolver, podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte y de 
forma motivada, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, si 
existiesen elementos de juicio suficientes para ello, de acuerdo con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad. 
2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente para iniciar o instruir el procedimiento, de oficio o 
a instancia de parte, en los casos de urgencia inaplazable y para la protección provisional de los intereses implicados, podrá adoptar 
de forma motivada las medidas provisionales que resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas provisionales deberán ser 
confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días 
siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. 
En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no 
contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas. 
3. De acuerdo con lo previsto en los dos apartados anteriores, podrán acordarse las siguientes medidas provisionales, en los términos 
previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil: 
a) Suspensión temporal de actividades. 
b) Prestación de fianzas. 
c) Retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal de servicios por razones de sanidad, higiene o seguridad, el 
cierre temporal del establecimiento por estas u otras causas previstas en la normativa reguladora aplicable. 
d) Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables en metálico por aplicación de precios ciertos. 
e) El depósito, retención o inmovilización de cosa mueble. 
f) La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se considere ilícita y cuya prohibición o cesación se 
pretenda. 
g) Consignación o constitución de depósito de las cantidades que se reclamen. 
h) La retención de ingresos a cuenta que deban abonar las Administraciones Públicas. 
i) Aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los interesados, prevean expresamente las leyes, o que se estimen 
necesarias para asegurar la efectividad de la resolución. 
4. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a los interesados o que 
impliquen violación de derechos amparados por las leyes. 
5. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de oficio o a instancia de 
parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta en el momento de su adopción. 
En todo caso, se extinguirán cuando surta efectos la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente. 
 
Artículo 57. Acumulación. 
El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su iniciación, podrá disponer, 
de oficio o a instancia de parte, su acumulación a otros con los que guarde identidad sustancial o íntima conexión, siempre que sea el 
mismo órgano quien deba tramitar y resolver el procedimiento. 
Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno. 
 
Sección 2.ª Iniciación del procedimiento de oficio por la administración 
 
Artículo 58. Iniciación de oficio. 
Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden 
superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia. 
 
Artículo 59. Inicio del procedimiento a propia iniciativa. 
Se entiende por propia iniciativa, la actuación derivada del conocimiento directo o indirecto de las circunstancias, conductas o hechos 
objeto del procedimiento por el órgano que tiene atribuida la competencia de iniciación. 
 
Artículo 60. Inicio del procedimiento como consecuencia de orden superior. 
1. Se entiende por orden superior, la emitida por un órgano administrativo superior jerárquico del competente para la iniciación del 
procedimiento. 
2. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, la orden expresará, en la medida de lo posible, la persona o personas 
presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción administrativa y su tipificación; así como el 
lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los hechos se produjeron. 
 
Artículo 61. Inicio del procedimiento por petición razonada de otros órganos. 
1. Se entiende por petición razonada, la propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier órgano administrativo que 
no tiene competencia para iniciar el mismo y que ha tenido conocimiento de las circunstancias, conductas o hechos objeto del 
procedimiento, bien ocasionalmente o bien por tener atribuidas funciones de inspección, averiguación o investigación. 
2. La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien deberá comunicar al órgano que la hubiera 
formulado los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación. 




3. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, las peticiones deberán especificar, en la medida de lo posible, la persona o 
personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción administrativa y su tipificación; así 
como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los hechos se produjeron. 
4. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial, la petición deberá individualizar la lesión producida en una persona o grupo 
de personas, su relación de causalidad con el funcionamiento del servicio público, su evaluación económica si fuera posible, y el 
momento en que la lesión efectivamente se produjo. 
 
Artículo 62. Inicio del procedimiento por denuncia. 
1. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación legal, pone en conocimiento 
de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera justificar la iniciación de oficio de un procedimiento 
administrativo. 
2. Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que las presentan y el relato de los hechos que se ponen en 
conocimiento de la Administración. Cuando dichos hechos pudieran constituir una infracción administrativa, recogerán la fecha de su 
comisión y, cuando sea posible, la identificación de los presuntos responsables. 
3. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones Públicas la no iniciación del procedimiento 
deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el procedimiento. 
4. Cuando el denunciante haya participado en la comisión de una infracción de esta naturaleza y existan otros infractores, el órgano 
competente para resolver el procedimiento deberá eximir al denunciante del pago de la multa que le correspondería u otro tipo de 
sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o 
comprobar la infracción, siempre y cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar 
la misma y se repare el perjuicio causado. 
Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la 
sanción de carácter no pecuniario, cuando no cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de 
prueba que aporten un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga. 
En ambos casos será necesario que el denunciante cese en la participación de la infracción y no haya destruido elementos de prueba 
relacionados con el objeto de la denuncia. 
5. La presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el procedimiento. 
 
Artículo 63. Especialidades en el inicio de los procedimientos de naturaleza sancionadora. 
1. Los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán siempre de oficio por acuerdo del órgano competente y establecerán la 
debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se encomendará a órganos distintos. 
Se considerará que un órgano es competente para iniciar el procedimiento cuando así lo determinen las normas reguladoras del mismo. 
2. En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el oportuno procedimiento. 
3. No se podrán iniciar nuevos procedimientos de carácter sancionador por hechos o conductas tipificadas como infracciones en cuya 
comisión el infractor persista de forma continuada, en tanto no haya recaído una primera resolución sancionadora, con carácter 
ejecutivo. 
 
Artículo 64. Acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora. 
1. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor del procedimiento, con traslado de cuantas actuaciones existan al respecto, y 
se notificará a los interesados, entendiendo en todo caso por tal al inculpado. 
Asimismo, la incoación se comunicará al denunciante cuando las normas reguladoras del procedimiento así lo prevean. 
2. El acuerdo de iniciación deberá contener al menos: 
a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables. 
b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que pudieran corresponder, sin 
perjuicio de lo que resulte de la instrucción. 
c) Identificación del instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del régimen de recusación de los 
mismos. 
d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia, indicando la posibilidad de que 
el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su responsabilidad, con los efectos previstos en el artículo 85. 
e) Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano competente para iniciar el procedimiento sancionador, sin 
perjuicio de las que se puedan adoptar durante el mismo de conformidad con el artículo 56. 
f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y de los plazos para su ejercicio, así como 
indicación de que, en caso de no efectuar alegaciones en el plazo previsto sobre el contenido del acuerdo de iniciación, éste podrá ser 
considerado propuesta de resolución cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada. 
3. Excepcionalmente, cuando en el momento de dictar el acuerdo de iniciación no existan elementos suficientes para la calificación 
inicial de los hechos que motivan la incoación del procedimiento, la citada calificación podrá realizarse en una fase posterior mediante 
la elaboración de un Pliego de cargos, que deberá ser notificado a los interesados. 
 
Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
1. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad patrimonial será necesario 
que no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado al que se refiere el artículo 67. 
2. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados, concediéndoles un plazo de 
diez días para que aporten cuantas alegaciones, documentos o información estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas 
pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del mismo. El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares 
presuntamente lesionados no se personen en el plazo establecido. 
 
Sección 3.ª Inicio del procedimiento a solicitud del interesado 
 
Artículo 66. Solicitudes de iniciación. 
1. Las solicitudes que se formulen deberán contener: 
a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente. 
b) Identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que desea que se practique la notificación. Adicionalmente, 
los interesados podrán aportar su dirección de correo electrónico y/o dispositivo electrónico con el fin de que las Administraciones 
Públicas les avisen del envío o puesta a disposición de la notificación. 
c) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud. 
d) Lugar y fecha. 




e) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio. 
f) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspondiente código de identificación. 
Las oficinas de asistencia en materia de registros estarán obligadas a facilitar a los interesados el código de identificación si el 
interesado lo desconoce. Asimismo, las Administraciones Públicas deberán mantener y actualizar en la sede electrónica 
correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes. 
2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento idéntico o 
sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única solicitud, salvo que las normas reguladoras de los procedimientos 
específicos dispongan otra cosa. 
3. De las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten los interesados electrónicamente o en las oficinas de asistencia en 
materia de registros de la Administración, podrán éstos exigir el correspondiente recibo que acredite la fecha y hora de presentación. 
4. Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas de presentación masiva que permitan a los interesados 
presentar simultáneamente varias solicitudes. Estos modelos, de uso voluntario, estarán a disposición de los interesados en las 
correspondientes sedes electrónicas y en las oficinas de asistencia en materia de registros de las Administraciones Públicas. 
Los solicitantes podrán acompañar los elementos que estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales 
deberán ser admitidos y tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan. 
5. Los sistemas normalizados de solicitud podrán incluir comprobaciones automáticas de la información aportada respecto de datos 
almacenados en sistemas propios o pertenecientes a otras Administraciones u ofrecer el formulario cumplimentado, en todo o en parte, 
con objeto de que el interesado verifique la información y, en su caso, la modifique y complete. 
6. Cuando la Administración en un procedimiento concreto establezca expresamente modelos específicos de presentación de 
solicitudes, éstos serán de uso obligatorio por los interesados. 
 
Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando no haya prescrito su 
derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el acto que motive la indemnización o se 
manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la 
curación o la determinación del alcance de las secuelas. 
En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía administrativa o contencioso-administrativa de 
un acto o disposición de carácter general, el derecho a reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa 
o la sentencia definitiva. 
En los casos de responsabilidad patrimonial a que se refiere el artículo 32, apartados 4 y 5, de la Ley de Régimen Jurídico del Sector 
Público, el derecho a reclamar prescribirá al año de la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o en el «Diario Oficial de la 
Unión Europea», según el caso, de la sentencia que declare la inconstitucionalidad de la norma o su carácter contrario al Derecho de 
la Unión Europea. 
2. Además de lo previsto en el artículo 66, en la solicitud que realicen los interesados se deberán especificar las lesiones producidas, 
la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la evaluación económica de la responsabilidad 
patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, 
documentos e informaciones se estimen oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el 
reclamante. 
 
Artículo 68. Subsanación y mejora de la solicitud. 
1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 66, y, en su caso, los que señala el artículo 67 u otros 
exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez días, subsane la falta o 
acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa 
resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 21. 
2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser ampliado prudencialmente, 
hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la aportación de los documentos requeridos presente 
dificultades especiales. 
3. En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del solicitante la modificación 
o mejora voluntarias de los términos de aquélla. De ello se levantará acta sucinta, que se incorporará al procedimiento. 
4. Si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 14.3 presenta su solicitud presencialmente, las Administraciones 
Públicas requerirán al interesado para que la subsane a través de su presentación electrónica. A estos efectos, se considerará como 
fecha de presentación de la solicitud aquella en la que haya sido realizada la subsanación. 
 
Artículo 69. Declaración responsable y comunicación. 
1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por un interesado en el que éste manifiesta, 
bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para obtener el reconocimiento de un 
derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la 
Administración cuando le sea requerida, y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el 
período de tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. 
Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente 
declaración responsable. Las Administraciones podrán requerir en cualquier momento que se aporte la documentación que acredite el 
cumplimiento de los mencionados requisitos y el interesado deberá aportarla. 
2. A los efectos de esta Ley, se entenderá por comunicación aquel documento mediante el que los interesados ponen en conocimiento 
de la Administración Pública competente sus datos identificativos o cualquier otro dato relevante para el inicio de una actividad o el 
ejercicio de un derecho. 
3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones permitirán, el reconocimiento o ejercicio de un derecho o bien el inicio de 
una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección que tengan 
atribuidas las Administraciones Públicas. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la actividad 
cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente. 
4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o información que se incorpore a una declaración 
responsable o a una comunicación, o la no presentación ante la Administración competente de la declaración responsable, la 
documentación que sea en su caso requerida para acreditar el cumplimiento de lo declarado, o la comunicación, determinará la 
imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales 
hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. 




Asimismo, la resolución de la Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado 
de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad 
correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un período de tiempo 
determinado por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales de aplicación. 
5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y actualizados modelos de declaración responsable y de 
comunicación, fácilmente accesibles a los interesados. 
6. Únicamente será exigible, bien una declaración responsable, bien una comunicación para iniciar una misma actividad u obtener el 
reconocimiento de un mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea posible la exigencia de ambas acumulativamente. 
 
CAPÍTULO III Ordenación del procedimiento 
 
Artículo 70. Expediente Administrativo. 
1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de antecedente y 
fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla. 
2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación ordenada de cuantos documentos, pruebas, 
dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos, así como un índice numerado de todos los 
documentos que contenga cuando se remita. Asimismo, deberá constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución 
adoptada. 
3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo previsto en el Esquema 
Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, 
autentificado y acompañado de un índice, asimismo autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice 
garantizará la integridad e inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su 
recuperación siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes electrónicos. 
4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como la contenida en 
aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o 
entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate 
de informes, preceptivos y facultativos, solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento. 
 
Artículo 71. Impulso. 
1. El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través de medios electrónicos, 
respetando los principios de transparencia y publicidad. 
2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea naturaleza, salvo que por 
el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que quede constancia. 
El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria del infractor y, en 
su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo. 
3. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas que tengan atribuida tal 
función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en especial, del cumplimiento de los plazos establecidos. 
 
Artículo 72. Concentración de trámites. 
1. De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, se acordarán en un solo acto todos los trámites que, por su naturaleza, 
admitan un impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo. 
2. Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la comunicación cursada el plazo legal 
establecido al efecto. 
 
Artículo 73. Cumplimiento de trámites. 
1. Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán realizarse en el plazo de diez días a partir del siguiente al 
de la notificación del correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma correspondiente se fije plazo distinto. 
2. En cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración considere que alguno de los actos de los interesados no reúne 
los requisitos necesarios, lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un plazo de diez días para cumplimentarlo. 
3. A los interesados que no cumplan lo dispuesto en los apartados anteriores, se les podrá declarar decaídos en su derecho al trámite 
correspondiente. No obstante, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus efectos legales, si se produjera antes o dentro del 
día que se notifique la resolución en la que se tenga por transcurrido el plazo. 
 
Artículo 74. Cuestiones incidentales. 
Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de actuaciones, no suspenderán 
la tramitación del mismo, salvo la recusación. 
 
CAPÍTULO IV Instrucción del procedimiento 
 
Sección 1.ª Disposiciones generales 
 
Artículo 75. Actos de instrucción. 
1. Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en virtud de los cuales deba 
pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio y a través de medios electrónicos, por el órgano que tramite el procedimiento, sin 
perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o 
reglamentariamente establecidos. 
2. Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción de los procedimientos deberán garantizar el control de los 
tiempos y plazos, la identificación de los órganos responsables y la tramitación ordenada de los expedientes, así como facilitar la 
simplificación y la publicidad de los procedimientos. 
3. Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la forma que resulte más 
conveniente para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones laborales o profesionales. 
4. En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los principios de contradicción 
y de igualdad de los interesados en el procedimiento. 
 
Artículo 76. Alegaciones. 




1. Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, aducir alegaciones y aportar 
documentos u otros elementos de juicio. 
Unos y otros serán tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución. 
2. En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan paralización, infracción 
de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que pueden ser subsanados antes de la resolución definitiva del 
asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad 
disciplinaria. 
 
Sección 2.ª Prueba 
 
Artículo 77. Medios y período de prueba. 
1. Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en Derecho, 
cuya valoración se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 
2. Cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la naturaleza del procedimiento lo exija, 
el instructor del mismo acordará la apertura de un período de prueba por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de 
que puedan practicarse cuantas juzgue pertinentes. Asimismo, cuando lo considere necesario, el instructor, a petición de los 
interesados, podrá decidir la apertura de un período extraordinario de prueba por un plazo no superior a diez días. 
3. El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando sean manifiestamente 
improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada. 
4. En los procedimientos de carácter sancionador, los hechos declarados probados por resoluciones judiciales penales firmes 
vincularán a las Administraciones Públicas respecto de los procedimientos sancionadores que substancien. 
5. Los documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los que, observándose los 
requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquéllos harán prueba de éstos salvo que se acredite lo 
contrario. 
6. Cuando la prueba consista en la emisión de un informe de un órgano administrativo, organismo público o Entidad de derecho 
público, se entenderá que éste tiene carácter preceptivo. 
7. Cuando la valoración de las pruebas practicadas pueda constituir el fundamento básico de la decisión que se adopte en el 
procedimiento, por ser pieza imprescindible para la correcta evaluación de los hechos, deberá incluirse en la propuesta de resolución. 
 
Artículo 78. Práctica de prueba. 
1. La Administración comunicará a los interesados, con antelación suficiente, el inicio de las actuaciones necesarias para la realización 
de las pruebas que hayan sido admitidas. 
2. En la notificación se consignará el lugar, fecha y hora en que se practicará la prueba, con la advertencia, en su caso, de que el 
interesado puede nombrar técnicos para que le asistan. 
3. En los casos en que, a petición del interesado, deban efectuarse pruebas cuya realización implique gastos que no deba soportar la 
Administración, ésta podrá exigir el anticipo de los mismos, a reserva de la liquidación definitiva, una vez practicada la prueba. La 
liquidación de los gastos se practicará uniendo los comprobantes que acrediten la realidad y cuantía de los mismos. 
 
Sección 3.ª Informes 
 
Artículo 79. Petición. 
1. A efectos de la resolución del procedimiento, se solicitarán aquellos informes que sean preceptivos por las disposiciones legales, y 
los que se juzguen necesarios para resolver, citándose el precepto que los exija o fundamentando, en su caso, la conveniencia de 
reclamarlos. 
2. En la petición de informe se concretará el extremo o extremos acerca de los que se solicita. 
 
Artículo 80. Emisión de informes. 
1. Salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes. 
2. Los informes serán emitidos a través de medios electrónicos y de acuerdo con los requisitos que señala el artículo 26 en el plazo de 
diez días, salvo que una disposición o el cumplimiento del resto de los plazos del procedimiento permita o exija otro plazo mayor o 
menor. 
3. De no emitirse el informe en el plazo señalado, y sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el responsable de la demora, se 
podrán proseguir las actuaciones salvo cuando se trate de un informe preceptivo, en cuyo caso se podrá suspender el transcurso del 
plazo máximo legal para resolver el procedimiento en los términos establecidos en la letra d) del apartado 1 del artículo 22. 
4. Si el informe debiera ser emitido por una Administración Pública distinta de la que tramita el procedimiento en orden a expresar el 
punto de vista correspondiente a sus competencias respectivas, y transcurriera el plazo sin que aquél se hubiera emitido, se podrán 
proseguir las actuaciones. 
El informe emitido fuera de plazo podrá no ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución. 
 
Artículo 81. Solicitud de informes y dictámenes en los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
1. En el caso de los procedimientos de responsabilidad patrimonial será preceptivo solicitar informe al servicio cuyo funcionamiento 
haya ocasionado la presunta lesión indemnizable, no pudiendo exceder de diez días el plazo de su emisión. 
2. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o superior a 50.000 euros o a la que se establezca en la 
correspondiente legislación autonómica, así como en aquellos casos que disponga la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo 
de Estado, será preceptivo solicitar dictamen del Consejo de Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. 
A estos efectos, el órgano instructor, en el plazo de diez días a contar desde la finalización del trámite de audiencia, remitirá al órgano 
competente para solicitar el dictamen una propuesta de resolución, que se ajustará a lo previsto en el artículo 91, o, en su caso, la 
propuesta de acuerdo por el que se podría terminar convencionalmente el procedimiento. 
El dictamen se emitirá en el plazo de dos meses y deberá pronunciarse sobre la existencia o no de relación de causalidad entre el 
funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado y la cuantía y modo de 
la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en esta Ley. 
3. En el caso de reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento anormal de la 
Administración de Justicia, será preceptivo el informe del Consejo General del Poder Judicial que será evacuado en el plazo máximo 
de dos meses. El plazo para dictar resolución quedará suspendido por el tiempo que medie entre la solicitud, del informe y su recepción, 
no pudiendo exceder dicho plazo de los citados dos meses. 
 




Sección 4.ª Participación de los interesados 
 
Artículo 82. Trámite de audiencia. 
1. Instruidos los procedimientos, e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrán de manifiesto a los 
interesados o, en su caso, a sus representantes, para lo que se tendrán en cuenta las limitaciones previstas en su caso en la Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre. 
La audiencia a los interesados será anterior a la solicitud del informe del órgano competente para el asesoramiento jurídico o a la 
solicitud del Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, en el caso que éstos 
formaran parte del procedimiento. 
2. Los interesados, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, podrán alegar y presentar los documentos y justificaciones 
que estimen pertinentes. 
3. Si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos 
o justificaciones, se tendrá por realizado el trámite. 
4. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros 
hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado. 
5. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial a los que se refiere el artículo 32.9 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector 
Público, será necesario en todo caso dar audiencia al contratista, notificándole cuantas actuaciones se realicen en el procedimiento, al 
efecto de que se persone en el mismo, exponga lo que a su derecho convenga y proponga cuantos medios de prueba estime necesarios. 
 
Artículo 83. Información pública. 
1. El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la naturaleza de éste lo requiera, podrá acordar un período 
de información pública. 
2. A tal efecto, se publicará un anuncio en el Diario oficial correspondiente a fin de que cualquier persona física o jurídica pueda 
examinar el expediente, o la parte del mismo que se acuerde. 
El anuncio señalará el lugar de exhibición, debiendo estar en todo caso a disposición de las personas que lo soliciten a través de medios 
electrónicos en la sede electrónica correspondiente, y determinará el plazo para formular alegaciones, que en ningún caso podrá ser 
inferior a veinte días. 
3. La incomparecencia en este trámite no impedirá a los interesados interponer los recursos procedentes contra la resolución definitiva 
del procedimiento. 
La comparecencia en el trámite de información pública no otorga, por sí misma, la condición de interesado. No obstante, quienes 
presenten alegaciones u observaciones en este trámite tienen derecho a obtener de la Administración una respuesta razonada, que 
podrá ser común para todas aquellas alegaciones que planteen cuestiones sustancialmente iguales. 
4. Conforme a lo dispuesto en las leyes, las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas, medios y cauces de 
participación de las personas, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley en el procedimiento 
en el que se dictan los actos administrativos. 
 
CAPÍTULO V Finalización del procedimiento 
 
Sección 1.ª Disposiciones generales 
 
Artículo 84. Terminación. 
1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia 
no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La 
resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso. 
 
Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores. 
1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el procedimiento con la 
imposición de la sanción que proceda. 
2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una sanción pecuniaria y otra de carácter no 
pecuniario pero se ha justificado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el presunto responsable, en cualquier momento 
anterior a la resolución, implicará la terminación del procedimiento, salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la 
determinación de la indemnización por los daños y perjuicios causados por la comisión de la infracción. 
3. En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para resolver el procedimiento 
aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta, siendo éstos acumulables entre sí. Las citadas 
reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de iniciación del procedimiento y su efectividad estará condicionada al 
desistimiento o renuncia de cualquier acción o recurso en vía administrativa contra la sanción. 
El porcentaje de reducción previsto en este apartado podrá ser incrementado reglamentariamente. 
 
Artículo 86. Terminación convencional. 
1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de Derecho público 
como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de transacción y 
tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en 
su caso, prevea la disposición que lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos 
administrativos o insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin. 
2. Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la identificación de las partes intervinientes, el ámbito 
personal, funcional y territorial, y el plazo de vigencia, debiendo publicarse o no según su naturaleza y las personas a las que estuvieran 
destinados. 
3. Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros u órgano equivalente de las Comunidades Autónomas, los 
acuerdos que versen sobre materias de la competencia directa de dicho órgano. 
4. Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias atribuidas a los órganos administrativos, ni de las 
responsabilidades que correspondan a las autoridades y funcionarios, relativas al funcionamiento de los servicios públicos. 
5. En los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, el acuerdo alcanzado entre las partes deberá fijar la cuantía y modo 
de indemnización de acuerdo con los criterios que para calcularla y abonarla establece el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico 
del Sector Público. 
 




Sección 2.ª Resolución 
 
Artículo 87. Actuaciones complementarias. 
Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la realización de las 
actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento. No tendrán la consideración de actuaciones 
complementarias los informes que preceden inmediatamente a la resolución final del procedimiento. 
El acuerdo de realización de actuaciones complementarias se notificará a los interesados, concediéndoseles un plazo de siete días para 
formular las alegaciones que tengan por pertinentes tras la finalización de las mismas. Las actuaciones complementarias deberán 
practicarse en un plazo no superior a quince días. El plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta la terminación de 
las actuaciones complementarias. 
 
Artículo 88. Contenido. 
1. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras derivadas 
del mismo. 
Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas por los interesados, el órgano competente podrá pronunciarse 
sobre las mismas, poniéndolo antes de manifiesto a aquéllos por un plazo no superior a quince días, para que formulen las alegaciones 
que estimen pertinentes y aporten, en su caso, los medios de prueba. 
2. En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por éste, 
sin que en ningún caso pueda agravar su situación inicial y sin perjuicio de la potestad de la Administración de incoar de oficio un 
nuevo procedimiento, si procede. 
3. Las resoluciones contendrán la decisión, que será motivada en los casos a que se refiere el artículo 35. Expresarán, además, los 
recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, 
sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno. 
4. Sin perjuicio de la forma y lugar señalados por el interesado para la práctica de las notificaciones, la resolución del procedimiento 
se dictará electrónicamente y garantizará la identidad del órgano competente, así como la autenticidad e integridad del documento que 
se formalice mediante el empleo de alguno de los instrumentos previstos en esta Ley. 
5. En ningún caso podrá la Administración abstenerse de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos 
legales aplicables al caso, aunque podrá acordarse la inadmisión de las solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el 
ordenamiento jurídico o manifiestamente carentes de fundamento, sin perjuicio del derecho de petición previsto por el artículo 29 de 
la Constitución. 
6. La aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto de la misma. 
7. Cuando la competencia para instruir y resolver un procedimiento no recaiga en un mismo órgano, será necesario que el instructor 
eleve al órgano competente para resolver una propuesta de resolución. 
En los procedimientos de carácter sancionador, la propuesta de resolución deberá ser notificada a los interesados en los términos 
previstos en el artículo siguiente. 
 
Artículo 89. Propuesta de resolución en los procedimientos de carácter sancionador. 
1. El órgano instructor resolverá la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin que sea necesaria la formulación 
de la propuesta de resolución, cuando en la instrucción procedimiento se ponga de manifiesto que concurre alguna de las siguientes 
circunstancias: 
a) La inexistencia de los hechos que pudieran constituir la infracción. 
b) Cuando los hechos no resulten acreditados. 
c) Cuando los hechos probados no constituyan, de modo manifiesto, infracción administrativa. 
d) Cuando no exista o no se haya podido identificar a la persona o personas responsables o bien aparezcan exentos de responsabilidad. 
e) Cuando se concluyera, en cualquier momento, que ha prescrito la infracción. 
2. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, una vez concluida la instrucción del procedimiento, el órgano instructor 
formulará una propuesta de resolución que deberá ser notificada a los interesados. La propuesta de resolución deberá indicar la puesta 
de manifiesto del procedimiento y el plazo para formular alegaciones y presentar los documentos e informaciones que se estimen 
pertinentes. 
3. En la propuesta de resolución se fijarán de forma motivada los hechos que se consideren probados y su exacta calificación jurídica, 
se determinará la infracción que, en su caso, aquéllos constituyan, la persona o personas responsables y la sanción que se proponga, 
la valoración de las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, así como las 
medidas provisionales que, en su caso, se hubieran adoptado. Cuando la instrucción concluya la inexistencia de infracción o 
responsabilidad y no se haga uso de la facultad prevista en el apartado primero, la propuesta declarará esa circunstancia. 
 
Artículo 90. Especialidades de la resolución en los procedimientos sancionadores. 
1. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, además del contenido previsto en los dos artículos anteriores, la resolución 
incluirá la valoración de las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, fijarán 
los hechos y, en su caso, la persona o personas responsables, la infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se 
imponen, o bien la declaración de no existencia de infracción o responsabilidad. 
2. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento, con independencia de su 
diferente valoración jurídica. No obstante, cuando el órgano competente para resolver considere que la infracción o la sanción revisten 
mayor gravedad que la determinada en la propuesta de resolución, se notificará al inculpado para que aporte cuantas alegaciones 
estime convenientes en el plazo de quince días. 
3. La resolución que ponga fin al procedimiento será ejecutiva cuando no quepa contra ella ningún recurso ordinario en vía 
administrativa, pudiendo adoptarse en la misma las disposiciones cautelares precisas para garantizar su eficacia en tanto no sea 
ejecutiva y que podrán consistir en el mantenimiento de las medidas provisionales que en su caso se hubieran adoptado. 
Cuando la resolución sea ejecutiva, se podrá suspender cautelarmente, si el interesado manifiesta a la Administración su intención de 
interponer recurso contencioso-administrativo contra la resolución firme en vía administrativa. Dicha suspensión cautelar finalizará 
cuando: 
a) Haya transcurrido el plazo legalmente previsto sin que el interesado haya interpuesto recurso contencioso administrativo. 
b) Habiendo el interesado interpuesto recurso contencioso-administrativo: 
1.º No se haya solicitado en el mismo trámite la suspensión cautelar de la resolución impugnada. 
2.º El órgano judicial se pronuncie sobre la suspensión cautelar solicitada, en los términos previstos en ella. 
4. Cuando las conductas sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a las Administraciones y la cuantía destinada a indemnizar 
estos daños no hubiera quedado determinada en el expediente, se fijará mediante un procedimiento complementario, cuya resolución 




será inmediatamente ejecutiva. Este procedimiento será susceptible de terminación convencional, pero ni ésta ni la aceptación por el 
infractor de la resolución que pudiera recaer implicarán el reconocimiento voluntario de su responsabilidad. La resolución del 
procedimiento pondrá fin a la vía administrativa. 
 
Artículo 91. Especialidades de la resolución en los procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial. 
1. Una vez recibido, en su caso, el dictamen al que se refiere el artículo 81.2 o, cuando éste no sea preceptivo, una vez finalizado el 
trámite de audiencia, el órgano competente resolverá o someterá la propuesta de acuerdo para su formalización por el interesado y por 
el órgano administrativo competente para suscribirlo. Cuando no se estimase procedente formalizar la propuesta de terminación 
convencional, el órgano competente resolverá en los términos previstos en el apartado siguiente. 
2. Además de lo previsto en el artículo 88, en los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, será necesario que la 
resolución se pronuncie sobre la existencia o no de la relación de causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión 
producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado, la cuantía y el modo de la indemnización, cuando proceda, de acuerdo 
con los criterios que para calcularla y abonarla se establecen en el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. 
3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya recaído y se notifique resolución expresa o, en su caso, 
se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que la resolución es contraria a la indemnización del particular. 
 
Artículo 92. Competencia para la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 
En el ámbito de la Administración General del Estado, los procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán por el Ministro 
respectivo o por el Consejo de Ministros en los casos del artículo 32.3 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público o cuando una 
ley así lo disponga. 
En el ámbito autonómico y local, los procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán por los órganos correspondientes 
de las Comunidades Autónomas o de las Entidades que integran la Administración Local. 
En el caso de las Entidades de Derecho Público, las normas que determinen su régimen jurídico podrán establecer los órganos a quien 
corresponde la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. En su defecto, se aplicarán las normas previstas en 
este artículo. 
 
Sección 3.ª Desistimiento y renuncia 
 
Artículo 93. Desistimiento por la Administración. 
En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá desistir, motivadamente, en los supuestos y con los requisitos 
previstos en las Leyes. 
 
Artículo 94. Desistimiento y renuncia por los interesados. 
1. Todo interesado podrá desistir de su solicitud o, cuando ello no esté prohibido por el ordenamiento jurídico, renunciar a sus derechos. 
2. Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, el desistimiento o la renuncia sólo afectará a aquellos 
que la hubiesen formulado. 
3. Tanto el desistimiento como la renuncia podrán hacerse por cualquier medio que permita su constancia, siempre que incorpore las 
firmas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable. 
4. La Administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia, y declarará concluso el procedimiento salvo que, habiéndose 
personado en el mismo terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo de diez días desde que fueron notificados del 
desistimiento o renuncia. 
5. Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general o fuera conveniente sustanciarla para su 
definición y esclarecimiento, la Administración podrá limitar los efectos del desistimiento o la renuncia al interesado y seguirá el 
procedimiento. 
 
Sección 4.ª Caducidad 
 
Artículo 95. Requisitos y efectos. 
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la 
Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. Consumido este plazo sin que 
el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las 
actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 
2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean 
indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite. 
3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos 
caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. 
En los casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no haberse producido la prescripción, podrán 
incorporarse a éste los actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la caducidad. En todo 
caso, en el nuevo procedimiento deberán cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y audiencia al interesado. 
4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento. 
 
CAPÍTULO VI De la tramitación simplificada del procedimiento administrativo común 
 
Artículo 96. Tramitación simplificada del procedimiento administrativo común. 
1. Cuando razones de interés público o la falta de complejidad del procedimiento así lo aconsejen, las Administraciones Públicas 
podrán acordar, de oficio o a solicitud del interesado, la tramitación simplificada del procedimiento. 
En cualquier momento del procedimiento anterior a su resolución, el órgano competente para su tramitación podrá acordar continuar 
con arreglo a la tramitación ordinaria. 
2. Cuando la Administración acuerde de oficio la tramitación simplificada del procedimiento deberá notificarlo a los interesados. Si 
alguno de ellos manifestara su oposición expresa, la Administración deberá seguir la tramitación ordinaria. 
3. Los interesados podrán solicitar la tramitación simplificada del procedimiento. Si el órgano competente para la tramitación aprecia 
que no concurre alguna de las razones previstas en el apartado 1, podrá desestimar dicha solicitud, en el plazo de cinco días desde su 
presentación, sin que exista posibilidad de recurso por parte del interesado. Transcurrido el mencionado plazo de cinco días se 
entenderá desestimada la solicitud. 




4. En el caso de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, si una vez iniciado el 
procedimiento administrativo el órgano competente para su tramitación considera inequívoca la relación de causalidad entre el 
funcionamiento del servicio público y la lesión, así como la valoración del daño y el cálculo de la cuantía de la indemnización, podrá 
acordar de oficio la suspensión del procedimiento general y la iniciación de un procedimiento simplificado. 
5. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora, se podrá adoptar la tramitación simplificada del procedimiento cuando el 
órgano competente para iniciar el procedimiento considere que, de acuerdo con lo previsto en su normativa reguladora, existen 
elementos de juicio suficientes para calificar la infracción como leve, sin que quepa la oposición expresa por parte del interesado 
prevista en el apartado 2. 
6. Salvo que reste menos para su tramitación ordinaria, los procedimientos administrativos tramitados de manera simplificada deberán 
ser resueltos en treinta días, a contar desde el siguiente al que se notifique al interesado el acuerdo de tramitación simplificada del 
procedimiento, y constarán únicamente de los siguientes trámites: 
a) Inicio del procedimiento de oficio o a solicitud del interesado. 
b) Subsanación de la solicitud presentada, en su caso. 
c) Alegaciones formuladas al inicio del procedimiento durante el plazo de cinco días. 
d) Trámite de audiencia, únicamente cuando la resolución vaya a ser desfavorable para el interesado. 
e) Informe del servicio jurídico, cuando éste sea preceptivo. 
f) Informe del Consejo General del Poder Judicial, cuando éste sea preceptivo. 
g) Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma en los casos en que sea preceptivo. 
Desde que se solicite el Dictamen al Consejo de Estado, u órgano equivalente, hasta que éste sea emitido, se producirá la suspensión 
automática del plazo para resolver. 
El órgano competente solicitará la emisión del Dictamen en un plazo tal que permita cumplir el plazo de resolución del procedimiento. 
El Dictamen podrá ser emitido en el plazo de quince días si así lo solicita el órgano competente. 
En todo caso, en el expediente que se remita al Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente, se incluirá una propuesta de 
resolución. Cuando el Dictamen sea contrario al fondo de la propuesta de resolución, con independencia de que se atienda o no este 
criterio, el órgano competente para resolver acordará continuar el procedimiento con arreglo a la tramitación ordinaria, lo que se 
notificará a los interesados. En este caso, se entenderán convalidadas todas las actuaciones que se hubieran realizado durante la 
tramitación simplificada del procedimiento, a excepción del Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente. 
h) Resolución. 
7. En el caso que un procedimiento exigiera la realización de un trámite no previsto en el apartado anterior, deberá ser tramitado de 
manera ordinaria. 
 
CAPÍTULO VII Ejecución 
 
Artículo 97. Título. 
1. Las Administraciones Públicas no iniciarán ninguna actuación material de ejecución de resoluciones que limite derechos de los 
particulares sin que previamente haya sido adoptada la resolución que le sirva de fundamento jurídico. 
2. El órgano que ordene un acto de ejecución material de resoluciones estará obligado a notificar al particular interesado la resolución 
que autorice la actuación administrativa. 
 
Artículo 98. Ejecutoriedad. 
1. Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán inmediatamente ejecutivos, salvo que: 
a) Se produzca la suspensión de la ejecución del acto. 
b) Se trate de una resolución de un procedimiento de naturaleza sancionadora contra la que quepa algún recurso en vía administrativa, 
incluido el potestativo de reposición. 
c) Una disposición establezca lo contrario. 
d) Se necesite aprobación o autorización superior. 
2. Cuando de una resolución administrativa, o de cualquier otra forma de finalización del procedimiento administrativo prevista en 
esta ley, nazca una obligación de pago derivada de una sanción pecuniaria, multa o cualquier otro derecho que haya de abonarse a la 
Hacienda pública, éste se efectuará preferentemente, salvo que se justifique la imposibilidad de hacerlo, utilizando alguno de los 
medios electrónicos siguientes: 
a) Tarjeta de crédito y débito. 
b) Transferencia bancaria. 
c) Domiciliación bancaria. 
d) Cualesquiera otros que se autoricen por el órgano competente en materia de Hacienda Pública. 
 
Artículo 99. Ejecución forzosa. 
Las Administraciones Públicas, a través de sus órganos competentes en cada caso, podrán proceder, previo apercibimiento, a la 
ejecución forzosa de los actos administrativos, salvo en los supuestos en que se suspenda la ejecución de acuerdo con la Ley, o cuando 
la Constitución o la Ley exijan la intervención de un órgano judicial. 
 
Artículo 100. Medios de ejecución forzosa. 
1. La ejecución forzosa por las Administraciones Públicas se efectuará, respetando siempre el principio de proporcionalidad, por los 
siguientes medios: 
a) Apremio sobre el patrimonio. 
b) Ejecución subsidiaria. 
c) Multa coercitiva. 
d) Compulsión sobre las personas. 
2. Si fueran varios los medios de ejecución admisibles se elegirá el menos restrictivo de la libertad individual. 
3. Si fuese necesario entrar en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que requieran la autorización de su titular, las 
Administraciones Públicas deberán obtener el consentimiento del mismo o, en su defecto, la oportuna autorización judicial. 
 
Artículo 101. Apremio sobre el patrimonio. 
1. Si en virtud de acto administrativo hubiera de satisfacerse cantidad líquida se seguirá el procedimiento previsto en las normas 
reguladoras del procedimiento de apremio. 
2. En cualquier caso no podrá imponerse a los administrados una obligación pecuniaria que no estuviese establecida con arreglo a una 
norma de rango legal. 





Artículo 102. Ejecución subsidiaria. 
1. Habrá lugar a la ejecución subsidiaria cuando se trate de actos que por no ser personalísimos puedan ser realizados por sujeto 
distinto del obligado. 
2. En este caso, las Administraciones Públicas realizarán el acto, por sí o a través de las personas que determinen, a costa del obligado. 
3. El importe de los gastos, daños y perjuicios se exigirá conforme a lo dispuesto en el artículo anterior. 
4. Dicho importe podrá liquidarse de forma provisional y realizarse antes de la ejecución, a reserva de la liquidación definitiva. 
 
Artículo 103. Multa coercitiva. 
1. Cuando así lo autoricen las Leyes, y en la forma y cuantía que éstas determinen, las Administraciones Públicas pueden, para la 
ejecución de determinados actos, imponer multas coercitivas, reiteradas por lapsos de tiempo que sean suficientes para cumplir lo 
ordenado, en los siguientes supuestos: 
a) Actos personalísimos en que no proceda la compulsión directa sobre la persona del obligado. 
b) Actos en que, procediendo la compulsión, la Administración no la estimara conveniente. 
c) Actos cuya ejecución pueda el obligado encargar a otra persona. 
2. La multa coercitiva es independiente de las sanciones que puedan imponerse con tal carácter y compatible con ellas. 
 
Artículo 104. Compulsión sobre las personas. 
1. Los actos administrativos que impongan una obligación personalísima de no hacer o soportar podrán ser ejecutados por compulsión 
directa sobre las personas en los casos en que la ley expresamente lo autorice, y dentro siempre del respeto debido a su dignidad y a 
los derechos reconocidos en la Constitución. 
2. Si, tratándose de obligaciones personalísimas de hacer, no se realizase la prestación, el obligado deberá resarcir los daños y 
perjuicios, a cuya liquidación y cobro se procederá en vía administrativa. 
 
Artículo 105. Prohibición de acciones posesorias. 
No se admitirán a trámite acciones posesorias contra las actuaciones de los órganos administrativos realizadas en materia de su 
competencia y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido. 
 
TÍTULO V De la revisión de los actos en vía administrativa 
 
CAPÍTULO I Revisión de oficio 
 
Artículo 106. Revisión de disposiciones y actos nulos. 
1. Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable 
del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de 
los actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los supuestos 
previstos en el artículo 47.1. 
2. Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u 
órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán declarar la nulidad de las disposiciones 
administrativas en los supuestos previstos en el artículo 47.2. 
3. El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite de las solicitudes formuladas 
por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando 
las mismas no se basen en alguna de las causas de nulidad del artículo 47.1 o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en 
el supuesto de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales. 
4. Las Administraciones Públicas, al declarar la nulidad de una disposición o acto, podrán establecer, en la misma resolución, las 
indemnizaciones que proceda reconocer a los interesados, si se dan las circunstancias previstas en los artículos 32.2 y 34.1 de la Ley 
de Régimen Jurídico del Sector Público sin perjuicio de que, tratándose de una disposición, subsistan los actos firmes dictados en 
aplicación de la misma. 
5. Cuando el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, el transcurso del plazo de seis meses desde su inicio sin dictarse resolución 
producirá la caducidad del mismo. Si el procedimiento se hubiera iniciado a solicitud de interesado, se podrá entender la misma 
desestimada por silencio administrativo. 
 
Artículo 107. Declaración de lesividad de actos anulables. 
1. Las Administraciones Públicas podrán impugnar ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo los actos favorables para 
los interesados que sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 48, previa su declaración de lesividad para el interés público. 
2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto administrativo y exigirá 
la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los términos establecidos por el artículo 82. 
Sin perjuicio de su examen como presupuesto procesal de admisibilidad de la acción en el proceso judicial correspondiente, la 
declaración de lesividad no será susceptible de recurso, si bien podrá notificarse a los interesados a los meros efectos informativos. 
3. Transcurrido el plazo de seis meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la lesividad, se producirá la 
caducidad del mismo. 
4. Si el acto proviniera de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas, la declaración de lesividad se 
adoptará por el órgano de cada Administración competente en la materia. 
5. Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local, la declaración de lesividad se adoptará por el Pleno de 
la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad. 
 
Artículo 108. Suspensión. 
Iniciado el procedimiento de revisión de oficio al que se refieren los artículos 106 y 107, el órgano competente para declarar la nulidad 
o lesividad, podrá suspender la ejecución del acto, cuando ésta pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación. 
 
Artículo 109. Revocación de actos y rectificación de errores. 
1. Las Administraciones Públicas podrán revocar, mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción, sus actos de gravamen o 
desfavorables, siempre que tal revocación no constituya dispensa o exención no permitida por las leyes, ni sea contraria al principio 
de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico. 
2. Las Administraciones Públicas podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de oficio o a instancia de los interesados, los 
errores materiales, de hecho o aritméticos existentes en sus actos. 





Artículo 110. Límites de la revisión. 
Las facultades de revisión establecidas en este Capítulo, no podrán ser ejercidas cuando por prescripción de acciones, por el tiempo 
transcurrido o por otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena fe, al derecho de los particulares o a las 
leyes. 
 
Artículo 111. Competencia para la revisión de oficio de las disposiciones y de actos nulos y anulables en la Administración 
General del Estado. 
En el ámbito estatal, serán competentes para la revisión de oficio de las disposiciones y los actos administrativos nulos y anulables: 
a) El Consejo de Ministros, respecto de sus propios actos y disposiciones y de los actos y disposiciones dictados por los Ministros. 
b) En la Administración General del Estado: 
1.º Los Ministros, respecto de los actos y disposiciones de los Secretarios de Estado y de los dictados por órganos directivos de su 
Departamento no dependientes de una Secretaría de Estado. 
2.º Los Secretarios de Estado, respecto de los actos y disposiciones dictados por los órganos directivos de ellos dependientes. 
c) En los Organismos públicos y entidades derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado: 
1.º Los órganos a los que estén adscritos los Organismos públicos y entidades de derecho público, respecto de los actos y disposiciones 
dictados por el máximo órgano rector de éstos. 
2.º Los máximos órganos rectores de los Organismos públicos y entidades de derecho público, respecto de los actos y disposiciones 
dictados por los órganos de ellos dependientes. 
 
CAPÍTULO II Recursos administrativos 
 
Sección 1.ª Principios generales 
 
Artículo 112. Objeto y clases. 
1. Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la 
imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a derechos e intereses legítimos, podrán 
interponerse por los interesados los recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de los motivos de 
nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 47 y 48 de esta Ley. 
La oposición a los restantes actos de trámite podrá alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que ponga fin 
al procedimiento. 
2. Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos sectoriales determinados, y cuando la especificidad de la 
materia así lo justifique, por otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos 
colegiados o Comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, con respeto a los principios, garantías y plazos que la 
presente Ley reconoce a las personas y a los interesados en todo procedimiento administrativo. 
En las mismas condiciones, el recurso de reposición podrá ser sustituido por los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, 
respetando su carácter potestativo para el interesado. 
La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la Administración Local no podrá suponer el desconocimiento de las facultades 
resolutorias reconocidas a los órganos representativos electos establecidos por la Ley. 
3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía administrativa. 
Los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de alguna disposición administrativa de carácter 
general podrán interponerse directamente ante el órgano que dictó dicha disposición. 
4. Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los procedimientos establecidos por su legislación específica. 
 
Artículo 113. Recurso extraordinario de revisión. 
Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso extraordinario de revisión cuando concurra alguna de las 
circunstancias previstas en el artículo 125.1. 
 
Artículo 114. Fin de la vía administrativa. 
1. Ponen fin a la vía administrativa: 
a) Las resoluciones de los recursos de alzada. 
b) Las resoluciones de los procedimientos a que se refiere el artículo 112.2. 
c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario. 
d) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del procedimiento. 
e) La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, cualquiera que fuese el tipo de relación, pública 
o privada, de que derive. 
f) La resolución de los procedimientos complementarios en materia sancionadora a los que se refiere el artículo 90.4. 
g) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca. 
2. Además de lo previsto en el apartado anterior, en el ámbito estatal ponen fin a la vía administrativa los actos y resoluciones 
siguientes: 
a) Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno. 
b) Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas los órganos de 
los que son titulares. 
c) Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o superior, en relación con las competencias que tengan 
atribuidas en materia de personal. 
d) En los Organismos públicos y entidades derecho público vinculados o dependientes de la Administración General del Estado, los 
emanados de los máximos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo 
que por ley se establezca otra cosa. 
 
Artículo 115. Interposición de recurso. 
1. La interposición del recurso deberá expresar: 
a) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo. 
b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación. 
c) Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso, del lugar que se señale a efectos de notificaciones. 
d) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige y su correspondiente código de identificación. 
e) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas. 




2. El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo para su tramitación, siempre que se 
deduzca su verdadero carácter. 
3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por quienes los hubieren causado. 
 
Artículo 116. Causas de inadmisión. 
Serán causas de inadmisión las siguientes: 
a) Ser incompetente el órgano administrativo, cuando el competente perteneciera a otra Administración Pública. El recurso deberá 
remitirse al órgano competente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14.1 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. 
b) Carecer de legitimación el recurrente. 
c) Tratarse de un acto no susceptible de recurso. 
d) Haber transcurrido el plazo para la interposición del recurso. 
e) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento. 
 
Artículo 117. Suspensión de la ejecución. 
1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución 
del acto impugnado. 
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa ponderación, suficientemente 
razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y el ocasionado al recurrente como consecuencia 
de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado 
cuando concurran alguna de las siguientes circunstancias: 
a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación. 
b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el artículo 47.1 de esta Ley. 
3. La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurrido un mes desde que la solicitud de suspensión haya tenido 
entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para decidir sobre la misma, el órgano a quien competa 
resolver el recurso no ha dictado y notificado resolución expresa al respecto. En estos casos, no será de aplicación lo establecido en el 
artículo 21.4 segundo párrafo, de esta Ley. 
4. Al dictar el acuerdo de suspensión podrán adoptarse las medidas cautelares que sean necesarias para asegurar la protección del 
interés público o de terceros y la eficacia de la resolución o el acto impugnado. 
Cuando de la suspensión puedan derivarse perjuicios de cualquier naturaleza, aquélla sólo producirá efectos previa prestación de 
caución o garantía suficiente para responder de ellos, en los términos establecidos reglamentariamente. 
La suspensión se prolongará después de agotada la vía administrativa cuando, habiéndolo solicitado previamente el interesado, exista 
medida cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la vía contencioso-administrativa. Si el interesado interpusiera recurso contencioso-
administrativo, solicitando la suspensión del acto objeto del proceso, se mantendrá la suspensión hasta que se produzca el 
correspondiente pronunciamiento judicial sobre la solicitud. 
5. Cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas, 
la suspensión de su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en que aquél se insertó. 
 
Artículo 118. Audiencia de los interesados. 
1. Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en el expediente originario, se pondrán de manifiesto 
a los interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, formulen las alegaciones y presenten los documentos 
y justificantes que estimen procedentes. 
No se tendrán en cuenta en la resolución de los recursos, hechos, documentos o alegaciones del recurrente, cuando habiendo podido 
aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho. Tampoco podrá solicitarse la práctica de pruebas cuando su falta de 
realización en el procedimiento en el que se dictó la resolución recurrida fuera imputable al interesado. 
2. Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso para que en el plazo antes citado, aleguen cuanto estimen 
procedente. 
3. El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de documentos nuevos a los efectos de este artículo. Tampoco lo 
tendrán los que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la resolución impugnada. 
 
Artículo 119. Resolución. 
1. La resolución del recurso estimará en todo o en parte o desestimará las pretensiones formuladas en el mismo o declarará su 
inadmisión. 
2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre el fondo se ordenará la retroacción del procedimiento al 
momento en el que el vicio fue cometido, sin perjuicio de que eventualmente pueda acordarse la convalidación de actuaciones por el 
órgano competente para ello, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 52. 
3. El órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el procedimiento, hayan sido 
o no alegadas por los interesados. En este último caso se les oirá previamente. No obstante, la resolución será congruente con las 
peticiones formuladas por el recurrente, sin que en ningún caso pueda agravarse su situación inicial. 
 
Artículo 120. Pluralidad de recursos administrativos. 
1. Cuando deban resolverse una pluralidad de recursos administrativos que traigan causa de un mismo acto administrativo y se hubiera 
interpuesto un recurso judicial contra una resolución administrativa o bien contra el correspondiente acto presunto desestimatorio, el 
órgano administrativo podrá acordar la suspensión del plazo para resolver hasta que recaiga pronunciamiento judicial. 
2. El acuerdo de suspensión deberá ser notificado a los interesados, quienes podrán recurrirlo. 
La interposición del correspondiente recurso por un interesado, no afectará a los restantes procedimientos de recurso que se encuentren 
suspendidos por traer causa del mismo acto administrativo. 
3. Recaído el pronunciamiento judicial, será comunicado a los interesados y el órgano administrativo competente para resolver podrá 
dictar resolución sin necesidad de realizar ningún trámite adicional, salvo el de audiencia, cuando proceda. 
 
Sección 2.ª Recurso de alzada 
 
Artículo 121. Objeto. 
1. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1, cuando no pongan fin a la vía administrativa, podrán ser recurridos en 
alzada ante el órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los Tribunales y órganos de selección del personal al 
servicio de las Administraciones Públicas y cualesquiera otros que, en el seno de éstas, actúen con autonomía funcional, se 
considerarán dependientes del órgano al que estén adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los mismos. 




2. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se impugna o ante el competente para resolverlo. 
Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto impugnado, éste deberá remitirlo al competente en el plazo de diez 
días, con su informe y con una copia completa y ordenada del expediente. 
El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del cumplimiento de lo previsto en el párrafo anterior. 
 
Artículo 122. Plazos. 
1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo sin haberse 
interpuesto el recurso, la resolución será firme a todos los efectos. 
Si el acto no fuera expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de alzada en cualquier momento a 
partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio administrativo. 
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, se podrá 
entender desestimado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1, tercer párrafo. 
3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso administrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión, 
en los casos establecidos en el artículo 125.1. 
 
Sección 3.ª Recurso potestativo de reposición 
 
Artículo 123. Objeto y naturaleza. 
1. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente en reposición ante el mismo 
órgano que los hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo. 
2. No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto expresamente o se haya producido la 
desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto. 
 
Artículo 124. Plazos. 
1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo, 
únicamente podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, sin perjuicio, en su caso, de la procedencia del recurso 
extraordinario de revisión. 
Si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán interponer recurso de reposición en cualquier momento 
a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto. 
2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un mes. 
3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de nuevo dicho recurso. 
 
Sección 4.ª Recurso extraordinario de revisión 
 
Artículo 125. Objeto y plazos. 
1. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso extraordinario de revisión ante el órgano administrativo 
que los dictó, que también será el competente para su resolución, cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 
a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos incorporados al expediente. 
b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la 
resolución recurrida. 
c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior 
o posterior a aquella resolución. 
d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra 
conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia judicial firme. 
2. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de la causa a) del apartado anterior, dentro del plazo de cuatro 
años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los demás casos, el plazo será de tres meses a contar desde 
el conocimiento de los documentos o desde que la sentencia judicial quedó firme. 
3. Lo establecido en el presente artículo no perjudica el derecho de los interesados a formular la solicitud y la instancia a que se 
refieren los artículos 106 y 109.2 de la presente Ley ni su derecho a que las mismas se sustancien y resuelvan. 
 
Artículo 126. Resolución. 
1. El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite, sin necesidad de recabar 
dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando el mismo no se funde en alguna de las 
causas previstas en el apartado 1 del artículo anterior o en el supuesto de que se hubiesen desestimado en cuanto al fondo otros recursos 
sustancialmente iguales. 
2. El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión debe pronunciarse no sólo sobre la procedencia del 
recurso, sino también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto recurrido. 
3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraordinario de revisión sin haberse dictado y notificado la 
resolución, se entenderá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-administrativa. 
 
TÍTULO VI De la iniciativa legislativa y de la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones 
 
Artículo 127. Iniciativa legislativa y potestad para dictar normas con rango de ley. 
El Gobierno de la Nación ejercerá la iniciativa legislativa prevista en la Constitución mediante la elaboración y aprobación de los 
anteproyectos de Ley y la ulterior remisión de los proyectos de ley a las Cortes Generales. 
La iniciativa legislativa se ejercerá por los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas en los términos establecidos por la 
Constitución y sus respectivos Estatutos de Autonomía. 
Asimismo, el Gobierno de la Nación podrá aprobar reales decretos-leyes y reales decretos legislativos en los términos previstos en la 
Constitución. Los respectivos órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas podrán aprobar normas equivalentes a aquéllas 
en su ámbito territorial, de conformidad con lo establecido en la Constitución y en sus respectivos Estatutos de Autonomía. 
 
Artículo 128. Potestad reglamentaria. 
1. El ejercicio de la potestad reglamentaria corresponde al Gobierno de la Nación, a los órganos de Gobierno de las Comunidades 
Autónomas, de conformidad con lo establecido en sus respectivos Estatutos, y a los órganos de gobierno locales, de acuerdo con lo 
previsto en la Constitución, los Estatutos de Autonomía y la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local. 




2. Los reglamentos y disposiciones administrativas no podrán vulnerar la Constitución o las leyes ni regular aquellas materias que la 
Constitución o los Estatutos de Autonomía reconocen de la competencia de las Cortes Generales o de las Asambleas Legislativas de 
las Comunidades Autónomas. Sin perjuicio de su función de desarrollo o colaboración con respecto a la ley, no podrán tipificar delitos, 
faltas o infracciones administrativas, establecer penas o sanciones, así como tributos, exacciones parafiscales u otras cargas o 
prestaciones personales o patrimoniales de carácter público. 
3. Las disposiciones administrativas se ajustarán al orden de jerarquía que establezcan las leyes. Ninguna disposición administrativa 
podrá vulnerar los preceptos de otra de rango superior. 
 
Artículo 129. Principios de buena regulación. 
1. En el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria, las Administraciones Públicas actuarán de acuerdo con los 
principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia. En la exposición de motivos o en 
el preámbulo, según se trate, respectivamente, de anteproyectos de ley o de proyectos de reglamento, quedará suficientemente 
justificada su adecuación a dichos principios. 
2. En virtud de los principios de necesidad y eficacia, la iniciativa normativa debe estar justificada por una razón de interés general, 
basarse en una identificación clara de los fines perseguidos y ser el instrumento más adecuado para garantizar su consecución. 
3. En virtud del principio de proporcionalidad, la iniciativa que se proponga deberá contener la regulación imprescindible para atender 
la necesidad a cubrir con la norma, tras constatar que no existen otras medidas menos restrictivas de derechos, o que impongan menos 
obligaciones a los destinatarios. 
4. A fin de garantizar el principio de seguridad jurídica, la iniciativa normativa se ejercerá de manera coherente con el resto del 
ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea, para generar un marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de 
certidumbre, que facilite su conocimiento y comprensión y, en consecuencia, la actuación y toma de decisiones de las personas y 
empresas. 
Cuando en materia de procedimiento administrativo la iniciativa normativa establezca trámites adicionales o distintos a los 
contemplados en esta Ley, éstos deberán ser justificados atendiendo a la singularidad de la materia o a los fines perseguidos por la 
propuesta. 
Las habilitaciones para el desarrollo reglamentario de una ley serán conferidas, con carácter general, al Gobierno o Consejo de 
Gobierno respectivo. La atribución directa a los titulares de los departamentos ministeriales o de las consejerías del Gobierno, o a 
otros órganos dependientes o subordinados de ellos, tendrá carácter excepcional y deberá justificarse en la ley habilitante. 
Las leyes podrán habilitar directamente a Autoridades Independientes u otros organismos que tengan atribuida esta potestad para 
aprobar normas en desarrollo o aplicación de las mismas, cuando la naturaleza de la materia así lo exija. 
5. En aplicación del principio de transparencia, las Administraciones Públicas posibilitarán el acceso sencillo, universal y actualizado 
a la normativa en vigor y los documentos propios de su proceso de elaboración, en los términos establecidos en el artículo 7 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno; definirán claramente los objetivos 
de las iniciativas normativas y su justificación en el preámbulo o exposición de motivos; y posibilitarán que los potenciales 
destinatarios tengan una participación activa en la elaboración de las normas. 
6. En aplicación del principio de eficiencia, la iniciativa normativa debe evitar cargas administrativas innecesarias o accesorias y 
racionalizar, en su aplicación, la gestión de los recursos públicos. 
7. Cuando la iniciativa normativa afecte a los gastos o ingresos públicos presentes o futuros, se deberán cuantificar y valorar sus 
repercusiones y efectos, y supeditarse al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 
 
Se declara contrario al orden constitucional de competencias en los términos del f.j. 7 b), salvo los párrafos segundo y tercero del 
apartado 4, y la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados en negrita del párrafo tercero del apartado 4, por Sentencia 
del TC 55/2018, de 24 de mayo.  
 
Artículo 130. Evaluación normativa y adaptación de la normativa vigente a los principios de buena regulación. 
1. Las Administraciones Públicas revisarán periódicamente su normativa vigente para adaptarla a los principios de buena regulación 
y para comprobar la medida en que las normas en vigor han conseguido los objetivos previstos y si estaba justificado y correctamente 
cuantificado el coste y las cargas impuestas en ellas. 
El resultado de la evaluación se plasmará en un informe que se hará público, con el detalle, periodicidad y por el órgano que determine 
la normativa reguladora de la Administración correspondiente. 
2. Las Administraciones Públicas promoverán la aplicación de los principios de buena regulación y cooperarán para promocionar el 
análisis económico en la elaboración de las normas y, en particular, para evitar la introducción de restricciones injustificadas o 
desproporcionadas a la actividad económica. 
 
Se declara contrario al orden constitucional de competencias en los términos del f.j. 7 b) por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de 
mayo. 
 
Artículo 131. Publicidad de las normas. 
Las normas con rango de ley, los reglamentos y disposiciones administrativas habrán de publicarse en el diario oficial correspondiente 
para que entren en vigor y produzcan efectos jurídicos. Adicionalmente, y de manera facultativa, las Administraciones Públicas podrán 
establecer otros medios de publicidad complementarios. 
La publicación de los diarios o boletines oficiales en las sedes electrónicas de la Administración, Órgano, Organismo público o Entidad 
competente tendrá, en las condiciones y con las garantías que cada Administración Pública determine, los mismos efectos que los 
atribuidos a su edición impresa. 
La publicación del «Boletín Oficial del Estado» en la sede electrónica del Organismo competente tendrá carácter oficial y auténtico 
en las condiciones y con las garantías que se determinen reglamentariamente, derivándose de dicha publicación los efectos previstos 
en el título preliminar del Código Civil y en las restantes normas aplicables. 
 
Artículo 132. Planificación normativa. 
1. Anualmente, las Administraciones Públicas harán público un Plan Normativo que contendrá las iniciativas legales o reglamentarias 
que vayan a ser elevadas para su aprobación en el año siguiente. 
2. Una vez aprobado, el Plan Anual Normativo se publicará en el Portal de la Transparencia de la Administración Pública 
correspondiente. 
 
Se declara contrario al orden constitucional de competencias en los términos del f.j. 7 b) y 7 c) por Sentencia del TC 55/2018, de 24 
de mayo.  





Artículo 133. Participación de los ciudadanos en el procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos. 
1. Con carácter previo a la elaboración del proyecto o anteproyecto de ley o de reglamento, se sustanciará una consulta pública, a 
través del portal web de la Administración competente en la que se recabará la opinión de los sujetos y de las organizaciones más 
representativas potencialmente afectados por la futura norma acerca de: 
a) Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa. 
b) La necesidad y oportunidad de su aprobación. 
c) Los objetivos de la norma. 
d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 
2. Sin perjuicio de la consulta previa a la redacción del texto de la iniciativa, cuando la norma afecte a los derechos e intereses legítimos 
de las personas, el centro directivo competente publicará el texto en el portal web correspondiente, con el objeto de dar audiencia a 
los ciudadanos afectados y recabar cuantas aportaciones adicionales puedan hacerse por otras personas o entidades. Asimismo, podrá 
también recabarse directamente la opinión de las organizaciones o asociaciones reconocidas por ley que agrupen o representen a las 
personas cuyos derechos o intereses legítimos se vieren afectados por la norma y cuyos fines guarden relación directa con su objeto. 
3. La consulta, audiencia e información públicas reguladas en este artículo deberán realizarse de forma tal que los potenciales 
destinatarios de la norma y quienes realicen aportaciones sobre ella tengan la posibilidad de emitir su opinión, para lo cual deberán 
ponerse a su disposición los documentos necesarios, que serán claros, concisos y reunir toda la información precisa para poder 
pronunciarse sobre la materia. 
4. Podrá prescindirse de los trámites de consulta, audiencia e información públicas previstos en este artículo en el caso de normas 
presupuestarias u organizativas de la Administración General del Estado, la Administración autonómica, la Administración local o de 
las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas, o cuando concurran razones graves de interés público que lo justifiquen. 
Cuando la propuesta normativa no tenga un impacto significativo en la actividad económica, no imponga obligaciones relevantes a 
los destinatarios o regule aspectos parciales de una materia, podrá omitirse la consulta pública regulada en el apartado primero. Si la 
normativa reguladora del ejercicio de la iniciativa legislativa o de la potestad reglamentaria por una Administración prevé la 
tramitación urgente de estos procedimientos, la eventual excepción del trámite por esta circunstancia se ajustará a lo previsto en 
aquella. 
 
Se declara contrario al orden constitucional de competencias en los términos del f.j. 7 b) y, salvo el inciso de su apartado primero 
«Con carácter previo a la elaboración del proyecto o anteproyecto de ley o de reglamento, se sustanciará una consulta pública» y el 
primer párrafo de su apartado 4, en los términos del f.j. 7 c), por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo.  
 
Disposición adicional primera. Especialidades por razón de materia. 
1. Los procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por razón de la materia que no exijan alguno de los trámites 
previstos en esta Ley o regulen trámites adicionales o distintos se regirán, respecto a éstos, por lo dispuesto en dichas leyes especiales. 
2. Las siguientes actuaciones y procedimientos se regirán por su normativa específica y supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley: 
a) Las actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en materia tributaria y aduanera, así como su revisión en vía 
administrativa. 
b) Las actuaciones y procedimientos de gestión, inspección, liquidación, recaudación, impugnación y revisión en materia de Seguridad 
Social y Desempleo. 
c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria y aduanera, en el orden social, en materia de tráfico y 
seguridad vial y en materia de extranjería. 
d) Las actuaciones y procedimientos en materia de extranjería y asilo. 
 
Disposición adicional segunda. Adhesión de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales a las plataformas y registros de 
la Administración General del Estado. 
Para cumplir con lo previsto en materia de registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, archivo electrónico único, 
plataforma de intermediación de datos y punto de acceso general electrónico de la Administración, las Comunidades Autónomas y las 
Entidades Locales podrán adherirse voluntariamente y a través de medios electrónicos a las plataformas y registros establecidos al 
efecto por la Administración General del Estado. Su no adhesión, deberá justificarse en términos de eficiencia conforme al artículo 7 
de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 
En el caso que una Comunidad Autónoma o una Entidad Local justifique ante el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
que puede prestar el servicio de un modo más eficiente, de acuerdo con los criterios previstos en el párrafo anterior, y opte por mantener 
su propio registro o plataforma, las citadas Administraciones deberán garantizar que éste cumple con los requisitos del Esquema 
Nacional de Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad, y sus normas técnicas de desarrollo, de modo que se garantice su 
compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y comunicaciones que se 
realicen en sus correspondientes registros y plataformas. 
Se declara que el párrafo segundo no es inconstitucional interpretado en los términos del f.j. 11 f) por Sentencia del TC 55/2018, de 
24 de mayo.  
 
Disposición adicional tercera. Notificación por medio de anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Estado». 
1. El «Boletín Oficial del Estado» pondrá a disposición de las diversas Administraciones Públicas, un sistema automatizado de 
remisión y gestión telemática para la publicación de los anuncios de notificación en el mismo previstos en el artículo 44 de esta Ley 
y en esta disposición adicional. Dicho sistema, que cumplirá con lo establecido en esta Ley, y su normativa de desarrollo, garantizará 
la celeridad de la publicación, su correcta y fiel inserción, así como la identificación del órgano remitente. 
2. En aquellos procedimientos administrativos que cuenten con normativa específica, de concurrir los supuestos previstos en el 
artículo 44 de esta Ley, la práctica de la notificación se hará, en todo caso, mediante un anuncio publicado en el «Boletín Oficial del 
Estado», sin perjuicio de que previamente y con carácter facultativo pueda realizarse en la forma prevista por dicha normativa 
específica. 
3. La publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de los anuncios a que se refieren los dos párrafos anteriores se efectuará sin 
contraprestación económica alguna por parte de quienes la hayan solicitado. 
 
Disposición adicional cuarta. Oficinas de asistencia en materia de registros. 
Las Administraciones Públicas deberán mantener permanentemente actualizado en la correspondiente sede electrónica un directorio 
geográfico que permita al interesado identificar la oficina de asistencia en materia de registros más próxima a su domicilio. 
 




Disposición adicional quinta. Actuación administrativa de los órganos constitucionales del Estado y de los órganos legislativos 
y de control autonómicos. 
La actuación administrativa de los órganos competentes del Congreso de los Diputados, del Senado, del Consejo General del Poder 
Judicial, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Cuentas, del Defensor del Pueblo, de las Asambleas Legislativas de las 
Comunidades Autónomas y de las instituciones autonómicas análogas al Tribunal de Cuentas y al Defensor del Pueblo, se regirá por 
lo previsto en su normativa específica, en el marco de los principios que inspiran la actuación administrativa de acuerdo con esta Ley. 
 
Disposición adicional sexta. Sistemas de identificación y firma previstos en los artículos 9.2 c) y 10.2 c). 
1. No obstante lo dispuesto en los artículos 9.2 c) y 10.2 c) de la presente Ley, en las relaciones de los interesados con los sujetos 
sometidos al ámbito de aplicación de esta Ley, no serán admisibles en ningún caso y, por lo tanto, no podrán ser autorizados, los 
sistemas de identificación basados en tecnologías de registro distribuido y los sistemas de firma basados en los anteriores, en tanto 
que no sean objeto de regulación específica por el Estado en el marco del Derecho de la Unión Europea. 
2. En todo caso, cualquier sistema de identificación basado en tecnología de registro distribuido que prevea la legislación estatal a que 
hace referencia el apartado anterior deberá contemplar asimismo que la Administración General del Estado actuará como autoridad 
intermedia que ejercerá las funciones que corresponda para garantizar la seguridad pública. 
 
Se añade por el art. 3.3 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. 
Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley. 
 
Disposición transitoria primera. Archivo de documentos. 
1. El archivo de los documentos correspondientes a procedimientos administrativos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la 
presente Ley, se regirán por lo dispuesto en la normativa anterior. 
2. Siempre que sea posible, los documentos en papel asociados a procedimientos administrativos finalizados antes de la entrada en 
vigor de esta Ley, deberán digitalizarse de acuerdo con los requisitos establecidos en la normativa reguladora aplicable. 
 
Disposición transitoria segunda. Registro electrónico y archivo electrónico único. 
Mientras no entren en vigor las previsiones relativas al registro electrónico y el archivo electrónico único, en el ámbito de la 
Administración General del Estado se aplicarán las siguientes reglas: 
a) Durante el primer año, tras la entrada en vigor de la Ley, podrán mantenerse los registros y archivos existentes en el momento de 
la entrada en vigor de esta ley. 
b) Durante el segundo año, tras la entrada en vigor de la Ley, se dispondrá como máximo, de un registro electrónico y un archivo 
electrónico por cada Ministerio, así como de un registro electrónico por cada Organismo público. 
 
Disposición transitoria tercera. Régimen transitorio de los procedimientos. 
a) A los procedimientos ya iniciados antes de la entrada en vigor de la Ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la 
normativa anterior. 
b) Los procedimientos de revisión de oficio iniciados después de la entrada en vigor de la presente Ley se sustanciarán por las normas 
establecidas en ésta. 
c) Los actos y resoluciones dictados con posterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se regirán, en cuanto al régimen de recursos, 
por las disposiciones de la misma. 
d) Los actos y resoluciones pendientes de ejecución a la entrada en vigor de esta Ley se regirán para su ejecución por la normativa 
vigente cuando se dictaron. 
e) A falta de previsiones expresas establecidas en las correspondientes disposiciones legales y reglamentarias, las cuestiones de 
Derecho transitorio que se susciten en materia de procedimiento administrativo se resolverán de acuerdo con los principios 
establecidos en los apartados anteriores. 
 
Disposición transitoria cuarta. Régimen transitorio de los archivos, registros y punto de acceso general. 
Mientras no entren en vigor las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, punto de acceso 
general electrónico de la Administración y archivo único electrónico, las Administraciones Públicas mantendrán los mismos canales, 
medios o sistemas electrónicos vigentes relativos a dichas materias, que permitan garantizar el derecho de las personas a relacionarse 
electrónicamente con las Administraciones. 
 
Disposición transitoria quinta. Procedimientos de responsabilidad patrimonial derivados de la declaración de 
inconstitucionalidad de una norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea. 
Los procedimientos administrativos de responsabilidad patrimonial derivados de la declaración de inconstitucionalidad de una norma 
o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, se resolverán de 
acuerdo con la normativa vigente en el momento de su iniciación. 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
1. Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley. 
2. Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones: 
a) Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 
b) Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos. 
c) Los artículos 4 a 7 de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible. 
d) Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de las Administraciones 
Públicas en materia de responsabilidad patrimonial. 
e) Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad 
Sancionadora. 
f) Real Decreto 772/1999, de 7 de mayo, por el que se regula la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones ante la 
Administración General del Estado, la expedición de copias de documentos y devolución de originales y el régimen de las oficinas de 
registro. 
g) Los artículos 2.3, 10, 13, 14, 15, 16, 26, 27, 28, 29.1.a), 29.1.d), 31, 32, 33, 35, 36, 39, 48, 50, los apartados 1, 2 y 4 de la 
disposición adicional primera, la disposición adicional tercera, la disposición transitoria primera, la disposición transitoria segunda, 
la disposición transitoria tercera y la disposición transitoria cuarta del Real Decreto 1671/2009, de 6 de noviembre, por el que se 
desarrolla parcialmente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos. 




Hasta que, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición final séptima, produzcan efectos las previsiones relativas al registro 
electrónico de apoderamientos, registro electrónico, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único 
electrónico, se mantendrán en vigor los artículos de las normas previstas en las letras a), b) y g) relativos a las materias mencionadas. 
3. Las referencias contenidas en normas vigentes a las disposiciones que se derogan expresamente deberán entenderse efectuadas a 
las disposiciones de esta Ley que regulan la misma materia que aquéllas. 
 
Disposición final primera. Título competencial. 
1. Esta Ley se aprueba al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la 
competencia para dictar las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas y competencia en materia de procedimiento 
administrativo común y sistema de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas. 
2. (Anulado) 
3. Lo previsto en los artículos 92 primer párrafo, 111, 114.2 y disposición transitoria segunda, serán de aplicación únicamente a la 
Administración General del Estado, así como el resto de apartados de los distintos preceptos que prevén su aplicación exclusiva en el 
ámbito de la Administración General del Estado. 
 
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 2 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo.  
 
Disposición final segunda. Modificación de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica. 
En la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, se incluye un nuevo apartado 11 en el artículo 3 con la siguiente 
redacción: 
«11. Todos los sistemas de identificación y firma electrónica previstos en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas y en la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público tendrán plenos efectos jurídicos.» 
 
Disposición final tercera. Modificación de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social. 
La Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, queda redactada en los siguientes términos: 
Uno. El artículo 64 queda redactado como sigue: 
«Artículo 64. Excepciones a la conciliación o mediación previas. 
1. Se exceptúan del requisito del intento de conciliación o, en su caso, de mediación los procesos que exijan el agotamiento de la vía 
administrativa, en su caso, los que versen sobre Seguridad Social, los relativos a la impugnación del despido colectivo por los 
representantes de los trabajadores, disfrute de vacaciones y a materia electoral, movilidad geográfica, modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo, suspensión del contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción 
o derivadas de fuerza mayor, derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral a los que se refiere el artículo 139, los 
iniciados de oficio, los de impugnación de convenios colectivos, los de impugnación de los estatutos de los sindicatos o de su 
modificación, los de tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas, los procesos de anulación de laudos arbitrales, los de 
impugnación de acuerdos de conciliaciones, de mediaciones y de transacciones, así como aquellos en que se ejerciten acciones 
laborales de protección contra la violencia de género. 
2. Igualmente, quedan exceptuados: 
a) Aquellos procesos en los que siendo parte demandada el Estado u otro ente público también lo fueren personas privadas, siempre 
que la pretensión hubiera de someterse al agotamiento de la vía administrativa y en ésta pudiera decidirse el asunto litigioso. 
b) Los supuestos en que, en cualquier momento del proceso, después de haber dirigido la papeleta o la demanda contra personas 
determinadas, fuera necesario dirigir o ampliar la misma frente a personas distintas de las inicialmente demandadas. 
3. Cuando por la naturaleza de la pretensión ejercitada pudiera tener eficacia jurídica el acuerdo de conciliación o de mediación que 
pudiera alcanzarse, aun estando exceptuado el proceso del referido requisito del intento previo, si las partes acuden en tiempo oportuno 
voluntariamente y de común acuerdo a tales vías previas, se suspenderán los plazos de caducidad o se interrumpirán los de prescripción 
en la forma establecida en el artículo siguiente.» 
Dos. El artículo 69 queda redactado como sigue: 
«Artículo 69. Agotamiento de la vía administrativa previa a la vía judicial social. 
1. Para poder demandar al Estado, Comunidades Autónomas, entidades locales o entidades de Derecho público con personalidad 
jurídica propia vinculadas o dependientes de los mismos será requisito necesario haber agotado la vía administrativa, cuando así 
proceda, de acuerdo con lo establecido en la normativa de procedimiento administrativo aplicable. 
En todo caso, la Administración pública deberá notificar a los interesados las resoluciones y actos administrativos que afecten a sus 
derechos e intereses, conteniendo la notificación el texto íntegro de la resolución, con indicación de si es o no definitivo en la vía 
administrativa, la expresión de los recursos que procedan, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin 
perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, cualquier otro que estimen procedente. 
Las notificaciones que conteniendo el texto íntegro del acto omitiesen alguno de los demás requisitos previstos en el párrafo anterior 
mantendrán suspendidos los plazos de caducidad e interrumpidos los de prescripción y únicamente surtirán efecto a partir de la fecha 
en que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la 
notificación o resolución, o interponga cualquier recurso que proceda. 
2. Desde que se deba entender agotada la vía administrativa el interesado podrá formalizar la demanda en el plazo de dos meses ante 
el juzgado o la Sala competente. A la demanda se acompañará copia de la resolución denegatoria o documento acreditativo de la 
interposición o resolución del recurso administrativo, según proceda, uniendo copia de todo ello para la entidad demandada. 
3. En las acciones derivadas de despido y demás acciones sujetas a plazo de caducidad, el plazo de interposición de la demanda será 
de veinte días hábiles o el especial que sea aplicable, contados a partir del día siguiente a aquél en que se hubiera producido el acto o 
la notificación de la resolución impugnada, o desde que se deba entender agotada la vía administrativa en los demás casos.» 
Tres. El artículo 70 queda redactado como sigue: 
«Artículo 70. Excepciones al agotamiento de la vía administrativa. 
No será necesario agotar la vía administrativa para interponer demanda de tutela de derechos fundamentales y libertades públicas 
frente a actos de las Administraciones públicas en el ejercicio de sus potestades en materia laboral y sindical, si bien el plazo para la 
interposición de la demanda será de veinte días desde el día siguiente a la notificación del acto o al transcurso del plazo fijado para la 
resolución, sin más trámites; cuando la lesión del derecho fundamental tuviera su origen en la inactividad administrativa o en actuación 
en vías de hecho, o se hubiera interpuesto potestativamente un recurso administrativo, el plazo de veinte días se iniciará transcurridos 
veinte días desde la reclamación contra la inactividad o vía de hecho, o desde la presentación del recurso, respectivamente.» 
Cuatro. El artículo 72 queda redactado como sigue: 
«Artículo 72. Vinculación respecto a la reclamación administrativa previa en materia de prestaciones de Seguridad Social o 
vía administrativa previa. 




En el proceso no podrán introducir las partes variaciones sustanciales de tiempo, cantidades o conceptos respecto de los que fueran 
objeto del procedimiento administrativo y de las actuaciones de los interesados o de la Administración, bien en fase de reclamación 
previa en materia de prestaciones de Seguridad Social o de recurso que agote la vía administrativa, salvo en cuanto a los hechos nuevos 
o que no hubieran podido conocerse con anterioridad.» 
Cinco. El artículo 73 queda redactado como sigue: 
«Artículo 73. Efectos de la reclamación administrativa previa en materia de prestaciones de Seguridad Social. 
La reclamación previa en materia de prestaciones de Seguridad Social interrumpirá los plazos de prescripción y suspenderá los de 
caducidad, reanudándose estos últimos al día siguiente al de la notificación de la resolución o del transcurso del plazo en que deba 
entenderse desestimada.» 
Seis. El artículo 85 queda redactado como sigue: 
«Artículo 85. Celebración del juicio. 
1. Si no hubiera avenencia en conciliación, se pasará seguidamente a juicio y se dará cuenta de lo actuado. 
Con carácter previo se resolverá, motivadamente, en forma oral y oídas las partes, sobre las cuestiones previas que se puedan formular 
en ese acto, así como sobre los recursos u otras incidencias pendientes de resolución, sin perjuicio de la ulterior sucinta fundamentación 
en la sentencia, cuando proceda. Igualmente serán oídas las partes y, en su caso, se resolverá, motivadamente y en forma oral, lo 
procedente sobre las cuestiones que el juez o tribunal pueda plantear en ese momento sobre su competencia, los presupuestos de la 
demanda o el alcance y límites de la pretensión formulada, respetando las garantías procesales de las partes y sin prejuzgar el fondo 
del asunto. 
A continuación, el demandante ratificará o ampliará su demanda, aunque en ningún caso podrá hacer en ella variación sustancial. 
2. El demandado contestará afirmando o negando concretamente los hechos de la demanda, y alegando cuantas excepciones estime 
procedentes. 
3. Únicamente podrá formular reconvención cuando la hubiese anunciado en la conciliación previa al proceso o en la contestación a 
la reclamación previa en materia de prestaciones de Seguridad Social o resolución que agote la vía administrativa, y hubiese expresado 
en esencia los hechos en que se funda y la petición en que se concreta. No se admitirá la reconvención, si el órgano judicial no es 
competente, si la acción que se ejercita ha de ventilarse en modalidad procesal distinta y la acción no fuera acumulable, y cuando no 
exista conexión entre sus pretensiones y las que sean objeto de la demanda principal. 
No será necesaria reconvención para alegar compensación de deudas, siempre que sean vencidas y exigibles y no se formule pretensión 
de condena reconvencional, y en general cuando el demandado esgrima una pretensión que tienda exclusivamente a ser absuelto de la 
pretensión o pretensiones objeto de la demanda principal, siendo suficiente que se alegue en la contestación a la demanda. Si la 
obligación precisa de determinación judicial por no ser líquida con antelación al juicio, será necesario expresar concretamente los 
hechos que fundamenten la excepción y la forma de liquidación de la deuda, así como haber anunciado la misma en la conciliación o 
mediación previas, o en la reclamación en materia de prestaciones de Seguridad Social o resolución que agoten la vía administrativa. 
Formulada la reconvención, se dará traslado a las demás partes para su contestación en los términos establecidos para la demanda. El 
mismo trámite de traslado se acordará para dar respuesta a las excepciones procesales, caso de ser alegadas. 
4. Las partes harán uso de la palabra cuantas veces el juez o tribunal lo estime necesario. 
5. Asimismo, en este acto, las partes podrán alegar cuanto estimen conveniente a efectos de lo dispuesto en la letra b) del apartado 3 
del artículo 191, ofreciendo, para el momento procesal oportuno, los elementos de juicio necesarios para fundamentar sus alegaciones. 
No será preciso aportar prueba sobre esta concreta cuestión cuando el hecho de que el proceso afecta a muchos trabajadores o 
beneficiarios sea notorio por su propia naturaleza. 
6. Si no se suscitasen cuestiones procesales o si, suscitadas, se hubieran contestado, las partes o sus defensores con el tribunal fijarán 
los hechos sobre los que exista conformidad o disconformidad de los litigantes, consignándose en caso necesario en el acta o, en su 
caso, por diligencia, sucinta referencia a aquellos extremos esenciales conformes, a efectos de ulterior recurso. Igualmente podrán 
facilitar las partes unas notas breves de cálculo o resumen de datos numéricos. 
7. En caso de allanamiento total o parcial será aprobado por el órgano jurisdiccional, oídas las demás partes, de no incurrir en renuncia 
prohibida de derechos, fraude de ley o perjuicio a terceros, o ser contrario al interés público, mediante resolución que podrá dictarse 
en forma oral. Si el allanamiento fuese total se dictará sentencia condenatoria de acuerdo con las pretensiones del actor. Cuando el 
allanamiento sea parcial, podrá dictarse auto aprobatorio, que podrá llevarse a efecto por los trámites de la ejecución definitiva parcial, 
siempre que por la naturaleza de las pretensiones objeto de allanamiento, sea posible un pronunciamiento separado que no prejuzgue 
las restantes cuestiones no allanadas, respecto de las cuales continuará el acto de juicio. 
8. El juez o tribunal, una vez practicada la prueba y antes de las conclusiones, salvo que exista oposición de alguna de las partes, podrá 
suscitar la posibilidad de llegar a un acuerdo y de no alcanzarse el mismo en ese momento proseguirá la celebración del juicio.» 
Siete. El artículo 103 queda redactado como sigue: 
«Artículo 103. Presentación de la demanda por despido. 
1. El trabajador podrá reclamar contra el despido, dentro de los veinte días hábiles siguientes a aquél en que se hubiera producido. 
Dicho plazo será de caducidad a todos los efectos y no se computarán los sábados, domingos y los festivos en la sede del órgano 
jurisdiccional. 
2. Si se promoviese papeleta de conciliación o solicitud de mediación o demanda por despido contra una persona a la que erróneamente 
se hubiere atribuido la cualidad de empresario, y se acreditase con posterioridad, sea en el juicio o en otro momento anterior del 
proceso, que lo era un tercero, el trabajador podrá promover nueva demanda contra éste, o ampliar la demanda si no se hubiera 
celebrado el juicio, sin que comience el cómputo del plazo de caducidad hasta el momento en que conste quién sea el empresario. 
3. Las normas del presente capítulo serán de aplicación a la impugnación de las decisiones empresariales de extinción de contrato con 
las especialidades necesarias, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 120 y de las consecuencias sustantivas de cada tipo de extinción 
contractual.» 
Ocho. El artículo 117 queda redactado como sigue: 
«Artículo 117. Requisito del agotamiento de la vía administrativa previa a la vía judicial. 
1. Para demandar al Estado por los salarios de tramitación, será requisito previo haber reclamado en vía administrativa en la forma y 
plazos establecidos, contra cuya denegación el empresario o, en su caso, el trabajador, podrá promover la oportuna acción ante el 
juzgado que conoció en la instancia del proceso de despido. 
2. A la demanda habrá de acompañarse copia de la resolución administrativa denegatoria o de la instancia de solicitud de pago. 
3. El plazo de prescripción de esta acción es el previsto en el apartado 2 del artículo 59 del texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, iniciándose el cómputo del mismo, en caso de reclamación efectuada por el empresario, desde el momento en que 
éste sufre la disminución patrimonial ocasionada por el abono de los salarios de tramitación y, en caso de reclamación por el trabajador, 
desde la fecha de notificación al mismo del auto judicial que haya declarado la insolvencia del empresario.» 
 
Disposición final cuarta. Referencias normativas. 




Las referencias hechas a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, se entenderán hechas a la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas o a la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público, según corresponda. 
 
Disposición final quinta. Adaptación normativa. 
En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Ley, se deberán adecuar a la misma las normas reguladoras estatales, 
autonómicas y locales de los distintos procedimientos normativos que sean incompatibles con lo previsto en esta Ley. 
 
Disposición final sexta. Desarrollo normativo de la Ley. 
Se faculta al Consejo de Ministros y al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, para 
dictar cuantas disposiciones reglamentarias sean necesarias para el desarrollo de la presente Ley, así como para acordar las medidas 
necesarias para garantizar la efectiva ejecución e implantación de las previsiones de esta Ley. 
 
 
Disposición final séptima. Entrada en vigor. 
La presente Ley entrará en vigor al año de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”. 
No obstante, las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, registro electrónico, registro de empleados públicos 
habilitados, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único electrónico producirán efectos a partir del día 
2 de abril de 2021. 
 
Se modifica por la disposición final 9 del Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre.  
Se deja sin efecto la modificación por Resolución de 10 de septiembre de 2020, que publica el Acuerdo del Congreso de los Diputados 
por el que se deroga el Real Decreto-ley 27/2020, de 4 de agosto.  
Se modifica por la disposición final 6 del Real Decreto-ley 27/2020, de 4 de agosto.  









Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 





Tras una presencia continuada de más de cien años en el mundo de las relaciones laborales, la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social es una institución firmemente asentada en nuestro país, que ha sabido adaptarse en todo momento a las circunstancias de la 
realidad social y económica en que ha desplegado su actuación de garantía del cumplimiento de la normativa social. 
 
Después de una larga evolución y sucesivos cambios durante todo el siglo XX, desde su creación por el Reglamento de 1 de marzo de 
1906, pasando por la Ley 39/1962, de 21 de julio, de Ordenación de la Inspección de Trabajo, que reúne en una única Inspección 
Nacional del Trabajo la vigilancia y control de la normativa social, hasta entonces competencia de varios servicios de inspección, la 
Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, configuraba por vez primera la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social como un Sistema, es decir, como un conjunto organizado de principios legales, órganos, 
funcionarios y medios materiales. 
 
Dicha ley conjugaba con corrección los principios de unidad de función y actuación inspectora con los de especialización funcional y 
trabajo en equipo, al tiempo que incorporaba mecanismos útiles de participación y colaboración de todas las Administraciones 
Públicas, estatales y autonómicas, en el Sistema de Inspección. 
 
No obstante, en el tiempo transcurrido desde la entrada en vigor de dicha ley han aparecido nuevos elementos que exigen la adopción 
de un nuevo marco normativo para la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Por un lado, la prestación del servicio público de Inspección de Trabajo y Seguridad Social debe adecuarse a los cambios normativos 
habidos en nuestro ordenamiento sociolaboral, en el que tras sucesivas reformas legislativas se han ido introduciendo importantes 
modificaciones, que persiguen conjugar la necesaria flexibilidad en la gestión de los recursos humanos con una mayor protección de 
los derechos de los trabajadores, entre los que sin duda se encuentra el derecho que tiene todo trabajador a recurrir a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social cuando considere que sus derechos han sido conculcados. 
 
De otro lado, la evolución en el ejercicio de las competencias autonómicas de ejecución de la legislación laboral en el territorio 
español, que se ha sustanciado en el traspaso de la función pública inspectora a las Comunidades Autónomas del País Vasco y de 
Cataluña, evidencia la necesidad de adaptar el modelo organizativo de la Inspección, para compatibilizar la convivencia de los 
principios esenciales de unidad de función y concepción única e integral del Sistema con el desarrollo de las competencias de las 
Comunidades Autónomas en la materia. 
 
Además, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social ha experimentado en los últimos años un notable proceso de modernización y 
tecnificación en su funcionamiento, de manera que las actuaciones desplegadas por la Inspección han ganado en extensión y en 
profundidad. Mantener y consolidar el incremento de la efectividad de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social requiere reforzar 
institucionalmente la misma, integrando y ordenando mejor, dentro de este nuevo modelo organizativo, el funcionamiento de los 
servicios de Inspección, así como la articulación de los mecanismos de colaboración, cooperación y coordinación entre todas las 
Administraciones Públicas implicadas. 
 





La presente ley se inserta en el conjunto de medidas adoptadas por el Gobierno para la racionalización, simplificación y modernización 
de las Administraciones Públicas. La acción de los poderes públicos, en sus distintas áreas de actuación, ejerce un notorio efecto sobre 
la sociedad, considerada en su conjunto: son los ciudadanos los destinatarios de las actuaciones de la Administración y a la satisfacción 
de sus legítimos derechos y expectativas debe orientarse prioritariamente dicha actuación. 
 
La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en cuanto servicio público encargado de la vigilancia y control de la normativa social, 
contribuye decisivamente a la preservación de los derechos de los trabajadores, que la legislación laboral consagra, y al sostenimiento 
del sistema de protección social, para lo que debe planificar adecuadamente su actividad de vigilancia y control, especialmente en 
aquellos ámbitos en los que existe una alta demanda de los ciudadanos, como son los relativos al régimen de contratación laboral, a 
la dualidad del mercado de trabajo, al acceso a puestos de trabajo y a la ejecución de la prestación laboral en condiciones de igualdad 
y no discriminación, al derecho a la seguridad y salud en el trabajo y a la garantía y pervivencia de un régimen público de Seguridad 
Social. Además, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social debe potenciar su función mediadora, dirigida a la evitación e integración 
de los conflictos laborales, y la de información y asistencia técnica a empresas y trabajadores, lo que reforzará su configuración como 
un servicio público armonizador de las relaciones laborales. 
 
A tal fin, la ley establece un modelo de Inspección basado en una serie de principios ordenadores comunes, entre los que cabe destacar 
la búsqueda de la calidad y la eficiencia en la prestación del servicio a los ciudadanos, la concepción única e integral de Sistema y el 
principio de unidad de función y actuación inspectora. Al mismo tiempo, se avanza decididamente en la participación de todas las 
Administraciones Públicas titulares de las competencias por razón de la materia objeto de la actividad inspectora, respetando con ello 
el sistema constitucional de distribución de competencias. El Sistema se integra no solo por las Administraciones Públicas titulares 
de las competencias materiales de ejecución de la legislación laboral y de Seguridad Social, sino también por los órganos y las 
estructuras institucionales creadas para la coordinación de dichos órganos, entre las que se incluyen el Consorcio de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social de Cataluña y el Consejo Vasco de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Asimismo, se crea el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, como organismo autónomo de los previstos en la 
Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, situando a los servicios de 
inspección en el ámbito de la Administración Institucional y permitiendo así la ejecución en régimen de descentralización funcional, 
tanto de programas específicos en materias competencia de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas, 
como de programas conjuntos en los que confluya la planificación de actuaciones en distintas materias. En el Consejo Rector del 
Organismo participarán la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, en cuanto titulares que son de las 
competencias materiales sobre las que la Inspección trabaja. La gestión y representación del organismo se encomienda al titular de su 
dirección. Por otra parte, el principio de participación institucional, que la ley expresamente recoge, se manifiesta mediante la 
presencia de las organizaciones sindicales y empresariales más representativas en el Sistema de Inspección, en cuanto representantes 
que son de los principales destinatarios de la actividad inspectora, los trabajadores y las empresas. La ley prevé la existencia de un 
Consejo General, que sustituye a la actual Comisión Consultiva Tripartita de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, como 
órgano de participación institucional en las materias relativas al Organismo Estatal y al que se atribuyen funciones de información, 
audiencia y consulta en los asuntos de que tenga conocimiento el Consejo Rector. 
 
Adicionalmente, con el fin de consolidar y reforzar la presencia de las Comunidades Autónomas en el Sistema de Inspección, se 
instituye la Autoridad Autonómica de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que será el cargo designado por cada gobierno 
autonómico, a quien la ley le encomienda, entre otras funciones, las de impulso, propuesta y supervisión de las actuaciones inspectoras 
respecto de las competencias autonómicas en su territorio. 
 
En el ámbito de las relaciones entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, se establecen mecanismos 
de cooperación más ágiles y ejecutivos, mediante la instauración de Comisiones Operativas Autonómicas de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, que se basan en la interlocución permanente en la esfera territorial entre la Inspección y las Administraciones 
Públicas titulares de las competencias materiales de ejecución de la legislación del orden social. 
 
En todo caso, las nuevas fórmulas de cooperación que la ley prevé respetan los mecanismos de colaboración territorial, ya establecidos 
en los acuerdos con las Comunidades Autónomas sobre traspaso de funciones y servicios en materia de función pública inspectora. 
 
Este modelo organizativo compartido evitará duplicidades, ineficiencias y sobrecostes y servirá de marco de supervisión unificado de 
toda la normativa del orden social, plenamente compatible, por tanto, con el principio de unidad de mercado que propugnan la 
Constitución y los Tratados Constitutivos de la Unión Europea y que se ha consolidado en la presente legislatura con la aprobación 
por las Cortes Generales de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. 
 
El modelo organizativo del Sistema prevé la regulación en sus Estatutos de una Oficina Nacional de Lucha contra el Fraude, como 
órgano especializado de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para combatir las conductas relacionadas con el trabajo no 
declarado, el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social. Tras la experiencia del plan de lucha contra el empleo irregular y el 
fraude a la Seguridad Social aprobado por el Consejo de Ministros, en fecha 27 de abril de 2012, y con vigencia hasta finales de 2013 
y considerando los resultados positivos derivados de su aplicación, es preciso abordar, más allá del contexto actual, la constitución de 
estructuras permanentes en la lucha contra el fraude. La creación de una Oficina Nacional de Lucha contra el Fraude en el marco de 
una nueva Ley Ordenadora del Sistema de Inspección se contempla en el Programa Nacional de Reformas 2014, que se contiene, a su 
vez, en la intensa agenda reformadora del Gobierno, como continuación de los Programas de 2012 y 2013. 
 
La Oficina tiene la pretensión de afrontar de modo global el fenómeno del fraude, dada la dimensión transversal que el mismo 
representa. El fraude no sólo supone una indebida detracción de recursos del sistema de la Seguridad Social (generación o disfrute de 
prestaciones indebidas) o una falta o deficiencia de contribución a su sostenimiento (ausencia total o parcial de cotizaciones sociales). 
El fraude va ligado, la mayoría de las veces, a situaciones de explotación laboral en las que se niegan a los trabajadores los más 
elementales derechos, el más importante de ellos es el reconocimiento de su condición de trabajadores, como sucede en un contexto 
de trabajo no declarado. 
 
III 
La ley regula el régimen jurídico de los funcionarios del Sistema de Inspección en su conjunto, de manera complementaria al contenido 
en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público. Determinadas peculiaridades de la labor que desempeña 




el personal con funciones inspectoras exigen una regulación específica. Dentro de ella, se otorga la consideración de Nacionales a los 
Cuerpos de Inspección, con el objeto de evitar las disfunciones y pérdida de eficacia que generaría la actuación de distintos cuerpos 
de inspección en las mismas empresas y trabajadores, con la consiguiente pérdida de la visión general de la empresa, duplicidad de 
visitas, confusión respecto del cuerpo inspector al que corresponde actuar, posibles contradicciones en la interpretación de la norma 
o de la relación jurídica existente, demoras y demás disfunciones. 
En consonancia, se establecen los principios de ingreso y convocatoria únicos, reserva de función inspectora y de movilidad entre 
Administraciones Públicas, todo ello contando con la participación de las Comunidades Autónomas en las cuestiones relativas al 
régimen de personal. 
Por otra parte, la ley avanza en la especialización de los funcionarios y en la necesidad del trabajo programado y en equipo. Para ello 
se atribuyen nuevas competencias al Cuerpo de Subinspectores Laborales, de nueva denominación, y se prevé, además, la posibilidad 
de contar con personal técnico y administrativo para la preparación de las actuaciones programadas. 
Se crean dos escalas dentro del Cuerpo de Subinspectores Laborales: Una Escala de Subinspectores de Empleo y Seguridad Social, 
conformada por el actual Cuerpo de Subinspectores y otra nueva, de Subinspectores de Seguridad y Salud Laboral, con funciones 
específicas en materia de prevención de riesgos laborales, lo que permitirá ampliar y reforzar la actuación de la Inspección en esta 
materia. De este modo, las funciones relativas a la comprobación de las condiciones materiales de trabajo u otras análogas en materia 
preventiva, que actualmente desarrollan los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, podrán ser también desempeñadas por los 
Subinspectores, bajo la coordinación y dirección de un Inspector, tal como sucede en materia de empleo y Seguridad Social. 
Se trata de una medida de racionalidad y mejora organizativa que redundará en mayor eficacia y supondrá dar una más pronta respuesta 
a los requerimientos de la sociedad en cuestiones que afectan a la vida y salud de los trabajadores. 
Se aumenta la eficacia y la seguridad jurídica de los procedimientos iniciados por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
mediante la extensión de la colaboración de las distintas Administraciones Públicas con la Inspección. Así, se reconoce que los hechos 
presuntamente constitutivos de trabajo no declarado y empleo irregular que se comuniquen a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social por funcionarios públicos que tengan la condición de agentes de la autoridad puedan ser aducidos válidamente como prueba 
por la Inspección en la esfera de su propio procedimiento, sin perjuicio del resto de las actuaciones de comprobación que deba llevar 
a cabo el personal de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para calificar y tipificar adecuadamente los hechos contenidos en 
las comunicaciones recibidas. 
Por otra parte, la ley actualiza la regulación de las garantías de la actuación de los funcionarios del Sistema, explicitando a tal efecto 
la protección frente a cualquier clase de violencia, coacción, amenaza o influencia indebida, como principios orientadores que 
garantizan la independencia en la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, tal y como exigen los Convenios número 
81 y 129 de la Organización Internacional del Trabajo. Además se regula, de manera uniforme para todos los funcionarios, la 
protección en materia de Autoridad Competente a los efectos de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho 
al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 
La ley actualiza los cometidos, funciones y medios de actuación de la Inspección, suponiendo en este sentido una adaptación de la 
normativa posterior a la Ley de 1997, no solo en lo relativo a las materias inspectoras, sino también en cuanto a las normas de carácter 
general. Dado que la legislación cuya aplicación y vigilancia está encomendada a la Inspección es la misma en todo el territorio, 
también deben ser los mismos los criterios técnicos e instrucciones dictados para garantizar esa homogeneidad normativa, de manera 
que no se introduzcan por esta vía diferencias territoriales, ello sin perjuicio de la dependencia funcional de la Inspección de las 
Comunidades Autónomas, lo que no resulta afectado por esta previsión, ya que se limita a la identidad en la normativa y no se extiende 
a la ejecución de la misma. De esta forma, se consagra como principio general que orienta el Sistema de Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, el de unidad de criterio técnico interpretativo. 
Por último, se amplían y mejoran los supuestos de colaboración recíproca que deben prestarse la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social y otras Administraciones Públicas y entidades, buscando una vez más la eficiencia y la economía de medios. 
La mayor efectividad en las actuaciones inspectoras implica también la utilización de medios tecnológicos y de comunicaciones de 
los que ha de dotarse la Inspección, y la consideración de su papel como elemento de cohesión del Sistema, sin olvidar las debidas 
garantías de los derechos de los ciudadanos y, por lo tanto, su adaptación a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal. 
Finalmente, cabe destacar que el Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social ejercerá sus funciones en todo el territorio 




En los trabajos preparatorios de la presente ley, el Gobierno ha contado con la participación de las Comunidades Autónomas, en 
especial, para las cuestiones relativas a la definición del nuevo modelo compartido de Inspección que la ley presenta, que lo es, por 
tanto, desde su misma concepción. 
El Gobierno ha consultado y debatido el contenido de la ley con las organizaciones sindicales y empresariales más representativas y 
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TÍTULO I Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
CAPÍTULO I Disposiciones generales 





Artículo 1. Definición y objeto del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. El Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social está constituido por el conjunto de principios legales, normas, órganos, 
personal y medios materiales, incluidos los informáticos, que contribuyen al adecuado cumplimiento de la misión que tiene 
encomendada, según lo establecido en la presente ley. 
2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social es un servicio público al que corresponde ejercer la vigilancia del cumplimiento de 
las normas del orden social y exigir las responsabilidades pertinentes, así como el asesoramiento y, en su caso, conciliación, mediación 
y arbitraje en dichas materias, lo que efectuará de conformidad con los principios del Estado social y democrático de Derecho que 
consagra la Constitución Española, y con los Convenios número 81 y 129 de la Organización Internacional del Trabajo. 
Las normas del orden social a que hace referencia el párrafo anterior comprenden las relativas a materias laborales, de prevención de 
riesgos laborales, de seguridad social y protección social, colocación, empleo, formación profesional para el empleo y protección por 
desempleo, economía social, emigración, movimientos migratorios y trabajo de extranjeros, igualdad de trato y oportunidades y no 
discriminación en el empleo, así como cuantas otras atribuyan la vigilancia de su cumplimiento a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social. 
 
Artículo 2. Principios ordenadores del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
El Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social se ordena, en su organización y funcionamiento, conforme a los siguientes 
principios: 
a) Eficacia y calidad en la prestación del servicio a los ciudadanos. 
b) Concepción única e integral del Sistema, garantizándose su funcionamiento cohesionado mediante la coordinación, cooperación y 
participación de las diferentes Administraciones Públicas. 
c) Unidad de función y de actuación inspectora en todas las materias del orden social, en los términos establecidos en esta ley, sin 
perjuicio de los criterios de especialización funcional y de actuación programada. 
d) Imparcialidad, objetividad e igualdad de trato y no discriminación en el ejercicio de la función inspectora. 
e) Reserva de la función inspectora en el orden social a los funcionarios del Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad 
Social y del Cuerpo de Subinspectores Laborales, en los términos previstos en esta ley. 
f) Organización y desarrollo de la actividad conforme a los principios de trabajo programado y en equipo. 
g) Ingreso y convocatoria únicos en los Cuerpos Nacionales de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y de Subinspectores 
Laborales, mediante procesos selectivos unitarios de carácter estatal. 
h) Movilidad entre las Administraciones Públicas en los procesos de provisión de puestos de trabajo para funcionarios de los Cuerpos 
Nacionales del Sistema de Inspección. 
i) Participación institucional de las organizaciones sindicales y empresariales más representativas respecto del conjunto de las 
funciones atribuidas al Sistema. 
 
CAPÍTULO II Personal del Sistema de Inspección 
 
Sección 1.ª Personal con funciones inspectoras 
 
Artículo 3. Funcionarios que lo integran. 
1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social a que se refiere esta ley se ejercerá en su totalidad por funcionarios de carrera de nivel 
técnico superior y habilitación nacional, pertenecientes al Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, cuya 
situación jurídica y condiciones de servicio les garanticen la independencia técnica, objetividad e imparcialidad que prescriben los 
Convenios número 81 y 129 de la Organización Internacional del Trabajo. 
A los funcionarios de carrera del Cuerpo de Subinspectores Laborales les corresponde el ejercicio de funciones de inspección, en los 
términos y con el alcance establecidos en la presente ley, así como las funciones de apoyo, colaboración y gestión que sean precisas 
para el desarrollo de la labor inspectora. Dichos funcionarios tendrán habilitación nacional y su situación jurídica y condiciones de 
servicio les garantizarán, asimismo, objetividad e imparcialidad. 
2. Los funcionarios del Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social pertenecen al grupo A, Subgrupo A1 y los del 
Cuerpo de Subinspectores Laborales al grupo A, Subgrupo A2 de los previstos en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico 
del Empleado Público. Ambos tienen el carácter de Cuerpos Nacionales, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo veintiocho de la 
Ley 12/1983, de 14 de octubre, del Proceso Autonómico. 
3. El Cuerpo de Subinspectores Laborales contará con dos Escalas especializadas: 
a) Escala de Empleo y Seguridad Social. 
b) Escala de Seguridad y Salud Laboral. 
Debido a la diversidad material de las funciones encomendadas a los integrantes de cada Escala de acuerdo con el artículo 14.2 y 3, 
la movilidad entre las mismas sólo podrá producirse cuando se disponga de la titulación requerida y se supere el proceso selectivo 
específico previsto para el ingreso en cada una de ellas. 
 
 
Artículo 4. Régimen jurídico. 
1. El régimen jurídico de los funcionarios de los Cuerpos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social será el previsto en esta ley, 
en la Ley 7/2007, de 12 de abril, y demás legislación sobre función pública inspectora dictada por el Estado, así como en las demás 
normas estatales o autonómicas de desarrollo. 
2. Asimismo, será de aplicación lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria y en las respectivas 
leyes de presupuestos de cada ejercicio, especialmente en lo relativo a dotaciones, retribuciones, y otros gastos de personal. 
3. Los funcionarios de los Cuerpos de Inspección dependerán funcionalmente de la Administración, estatal o autonómica, que resulte 
competente por la materia objeto de inspección, en los términos previstos en esta ley y resto de la normativa aplicable, sin perjuicio 
de su dependencia orgánica de una u otra Administración. 
4. Las Comunidades Autónomas participarán en cuestiones relativas a ingreso y selección, formación y perfeccionamiento, 
planificación de efectivos y puestos de trabajo, situaciones administrativas y régimen disciplinario de los funcionarios de los Cuerpos 
de Inspección a través de los mecanismos de cooperación multilateral establecidos en esta ley, sin perjuicio de las relaciones bilaterales 
de carácter específico. 
5. En todo caso, queda reservada al titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social la potestad para la imposición de las sanciones 
disciplinarias que impliquen separación del servicio del personal con funciones inspectoras, aun cuando este dependa orgánicamente 
de una Comunidad Autónoma, sin que puedan adoptarse sin el previo dictamen del Consejo de Estado, de conformidad con lo 
establecido en el artículo veinticinco de la Ley 12/1983, de 14 de octubre. 





--En la actualidad está vigente el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 
 
Artículo 5. Ingreso y provisión de puestos de los Cuerpos Nacionales del personal con funciones inspectoras. 
1. El ingreso en el Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y en el Cuerpo de Subinspectores Laborales se 
realizará de acuerdo con la normativa de ingreso en la función pública, mediante el sistema de oposición, a la que podrán acceder los 
nacionales españoles, mayores de edad, que cumplan con el resto de los requisitos que prevean las leyes y demás normas que resulten 
de aplicación. 
La Oferta de Empleo Público incluirá las plazas del Sistema de Inspección, tanto de la Administración General del Estado como de 
las Comunidades Autónomas que hayan recibido la transferencia orgánica de personal inspector y subinspector, de acuerdo con los 
criterios que, con carácter básico, se incluyan en la Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
En este sentido y teniendo en cuenta el carácter único y nacional de los Cuerpos de Inspección de Trabajo, lo que origina los principios 
de unidad de ingreso y procesos selectivos, las convocatorias derivadas de la Oferta de Empleo Público, que se efectuarán por el titular 
del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, contendrán las plazas que, para cada Cuerpo o Escala, se autoricen por el Consejo de 
Ministros en el Real Decreto por el que se apruebe la Oferta de Empleo Público de la Administración General del Estado y las que 
propongan las Comunidades Autónomas que hayan recibido la transferencia indicada en el párrafo anterior. 
La distribución final del personal de nuevo ingreso entre dichas Administraciones se hará en función de las vacantes que resulten de 
los procesos previos de provisión de puestos de trabajo, sin que, en ningún caso, el número de aprobados pueda superar el total de 
plazas convocadas. 
2. La provisión de puestos de trabajo reservados a los Cuerpos Nacionales de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y de 
Subinspectores Laborales se llevará a cabo por procedimientos de ámbito nacional, de concurso o, en su caso, de libre designación 
para los puestos de jefatura que se determinen, convocados por el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, sin perjuicio del resto de 
procedimientos de provisión establecidos en la normativa de función pública. 
3. No obstante, las Comunidades Autónomas que cuenten dentro de su estructura con plazas reservadas a los Cuerpos Nacionales a 
los que se refiere el apartado anterior podrán convocar procedimientos para la cobertura de los correspondientes puestos de trabajo, 
de conformidad con los criterios que establezca la legislación de función pública aplicable. 
En todo caso, estos procesos se regirán por los principios de movilidad entre Administraciones, igualdad de oportunidades y publicidad 
nacional de la convocatoria. No podrán establecerse cláusulas que impidan o menoscaben la participación en los mismos de 
funcionarios en razón de su adscripción orgánica de procedencia, y no les será de aplicación lo previsto en el artículo veintiséis.2 de 
la Ley 12/1983, de 14 de octubre. 
4. Lo previsto en los apartados anteriores, de conformidad con lo establecido en los apartados 1 y 2 del artículo 4, se entenderá sin 
perjuicio de las competencias del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 
 
Artículo 6. Registro integrado del personal inspector. 
Sin perjuicio de la competencia y funciones del Registro Central de Personal y, en su caso, de los registros dependientes de las 
Comunidades Autónomas que hayan recibido el traspaso de la función pública inspectora, existirá un registro integrado del personal 
inspector constituido por la totalidad de las plazas existentes para cada uno de los Cuerpos con funciones inspectoras en las respectivas 
relaciones de puestos de trabajo de las Administraciones a las que pertenezcan aquellas. Dicho registro se elaborará y actualizará por 
el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, al que se refiere el artículo 27. A tal fin, las diferentes 
Administraciones Públicas facilitarán la información precisa sobre la cobertura de dichas plazas en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. 
 
Sección 2.ª Personal técnico y administrativo 
 
Artículo 7. Personal técnico y administrativo. 
1. El Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social contará con los recursos humanos necesarios para el correcto ejercicio de 
sus funciones, tanto de carácter técnico como de apoyo administrativo, de conformidad con lo previsto en las correspondientes leyes 
de presupuestos y de acuerdo con lo establecido en las correspondientes relaciones de puestos de trabajo. 
2. Para el desempeño de la labor inspectora, a dicho personal se le podrá encomendar, en el ámbito de sus funciones, las de preparación 
de actuaciones, y otras auxiliares de apoyo y colaboración, en los términos que reglamentariamente se determinen. 
 
CAPÍTULO III Derechos y deberes 
 
Artículo 8. Derechos. 
Al personal del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social le corresponden los derechos individuales y colectivos 
establecidos con carácter general para los empleados públicos. 
En el ejercicio de su función se les garantizará protección frente a cualquier violencia, coacción, amenaza o influencia indebida. 
 
Artículo 9. Deberes y código de conducta. 
1. El personal del Sistema está sometido con carácter general al conjunto de deberes establecido para los empleados públicos. 
2. Deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia 
de la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico. 
3. Observarán la máxima corrección en el ejercicio de sus funciones y procurarán perturbar en la menor medida posible el desarrollo 
de las actividades de los inspeccionados, sin merma de su autoridad ni del cumplimiento de sus deberes. Asimismo actuarán con celo 
en la custodia de la documentación que les sea confiada. 
 
--Hay que tener presente el capítulo VI del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta)- 
 
Artículo 10. Deber de sigilo e incompatibilidades. 
1. Los funcionarios del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social considerarán confidencial el origen de cualquier queja 
de que conozcan, en el ámbito de la función inspectora, sobre incumplimiento de las disposiciones legales. 
2. También vendrán obligados a observar secreto y a no revelar, aun después de haber dejado el servicio, los datos, informes o 
antecedentes de que puedan haber tenido conocimiento en el desempeño de sus funciones, salvo para la investigación o persecución 
de delitos públicos, en el marco legalmente establecido para la colaboración con la Administración Laboral, la de la Seguridad Social, 




la Tributaria, la de lucha contra el fraude, en sus distintas clases, y con comisiones parlamentarias de investigación, en la forma que 
proceda. 
3. Estarán sujetos a las incompatibilidades y a los motivos de abstención y recusación de los funcionarios al servicio de las 
Administraciones Públicas, y no podrán actuar cuando tengan interés directo o indirecto en relación con los asuntos que se les 
encomienden. 
 
-- Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en su Sección 4.ª (art. 23 y 24), regulan la abstención y la 
recusación 
-- Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas. 
 
Artículo 11. Formación, promoción y participación en objetivos. 
1. Los funcionarios del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social tienen derecho a la formación continua y a la 
actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales, y deberán participar en las acciones de formación y 
especialización que se determinen. 
2. Los puestos de dirección y jefatura del Sistema que conlleven el ejercicio de funciones inspectoras, quedan reservados a funcionarios 
del Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
3. El Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social adoptará medidas que incentiven la participación de los funcionarios del 
Cuerpo de Subinspectores Laborales en los procesos selectivos de promoción interna al Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y 
Seguridad Social, en el marco de la normativa general de función pública prevista en la Ley 7/2007, de 12 de abril. 
4. Los funcionarios del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social tienen el derecho y el deber de contribuir a los objetivos 
asignados a la unidad donde presten sus servicios y a ser informados por sus superiores de los medios para lograr el cumplimiento de 
los mismos. 
 
TÍTULO II Funcionamiento del Sistema 
 
CAPÍTULO I De las funciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Artículo 12. De la función inspectora. 
La función inspectora, que será desempeñada por funcionarios del Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, en 
su integridad, y por los funcionarios del Cuerpo de Subinspectores Laborales, en los términos establecidos en esta ley, comprende los 
siguientes cometidos: 
1. De vigilancia y exigencia del cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y del contenido de los acuerdos y convenios 
colectivos, en los siguientes ámbitos: 
a) Sistema de relaciones laborales. 
1.º Normas en materia de relaciones laborales individuales y colectivas. 
2.º Normas sobre protección, derechos y garantías de los representantes de los trabajadores. 
3.º Normas en materia de tutela y promoción de la igualdad de trato y oportunidades y no discriminación en el trabajo. 
4.º Normas en materia de desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional. 
b) Prevención de riesgos laborales. 
1.º Normas en materia de prevención de riesgos laborales, así como de las normas jurídico-técnicas que incidan en las condiciones de 
trabajo en dicha materia. 
2.º Ejercicio de las funciones de investigación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 
c) Sistema de la Seguridad Social. 
1.º Normas en materia de campo de aplicación, inscripción, afiliación, altas y bajas de trabajadores, cotización y recaudación de cuotas 
del Sistema de la Seguridad Social. 
2.º Normas sobre obtención y disfrute de las prestaciones del Sistema de la Seguridad Social, incluidas las prestaciones por desempleo 
y la prestación por cese de actividad, así como de los sistemas de mejoras voluntarias de la acción protectora de la Seguridad Social, 
además de cualesquiera modalidades de sistemas complementarios voluntarios establecidos por convenio colectivo. 
3.º Normas sobre Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social y sobre otras formas de colaboración en la gestión de la Seguridad 
Social, así como la inspección de la gestión y funcionamiento de las entidades y empresas que colaboran en la misma o en la gestión 
de otras prestaciones o ayudas de protección social, sin perjuicio del ejercicio de las funciones de dirección de la contabilidad y de 
control de la gestión económico-financiera atribuida a los órganos de control competentes en la materia. 
4.º El ejercicio de la inspección de la Seguridad Social por el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 5.2.d) del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio. 
5.º La realización de otras funciones de inspección en materia de Seguridad Social, en los términos establecidos en su normativa 
reguladora. 
d) Empleo. 
1.º Normas en materia de colocación y empleo. 
2.º Control de la aplicación de las subvenciones, ayudas de fomento del empleo o cualesquiera establecidas en programas de apoyo a 
la creación de empleo o a la formación profesional para el empleo, de acuerdo con la normativa establecida al efecto, sin perjuicio del 
ejercicio del control financiero de las subvenciones por los órganos competentes en la materia. 
3.º Normas en materia de formación profesional para el empleo, distintas de las señaladas en el número anterior, excepto cuando la 
normativa autonómica disponga otras fórmulas de inspección en la materia. 
4.º Normas en materia de empresas de trabajo temporal y agencias de colocación. 
e) Migraciones. 
1.º Normas en materia de movimientos migratorios. 
2.º Normas en materia de trabajo de extranjeros. 
f) Cooperativas y otras fórmulas de economía social, así como a las condiciones de constitución de sociedades laborales, salvo que la 
respectiva legislación autonómica disponga lo contrario en su ámbito de aplicación. 
g) Cualesquiera otros ámbitos cuya vigilancia se encomiende legalmente a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. De asistencia técnica. 
a) Dar información y asistencia técnica a las empresas con ocasión del ejercicio de la función inspectora, especialmente a las pequeñas 
y medianas empresas, con objeto de facilitarles un mejor cumplimiento de las disposiciones del orden social. 
b) Proporcionar información y asistencia técnica a los trabajadores y a sus representantes; comunicarles los resultados y consecuencias 
de las actuaciones inspectoras cuando medie denuncia por parte de los mismos, en los términos del artículo 20.4; e indicarles las vías 




administrativas o judiciales para la satisfacción de sus derechos, cuando estos hayan sido afectados por incumplimientos empresariales 
comprobados en las actuaciones inspectoras. 
c) Prestar asistencia técnica a entidades y organismos de la Seguridad Social, y a las autoridades competentes de la Administración 
General del Estado y de las Comunidades Autónomas, cuando les sea solicitada. 
d) Informar, asistir y colaborar con otros órganos de las Administraciones Públicas respecto a la aplicación de normas del orden social, 
o a la vigilancia y control de ayudas y subvenciones públicas. 
e) Emitir los informes que le recaben los órganos judiciales competentes, en el ámbito de las funciones y competencias inspectoras, 
cuando así lo establezca una norma legal. 
3. De conciliación, mediación y arbitraje. 
a) La conciliación y mediación en huelgas y otros conflictos cuando la misma sea aceptada por las partes. 
b) El arbitraje en huelgas y otros conflictos laborales cuando las partes expresamente lo soliciten, así como en los supuestos legalmente 
establecidos. 
La función de arbitraje por parte de la Inspección, sin perjuicio de las funciones técnicas de información y asesoramiento, si lo solicita 
cualquiera de las partes, será incompatible con el ejercicio simultáneo de la función inspectora por la misma persona que tenga 
atribuida dicha función sobre las empresas sometidas a su control y vigilancia. 
c) Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social guardarán la debida reserva sobre la información obtenida en el ejercicio directo de 
las funciones de arbitraje o mediación y no la comunicarán a los servicios de inspección para el ejercicio de las funciones de vigilancia 
y control a que se refiere el apartado 1. 
Las funciones de conciliación, mediación y arbitraje de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desarrollarán sin perjuicio de 
las facultades atribuidas a otros órganos de las Administraciones Públicas y a los órganos instaurados por los sistemas de solución de 
conflictos laborales basados y gestionados por la autonomía colectiva. 
 
Artículo 13. Facultades de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social para el desempeño de sus competencias. 
En el ejercicio de sus funciones, los inspectores de Trabajo y Seguridad Social tienen el carácter de autoridad pública y están 
autorizados para: 
1. Entrar libremente en cualquier momento y sin previo aviso en todo centro de trabajo, establecimiento o lugar sujeto a inspección y 
a permanecer en el mismo. Si el centro sometido a inspección coincidiese con el domicilio de una persona física, deberán obtener su 
expreso consentimiento o, en su defecto, la oportuna autorización judicial. 
Al efectuar una visita de inspección, deberán identificarse documentalmente y comunicar su presencia al empresario o a su 
representante o persona inspeccionada, a menos que consideren que dicha identificación y comunicación puedan perjudicar el éxito 
de sus funciones. 
2. Hacerse acompañar en las visitas de inspección por el empresario o su representante, los trabajadores, sus representantes y por los 
peritos y técnicos de la empresa o de sus entidades asesoras que estimen necesario para el mejor desarrollo de la función inspectora, 
así como por peritos o expertos pertenecientes a la Administración u otros habilitados oficialmente. 
3. Practicar cualquier diligencia de investigación, examen, reconstrucción o prueba que consideren necesario para realizar la función 
prevista en el artículo 12.1 y, en particular, para: 
a) Requerir información, sólo o ante testigos, al empresario o al personal de la empresa sobre cualquier asunto relativo a la aplicación 
de las disposiciones legales, así como a exigir la identificación, o razón de su presencia, de las personas que se encuentren en el centro 
de trabajo inspeccionado. 
b) Exigir la comparecencia del empresario o de sus representantes y encargados, de los trabajadores, de los perceptores o solicitantes 
de prestaciones sociales y de cualesquiera sujetos incluidos en su ámbito de actuación, en el centro inspeccionado o en las oficinas 
públicas designadas por el inspector actuante. 
c) Examinar en el centro o lugar de trabajo todo tipo de documentación con trascendencia en la verificación del cumplimiento de la 
legislación del orden social, tales como: libros, registros, incluidos los programas informáticos y archivos en soporte magnético, 
declaraciones oficiales y contabilidad; documentos de inscripción, afiliación, alta, baja, justificantes del abono de cuotas o prestaciones 
de Seguridad Social; documentos justificativos de retribuciones; documentos exigidos en la normativa de prevención de riesgos 
laborales y cualesquiera otros relacionados con las materias sujetas a inspección. El inspector está facultado para requerir la 
presentación de dicha documentación en las oficinas públicas correspondientes. 
Cuando los libros, registros, documentos o información que el obligado deba conservar en relación con el cumplimiento de las 
obligaciones, propias o de terceros, establecidas en las normas del orden social, así como cualquier otro dato, informe, antecedente o 
justificante con trascendencia para la función inspectora, se conserven en soporte electrónico, deberá suministrarse en dicho soporte 
y en formato tratable, legible y compatible con los de uso generalizado en el momento en que se realice la actuación inspectora, cuando 
así fuese requerido. 
d) Tomar o sacar muestras de sustancias y materiales utilizados o manipulados en el establecimiento, realizar mediciones, obtener 
fotografías, videos, grabación de imágenes, levantar croquis y planos, siempre que se notifique al empresario o a su representante y 
obtener copias y extractos de los documentos a que se refiere el apartado 3.c). 
4. Adoptar, en cualquier momento del desarrollo de las actuaciones, las medidas cautelares que estimen oportunas y sean 
proporcionadas a su fin, para impedir la destrucción, desaparición o alteración de la documentación mencionada en el apartado 
anterior, siempre que no cause perjuicio de difícil o imposible reparación a los sujetos responsables o implique violación de derechos. 
5. Proceder, en su caso, en cualquiera de las formas a que se refiere el artículo 22. 
 
Artículo 14. Funciones de los Subinspectores Laborales. 
1. Los funcionarios del Cuerpo de Subinspectores Laborales están facultados para desarrollar las funciones inspectoras y ejercer las 
competencias atribuidas en este artículo, bajo la dirección y supervisión técnica del Inspector de Trabajo y Seguridad Social 
responsable de la unidad, grupo o equipo al que estén adscritos, sin perjuicio de su dependencia de los órganos directivos de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. A los Subinspectores Laborales, pertenecientes a la Escala de Empleo y Seguridad Social, les corresponderá actuar en las siguientes 
materias, en los términos que se establezcan reglamentariamente: 
a) La comprobación del cumplimiento en la contratación de las normas en materia de empleo, acceso al empleo, bonificaciones, 
subvenciones, ayudas y demás incentivos o medidas para el fomento del empleo o la formación profesional para el empleo. 
b) La comprobación del cumplimiento de las normas que prohíben la admisión al trabajo a los menores de dieciséis años. 
c) La comprobación del cumplimiento de la normativa sobre modalidades contractuales, contratos de duración determinada y 
temporales. 
d) La comprobación del cumplimiento de las normas en materia de campo de aplicación, inscripción de empresas, afiliación, altas y 
bajas de trabajadores, cotización y recaudación del Sistema de la Seguridad Social, así como las de colaboración obligatoria de las 




empresas en la gestión de la Seguridad Social, y las de obtención, percepción y disfrute de prestaciones de la Seguridad Social, 
incluidas las de desempleo y las de cese de actividad. 
e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa sobre trabajo de extranjeros en España. 
f) La colaboración en la investigación y señalamiento de bienes susceptibles de embargo para la efectividad de la vía ejecutiva y la 
identificación del sujeto deudor, o de los responsables solidarios o subsidiarios cuando proceda, en todos aquellos casos que hagan 
referencia o afecten al cumplimiento de las normas del orden social. 
g) El asesoramiento a los empresarios y trabajadores en orden al cumplimiento de sus obligaciones, con ocasión del ejercicio de su 
función inspectora. 
h) Cuantas otras funciones de similar naturaleza les fueren encomendadas por los responsables de la unidad, grupo o equipo a la que 
estén adscritos para el desarrollo de los cometidos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el marco de sus competencias. 
3. A los Subinspectores Laborales, pertenecientes a la Escala de Seguridad y Salud Laboral, les corresponderá actuar en las siguientes 
materias, en los términos que se establezcan reglamentariamente: 
a) La comprobación del cumplimiento y control de la aplicación de la normativa de prevención de riesgos laborales en los aspectos 
que afecten directamente a las condiciones materiales de trabajo. 
b) La vigilancia del cumplimiento de la normativa jurídico-técnica con incidencia en materia de prevención de riesgos laborales. 
c) Programas de actuación preventiva de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social derivados del análisis de la siniestralidad laboral. 
d) La información y asesoramiento a empresarios y trabajadores, con ocasión del ejercicio de su función inspectora, sobre la forma 
más efectiva de cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales. 
e) Cuantas otras funciones de análoga naturaleza les fuesen encomendadas por los responsables de la unidad, grupo o equipo a la que 
estén adscritos para el desarrollo de los cometidos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el marco de sus competencias. 
4. En ejecución de las órdenes de servicio recibidas para el desempeño de sus funciones, los Subinspectores Laborales, que tendrán la 
consideración de agentes de la autoridad, están facultados para proceder en la forma establecida en los apartados 1 a 4 del artículo 13. 
5. Como consecuencia de las funciones inspectoras que realicen, los Subinspectores Laborales de la Escala de Empleo y Seguridad 
Social podrán proceder en la forma dispuesta en los apartados 1, 2, 5, 6, 7, 8, 16, 17 y 18 del artículo 22. Los Subinspectores Laborales 
de la Escala de Seguridad y Salud Laboral podrán proceder en la forma prevista en los apartados 1, 2, 5, 12 y 18 de dicho artículo 22, 
así como comunicar internamente las actuaciones a que se refiere los apartados 7, 9 y 10 del mismo artículo. 
Las actas de infracción y, en su caso, de liquidación practicadas por los Subinspectores Laborales, serán visadas por el Inspector de 
Trabajo y Seguridad Social bajo cuya dirección técnica actúen, en los términos y supuestos que se determinen reglamentariamente, 
en función de la naturaleza o calificación de la infracción o de la cuantía de la sanción propuesta. 
 
Artículo 15. Garantías en el ejercicio de las funciones inspectoras. 
1. Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social están facultados para desempeñar todas las competencias que la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social tiene atribuidas conforme al artículo 12. En su ejercicio gozarán de plena autonomía técnica y funcional, 
se les garantizará protección frente a todo tipo de violencia, coacción y amenaza, e independencia frente a cualquier influencia indebida 
en los términos del artículo 6 del Convenio número 81 y del artículo octavo del Convenio número 129 de la Organización Internacional 
del Trabajo. 
2. La especialización funcional que regula esta ley será compatible con los principios de unidad de función y de actuación inspectora. 
En su virtud, cualquiera que sea el origen de su actuación, los inspectores de Trabajo y Seguridad Social podrán desplegar cuantas 
actuaciones de investigación y adoptar cuantas medidas consideren oportunas, respecto de la totalidad de las materias del orden social 
a que extienden sus competencias, con independencia de la Administración Pública a la que estén adscritos orgánicamente. 
En todo caso, cuando el inspector actúe en virtud de un servicio encomendado para la realización de una o varias actuaciones 
específicas, no serán exigibles otras distintas de las necesarias para la consecución de aquel. No obstante, si se apreciara de manera 
directa, en el curso de la visita, evidencia manifiesta de un riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores, 
podrá adoptar, entre otras medidas, la indicada en el artículo 22.12. 
3. Los Subinspectores Laborales están asimismo facultados para desempeñar todas las funciones que les atribuye esta ley, con 
independencia de la Administración Pública a la que estén adscritos orgánicamente. 
En el ejercicio de sus funciones no les serán exigibles otras actuaciones distintas de las necesarias para la consecución del servicio 
que se les haya encomendado en cada caso. No obstante, los Subinspectores Laborales pertenecientes a la Escala de Seguridad y Salud 
Laboral que, en el curso de la visita, apreciaran de manera directa evidencia manifiesta de un riesgo grave e inminente para la seguridad 
y salud de los trabajadores, podrán adoptar, entre otras medidas, la indicada en el artículo 22.12. 
En el ejercicio de sus funciones se les garantizará protección frente a todo tipo de violencia, coacción y amenaza, e independencia 
frente a cualquier influencia indebida. 
4. A los efectos establecidos en el artículo octavo.uno de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al 
honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, no se considerarán en ningún caso intromisiones ilegítimas las 
actuaciones realizadas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para el cumplimiento de sus fines. 
 
Artículo 16. Auxilio y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de los órganos de la Administración General del Estado, de las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales; los organismos autónomos y las entidades públicas 
empresariales; las cámaras y corporaciones, colegios y asociaciones profesionales; las demás entidades públicas, y quienes, en general, 
ejerzan funciones públicas, estarán obligados a suministrar a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social cuantos datos, informes y 
antecedentes que tengan trascendencia en el ámbito de sus competencias, así como a prestarle la colaboración que le sea solicitada 
para el ejercicio de la función inspectora. 
2. El Consejo General del Notariado suministrará a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de forma telemática, la información 
contenida en el índice único informatizado regulado en el artículo 17 de la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862, que tenga 
trascendencia en el ejercicio de la función inspectora. 
3. La Administración Tributaria cederá sus datos y antecedentes a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en los términos 
establecidos en el artículo 95.1.c) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Asimismo, las entidades gestoras y 
colaboradoras y los servicios comunes de la Seguridad Social prestarán su colaboración a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
facilitándole, cuando le sean solicitadas, las informaciones, antecedentes y datos con relevancia en el ejercicio de la función inspectora, 
incluso los de carácter personal objeto de tratamiento automatizado, sin necesidad de consentimiento del afectado. La Administración 
Tributaria y la Inspección de Trabajo y Seguridad Social establecerán programas de mutua correspondencia y de coordinación para el 
cumplimiento de sus fines. 
4. Los órganos de la Administración General del Estado y los de las Comunidades Autónomas colaborarán con la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social y le prestarán el apoyo y el asesoramiento pericial y técnico necesario. 




5. Las mutualidades de previsión social deberán colaborar y suministrar a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social los datos e 
informes que resulten necesarios para el adecuado desarrollo de la actividad de la Inspección, en lo relativo a su condición de entidad 
alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos. 
6. Las obligaciones de auxilio y colaboración establecidas en los apartados anteriores sólo tendrán las limitaciones legalmente 
establecidas referentes a la intimidad de la persona, al secreto de la correspondencia, o de las informaciones suministradas a las 
Administraciones Públicas con finalidad exclusivamente estadística. 
7. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes estarán obligadas a prestar apoyo, auxilio y colaboración a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social en el desempeño de sus funciones, a través de los mandos designados a tal efecto por la autoridad 
correspondiente. 
8. Mediante convenios u otros instrumentos se establecerán las formas de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social por parte de otros órganos de la Administración General del Estado o de otras Administraciones Públicas para los supuestos en 
que, como consecuencia de su actuación, tengan conocimiento de hechos presuntamente constitutivos de trabajo no declarado y 
empleo irregular. 
Los hechos comprobados directamente por los funcionarios que ostenten la condición de Autoridad o de agentes de ella, contenidos 
en comunicaciones que se formulen en ejecución de lo establecido en los convenios o instrumentos indicados en el párrafo anterior, 
tras su valoración y calificación por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, podrán ser aducidos como prueba en los 
procedimientos iniciados por esta y serán tenidos por ciertos, salvo prueba en contrario de los interesados. 
9. Los Juzgados y Tribunales facilitarán a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de oficio o a petición de la misma, los datos 
de trascendencia para la función inspectora que se desprendan de las actuaciones en que conozcan y que no resulten afectados por el 
secreto sumarial. 
10. La colaboración de las Autoridades de los Estados Miembros de la Unión Europea con competencias equivalentes a las de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social se regirá por la normativa de la Unión Europea o por los instrumentos o acuerdos bilaterales 
o multilaterales de los que sea parte el Estado Español. 
Los hechos comprobados por dichas autoridades en el ámbito de la cooperación administrativa internacional que sean facilitados a las 
autoridades españolas podrán ser aducidos como prueba por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en los procedimientos 
iniciados por esta y serán tenidos por ciertos, salvo prueba en contrario de los interesados. 
11. La obtención de datos de carácter personal no recabados del interesado por los funcionarios de la Inspección en el ejercicio de sus 
competencias, no requerirá la información expresa e inequívoca a los interesados prevista en el artículo 5.4 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal. 
 
--Respecto a la normativa citada en el apartado 11, la normativa vigente es la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección 
de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos), así como de la 
Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades competentes para fines de prevención, investigación, 
detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por 
la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo. 
 
Artículo 17. Colaboración de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social prestará su colaboración y apoyo a las Administraciones Públicas y, en especial, a la 
autoridad laboral, entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social y a la Administración Tributaria, a las que facilitará 
las informaciones que requieran como necesarias para su función, siempre que se garantice el deber de confidencialidad, si procediese. 
2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el ejercicio de las funciones de inspección, procurará la necesaria colaboración 
con las organizaciones empresariales y sindicales y con los representantes de los trabajadores. 
Periódicamente, a través de los órganos establecidos en esta ley, la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
facilitará a las organizaciones sindicales y empresariales más representativas información sobre extremos de interés general que se 
deduzcan de las actuaciones inspectoras, memorias de actividades y demás antecedentes, así como las instrucciones de organización 
de los servicios, criterios operativos generales y criterios técnicos vinculantes, en los términos establecidos en el artículo 20.2. 
3. Si apreciase la posible comisión de un delito, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, por el cauce orgánico que 
reglamentariamente se determine, remitirá al Ministerio Fiscal relación circunstanciada de los hechos que haya conocido y de los 
sujetos que pudieren resultar afectados. 
4. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social prestará ayuda y colaboración a las autoridades de otros Estados de la Unión Europea 
con competencias equivalentes, mediante la remisión de datos e información relativas al ejercicio de sus funciones inspectoras. 
Asimismo, podrá cooperar con las autoridades de otros Estados, cuando así esté previsto en los convenios y tratados en los que España 
sea parte. 
 
Artículo 18. De la colaboración con los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Los empresarios, los trabajadores y los representantes de ambos, así como los demás sujetos responsables del cumplimiento de las 
normas del orden social, están obligados cuando sean requeridos: 
a) A atender debidamente a los inspectores de Trabajo y Seguridad Social y a los Subinspectores Laborales. 
b) A acreditar su identidad y la de quienes se encuentren en los centros de trabajo. 
c) A colaborar con ellos con ocasión de visitas u otras actuaciones inspectoras. 
d) A declarar ante el funcionario actuante sobre cuestiones que afecten a las comprobaciones inspectoras, así como a facilitarles la 
información y documentación necesarias para el desarrollo de sus funciones. Quienes representen a los sujetos inspeccionados deberán 
acreditar documentalmente tal condición si la actuación se produjese fuera del domicilio o centro de trabajo visitado. 
2. Toda persona natural o jurídica estará obligada a proporcionar a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social toda clase de datos, 
antecedentes o información con trascendencia en los cometidos inspectores, siempre que se deduzcan de sus relaciones económicas, 
profesionales, empresariales o financieras con terceros sujetos a la acción inspectora, cuando a ello sea requerida en forma. Tal 
obligación alcanza a las entidades colaboradoras de los órganos de recaudación de la Seguridad Social y a las depositarias de dinero 
en efectivo o de fondos en cuanto a la identificación de pagos realizados con cargo a las cuentas que pueda tener en dicha entidad la 
persona que se señale en el correspondiente requerimiento, sin que puedan ampararse en el secreto bancario. La obligación de los 
profesionales de facilitar información no alcanza a aquellos datos confidenciales a que hubieran accedido por su prestación de servicios 
de asesoramiento y defensa o con ocasión de prestaciones o atenciones sanitarias, salvo conformidad previa y expresa de los 
interesados. El incumplimiento de estos requerimientos se considerará como infracción por obstrucción conforme al texto refundido 




de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto. 
Reglamentariamente se determinará la forma y requisitos aplicables a los referidos requerimientos. 
3. La colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se llevará a efecto, preferentemente, por medios electrónicos, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos. 
4. De conformidad con lo previsto en el artículo 6 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, la transmisión a la Inspección de 
aquellos datos personales que sean necesarios para el ejercicio de la función inspectora, en virtud de su deber de colaboración, no 
estará sujeta a la necesidad de consentimiento del interesado. 
Los datos que hubieran sido transmitidos únicamente se emplearán para ejercicio de las competencias atribuidas por esta ley a la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
--3. La Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, ha sido derogada por la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, aunque por Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, se prolonga la vigencia respecto al registro 
electrónico de apoderamientos, registro electrónico, punto de acceso general electrónico de la Administración y archivo único 
electrónico hasta el día 2 de abril de 2021,  
--4. Art. 8 8Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos) de la Ley Orgánica 3/2018, de 
5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. 
 
CAPÍTULO II De las actuaciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Artículo 19. Ámbito de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. La actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se extiende a las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, a las 
comunidades de bienes u otras entidades sin personalidad jurídica, en cuanto sujetos obligados o responsables que sean del 
cumplimiento de las normas del orden social, y se ejerce en: 
a) Las empresas, los centros de trabajo y, en general, los lugares de trabajo en que se ejecute la prestación laboral, aun cuando estén 
directamente regidos o gestionados por las Administraciones Públicas o por entidades de Derecho público con personalidad jurídica 
propia vinculadas o dependientes de cualesquiera de ellas, con sujeción, en este último caso, a lo previsto en la normativa que regula 
dicha actuación en las Administraciones Públicas. La actuación de la Inspección de Trabajo se podrá ejercer también en locales, 
viviendas, u otros lugares habilitados, aun cuando no se encuentren en las empresas, centros y lugares de trabajo en que se ejecute la 
prestación laboral, en los que residan, se alojen o puedan permanecer los trabajadores por razón de su trabajo durante los períodos de 
descanso, y hayan sido puestos a disposición de los mismos por el empresario, en cumplimiento de una obligación prevista en una 
norma legal, convenio colectivo o contrato de trabajo. 
b) Los vehículos y los medios de transporte en general, en los que se preste trabajo, incluidos los trenes, los aviones y aeronaves 
civiles, así como las instalaciones y explotaciones auxiliares o complementarias en tierra para el servicio de aquéllos. 
Los buques de pabellón español de la marina mercante y los buques de pabellón español de pesca, que se hallen en puertos del territorio 
español o en aguas en las que España ejerza soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, así como las instalaciones y explotaciones 
auxiliares o complementarias para el servicio de estos que se hallen en tierra y en territorio español. 
c) Los puertos, aeropuertos, vehículos y puntos de salida, escala y destino, en lo relativo a los viajes de emigración e inmigración 
interior, sin perjuicio de lo establecido en la anterior letra a) como centros de trabajo. 
d) Las entidades y empresas colaboradoras en la gestión de la Seguridad Social. 
e) Las entidades públicas o privadas que colaboren con las distintas Administraciones Públicas en materia de protección y promoción 
social. 
f) Las sociedades cooperativas en relación a su constitución y funcionamiento y al cumplimiento de las normas del orden social en 
relación a sus socios trabajadores o socios de trabajo, y a las sociedades laborales en cuanto a su calificación como tales, sin perjuicio 
de lo que establezca la legislación aplicable a la materia. 
2. No obstante lo anterior, los centros de trabajo, establecimientos, locales e instalaciones cuya vigilancia esté legalmente atribuida a 
otros órganos de las Administraciones Públicas se regirán por su normativa específica, sin perjuicio de la competencia de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social en las materias no afectadas por la misma según lo que se establezca reglamentariamente. 
3. La inspección de las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social será ejercida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
con arreglo a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que comunicará al órgano de dirección y tutela el resultado de las actuaciones desarrolladas 
y los informes y propuestas que resulten de las mismas. 
 
Se modifica el apartado 1.a) por el art. 5 de la Ley 8/2020, de 16 de diciembre.  
Se modifica el apartado 1.a) por el art. 5 del Real Decreto-ley 5/2020, de 25 de febrero.  
 
Artículo 20. Normas generales, origen de las actuaciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y condición de 
interesado. 
1. Las actuaciones inspectoras tendrán por objeto el desarrollo de las funciones previstas en el artículo 12. Dichas actuaciones se 
regirán por lo dispuesto en esta ley, en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, y en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de Derechos y Libertades de los 
extranjeros en España y su integración social y en sus normas de desarrollo. 
2. Se garantiza la efectividad de los principios de igualdad de trato y no discriminación en el ejercicio de la actividad inspectora de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social mediante una aplicación homogénea de la normativa del orden social. A tal fin se 
establecerán las oportunas instrucciones de organización de los servicios, criterios operativos generales y criterios técnicos 
vinculantes, que serán objeto de publicación, en su caso, conforme a lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno. 
3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social actuará de oficio siempre, como consecuencia de orden superior, de orden de servicio 
derivada de planes o programas de inspección, a petición razonada de otros órganos, en virtud de denuncia o por propia iniciativa de 
los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, conforme a criterios de eficacia y oportunidad, todo ello en los términos que 
reglamentariamente se determinen. En todo caso, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá hacer uso de toda la información 
disponible para la programación de actuaciones de inspección. 
4. La acción de denuncia del incumplimiento de la legislación de orden social es pública. 
El denunciante no podrá alegar la consideración de interesado a ningún efecto en la fase de investigación, si bien tendrá derecho a ser 
informado del estado de tramitación de su denuncia, así como de los hechos que se hayan constatado y de las medidas adoptadas al 
respecto únicamente cuando el resultado de la investigación afecte a sus derechos individuales o colectivos reconocidos por la 
normativa correspondiente al ámbito de la función inspectora. 




Los representantes unitarios o sindicales de los trabajadores tendrán derecho a ser informados del estado de tramitación de las 
denuncias presentadas por los mismos en el ámbito de su representación, así como de los hechos que se hayan constatado y de las 
medidas adoptadas al respecto. 
En el supuesto de que la denuncia diera lugar al inicio de un procedimiento sancionador, el denunciante podrá tener, en su caso, la 
condición de interesado, en los términos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. En el mismo supuesto, se reconoce 
expresamente la condición de interesados en el procedimiento a los representantes de las organizaciones sindicales o representantes 
de los trabajadores, en su condición de titulares de los intereses legítimos que derivan de su representación. 
5. No se tramitarán las denuncias anónimas ni las que tengan defectos o insuficiencias de identificación que no hayan sido subsanadas 
en el plazo establecido para ello, sin perjuicio de lo señalado en el apartado 3. 
Tampoco se dará curso a aquellas cuyo objeto coincida con asuntos de los que esté conociendo un órgano jurisdiccional cuyo 
pronunciamiento pueda condicionar el resultado de la actuación inspectora, ni las que manifiestamente carezcan de fundamento. 
6. No obstante lo establecido en el apartado anterior, en el supuesto de asuntos coincidentes con cuestiones que con carácter previo o 
incidental esté conociendo un órgano jurisdiccional y que pudieran dar lugar a la exigencia de pago de cuotas de la Seguridad Social, 
se iniciará actuación inspectora, en todos los supuestos a que se refiere el apartado 3. El inicio de actuaciones, con conocimiento 
formal del empresario, interrumpirá el plazo de prescripción previsto en el artículo 21 del texto refundido de la Ley General de 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 
Una vez que sea firme la sentencia y sea esta comunicada a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, se iniciará la tramitación del 
expediente liquidatorio y, en su caso, sancionador, o bien se archivarán las actuaciones. 
 
Artículo 21. Modalidades y documentación de la actuación inspectora. 
1. La actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desarrollará mediante visita a los centros o lugares de trabajo, sin 
necesidad de aviso previo; mediante requerimiento de comparecencia ante el funcionario actuante de quien resulte obligado, aportando 
la documentación que se señale en cada caso, de acuerdo con lo establecido en el artículo 13.3.c), o para efectuar las aclaraciones 
pertinentes; o en virtud de expediente administrativo, cuando el contenido de su actuación permita iniciar y finalizar aquélla. Las 
actuaciones inspectoras podrán realizarse por uno o varios funcionarios y podrán extenderse durante el tiempo necesario. 
2. Igualmente la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá actuar mediante comprobación de datos o antecedentes que obren 
en las Administraciones Públicas. A tal efecto, podrá utilizar los datos o antecedentes que le suministren otras Administraciones 
Públicas de la Unión Europea. 
3. Cuando iniciada visita de inspección no fuese posible su prosecución y finalización por no aportar el sujeto inspeccionado los 
antecedentes o documentos solicitados, la actuación proseguirá en virtud de requerimiento para su aportación en la forma indicada en 
el apartado 1. 
4. Las actuaciones comprobatorias no se dilatarán por espacio de más de nueve meses salvo que la dilación sea imputable al sujeto a 
inspección o a las personas dependientes del mismo. No obstante, podrá ampliarse, con el alcance y requisitos establecidos 
reglamentariamente, por otro periodo que no excederá de nueve meses, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
a) Cuando las actividades de inspección revistan especial dificultad y complejidad. Se entiende que se produce atendiendo al volumen 
de operaciones de la persona o de la entidad, por la dispersión geográfica de sus actividades, y en aquellos otros supuestos que indique 
una norma reglamentaria. 
b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto inspeccionado ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna 
de sus actividades o de las personas que las desempeñen. 
c) Cuando la actuación inspectora requiera de cooperación administrativa internacional. 
Asimismo, no se podrán interrumpir por más de cinco meses, salvo que la interrupción sea causada por el sujeto inspeccionado o 
personas de él dependientes, o cuando se constate la imposibilidad de proseguir la actuación inspectora por la pendencia de un 
pronunciamiento judicial que pueda condicionar el resultado de la misma. 
Las comprobaciones efectuadas en una actuación inspectora tendrán el carácter de antecedente para las sucesivas. 
Cualquiera que sea el origen de la actuación inspectora conforme al artículo 20.3, el cómputo de los plazos establecidos en este 
apartado se iniciará a partir de la fecha de la primera visita efectuada o, en caso de requerimiento de comparecencia del sujeto 
inspeccionado, desde la fecha efectiva de la comparecencia, siempre que haya aportado la totalidad de la documentación requerida 
con trascendencia en la actuación inspectora. No se considerará incluido en ningún caso en el cómputo de los plazos, el tiempo 
transcurrido durante el aplazamiento concedido al sujeto obligado en los supuestos de formularse requerimientos de subsanación de 
incumplimientos previos por parte del órgano inspector. 
5. Con ocasión de sus visitas a los lugares de trabajo, los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social solicitarán la 
presencia de los representantes de los trabajadores cuando legalmente proceda, conforme a la normativa de prevención de riesgos 
laborales, o cuando así lo aconseje la índole de la actuación a realizar de acuerdo con las instrucciones que se dicten al respecto. 
6. Los funcionarios actuantes extenderán diligencia por escrito de cada actuación que realicen con ocasión de las visitas a los centros 
de trabajo o de las comprobaciones efectuadas mediante comparecencia del sujeto inspeccionado en dependencias públicas. 
Mediante Orden del titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social se determinarán los hechos y actos que deban incorporarse a 
las diligencias, su formato y su remisión a los sujetos inspeccionados, teniendo en cuenta que, en lo posible, se utilizarán medios 
electrónicos y que no se impondrán obligaciones a los interesados para adquirir o diligenciar cualquier clase de libros o formularios 
para la realización de dichas diligencias. 
 
Artículo 22. Medidas derivadas de la actividad inspectora. 
Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social, finalizada la actividad comprobatoria inspectora, podrán adoptar las siguientes 
medidas: 
1. Advertir y requerir al sujeto responsable, en vez de iniciar un procedimiento sancionador, cuando las circunstancias del caso así lo 
aconsejen, y siempre que no se deriven perjuicios directos a los trabajadores o a sus representantes. 
2. Requerir al sujeto responsable para que, en el plazo que se le señale, adopte las medidas en orden al cumplimiento de la normativa 
de orden social o subsane las deficiencias observadas en materia de prevención de riesgos laborales, incluso con su justificación ante 
el funcionario actuante. 
3. Informar o proponer la sustitución de sanciones principales o accesorias, de acuerdo con lo establecido en el texto refundido de la 
Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, así como en 
la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero. 
4. Requerir a las Administraciones Públicas por incumplimiento de disposiciones relativas a la salud o seguridad del personal civil a 
su servicio. 
5. Iniciar el procedimiento sancionador mediante la extensión de actas de infracción o de infracción por obstrucción. 




6. Efectuar requerimientos de pago por deudas a la Seguridad Social, así como iniciar expedientes liquidatorios por débitos a la 
Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta o bonificaciones indebidas, mediante la práctica de actas de liquidación. 
7. Promover procedimientos de oficio para la inscripción de empresas, afiliación y altas y bajas de trabajadores, así como para el 
encuadramiento de empresas y trabajadores en el régimen de la Seguridad Social adecuado, sin perjuicio del inicio del expediente 
liquidatorio a que se refiere el apartado anterior, si procediese. 
8. Instar del correspondiente organismo la suspensión o cese en la percepción de prestaciones sociales, si se constatase su obtención 
o disfrute en incumplimiento de la normativa que las regula. 
9. Instar del órgano administrativo competente la declaración del recargo de las prestaciones económicas en caso de accidente de 
trabajo o enfermedad profesional causados por falta de medidas de seguridad y salud laboral. 
10. Proponer recargos o reducciones en las primas de aseguramiento de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, en relación 
a empresas por su comportamiento en la prevención de riesgos y salud laborales, con sujeción a la normativa aplicable. 
11. Iniciar el procedimiento para la correcta aplicación o para la devolución de cantidades indebidamente aplicadas en los casos de 
colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 
12. Ordenar la paralización inmediata de trabajos o tareas por inobservancia de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, de 
concurrir riesgo grave e inminente para la seguridad o salud de los trabajadores. 
13. Comunicar al organismo competente los incumplimientos que compruebe en la aplicación y destino de ayudas y subvenciones 
para el fomento del empleo, formación profesional para el empleo y promoción social, e iniciar el correspondiente expediente de 
devolución de ayudas y subvenciones cuando proceda. 
14. Proponer a su superior jerárquico la formulación de comunicaciones y demandas de oficio ante la Jurisdicción de lo Social en la 
forma prevista en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la Jurisdicción Social. 
15. En los supuestos en que la actuación inspectora afecte a empresas establecidas en otros Estados Miembros de la Unión Europea y 
los hechos comprobados sean sancionables por el Estado miembro de origen de la empresa, estos hechos podrán ponerse en 
conocimiento de la autoridad competente del Estado Miembro de origen para que inicie el procedimiento sancionador, sin perjuicio 
de que pueda adoptar otras medidas que considere pertinentes. 
16. Informar al órgano competente de los resultados de la investigación para la identificación de los distintos sujetos responsables por 
los incumplimientos de las normas a que se refiere el artículo 12.1, incluyendo los supuestos de responsabilidad solidaria o subsidiaria, 
así como para el señalamiento de bienes para la efectividad de la vía ejecutiva. 
17. Informar a los Servicios Públicos de Empleo a efectos del reconocimiento de acciones de orientación, capacitación y formación 
profesional para el empleo para los trabajadores en situación de trabajo no declarado, empleo irregular u otros incumplimientos 
detectados por la actividad inspectora, de acuerdo con la legislación aplicable. 
18. Cuantas otras medidas se deriven de la legislación en vigor. 
 
Artículo 23. Presunción de certeza de las comprobaciones inspectoras. 
Los hechos constatados por los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que se formalicen en las actas de infracción 
y de liquidación, observando los requisitos legales pertinentes, tendrán presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas que en 
defensa de los respectivos derechos o intereses pueden aportar los interesados. 
El mismo valor probatorio se atribuye a los hechos reseñados en informes emitidos por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
como consecuencia de comprobaciones efectuadas por la misma, sin perjuicio de su contradicción por los interesados en la forma que 
determinen las normas procedimentales aplicables. 
No se verá afectada la presunción de certeza a que se refieren los párrafos anteriores por la sustitución del funcionario o funcionarios 
durante el periodo de la actuación inspectora, si bien se deberá comunicar en tiempo y forma a los interesados dicha sustitución antes 
de la finalización de aquella, en los términos que se establezcan reglamentariamente. 
 
--Art. 77.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
Artículo 24. Información del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Conforme al principio de concepción única e integral del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, deberá garantizarse 
en el tratamiento de la información de dicho Sistema la unidad e integración de la información, la interoperabilidad, la interconexión 
y el acceso a la misma a las distintas Administraciones Públicas en función de las materias objeto de su competencia, en los términos 
establecidos en esta ley y su normativa de desarrollo. 
En consecuencia, el personal del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, podrá acceder a la información necesaria para 
el ejercicio de las funciones inspectoras, de los registros y bases de datos disponibles, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 y 
en los términos que se establezcan. 
2. El tratamiento de la información del Sistema debe realizarse a partir de una base de datos unitaria e integrada, que mantenga la 
homogeneidad de los datos y consolide, en el conjunto del Estado, la información aportada por los servicios de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, así como la que se derive de sus actuaciones. 
3. El tratamiento de los datos de carácter personal incorporados a la base de datos del Sistema se encuentra sujeto a lo dispuesto en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y su normativa de desarrollo. 
No obstante, no será necesario el consentimiento de los interesados para la inclusión de sus datos en la base de datos del Sistema ni 
para el acceso a los mismos o su comunicación a terceros por parte de las Administraciones Públicas competentes. 
4. Serán de aplicación al sistema de información las medidas de seguridad de nivel alto establecidas en la normativa de protección de 
datos de carácter personal. 
 
TÍTULO III Organización del Sistema 
 
CAPÍTULO I Disposiciones generales 
 
Artículo 25. Cooperación y participación de las Administraciones Públicas. 
1. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, garantizarán el ejercicio y la eficacia del servicio público de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Para ello, 
dichas Administraciones organizarán la realización de las actuaciones inspectoras con sujeción a los principios establecidos en el 
artículo 2 y desarrollarán el principio de cooperación a través de los órganos e instrumentos previstos en esta ley y en los acuerdos o 
convenios suscritos entre las Administraciones competentes. 
2. La cooperación entre las Administraciones citadas en el apartado anterior se instrumentará mediante convenios de colaboración 
según lo establecido en el artículo 6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 




3. Las Comunidades Autónomas participarán asimismo en la dirección del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social a 
través del Consejo Rector del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
4. Con el fin de garantizar el funcionamiento cohesionado de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, la Administración General 
del Estado y la de las Comunidades Autónomas establecerán la realización de los planes y programas de actuación que sean necesarios 
para el logro de objetivos de carácter general. 
Con la misma finalidad, las Administraciones competentes dispondrán de un sistema de información dirigido a garantizar la eficacia 
de la función inspectora y la coherencia y homogeneidad de los datos y de su tratamiento, de acuerdo con lo previsto en el artículo 24. 
 
Artículo 26. Definición de los servicios y puestos de inspección. 
Los puestos de trabajo de Inspector de Trabajo y Seguridad Social y los de Subinspector Laboral, en su doble Escala de Empleo y 
Seguridad Social y de Seguridad y Salud Laboral, se definirán de acuerdo con criterios únicos en todo el territorio español. El resto 
de los servicios y puestos de Inspección se acomodarán en su desarrollo a las características de cada demarcación, conforme a las 
competencias propias de cada Administración, atendiendo de manera preferente a criterios homogéneos para su establecimiento. 
 
CAPÍTULO II Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Artículo 27. Creación del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Se crea el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, como un organismo autónomo dotado de personalidad 
jurídica propia y diferenciada de la del Estado y capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, consistentes en el ejercicio de 
las funciones que le encomienda esta ley. 
El Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social se articulará en torno a una estructura central y una estructura 
territorial. 
2. El régimen jurídico del Organismo Estatal será el establecido en esta ley y en el capítulo II del título III de la Ley 6/1997, de 14 de 
abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. 
El régimen contable, presupuestario y de control, así como el de rendición de cuentas del Organismo Estatal será el previsto en la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, para las entidades integrantes del sector público administrativo estatal. 
3. El Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social está adscrito al Ministerio de Empleo y Seguridad Social, al que 
corresponde su dirección estratégica, la evaluación y el control de los resultados de su actividad. 
4. Corresponde al Gobierno aprobar los Estatutos del Organismo Estatal mediante real decreto, previa consulta con las Comunidades 
Autónomas, a iniciativa del titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social y a propuesta del titular del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas. 
 
--Real Decreto 192/2018, de 6 de abril, por el que se aprueban los estatutos del Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. 
--2. En la actualidad está vigente el capítulo III (De los organismos públicos estatales, Sección 1.ª Disposiciones generales y Sección 
2.ª Organismos autónomos estatales) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 
 
Artículo 28. Estructura del Organismo Estatal. 
1. El Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desplegará en la totalidad del territorio español. Tanto su 
estructura central como territorial se establecerá en los Estatutos a los que se refiere el artículo 27.4, teniendo en cuenta lo establecido 
en los apartados siguientes y en el artículo 32. 
2. La estructura central contará con un Consejo Rector y un Director, como órganos de dirección, y con un Consejo General Consultivo, 
como órgano de participación institucional en las materias relativas al Organismo. 
Dicha estructura comprenderá la organización relativa a la dirección y gestión de sus responsabilidades y la planificación y 
coordinación de la totalidad de las funciones encomendadas al Organismo tanto en el ámbito central como periférico. 
 
Artículo 29. El Consejo Rector. 
1. El Consejo Rector tendrá composición paritaria y se integrará por los siguientes miembros: 
a) El presidente, que será la persona titular del Ministerio de Trabajo y Economía Social. 
b) Los vocales designados por la Administración General del Estado. 
c) Los vocales designados por cada una de las Comunidades Autónomas. 
El número de vocales, su forma de designación y el régimen de funcionamiento del Consejo Rector se desarrollarán en los Estatutos 
del Organismo Estatal. 
2. Corresponde al Consejo Rector: 
a) Conocer y aprobar los planes y programas generales de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y las medidas 
necesarias para su ejecución. 
b) Establecer e impulsar medidas de colaboración con otras Administraciones para el mejor ejercicio de las funciones encomendadas 
al Organismo Estatal. 
c) Aprobar la propuesta del presupuesto de ingresos y gastos del Organismo Estatal y ser informado de su ejecución, así como aprobar 
las cuentas anuales. 
d) Conocer e informar las propuestas normativas relativas al Sistema de Inspección, así como los criterios técnicos y procedimientos 
operativos comunes para el desarrollo de la función inspectora. 
e) Adoptar propuestas en relación con la posición estatal en materia de Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ámbito europeo, 
y la ejecución de las acciones y programas que impulse la Unión Europea y la cooperación administrativa transnacional. 
f) Adoptar propuestas sobre las cuestiones que se le sometan en relación con los procesos de ingreso, selección, formación y provisión 
de puestos de trabajo de los funcionarios de los Cuerpos Nacionales de Inspección, y la planificación de los recursos humanos y 
medios materiales del Sistema. 
g) Proponer la adopción de acuerdos relativos a la aportación de recursos materiales, técnicos o económicos del Organismo Estatal y 
al perfeccionamiento profesional de los efectivos del Sistema, así como la adopción de criterios comunes sobre la estructura territorial 
y funcional del mismo, sin perjuicio de las competencias del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y de lo establecido 
en las respectivas leyes de presupuestos. 
h) Aprobar los criterios para evaluar la eficacia y la calidad de los servicios del Organismo Estatal. 
i) Conocer los informes, estadísticas y memorias a los que se refiere el artículo 31.3.g). 
j) Aprobar, a propuesta del titular de la dirección del Organismo Estatal, los criterios de distribución de los puestos de trabajo de 
personal inspector correspondientes a la estructura territorial de dicho Organismo. 
 




Se modifica la letra a) del apartado 1 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio.  
 
Artículo 30. El Consejo General. 
1. El Consejo General es el órgano de participación institucional en las materias relativas al Organismo Estatal. Estará integrado por 
cuatro representantes de la Administración General del Estado, cuatro representantes de las Comunidades Autónomas, ocho 
representantes de las organizaciones empresariales más representativas y ocho representantes de las organizaciones sindicales más 
representativas. 
2. El Consejo General tendrá funciones de información, audiencia y consulta en las materias de que tenga conocimiento el Consejo 
Rector de acuerdo con el artículo 29.2. 
 
Artículo 31. El Director. 
1. Sin perjuicio de las atribuciones del Consejo Rector, el titular de la Dirección del Organismo ejerce las funciones de representación 
del Organismo Estatal, así como su dirección y gobierno. 
2. El titular de la Dirección ejercerá las funciones propias de la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del Convenio número 81 de la Organización Internacional del Trabajo. 
3. Con carácter específico, corresponde al titular de la Dirección el ejercicio de las siguientes funciones: 
a) La dirección y coordinación del funcionamiento del Organismo Estatal. 
b) Ejercer la representación del Sistema español de Inspección de Trabajo y Seguridad Social en las instituciones y foros 
internacionales, así como de la Unión Europea, sin perjuicio de la participación de las Comunidades Autónomas en la forma que se 
determine. 
c) Autorizar la adscripción a la Oficina Nacional de Lucha contra el Fraude de las empresas que deban ser objeto de comprobación e 
investigación por la Dirección Especial de Inspección, de acuerdo con los planes y programas generales que se establezcan. 
d) La dirección de las funciones de Alta Inspección del Estado en el orden social de acuerdo con lo establecido en los Estatutos de 
Autonomía, en la forma establecida en la disposición adicional novena. 
e) Promover la celebración de convenios con las Comunidades Autónomas o con otras Instituciones del Estado en materias de la 
competencia del Organismo Estatal y firmar los mismos cuando no corresponda a una autoridad superior. 
f) Ostentar la Secretaría del Consejo Rector, así como la relación institucional con las autoridades competentes de las Comunidades 
Autónomas, a efectos de asegurar la coherencia general del Sistema y promover la aplicación de los objetivos generales en su 
actuación. 
g) Elaborar y publicar informes, estadísticas y memorias sobre la actuación del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
cuando se refieran al ámbito general del territorio del Estado o tengan por destinatario instituciones del Estado u órganos 
supranacionales o internacionales, así como su presentación a las instituciones de dichos ámbitos. 
h) Ostentar la jefatura del personal, y organizar y gestionar los recursos humanos y medios materiales del Organismo Estatal, 
especialmente en materia de selección, formación y movilidad, sistemas de comunicación e información y funcionamiento de los 
servicios administrativos. 
i) La definición de los criterios técnicos y operativos para el desarrollo de la función inspectora, sin perjuicio de la participación de 
las Comunidades Autónomas. 
j) El conocimiento y resolución de los expedientes y recursos señalados por la normativa aplicable, así como de aquellos otros incoados 
por la Inspección y que no correspondan expresamente a otras autoridades de las Administraciones Públicas. 
k) El conocimiento de las cuestiones que se planteen ante el Ministerio de Empleo y Seguridad Social en relación con actuaciones de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de las competencias de las autoridades autonómicas. 
l) La elaboración de la propuesta de presupuesto de ingresos y gastos del organismo, así como el seguimiento de la ejecución 
presupuestaria, así como formular las cuentas anuales y rendirlas, una vez aprobadas, al Tribunal de Cuentas. 
m) Adoptar las instrucciones sobre guardias y organización de los servicios en las materias competencia de la Administración General 
del Estado, en coordinación con las Comunidades Autónomas. 
n) Cualesquiera otras que le asignen los Estatutos del organismo u otras normas. 
 
Artículo 32. Estructura territorial del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Conforme a lo mencionado en el artículo 28.1, el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desplegará en la 
totalidad del territorio español. Su estructura territorial se desarrollará reglamentariamente, teniendo en cuenta lo establecido en los 
apartados siguientes. 
2. En cada Comunidad Autónoma existirá una Dirección Territorial, cuyo titular será designado con la participación de la Comunidad 
en los términos previstos en el convenio de colaboración, y a quien corresponderá, además de las funciones que se establezcan 
reglamentariamente, la interlocución permanente con las autoridades de la misma conforme lo establecido en el referido convenio. 
El titular de la Dirección Territorial dependerá funcionalmente de la Administración General del Estado o de la Administración 
Autonómica correspondiente, en atención a la competencia material objeto de las actuaciones inspectoras en las que intervenga. 
No obstante lo anterior, en las Comunidades Autónomas que hayan recibido el traspaso del ejercicio de la función pública inspectora 
y los servicios de la Inspección de Trabajo, se estará a lo que se acuerde en los mecanismos de cooperación bilateral, que deberá 
garantizar la prestación eficaz y coordinada del servicio público de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
3. La estructura territorial, en aplicación del principio de trabajo programado y en equipo, deberá contemplar las unidades 
especializadas precisas en las áreas funcionales de actuación de la inspección. 
4. La definición y puestos de inspección de la estructura territorial del Organismo Estatal atenderá a los principios de eficacia, 
eficiencia y trabajo programado y en equipo y a la necesidad o conveniencia de diversificar las tareas inherentes al ejercicio de las 
funciones inspectoras. 
 
CAPÍTULO III Cooperación autonómica 
 
Artículo 33. Autoridad Autonómica de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
En cada Comunidad Autónoma tendrá la consideración de Autoridad Autonómica de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social el 
cargo público designado por esta para desempeñar específicamente tales funciones en el ámbito de las materias que sean de la 
competencia de la Comunidad, de acuerdo con lo que disponga el correspondiente convenio de colaboración. Corresponde a la 
Autoridad Autonómica de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, conforme a lo que se indique en el convenio de colaboración, 
el ejercicio de las siguientes funciones en materias de su competencia: 
a) Impulso y seguimiento de la actividad inspectora respecto de las competencias de la Comunidad Autónoma en el territorio de la 
misma. 
b) Promover la celebración de acuerdos y convenios entre el Organismo Estatal y la Comunidad Autónoma. 




c) La presentación de las memorias de actividades de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en su ámbito territorial, conforme 
a su propia normativa. 
d) Supervisión de los resultados de las actuaciones inspectoras que afecten a centros regidos o administrados por la Comunidad 
Autónoma. 
e) Propuesta de elaboración de planes y programas específicos de formación del personal con funciones inspectoras, adaptados a las 
peculiaridades de la actividad económica y laboral del territorio de la Comunidad Autónoma. 
f) Propuestas de criterios técnicos y operativos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en función de las particularidades de 
la actividad laboral o económica de la Comunidad Autónoma, o cuando existan peculiaridades de tipo geográfico, en especial, por 
razones de insularidad. 
g) Propuesta al titular de la Dirección del Organismo Estatal de la instrucción de medidas disciplinarias respecto de los funcionarios 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social adscritos al Organismo Estatal en el territorio de la Comunidad Autónoma. 
h) Adoptar las instrucciones sobre guardias y organización de los servicios en coordinación con la Administración General del Estado. 
i) Cuantas otras se dispongan en los convenios de colaboración y en la normativa vigente. 
 
Artículo 34. Comisión Operativa Autonómica de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. En cada Comunidad Autónoma existirá una Comisión Operativa Autonómica de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
coordinada por el titular de la Dirección Territorial del Organismo Estatal y que será presidida por la Autoridad Autonómica a que se 
refiere el artículo anterior, cuando acuda a las reuniones. Su composición se determinará de acuerdo con el convenio de colaboración, 
formando parte de la misma los responsables designados en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma por las instituciones y 
servicios públicos encargados de la ejecución de la legislación cuya vigilancia está atribuida a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social de acuerdo con lo señalado en el artículo 12.1. 
2. Sin perjuicio de lo que disponga el correspondiente convenio de colaboración, la Comisión Operativa Autonómica de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social se ocupará, al menos, de las siguientes cuestiones: 
a) El análisis de las situaciones de incumplimiento más frecuente o generalizado de las normas sociales en el territorio de la Comunidad 
Autónoma, así como la actividad desarrollada en este ámbito por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
b) El establecimiento de los mecanismos de información y apoyo técnico que sean necesarios para el adecuado ejercicio de la función 
inspectora en el territorio de la Comunidad Autónoma. 
c) La integración de los planes y programas de actuación de cada una de las Administraciones, de acuerdo con las prioridades 
establecidas y la aprobación del programa territorial de objetivos. 
d) La información, el control y el seguimiento de la aplicación de los programas territoriales y de los programas generales del Sistema, 
así como el traslado de los informes oportunos al Consejo Rector del Organismo Estatal. 
e) El análisis del número, distribución, especialización y demás características de los efectivos de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social radicados en el territorio de la Comunidad Autónoma y el traslado de las conclusiones o propuestas que correspondan al Consejo 
Rector del Organismo Estatal. 
f) Los procedimientos para la mejor distribución de actuaciones entre los efectivos de Inspección con vistas a lograr el equilibrio entre 
el principio de especialización funcional y el de unidad de función y de actuación inspectora a que se refiere el artículo 2. 
 
Artículo 35. Participación institucional. 
La participación de las organizaciones empresariales y sindicales más representativas en los asuntos relativos a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, circunscritos al ámbito territorial de las Comunidades Autónomas, se producirá en los órganos de 
representación de carácter consultivo, en la forma en que se prevea por estas. 
 
Disposición adicional primera. Entrada en funcionamiento efectivo del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social. 
1. La entrada en funcionamiento efectivo del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social tendrá lugar en la fecha 
establecida en sus Estatutos, una vez aprobados y publicado estos. 
El Gobierno procederá a la aprobación y publicación de estos Estatutos en el plazo de tres meses desde la fecha de entrada en vigor 
de la presente ley. 
Desde su puesta en funcionamiento se subrogará en todos los derechos y obligaciones derivados de competencias de la Dirección 
General de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y en concreto, en los contratos, convenios, encomiendas y encargos 
perfeccionados en el ámbito de competencias asignadas al Organismo Estatal. 
2. El Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social compartirá la organización y la gestión de los servicios comunes 
que permitan un mejor aprovechamiento de los recursos públicos, de acuerdo con la normativa de régimen jurídico del sector público 
y en la forma establecida en la misma. 
 
Disposición adicional segunda. Estructura del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Los Estatutos del Organismo Estatal podrán establecer una Oficina Nacional de Lucha Contra el Fraude, integrada en el propio 
Organismo, como órgano encargado del impulso y coordinación de la aplicación de las medidas de lucha contra el trabajo no declarado, 
el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social y cuantas otras se determinen. 
Dichos Estatutos regularán las funciones, así como la organización y funcionamiento de la Oficina, que contará con el auxilio y 
colaboración a que se refiere el artículo 16 al objeto de lograr la máxima coordinación y eficacia en la actuación inspectora en materia 
de lucha contra el fraude en función de las diversas áreas materiales implicadas. Igualmente la oficina contará con agentes de enlace 
designados por otros Departamentos y Administraciones para la coordinación de las actuaciones realizadas en el marco de los 
convenios de colaboración a que se refiere el apartado 8 del citado artículo. 
Dentro de sus funciones se le podrá encomendar la tramitación y, en su caso, resolución de los procedimientos sancionadores iniciados 
por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado, de acuerdo 
con lo que se disponga reglamentariamente. 
2. Asimismo, los Estatutos del Organismo podrán contemplar una Dirección Especial de Inspección con competencia para actuar en 
la totalidad del territorio español en los ámbitos a los que se refiere el artículo 12.1, que asumirá funciones de coordinación en las 
actuaciones inspectoras sobre empresas, sectores o situaciones que excedan del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma, así 
como las que versen sobre los entes, organismos y entidades que forman parte del sector público estatal. 
En el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado, la Dirección Especial desempeñará la dirección y el 
desarrollo, en su caso, de dichas actuaciones y cuantas otras se le atribuyan reglamentariamente. 
 
Disposición adicional tercera. Régimen competencial. 




Lo dispuesto en esta ley no supone modificación del régimen competencial establecido en los Estatutos de Autonomía de las distintas 
Comunidades Autónomas, por lo que las disposiciones de la misma han de entenderse en cada caso conforme lo dispuesto en los 
mismos. 
 
Disposición adicional cuarta. Integración de servicios y personal. 
1. El personal funcionario de la Administración General del Estado adscrito al Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
se integrará en el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. Asimismo el personal laboral de la Administración General del Estado adscrito al Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social se integrará en el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en los mismos grupos o especialidades a las 
que estuvieran adscritos, y con los mismos derechos y obligaciones que tuvieran reconocidos en el momento de la integración. 
3. El personal funcionario interino y el personal laboral temporal del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social al servicio 
de la Administración General del Estado se adscribirá al Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social con los mismos 
derechos y obligaciones que tuvieran reconocidos en el momento de la adscripción y por el tiempo que perdure su relación de servicio. 
4. La adscripción a la que se refieren los apartados anteriores no supondrá modificación en la situación jurídico-administrativa del 
personal ni en la naturaleza de su relación con la Administración, y continuará desempeñando las funciones establecidas en su 
normativa reguladora. 
 
Disposición adicional quinta. Cuerpo de Subinspectores Laborales. 
1. El Cuerpo de Subinspectores de Empleo y Seguridad Social pasa a denominarse Cuerpo de Subinspectores Laborales. 
2. Los funcionarios pertenecientes al Cuerpo de Subinspectores de Empleo y Seguridad Social a la entrada en vigor de esta ley quedan 
integrados en el Cuerpo de Subinspectores Laborales, dentro de la Escala de Empleo y Seguridad Social, con los cometidos y 
atribuciones que esta ley les reconoce y con todos los derechos adquiridos en su Cuerpo de procedencia. 
3. Para el ingreso en la Escala de Empleo y Seguridad Social del Cuerpo de Subinspectores Laborales será necesario disponer de título 
universitario oficial de Graduado adscrito a la rama del conocimiento de ciencias sociales y jurídicas. Asimismo, seguirán siendo 
válidos para el acceso a dicha Escala los títulos de la ordenación universitaria anterior en los términos previstos en la Ley 7/2007, de 
12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, siempre que se trate de títulos que se correspondan con dichas ramas o áreas 
de conocimiento. 
Para el ingreso en la Escala de Seguridad y Salud Laboral del Cuerpo de Subinspectores Laborales será necesario disponer de título 
universitario oficial de Graduado adscrito a la rama del conocimiento de ciencias, ciencias de la salud, o ingeniería y arquitectura. 
Asimismo, seguirán siendo válidos para el acceso a dicha Escala los títulos de la ordenación universitaria anterior en los términos 
previstos en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, siempre que se trate de títulos que se 
correspondan con dichas ramas o áreas de conocimiento. 
4. La dotación y el despliegue territorial de los Subinspectores Laborales de la Escala de Seguridad y Salud Laboral se realizarán en 
función de los criterios aprobados por el Consejo Rector del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de acuerdo 
con las competencias atribuidas al mismo por el artículo 29.2.g). 
5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior y de acuerdo con las respectivas ofertas de empleo público y lo establecido en 
los convenios de colaboración, los funcionarios públicos de las Comunidades Autónomas que a la fecha de entrada en vigor de esta 
ley dispusieran de la habilitación para el ejercicio de funciones comprobatorias a que se refiere la disposición adicional decimoquinta 
de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, podrán integrarse en el Cuerpo de Subinspectores 
Laborales, en la Escala de Seguridad y Salud Laboral, siempre que dispongan de la titulación exigible y superen las pruebas selectivas 
correspondientes, en los términos y condiciones que reglamentariamente se determinen. 
 
Disposición adicional sexta. Adscripción de los Cuerpos Nacionales del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Los Cuerpos Nacionales del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social estarán adscritos al Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, sin perjuicio de la dependencia estatal o autonómica de los funcionarios que los integran, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 4.3. 
 
Disposición adicional séptima. Referencias normativas. 
Las referencias efectuadas en el ordenamiento jurídico a la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, se entenderán hechas a la presente ley. Asimismo, las referencias a los Subinspectores de Empleo y Seguridad 
Social deberán entenderse realizadas a los Subinspectores Laborales. 
 
Disposición adicional octava. Comunidades Autónomas con funciones y servicios traspasados en materia de función pública 
inspectora. 
1. Las Comunidades Autónomas con funciones y servicios traspasados en materia de función pública inspectora participarán en el 
Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social en los términos establecidos en esta ley, con respeto, en todo caso, al 
pleno ejercicio de sus competencias, por lo que no les será de aplicación lo dispuesto en los artículos 33 y 34 y mantendrán las 
facultades organizativas y directivas respecto de su propio personal, conforme a lo establecido en la normativa vigente. 
2. En la coordinación de las actuaciones entre los servicios de inspección traspasados a dichas Comunidades Autónomas y los de la 
Administración General del Estado los acuerdos bilaterales que se establezcan tendrán especialmente en cuenta la singularidad de la 
adscripción orgánica de los servicios de inspección a distintas Administraciones Públicas, sobre la base de la concepción única e 
integral del Sistema, del principio de unidad de función y actuación inspectora de los funcionarios del Sistema y del principio de 
eficacia en la ejecución de la función inspectora. 
Igualmente, y con la misma finalidad, dichas Comunidades Autónomas y la Administración General del Estado constituirán, conforme 
al artículo 5.7 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, un órgano de cooperación multilateral en los ámbitos materiales específicos 
que les sean de interés, en especial, los criterios de coordinación de actuaciones supraautonómicas o que requieran una respuesta 
uniforme en todo el territorio nacional incluyendo, en su caso, la referida en el apartado 2 de la disposición adicional segunda; la 
determinación de planes y programas de Inspección; los criterios y procedimientos comunes de actuación de la Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social, así como la planificación de los recursos humanos y medios materiales del Sistema en dichas Comunidades 
Autónomas, en particular, los aspectos relativos a los procesos de ingreso, selección, formación, provisión de puestos de trabajo y 
movilidad geográfica de los Cuerpos Nacionales del Sistema. 
Estará integrado por los titulares de los respectivos órganos de dirección de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y tendrá la 
organización y funciones que se establezcan en el acuerdo de constitución. 
3. Los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y los Subinspectores Laborales, en el ámbito de sus respectivas facultades y 
competencias, podrán realizar actuaciones de investigación y adoptar medidas inspectoras en todas las materias del orden social, aun 
cuando sean de la competencia de una Administración distinta a la de su dependencia orgánica. Correlativamente, dichos funcionarios 




deberán dar completo cumplimiento a los servicios encomendados, adoptando las medidas que correspondan dentro de su ámbito de 
facultades y competencias, de acuerdo con lo establecido en los convenios de colaboración. 
4. El establecimiento o modificación de los planes o programas de inspección se realizará con plena autonomía por cada 
Administración Pública en función de su respectiva competencia material. 
Una vez aprobados por la Administración competente, los planes o programas territoriales se comunicarán recíprocamente entre la 
Administración General del Estado y la de la Comunidad Autónoma correspondiente y se integrarán en la planificación y 
programación general del Sistema en el territorio autonómico de que se trate. 
5. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior podrán acordarse de forma conjunta entre ambas Administraciones en el seno 
de los mecanismos de cooperación bilateral establecidos, planes y programas de inspección comunes, estableciéndose los criterios de 
actuación inspectora, de coordinación, colaboración, seguimiento y evaluación de resultados, que se estimen necesarios para su 
adecuada ejecución. 
En estos planes y programas comunes de inspección se integrarán los acuerdos a los que se haya podido llegar en el Consejo Rector 
del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social en materia de planificación y programación de alcance general. 
6. La tramitación y resolución de los procedimientos sancionadores por infracciones en el orden social o de liquidación de cuotas a la 
Seguridad Social corresponderá a la Administración competente por razón de la materia. 
 
Disposición adicional novena. Alta Inspección del Estado en el orden social. 
Las funciones de Alta Inspección del Estado en el orden social que vengan reconocidas en los respectivos Estatutos de Autonomía, 
salvo la relativa a la asistencia sanitaria, se encomendará a la Unidad de Alta Inspección formada por Inspectores de Trabajo y 
Seguridad Social que a tal efecto dependerá del titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. 
 
Disposición adicional décima. Gasto público. 
Las medidas incluidas en esta norma, en particular la configuración de la Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social como un Organismo Autónomo, la suscripción de convenios de colaboración con las Comunidades Autónomas, la creación y 
funcionamiento de las Comisiones Operativas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y la instauración y llevanza del registro 
integrado de personal inspector, no podrán suponer incremento de gasto público y, en consecuencia, de dotaciones ni de retribuciones 
ni de otros gastos de personal. 
 
Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de la organización de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Hasta tanto no se haya constituido el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto en 
la disposición adicional primera, los servicios comunes del Ministerio de Empleo y Seguridad Social continuarán ejerciendo las 
competencias que tenían atribuidas respecto de la Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Asimismo, la 
totalidad del personal, funcionario o laboral, de la Administración General del Estado adscrito al Sistema de Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social mantendrá la relación de servicio con la Administración General del Estado hasta que se produzca la integración a 
que se refiere el apartado 1 de la disposición adicional cuarta. 
2. En tanto no se hayan aprobado las relaciones de puestos de trabajo y transferidos los créditos correspondientes, el pago del personal 
al servicio del Organismo Estatal se efectuará con cargo a los créditos de procedencia. 
3. Los órganos de participación institucional de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social mantendrán su funcionamiento conforme 
a su normativa reguladora, hasta el momento de la constitución del Organismo Estatal. 
4. Hasta tanto se apruebe el presupuesto del Organismo Autónomo Inspección de Trabajo y Seguridad Social, integrado en los 
Presupuestos Generales del Estado, los créditos presupuestarios para financiar las actuaciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social se seguirán gestionando por los órganos hasta ahora competentes del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. 
 
Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio en la atribución de competencias sancionadoras. 
Hasta tanto no entren en vigor las disposiciones reglamentarias que se aprueben en desarrollo del artículo 48.1 del texto refundido de 
la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, en la 
redacción dada por la disposición final primera de la presente ley, continuará siendo de aplicación la regulación en materia de 
atribución de competencias sancionadoras existente con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley. 
 
Disposición transitoria tercera. Titulación de acceso a la Escala de Empleo y Seguridad Social del Cuerpo de Subinspectores 
Laborales. 
1. Con objeto de respetar las expectativas de los aspirantes al ingreso en la Escala de Empleo y Seguridad Social del Cuerpo de 
Subinspectores Laborales, lo dispuesto en el párrafo primero del apartado tercero de la disposición adicional quinta sobre los requisitos 
de la titulación para el acceso a dicha Escala únicamente será exigible a partir del 1 de enero de 2019 en las oposiciones que se 
convoquen para el ingreso en la misma. 
2. Hasta la fecha indicada en el apartado precedente solo se exigirá en la convocatoria correspondiente para el ingreso en la mencionada 
Escala el título universitario de graduado o equivalente, sin que dicho título deba corresponder a ramas específicas de conocimiento. 
3. Para el ingreso en la Escala de Seguridad y Salud del Cuerpo de Subinspectores Laborales no será de aplicación lo dispuesto en los 
apartados anteriores en la medida que por la referida Escala se crea una nueva agrupación de funcionarios. 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
1. Queda derogada la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, la disposición 
final primera de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo, así como cuantas otras disposiciones 
se opongan a lo establecido en la presente ley. 
2. Las normas reglamentarias actualmente en vigor continuarán siendo de aplicación, en tanto no contradigan o se opongan a la 
presente ley, hasta tanto se proceda a su derogación o modificación por las normas previstas en la disposición final tercera. 
 
Disposición final primera. Modificación del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto. 
El artículo 48 del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, queda redactado como sigue: 
«Artículo 48. Atribución de competencias sancionadoras. 
1. El ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones del orden social en el ámbito de la Administración General del 
Estado corresponderá al órgano competente, según lo que reglamentariamente se disponga. 




2. El ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones del orden social, cuando corresponda a la Administración de 
las Comunidades Autónomas con competencia en materia de ejecución de la legislación del orden social, se ejercerá por los órganos 
y con los límites de distribución que determine cada Comunidad Autónoma. 
3. La potestad para acordar las sanciones accesorias establecidas en esta ley corresponderá a quien la ostente para imponer las de 
carácter principal de las que deriven aquéllas.» 
 
Disposición final segunda. Título competencial. 
Los preceptos contenidos en los capítulos II y III del título I, así como los contenidos en el título III y en las disposiciones adicionales 
de la presente ley, que afectan al Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas, tienen el carácter de normas básicas, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias para 
establecer las bases del régimen jurídico y el régimen estatutario de sus funcionarios. 
Los preceptos del capítulo I del título I y los del título II de esta ley sobre legislación laboral, prevención de riesgos laborales, 
colocación y empleo, Seguridad Social y protección social pública, así como su régimen económico, Administración de Justicia, 
Hacienda general y Seguridad Pública, tienen el carácter establecido en los siguientes preceptos de la Constitución: 
a) Artículo 149.1.2.ª, sobre nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 
b) Artículo 149.1.7.ª, sobre legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas. 
c) Artículo 149.1.17.ª, sobre legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus 
servicios por las Comunidades Autónomas. 
d) Las obligaciones de auxilio y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que se regulan en el artículo 16 en 
relación con los Juzgados y Tribunales y el Consejo General del Notariado, la Administración Tributaria y las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, se incardinan, respectivamente, en las competencias que atribuye la Constitución al Estado, en el artículo 149.1.5.ª, sobre 
Administración de Justicia, en el artículo 149.1.14.ª, sobre Hacienda general y Deuda del Estado y en el artículo 149.1.29.ª, sobre 
Seguridad Pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en la forma que se 
establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgánica. 
 
Disposición final tercera. Habilitación para el desarrollo reglamentario. 
Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de la presente ley, previa consulta con las 
Comunidades Autónomas. 
 
Disposición final cuarta. Entrada en vigor. 










Real Decreto 138/2000, de 4 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
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Artículo único. Aprobación del Reglamento. 
[Disposiciones transitorias] 
 
Disposición transitoria primera. Subsistencia de situaciones. 
Disposición transitoria segunda. Desempeño de jefaturas. 
Disposición transitoria tercera. Asunción de funciones. 
[Disposiciones derogatorias] 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
[Disposiciones finales] 
 
Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo. 
Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
[Firma] 
 
REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
 
TÍTULO I. Normas generales 
 
CAPÍTULO I. Organización, funcionamiento y ámbito de actuación del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Sección 1.ª Objeto de este Reglamento y ámbito de la función inspectora 
Artículo 1. Objeto del Reglamento. 
Artículo 2. Ámbito funcional y material de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Artículo 3. Supuestos especiales en la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Sección 2.ª Personal y medios del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 




Artículo 4. Funcionarios que integran el sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Artículo 5. Personal de apoyo del sistema. 
Artículo 6. Locales y medios materiales. 
 
TÍTULO II. Del funcionamiento y actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
CAPÍTULO I. Funciones y obligaciones de los funcionarios del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Sección 1.ª Facultades de los inspectores y de los subinspectores 
Artículo 7. Facultades de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
Artículo 8. Facultades de los Subinspectores Laborales. 
 
Sección 2.ª Deberes de los inspectores y de los subinspectores 
Artículo 9. Obligaciones. 
Artículo 10. Deber de sigilo profesional. 
Artículo 11. Incompatibilidad, abstención y recusación de inspectores y subinspectores. 
Artículo 12. Carácter y acreditación de los funcionarios. 
Artículo 13. Colaboración y auxilio a la función inspectora. 
 
CAPÍTULO II. Actuaciones en el sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Sección 1.ª Disposiciones comunes 
Artículo 14. Principios generales de actuación. 
Artículo 15. Modalidades de actuación. 
Artículo 16. Número de funcionarios actuantes. 
Artículo 17. Duración de las actuaciones. 
Artículo 18. Continuidad de las actuaciones inspectoras. 
Artículo 19. Adopción de medidas cautelares. 
Artículo 20. Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Artículo 21. Capacidad de obrar ante la inspección. 
 
Sección 2.ª Actuaciones de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social 
Artículo 22. Formas de actuación de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
Artículo 23. Órdenes de servicio. 
Artículo 24. Autonomía técnica y funcional de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
Artículo 25. Medidas derivadas de la actividad de los inspectores. 
 
Sección 3.ª Actuaciones de los Subinspectores Laborales 
Artículo 26. Actuaciones de los Subinspectores Laborales. 
Artículo 27. Medidas derivadas de la actividad de los Subinspectores Laborales. 
 
CAPÍTULO III. Principios ordenadores del funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Sección 1.ª Programación de objetivos para la acción inspectora 
Artículo 28. Principios básicos. 
Artículo 29. Programas generales de objetivos. 
Artículo 30. Programas territoriales de objetivos. 
Artículo 31. Criterios de programación de servicios. 
 
Sección 2.ª Normas de funcionamiento territorial y funcional 
Artículo 32. Normas funcionales: unidad de función y especialización. 
Artículo 33. Normas de distribución territorial. 
Artículo 34. Criterios de distribución funcional. 
Artículo 35. Coordinación y colaboración. 
 
Sección 3.ª Normas sobre servicios encomendados por las autoridades en el ámbito de sus competencias 
Artículo 36. Servicios dispuestos por autoridades de las Comunidades Autónomas. 
Artículo 37. Servicios dispuestos por Órganos Territoriales de la Administración General del Estado. 
Artículo 38. Servicios dispuestos por Órganos Centrales de la Administración del Estado. 
Artículo 39. Colaboración con la Administración de Justicia. 
Artículo 40. Cauce orgánico. 
 
TÍTULO III. Organización del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
CAPÍTULO I. Estructura general del sistema 
Artículos 41 a 45. 
 
CAPÍTULO II. Organización de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
Artículos 46 a 58. 
 
TÍTULO IV. Del régimen de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social de los funcionarios públicos, dependientes 
de las Administraciones Públicas que ejercen labores técnicas en materia de prevención de riesgos laborales, para el ejercicio de las 
funciones a que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 9 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre 
 
CAPÍTULO I. Requisitos de los funcionarios técnicos para el ejercicio de actuaciones comprobatorias, régimen de habilitación y 
ámbito funcional de dicha actuación 




Artículo 59. Requisitos de los funcionarios para el ejercicio de actuaciones comprobatorias. 
Artículo 60. Régimen de habilitación. 
Artículo 61. Ámbito funcional de las actuaciones comprobatorias de los técnicos habilitados y principios generales de actuación. 
 
CAPÍTULO II. Facultades y deberes de los técnicos habilitados 
Artículo 62. Facultades de los técnicos habilitados. 
Artículo 63. Deberes de los técnicos habilitados. 
 
CAPÍTULO III. Actuaciones de los técnicos habilitados 
Artículo 64. Modalidades y formas de actuación de los técnicos habilitados. 
Artículo 65. Informes remitidos a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social como consecuencia de la actividad de comprobación y 
requerimiento realizada por los técnicos habilitados. 
Artículo 66. Actos de obstrucción a los técnicos habilitados. 
Artículo 67. Duración de las actuaciones. 
Artículo 68. Constancia documental de las actuaciones y requerimientos realizados por los técnicos habilitados. 
 
[Disposiciones adicionales] 
Disposición adicional primera. La Unidad de Alta Inspección del Estado. 
Disposición adicional segunda. Carácter de los órganos colegiados. 
Disposición adicional tercera. Comunidades Autónomas que han asumido la función pública inspectora. 
 
La Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, supone la adecuación del referido 
sistema de inspección a los principios constitucionales de Estado social y democrático de Derecho y de Estado de las Autonomías. El 
apartado 1 de su artículo 19 prevé su estructura territorial según criterios comunes, bien que acomodados a las características de cada 
demarcación y a la aplicación del principio de trabajo programado y en equipo; el apartado 2 del precepto citado señala la doble 
dependencia funcional de dicha inspección; y su apartado 3 prevé el desarrollo, vía reglamentaria, de su estructura, al tiempo que la 
disposición final única de la misma Ley autoriza al Gobierno a dictar las disposiciones necesarias para su aplicación y desarrollo, lo 
que acomete el Reglamento que se aprueba. 
La Ley 42/1997, de permanente referencia, se asienta en la articulación de instrumentos de colaboración entre las Administraciones 
Autonómicas y del Estado, que impulsen su participación en la definición de objetivos y en el desarrollo de la actividad inspectora, al 
tiempo que el Reglamento considera, también, el resultado de los acuerdos bilaterales previstos por el artículo 17 de la indicada Ley, 
en la medida en que están llamados a constituir instrumento principal de mutua cooperación para facilitar la acción inspectora en cada 
territorio. Al abordar la organización operativa de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, con respeto de los principios básicos 
de organización de la función pública, el Reglamento desarrolla una regulación común y flexible del sistema, lo que permite aplicar 
criterios también comunes conforme al artículo 19.1 de la Ley 42/1997, acorde con la unidad institucional del sistema de inspección 
que consagra dicha Ley. 
En el funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, el presente Reglamento ofrece una importante transformación 
de la institución inspectora, modernizando sus estructuras y métodos para dotarle de mayor eficacia en el cumplimiento de sus fines 
y, asimismo, en el reconocimiento de las garantías de seguridad jurídica del administrado, todo ello en la línea de la Ley ordenadora 
objeto de desarrollo. 
Se desarrollan, en definitiva, los cometidos de la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en atención a su 
función rectora del sistema de inspección y a la necesidad de su coherencia institucional, al tiempo que se le asignan los instrumentos 
de inspección supraterritorial para el cumplimiento de sus funciones legales. La estructura periférica se fundamenta en las Inspecciones 
Provinciales agrupadas en Comunidades Autónomas, como novedad organizativa de la Ley 42/1997, todas ellas configuradas como 
servicios no integrados en las Delegaciones del Gobierno en los términos de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado, completadas con las unidades especializadas y los equipos de inspección, 
concebidos con carácter flexible, de forma que en su seno puedan conjugarse los principios legales de especialización con los de 
unidad de función y de acto, y ambos con los de trabajo programado y en equipo, en la forma legalmente establecida, dando 
cumplimiento a las previsiones legales. 
En su virtud, a propuesta de los Ministros de Trabajo y Asuntos Sociales y de Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo 
de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 4 de febrero de 2000, 
D I S P O N G O : 
 
Artículo único. Aprobación del Reglamento. 
Se aprueba el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que se inserta a 
continuación. 
 
Disposición transitoria primera. Subsistencia de situaciones. 
Las unidades y puestos de trabajo con nivel orgánico inferior a Subdirector general en el sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social que resulten afectadas por las modificaciones previstas en el Reglamento, que se aprueba, continuarán subsistentes y serán 
retribuidos con cargo a los mismos créditos presupuestarios, hasta que se aprueben las relaciones de puestos de trabajo adaptadas a la 
nueva estructura orgánica establecida en el Reglamento adjunto. 
 
Disposición transitoria segunda. Desempeño de jefaturas. 
1. Hasta tanto se aprueben las relaciones de puestos de trabajo a que se refiere la disposición transitoria primera y se proceda a su 
cobertura, las funciones de jefatura en las estructuras territoriales de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desempeñarán en 
la forma siguiente: 
a) Los Jefes de Inspección provincial de la capitalidad autonómica asumirán automáticamente las funciones del Director territorial de 
la Inspección que determine la Autoridad Central, salvo lo que se acuerde con cada Comunidad Autónoma. 
b) Los actuales Jefes de las unidades de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en las Direcciones Provinciales de la Tesorería 
General de la Seguridad Social asumirán automáticamente las funciones y cometidos de Jefes de las unidades especializadas en el 
área de la Seguridad Social, salvo en los supuestos del artículo 55.2 del Reglamento que se aprueba. 
c) Los Jefes de equipo que en la actualidad desempeñen tales puestos, asumirán automáticamente las nuevas funciones establecidas 
para los puestos de dicha denominación en la Ley 42/1997 y en el Reglamento que se aprueba. 
2. La Administración de la Seguridad Social continuará proporcionando al sistema de inspección los mismos medios y colaboraciones, 
al menos, que actualmente dedica a las unidades de Inspección en la Tesorería General de la Seguridad Social. 





Disposición transitoria tercera. Asunción de funciones. 
El Director general de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social asumirá las funciones que el adjunto Reglamento establece para 
la Autoridad Central de dicha Inspección; las actuales estructuras de la Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, asumirán los cometidos y funciones atribuidos a la Oficina de dicha Autoridad Central en el Reglamento que se establece, sin 
perjuicio de lo que se disponga en las correspondientes normas orgánicas y relaciones de puestos de trabajo. 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo preceptuado en el presente Real Decreto y 
expresamente el Decreto 2121/1971, de 23 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Cuerpo Nacional de la Inspección de 
Trabajo; el Decreto 2122/1971, de 23 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Inspección de Trabajo; el Real Decreto 
97/1986, de 10 de enero, sobre el Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, y el Real Decreto 1667/1986, de 26 
de mayo, por el que se regulan los cometidos y atribuciones de los Controladores Laborales. 
 
Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo. 
Se faculta al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales y, en su caso, al de Administraciones Públicas, para dictar las disposiciones de 
aplicación y desarrollo de este Real Decreto. 
 
Disposición final segunda. Entrada en vigor. 
El presente Real Decreto y el Reglamento que aprueba entrarán en vigor el primer día del mes siguiente al de su publicación en el 
"Boletín Oficial del Estado". 
 
REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL 
 
TÍTULO I Normas generales 
 
CAPÍTULO I Organización, funcionamiento y ámbito de actuación del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Sección 1.ª Objeto de este Reglamento y ámbito de la función inspectora 
 
Artículo 1. Objeto del Reglamento. 
1. La organización y funcionamiento del sistema de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, conforme a la Ley 42/1997, de 14 
de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, se regirá por la citada Ley y por este Reglamento. 
2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social se integra orgánicamente en la Administración General del Estado. 
3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social depende funcionalmente de la Administración General del Estado y de la de cada 
Comunidad Autónoma con competencias de ejecución de la legislación del orden social, en razón de la materia de los asuntos en que 
en cada caso intervenga, sin perjuicio de la dependencia orgánica establecida en el apartado anterior. 
 
Artículo 2. Ámbito funcional y material de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. El ámbito funcional de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en los términos del artículo 3 de la Ley Ordenadora 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, comprende la vigilancia del cumplimiento de las normas relativas a los ámbitos 
siguientes: 
1.º Relaciones laborales, derechos sindicales y de representación laboral, prevención de riesgos laborales, colocación, empleo y 
normas para su promoción y fomento. 
2.º Migraciones y trabajo de los extranjeros en España. 
3.º Régimen económico de la Seguridad Social, en cuanto a sus recursos, sus prestaciones y mejoras, y a la colaboración en la gestión. 
Y, asimismo, las demás normas de Seguridad Social, excepto las relativas a asistencia sanitaria. 
4.º Constitución y funcionamiento de entes de economía social, en el marco de lo establecido en su legislación específica. 
5.º Funciones de arbitraje, conciliación y mediación ; de asistencia técnica ; y de informe a órganos jurisdiccionales o administrativos, 
todo ello en los términos previstos en la legislación aplicable. 
2. El ámbito material de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se extiende a los sujetos, entidades, centros, lugares 
y medios a que se refiere el artículo 4 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del citado artículo 4, los centros de trabajo, establecimientos, locales e instalaciones cuya 
vigilancia esté legalmente atribuida a otros órganos de las Administraciones públicas, así como los centros de trabajo y 
establecimientos militares dependientes de la Administración militar, quedan exceptuados del ámbito material de actuación de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social y continuarán rigiéndose por su normativa específica, sin perjuicio de la competencia de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social en las materias no afectadas por la misma. 
 
Artículo 3. Supuestos especiales en la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Las actuaciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, observarán las peculiaridades siguientes: 
1. La vigilancia de la legislación del orden social en locales e instalaciones diplomáticas acogidos a extraterritorialidad y los protegidos 
por convenios internacionales, respetará su exclusión sólo a efectos de presencia física inspectora, en la forma que establezcan los 
Ministerios de Asuntos Exteriores y de Trabajo y Asuntos Sociales. 
2. Mediante instrucciones conjuntas de los Ministerios de Defensa y de Trabajo y Asuntos Sociales, y para salvaguardar los intereses 
de la Defensa Nacional y la seguridad y eficacia de los centros, bases y establecimientos afectos a la misma, se determinará el 
procedimiento de inspección sobre empresas que ejerzan actividades en centros, bases o establecimientos militares. 
3. (Anulado) 
 
Se anula el apartado 3 por Sentencia del TS de 10 de febrero de 2003.  
 
Sección 2.ª Personal y medios del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Artículo 4. Funcionarios que integran el sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Los puestos con cometido inspector se desempeñarán por funcionarios del Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad 
Social y del Cuerpo de Subinspectores Laborales, conforme al artículo 3 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema 




de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Ambos tienen carácter de Cuerpos Nacionales de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 28 de la Ley 12/1983, de 14 de octubre, del proceso Autonómico. 
2. El ingreso en dichos Cuerpos, conforme al artículo 5 de la citada Ley 23/2015, de 21 de julio, se realizará mediante el sistema de 
oposición, que incluirá además la superación de un curso selectivo. 
Sin perjuicio de lo anterior, y de acuerdo con lo establecido en las respectivas ofertas de empleo público y en los correspondientes 
convenios de colaboración, los funcionarios públicos de las Comunidades Autónomas que dispongan de habilitación para el ejercicio 
de funciones comprobatorias a que se refiere la disposición adicional decimoquinta de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales, podrán integrarse en el Cuerpo de Subinspectores Laborales, en la Escala de Seguridad y Salud, 
siempre que: 
a) Dispongan de la titulación exigible para el ingreso en la mencionada Escala. 
b) Superen las pruebas selectivas establecidas en la correspondiente convocatoria del proceso selectivo para el ingreso en la Escala de 
Seguridad y Salud del Cuerpo de Subinspectores laborales. 
c) En la fecha de la solicitud de participación en las pruebas selectivas hayan transcurrido al menos dos años desde su habilitación 
para el ejercicio de las funciones comprobatorias. 
3. Para el ingreso en la Escala de Empleo y Seguridad Social del Cuerpo de Subinspectores Laborales será necesario disponer de título 
universitario oficial de Graduado adscrito a la rama del conocimiento de ciencias sociales y jurídicas. Asimismo, seguirán siendo 
válidos para el acceso a dicha Escala los títulos de la ordenación universitaria anterior en los términos previstos en el texto refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, siempre que 
se trate de títulos que se correspondan con dichas ramas o áreas de conocimiento. 
Para el ingreso en la Escala de Seguridad y Salud Laboral del Cuerpo de Subinspectores Laborales será necesario disponer de título 
universitario oficial de Graduado adscrito a la rama del conocimiento de ciencias, ciencias de la salud, o ingeniería y arquitectura. 
Asimismo, seguirán siendo válidos para el acceso a dicha Escala los títulos de la ordenación universitaria anterior en los términos 
previstos en el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, siempre que se trate de títulos que se correspondan 
con dichas ramas o áreas de conocimiento. 
4. Los miembros de ambos Cuerpos podrán participar en todo procedimiento convocado de provisión de puestos para la función 
inspectora atribuida a su Cuerpo de pertenencia, con las limitaciones derivadas de la pertenencia a la Escala de Empleo y Seguridad 
Social o a la Escala de Seguridad y Salud Laboral en el caso de los miembros del Cuerpo de Subinspectores Laborales. 
La participación de los miembros de ambos Cuerpos en concursos o convocatorias de libre designación para otros puestos de 
adscripción indistinta en las relaciones de puestos de trabajo, se ajustará a lo establecido en los artículos 41.4, y 55 del Reglamento 
General de Ingreso del personal al servicio de la Administración General del Estado y de Provisión de puestos de trabajo y Promoción 
profesional de los funcionarios civiles de la Administración General del Estado, aprobado por el Real Decreto 364/1995, de 10 de 
marzo. 
5. La estructura, cuantía y condiciones de las retribuciones básicas y de los complementos de destino en el sistema de Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, serán las que correspondan al Cuerpo de pertenencia. 
6. Sin perjuicio de la competencia y funciones del Registro Central de Personal, existirá un Registro integrado del personal inspector 
constituido por la totalidad de las plazas existentes para cada uno de los Cuerpos con funciones inspectoras en las respectivas relaciones 
de puestos de trabajo de las Administraciones a las que pertenezcan aquellas. 
Dicho registro se elaborará y actualizará por el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, al que se refiere el 
artículo 27 de la Ley 23/2015, de 21 de julio. A tal fin, por acuerdo entre este Organismo y las Administraciones Públicas que hayan 
asumido el traspaso de la función pública inspectora, se determinará la información que hayan de facilitar las diferentes 
Administraciones sobre las características de dichas plazas y la precisa sobre su cobertura, así como la forma de facilitar dicha 
información. 
 
Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
Artículo 5. Personal de apoyo del sistema. 
Conforme al artículo 2 de la Ley ordenadora, la Administración General del Estado adscribirá al sistema de Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social el personal de nivel superior, técnico, administrativo y subalterno necesario para el desarrollo de la asistencia técnica 
y el apoyo administrativo a la función inspectora y para el funcionamiento de los servicios. 
 
Artículo 6. Locales y medios materiales. 
1. La Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social gestionará los recursos informáticos del sistema, que 
comprenderá los sistemas lógicos y físicos necesarios, así como las conexiones informáticas y el sistema de comunicaciones entre la 
Autoridad Central y la organización territorial del sistema de inspección. 
El tratamiento informático de la actividad del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social se realizará a partir de una única 
base de datos que garantice su homogeneidad y su explotación estadística, conforme a lo previsto en el artículo 18.3.8 de la Ley 
Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que recibirá los datos de todas las actuaciones inspectoras debidamente 
clasificados. 
2. La base general de datos del sistema de inspección y sus aplicativos de explotación, radicará en la Oficina de la Autoridad Central, 
a la que corresponderá su gestión, desarrollo y modificación. Cada Administración autonómica accederá a los datos sobre materias de 
su competencia, pudiendo disponer las modificaciones de la base de datos y de los aplicativos, en la forma que se acuerde. 
3. En los acuerdos previstos en el artículo 17 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá establecerse 
que cada Comunidad Autónoma facilite a la Inspección las conexiones informáticas necesarias para el ejercicio de la función 
inspectora, la forma de acceso a la información relativa a su competencia y cuantos otros extremos se convengan. 
4. Las actuaciones y comprobaciones inspectoras podrán servirse de los medios informáticos, a cuyo fin dispondrán de acceso a los 
datos y antecedentes obrantes en la Administración pública cuando tengan relevancia para la función inspectora, en la forma 
establecida en la legislación y en este Reglamento. En particular se explotarán informáticamente las colaboraciones establecidas en el 
apartado 2 del artículo 9 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y en el artículo 79 del texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio. 
 
TÍTULO II Del funcionamiento y actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
CAPÍTULO I Funciones y obligaciones de los funcionarios del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Sección 1.ª Facultades de los inspectores y de los subinspectores 
 




Artículo 7. Facultades de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
1. En el ejercicio de su función, los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social están facultados, en los términos del artículo 5 de la 
Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, para: 
1.º Entrar libremente, sin previo aviso y en cualquier momento, en todo centro o lugar de trabajo sujeto a inspección y a permanecer 
en ellos, respetando en todo caso la inviolabilidad del domicilio. Tal facultad alcanza a cuantos funcionarios públicos acompañen al 
inspector en su gestión comprobatoria. 
2.º La comunicación de la presencia inspectora, establecida en el artículo 5.1 de la citada Ley ordenadora podrá efectuarse al inicio 
de la visita de comprobación o con posterioridad a dicho inicio, si así conviniere. Cuando la actuación lo requiera, el inspector actuante 
podrá requerir la inmediata presencia de quien esté al frente del centro en el momento de la visita. 
3.º Hacerse acompañar durante la visita por las personas a que se refiere el artículo 5.2 de la Ley ordenadora. 
4.º Proceder a practicar cualquier diligencia de investigación, examen o prueba que consideren necesario a fin de comprobar el 
cumplimiento de las disposiciones aplicables en los términos del artículo 5.3 de la citada Ley ordenadora. 
5.º Recabar y obtener la información, datos o antecedentes con trascendencia para la función inspectora, en materia relativa al régimen 
económico de la Seguridad Social, en los supuestos y respecto de los obligados referidos en el artículo 11.2 de la Ley Ordenadora de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Dicha información se recabará mediante requerimiento escrito del inspector que dirija las actuaciones. Cuando el requerimiento se 
formule a entidades que desarrollen actividades bancarias o de depósito de fondos, y se refiera a identificación de pagos efectuados 
con cargo a cuentas, depósitos o fondos de cualquier clase, el requerimiento se autorizará previamente por la Autoridad Central de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que podrá delegar en el Jefe del órgano inspector. Tales requerimientos señalarán un plazo 
para su cumplimentación no inferior a quince días ; especificarán los datos, antecedentes o información solicitados, período de tiempo 
a que se refieran y la identidad de los sujetos de la acción inspectora. La información será facilitada por la entidad requerida mediante 
certificación de la misma o mediante acceso del inspector actuante a los datos solicitados en las dependencias de aquélla, según se 
determine en el requerimiento, levantándose testimonio escrito en el segundo supuesto. 
6.º Adoptar cualesquiera de las medidas a que se refieren los artículos 7 de la Ley ordenadora y 25 de este Reglamento. 
7.º Adoptar, en su caso, las medidas cautelares que considere oportunas a que se refieren el apartado 4 del artículo 5 de la Ley 
Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y el artículo 19 de este Reglamento. 
8.º Y, en general, ejercer las demás facultades señaladas en los artículos 5, 7 y concordantes de la Ley Ordenadora de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. 
2. Corresponde asimismo a los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, conforme al artículo 14 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, 
la dirección y supervisión técnica de la actividad de los Subinspectores Laborales, así como el visado de sus actas cuando proceda. 
 
Se modifica el apartado 2 por el art. 1.2 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
Artículo 8. Facultades de los Subinspectores Laborales. 
1. Los Subinspectores Laborales están facultados para desarrollar las funciones inspectoras y ejercer las competencias atribuidas por 
el artículo 14. 2 y 3 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, bajo la dirección y supervisión técnica del Inspector de Trabajo y Seguridad 
Social responsable de la unidad, grupo o equipo al que estén adscritos. 
Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, las funciones de los Subinspectores Laborales se desarrollarán en el seno de los 
equipos de inspección. 
2. Conforme a lo establecido en el artículo 14. 2 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, corresponde a los Subinspectores Laborales 
pertenecientes a la Escala de Empleo y Seguridad Social, actuar en las siguientes materias: 
a) La comprobación del cumplimiento en la contratación de las normas en materia de empleo, acceso al empleo, bonificaciones, 
reducciones, subvenciones, ayudas y demás incentivos o medidas para el fomento del empleo o la formación profesional para el 
empleo. 
b) La comprobación del cumplimiento de las normas que prohíben la admisión al trabajo a los menores de dieciséis años. 
c) La comprobación del cumplimiento de la normativa sobre modalidades contractuales, contratos de duración determinada y 
temporales a fin de determinar los supuestos de utilización de dichas modalidades contractuales en fraude de ley o respecto a personas, 
finalidades, supuestos y límites temporales distintos de los previstos legal o reglamentariamente, o mediante convenio colectivo 
cuando dichos extremos puedan ser determinados por la negociación colectiva. 
d) La comprobación del cumplimiento de las normas en materia de campo de aplicación, inscripción de empresas, afiliación, altas y 
bajas de trabajadores, cotización y recaudación del Sistema de la Seguridad Social, así como las de colaboración obligatoria de las 
empresas en la gestión de la Seguridad Social, y las de obtención, percepción y disfrute de prestaciones de la Seguridad Social, 
incluidas las de desempleo y las de cese de actividad. 
e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa sobre trabajo de extranjeros en España. 
f) La colaboración en la investigación y señalamiento de bienes susceptibles de embargo para la efectividad de la vía ejecutiva y la 
identificación del sujeto deudor, o de los responsables solidarios o subsidiarios cuando proceda, en todos aquellos casos que hagan 
referencia o afecten al cumplimiento de las normas del orden social. 
g) El asesoramiento a los empresarios y trabajadores en orden al cumplimiento de sus obligaciones con objeto de facilitarles un mejor 
cumplimiento de las disposiciones del orden social, especialmente a las pequeñas y medianas empresas, en materias propias de su 
ámbito competencial, con ocasión del ejercicio de su función inspectora. 
h) Cuantas otras funciones de similar naturaleza les fueren encomendadas por los responsables de la unidad, grupo o equipo a que 
estén adscritos para el desarrollo de los cometidos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el marco de sus competencias. 
3. Conforme a lo establecido en el artículo 14.3 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, corresponde a los Subinspectores Laborales 
pertenecientes a la Escala de Seguridad y Salud Laboral actuar en las siguientes materias: 
a) La comprobación del cumplimiento y control de la aplicación de la normativa de prevención de riesgos laborales en los aspectos 
que afecten directamente a las condiciones materiales de trabajo, en particular, las siguientes: 
1.º) Las características y condiciones de utilización de los locales e instalaciones, así como las de los equipos, herramientas, productos 
o substancias existentes en el centro de trabajo. 
2.º) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus correspondientes intensidades, 
concentraciones o niveles de presencia. 
3.º) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación de riesgos para la 
seguridad o salud de los trabajadores. 
4.º) Las características y utilización de las medidas de protección, tanto colectiva como individual. 
5.º) La realización de los reconocimientos médicos y su adecuación a los protocolos sanitarios específicos de vigilancia de la salud, 
establecidos en el artículo 37.3.c) del Reglamento de los servicios de prevención, aprobado por el Real Decreto 39/1997, de 17 de 
enero. 




6.º) La adaptación de los puestos de trabajo a las exigencias de naturaleza ergonómica. 
7.º) Aspectos relativos al cumplimiento de las obligaciones de formación e información a los trabajadores, así como de las obligaciones 
derivadas de los planes de prevención, evaluaciones de riegos y planificaciones de la actividad preventiva, estudios y planes de 
seguridad y salud, coordinación de actividades empresariales, y otras cuestiones documentales siempre que afecten directamente a las 
condiciones materiales de trabajo cuya comprobación tienen encomendada. 
b) La vigilancia del cumplimiento de la normativa jurídico-técnica con incidencia en materia de prevención de riesgos laborales. 
c) Programas de actuación preventiva de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social derivados del análisis de la siniestralidad laboral. 
d) La información y asesoramiento a empresarios y trabajadores, con ocasión del ejercicio de su función inspectora, sobre la forma 
más efectiva de cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales, especialmente a las pequeñas y medianas empresas. 
e) Cuantas otras funciones de análoga naturaleza les fuesen encomendadas por los responsables de la unidad, grupo o equipo a que 
estén adscritos para el desarrollo de los cometidos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el marco de sus competencias. 
4. De conformidad con los principios de trabajo programado y en equipo que ordenan la organización y desarrollo de la actividad del 
Sistema de Inspección de acuerdo con el artículo 2. f) de la Ley 23/2015, de 21 de julio, los Subinspectores Laborales actuarán 
preferentemente en el marco de la actividad programada en las materias de su competencia establecidas para cada Escala en los 
números anteriores, y en cumplimiento de los servicios encomendados conforme a lo previsto en los artículos 23 y 26 del presente 
Reglamento. 
A tal fin su actuación se realizará preferentemente en el marco de la unidad equipo o grupo al que estén adscritos, pudiendo también 
desarrollar la misma en apoyo y colaboración con un Inspector de Trabajo y Seguridad Social. En este último caso, la dirección 
operativa y técnica de la actuación recaerá en el Inspector. 
5. En ejecución de las órdenes de servicio recibidas para el desempeño de sus funciones, los Subinspectores Laborales, que tendrán la 
consideración de agentes de la autoridad, están facultados para proceder en la forma establecida en los apartados 1 a 4 del artículo 13 
de la Ley 23/2015, de 21 de julio. 
6. Cuando como consecuencia de su actuación los Subinspectores Laborales de cada Escala, observaran incumplimientos normativos 
conexos con las materias en las que tienen atribuidas competencias, lo comunicarán por escrito al Jefe de Equipo o Inspector bajo 
cuya dirección técnica actúen, con expresión de los hechos y circunstancias concurrentes. 
 
Se modifica por el art. 1.3 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
Sección 2.ª Deberes de los inspectores y de los subinspectores 
 
Artículo 9. Obligaciones. 
1. Los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social servirán con objetividad los intereses generales y actuarán de 
acuerdo con los principios constitucionales de eficacia y jerarquía, con sometimiento pleno a la ley y al derecho, y con sujeción a los 
criterios técnicos y directrices establecidos por las autoridades competentes. 
2. En el ejercicio de sus funciones, y sin merma de su autoridad ni del cumplimiento de sus deberes, observarán la máxima corrección 
con los ciudadanos, y procurarán perturbar en la menor medida posible el desarrollo de las actividades de los inspeccionados. 
3. En las visitas de inspección, el funcionario actuante deberá identificarse documentalmente y comunicar su presencia al empresario, 
a su representante, o persona inspeccionada, a menos que considere que dicha comunicación o identificación pueden perjudicar el 
éxito de sus funciones. 
Asimismo, solicitarán la presencia de los representantes de los trabajadores cuando así lo aconseje la índole de la actuación a realizar 
de acuerdo con las instrucciones que se dicten al respecto. 
Cuando afecte a materia de seguridad y salud en el trabajo, el Inspector de Trabajo y Seguridad Social o Subinspector de Seguridad y 
Salud Laboral actuará conforme establece el artículo 40. 2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
4. Los funcionarios de la Inspección, con ocasión de sus visitas a los lugares de trabajo, prestarán la debida atención a las observaciones 
que les sean formuladas por los representantes de los trabajadores. 
 
Se modifica el apartado 3 por el art. 1.4 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
Artículo 10. Deber de sigilo profesional. 
1. Los funcionarios del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social deberán guardar secreto respecto de los asuntos que 
conozcan por razón de su cargo, así como sobre los datos, informes, origen de las denuncias o antecedentes de que hubieren tenido 
conocimiento en el desempeño de sus funciones, en los términos del artículo 12 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social. 
2. El personal sin funciones inspectoras que preste servicios en órganos y dependencias del sistema de inspección queda sujeto a los 
mismos deberes de sigilo acerca de lo que conozca por razón de su puesto de trabajo. 
 
Artículo 11. Incompatibilidad, abstención y recusación de inspectores y subinspectores. 
1. Los funcionarios del sistema de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social quedan afectados por el régimen general de 
incompatibilidades de la función pública. 
En razón a su función, los inspectores y subinspectores no podrán tener interés directo ni indirecto en empresas o grupos de empresas 
objeto de su actuación, ni asesorar o defender a título privado a personas físicas o jurídicas con actividades susceptibles de la acción 
inspectora; se abstendrán en todo asunto en que concurra interés para la asociación o sindicato de su afiliación. 
2. Con independencia de lo establecido en el apartado anterior, los inspectores que ocupen puestos con funciones resolutorias de 
expedientes sancionadores o liquidatorios, quedan incompatibilizados para la práctica de actas de infracción o de liquidación en la 
materia que corresponda directamente a las referidas funciones. 
3. Los funcionarios a que se refiere el apartado 1 se abstendrán de intervenir en actuaciones inspectoras, comunicándolo a su superior 
inmediato, cuando concurra cualquiera de los motivos a que se refiere el artículo 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
abstención y la recusación de funcionarios a que se refiere el artículo 29 de la citada Ley, se resolverán por el respectivo Jefe de la 
Inspección provincial, salvo que afecte a éste o a un Director territorial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en que 
corresponderá a su Autoridad Central. 
 
Se anula el inciso destacado del apartado 1 por Sentencia del TS de 10 de febrero de 2003.  
 
Artículo 12. Carácter y acreditación de los funcionarios. 




1. En el ejercicio de su función, los inspectores de Trabajo y Seguridad Social tienen el carácter de autoridad pública y los 
subinspectores de Empleo y Seguridad Social el de agentes de la autoridad, conforme a lo establecido en los artículos 5 y 8 de la Ley 
Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social tienen el carácter de autoridad competente a los efectos de lo establecido en el 
artículo 8, apartado 1, de la Ley Orgánica de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia 
imagen, en los términos del artículo 6.3 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
3. Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social y los subinspectores de Empleo y Seguridad Social serán provistos de un documento 
oficial que acredite su condición, que será expedido por la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Los 
sujetos inspeccionados tienen derecho a recabar su acreditación en las visitas de inspección a sus locales o centros. 
 
Artículo 13. Colaboración y auxilio a la función inspectora. 
1. De conformidad con el artículo 9 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, las autoridades, cualquiera 
que sea su naturaleza, los jefes o encargados de cualesquiera oficinas públicas y quienes ejerzan funciones de tal carácter, deberán 
prestar a los funcionarios de dicha Inspección el apoyo y colaboración que precisen en el ejercicio de su función. 
Si así no lo hicieran, el respectivo Jefe de la Inspección provincial o, en su caso, la autoridad competente trasladará lo actuado a los 
Servicios Jurídicos de la Administración competente a sus efectos. 
2. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad prestarán auxilio y colaboración a los inspectores de Trabajo y Seguridad Social y 
subinspectores de Empleo y Seguridad Social, cuando sean requeridos por éstos para el ejercicio de sus cometidos, en los términos 
del artículo 9.4 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y del artículo 10.5 del Reglamento general 
sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas 
de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo. 
En los acuerdos bilaterales a que se refiere este Reglamento podrán establecerse reglas específicas de colaboración en lo que concierne 
a los Cuerpos de Policía dependientes de las Comunidades Autónomas. 
 
CAPÍTULO II Actuaciones en el sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Sección 1.ª Disposiciones comunes 
 
Artículo 14. Principios generales de actuación. 
1. La actividad inspectora responderá al principio de trabajo programado, sin perjuicio de la que exijan necesidades sobrevenidas o 
denuncias. La actividad inspectora responderá a los programas de objetivos generales y territoriales establecidos conforme a este 
Reglamento. 
2. Los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social adecuarán su actividad a dichos programas de actuación, a los que 
se sujetará la iniciativa de los inspectores en los términos del artículo 22 del presente Reglamento. 
 
Artículo 15. Modalidades de actuación. 
1. En desarrollo del artículo 14 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, los funcionarios de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social desarrollarán sus actuaciones inspectoras y de asistencia técnica, mediante las siguientes modalidades: 
a) Visita a los centros y lugares de trabajo, con la personación del funcionario actuante en el centro o lugar de trabajo, sin necesidad 
de aviso previo, pudiendo efectuarse por un único funcionario o conjuntamente por varios. Podrá efectuarse más de una visita sucesiva. 
Cuando iniciadas actuaciones mediante visita, no sea posible o no tenga objeto su continuidad en el centro visitado, podrá continuarse 
en la forma establecida en el apartado siguiente. 
b) Comparecencia de los sujetos obligados ante el funcionario actuante en la oficina pública que éste señale, en virtud de 
requerimiento, con o sin aportación de información documental o en soporte informático, en su caso, con expresión en el requerimiento 
de la documentación que deba ser objeto de presentación. El requerimiento será escrito y notificado directamente con ocasión de visita 
al centro de trabajo, o por cualquier forma de notificación válida. Cuando el requerimiento se formule por un equipo, determinará el 
inspector o subinspector ante el que haya de comparecer el sujeto requerido. 
c) Comprobación de datos o antecedentes que obren en las Administraciones públicas; a tal fin, la Inspección podrá acceder a tales 
datos y antecedentes, proceder a cruces informáticos y solicitar antecedentes o información que permita comprobar el cumplimiento 
de la normativa aplicable. Si de su examen se dedujeran indicios de incumplimiento, podrá procederse en la forma dispuesta en los 
apartados anteriores al objeto de completar la comprobación. Podrán valorarse también los datos o antecedentes que le suministren 
otras Administraciones públicas de la Unión Europea. 
d) Expediente administrativo, cuando de su contenido se dedujeran los elementos suficientes de comprobación y de convicción para 
iniciar y concluir la actuación inspectora. 
2. Las actuaciones inspectoras, cualquiera que sea la modalidad con que se inicien, podrán proseguirse o completarse sobre el mismo 
sujeto con la práctica de otra u otras formas de actuación de las definidas en el apartado anterior, si se estiman necesarias para la 
culminación de la comprobación. 
3. Las funciones de arbitraje, mediación y conciliación contempladas en el artículo 3.3 de la Ley ordenadora antes citada, se 
desarrollarán en los locales y en la forma que, para cada caso, se establezca o se acuerde entre el funcionario actuante y las partes en 
conflicto. 
 
Se modifica el apartado 1 c) por el art. único .1 del Real Decreto 107/2010, de 5 de febrero.  
 
Artículo 16. Número de funcionarios actuantes. 
1. Las actuaciones inspectoras podrán efectuarse por un sólo funcionario o por varios, bajo el principio de unidad de acción, tal y 
como establece el artículo 14 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. En las actuaciones en equipo desarrolladas por inspectores y subinspectores, el inspector que las dirija distribuirá los cometidos 
entre los participantes según su especialización y las funciones del Cuerpo de su pertenencia. En las actuaciones colectivas de 
inspectores de Trabajo y Seguridad Social, el que se encuentre al frente coordinará la actuación del conjunto. 
3. En las actuaciones inspectoras con la participación de funcionarios públicos de otros Cuerpos, en virtud de la colaboración prevista 
en el artículo 9 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, los mismos dispondrán de las facultades comprobatorias propias de los 
inspectores en las misiones que se les encomienden, incurriéndose en obstrucción si se les impidiera o perturbara en su ejercicio. 
 
Artículo 17. Duración de las actuaciones. 
1. Las actuaciones comprobatorias de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social a un mismo sujeto no podrán dilatarse por un 
tiempo superior a nueve meses continuados, salvo que la dilación sea imputable al sujeto a inspección o a las personas dependientes 




del mismo. No obstante, podrá ampliarse, con el alcance y requisitos que se indican a posteriori, por otro periodo que no excederá de 
nueve meses, cuando concurran las siguientes circunstancias: 
a) Cuando las actividades de inspección revistan especial dificultad y complejidad. Se entiende que se produce atendiendo al volumen 
de operaciones de la persona o de la entidad o por la dispersión geográfica de sus actividades. 
b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto inspeccionado ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna 
de sus actividades o de las personas que las desempeñen. 
c) Cuando la actuación inspectora requiera de cooperación administrativa internacional. 
Todo ello conforme al artículo 14 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Para la ampliación del plazo de actuaciones inspectoras, con arreglo al artículo 14.2.a) de la Ley 42/1997 se entenderán como supuestos 
de especial dificultad y complejidad: 
1) Cuando por el volumen de documentación a analizar, y el número de las personas que deben ser investigadas o entrevistadas así lo 
requieran. 
2) Cuando se esté ante un grupo de empresas vinculadas entre sí y sea preciso realizar actuaciones sobre las diversas empresas que 
componen dicho grupo o estructura empresarial, o ante supuestos de sucesión de empresa. 
3) Cuando se trate de hechos, actos, elementos, actividades, explotaciones y otras circunstancias que se lleven a cabo fuera del territorio 
donde radique el órgano actuante, y le exija a éste la realización de actuaciones de comprobación fuera de dicho ámbito territorial. 
4) Por el incumplimiento de las obligaciones laborales, fiscales, contables, registrales o de seguridad social, o por la desaparición o 
falta de los libros o registros que supongan una mayor dificultad de comprobación e investigación. 
5) Cuando se lleven a cabo actuaciones e investigaciones a los sujetos responsables de obligaciones laborales o de seguridad social 
basadas en su posible intervención en redes, tramas o actuaciones tendentes a la defraudación al Sistema de la Seguridad Social, en 
aras a la obtención de bonificaciones, subvenciones, prestaciones así como a la simulación de la relación laboral o la obtención 
fraudulenta de autorizaciones de residencia y trabajo de extranjeros no comunitarios. 
6) Cuando en la comprobación se constate la presencia de empresas que están vinculadas entre sí y que participen en la producción, 
ejecución o distribución de un determinado bien o servicio, teniendo presente que la actuación inspectora se dirige a la comprobación 
de las distintas fases que intervienen en la producción, ejecución o distribución. 
En la ampliación del plazo del supuesto contemplado en el artículo 14.2. b) de la Ley 42/1997, se entenderá que el sujeto inspeccionado 
ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna de sus actividades o de las personas que las desempeñen, en el supuesto de que no 
se hayan declarado a la Administración Laboral o de la Seguridad Social competente o que éstas sean distintas a las declaradas por 
aquél. 
2. En el caso de que se estime que concurre alguna circunstancia que justifique la ampliación en la duración de la actuación inspectora 
previa al procedimiento sancionador o liquidatorio, será el Director de la Dirección Especial de Inspección adscrita a la Autoridad 
Central, en su caso, o el Director Territorial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social o el Jefe de la Inspección Provincial de 
Trabajo y Seguridad Social, o el equivalente en aquellas Comunidades Autónomas que hayan recibido un traspaso de funciones y 
servicios en materia de Función Pública Inspectora, una vez que hayan transcurrido cuatro meses desde el inicio de las actuaciones de 
inspección, el que notificará al sujeto objeto de inspección y le otorgará un plazo de quince días desde la notificación de la apertura 
de dicho plazo, para que efectúe, si lo estima pertinente, las alegaciones oportunas. Tras ello, se notificará al sujeto investigado el 
sentido de la resolución, no cabiendo recurso alguno contra dicho acto, todo ello sin perjuicio de las alegaciones y recursos que puedan 
efectuarse posteriormente, tanto en vía administrativa como jurisdiccional, en el caso de que se iniciase procedimiento sancionador o 
liquidatorio. 
En la notificación se indicará el periodo de tiempo por el que se amplía el plazo, que no podrá exceder de nueve meses, y deberá 
motivarse adecuadamente la razón para la autorización de dicha ampliación del plazo. 
3. Para el cómputo del plazo de nueve meses o dieciocho meses a que se refiere el apartado anterior se aplicarán las reglas siguientes: 
a) Cuando la actuación se inicie mediante visita a centro o lugar de trabajo, el cómputo se iniciará a partir de la fecha de la primera 
visita efectuada, según diligencia extendida en el Libro de Visitas. 
b) Si la actuación comienza por requerimiento de comparecencia, el cómputo se iniciará desde la fecha de la efectiva comparecencia 
del sujeto obligado requerido con aportación, en su caso, de la totalidad de la documentación requerida, con trascendencia en la 
actuación inspectora, circunstancia que se reseñará en el Libro de Visitas. 
c) Si iniciada visita de inspección a un centro o lugar de trabajo no fuese posible concluir la comprobación por falta de aportación de 
los antecedentes necesarios, o por ausencia o negativa a declarar de persona afectada por las comprobaciones, el funcionario actuante 
podrá requerir en la forma dispuesta en el párrafo b) del apartado 1 del artículo 15 de este Reglamento, en cuyo caso el cómputo se 
iniciará desde el momento de la comparecencia en las condiciones señaladas en el párrafo anterior. 
4. Las actuaciones comprobatorias seguidas a un mismo sujeto, una vez iniciadas, no podrán interrumpirse por tiempo superior a cinco 
meses, salvo que la interrupción sea causada por el sujeto inspeccionado o personas de él dependientes. 
5. Para el cómputo de los plazos señalados en este artículo, en ningún caso se considerará incluido el tiempo transcurrido durante el 
plazo concedido al sujeto obligado en los supuestos de formularse requerimientos de subsanación de incumplimientos previos por 
parte del órgano inspector. 
6. Con independencia de su duración y modalidades aplicadas, las comprobaciones sobre el sujeto inspeccionado correspondientes a 
una actuación inspectora se consignarán mediante diligencia en el Libro de Visitas, cuya copia obrará en los archivos de la Inspección, 
y tendrán el carácter de antecedente para sucesivas actuaciones que se realicen al mismo sujeto. 
 
Se modifica por la disposición final 2 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se modifican los apartados 1 y 3 por el art. único del Real Deccreto 107/2010, de 5 de febrero.  
 
Artículo 18. Continuidad de las actuaciones inspectoras. 
1. Las actuaciones inspectoras se llevarán a cabo, hasta su conclusión, por los inspectores o subinspectores que las hubiesen iniciado. 
En caso de cese, traslado, enfermedad u otra causa concurrente en dichos funcionarios, su superior jerárquico podrá encomendarlas a 
otro funcionario, notificándolo al sujeto inspeccionado. 
2. Iniciadas actuaciones inspectoras, el respectivo Jefe de Inspección provincial podrá disponer, en cualquier momento, la 
incorporación de otro u otros funcionarios cuando su dificultad o duración lo aconseje. 
3. Si en el curso de las actuaciones, el actuante incurriese injustificadamente en demora, su actuación no respondiese al nivel técnico 
exigible, se desviase manifiestamente de las normas e instrucciones que rigen la función inspectora, o incurriere en causa de 
abstención, el Jefe de Inspección provincial le relevará de dicho asunto por otro funcionario, comunicándolo al sujeto inspeccionado. 
 
Artículo 19. Adopción de medidas cautelares. 
1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley ordenadora, adoptar las medidas que 
juzgue adecuadas para impedir que se le oculten o desaparezcan pruebas materiales, se destruyan o alteren los libros, documentos, 




material informatizado y demás antecedentes sujetos a examen, a cuyo efecto, dicha Inspección podrá recabar de las autoridades 
competentes y de sus agentes el auxilio y colaboración precisos. 
2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social reflejará las medidas cautelares adoptadas, con reseña de los materiales a que afecte, 
en diligencia en el Libro de Visitas o, en su defecto, por otro medio escrito y fehaciente notificado al interesado. 
 
Artículo 20. Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
En cada actuación sobre el inspeccionado, los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social extenderán diligencia en 
el Libro de Visitas de la Inspección que debe existir en cada centro de trabajo a su disposición, ocupe o no trabajadores por cuenta 
ajena, con sujeción a las normas reguladoras de dicho Libro. 
Las medidas de advertencia, recomendación o requerimiento efectuadas por los funcionarios de dicha inspección, podrán formalizarse 
documentalmente mediante diligencia en el Libro de Visitas. 
 
Artículo 21. Capacidad de obrar ante la inspección. 
1. La capacidad de obrar ante la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y su acreditación se rige por las normas de derecho privado. 
Las personas jurídicas, de naturaleza pública o privada, actuarán por medio de quienes, al tiempo de la actuación inspectora, ocupen 
los órganos de su representación o la tengan conferida, siempre que lo acrediten con arreglo a derecho. 
2. Las actuaciones inspectoras se seguirán con los sujetos obligados, que podrán actuar por medio de representante debidamente 
acreditado ante el funcionario actuante, con el que se entenderán las sucesivas actuaciones. El representante no podrá eludir la 
declaración sobre hechos o circunstancias con transcendencia inspectora que deban ser conocidos por el representado. 
La actuación mediante representante sin capacidad o insuficientemente acreditado se considerará incomparecencia, cuando se haya 
solicitado la personación del sujeto obligado. Se presumirá otorgada autorización a quien comparezca ante la Inspección para actos 
de mero trámite que no precisen poder de representación del sujeto obligado. 
3. En las actuaciones inspectoras relacionadas con los trabajadores, se estará, a efectos de su representación colectiva, a lo dispuesto 
en la normativa específica sobre representación por los órganos unitarios y sindicales, sin perjuicio de la capacidad individual de obrar 
que corresponda a cada trabajador. 
 
Sección 2.ª Actuaciones de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social 
 
Artículo 22. Formas de actuación de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social actuarán de conformidad a lo establecido en el artículo 13.1 de la Ley Ordenadora 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. La actuación por orden superior se formalizará mediante orden emitida conforme al artículo siguiente, y se expedirá en todos los 
supuestos a que se refiere el artículo 9.1 del Reglamento General sobre procedimientos para la imposición de sanciones por 
infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social aprobado por Real Decreto 928/1998, 
de 14 de mayo. 
3. La actuación por propia iniciativa de los inspectores se sujetará a criterios de eficacia y de oportunidad, acomodándose a la 
programación vigente en la inspección de su destino. 
4. Cuando la actuación sea consecuencia de denuncia, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social iniciará, una vez recibida aquélla, 
las correspondientes actuaciones de comprobación e investigación si concurrieren indicios suficientes de veracidad o exactitud en los 
hechos denunciados. A tal fin, podrá solicitar al denunciante su comparecencia para ratificar, ampliar o concretar el contenido de la 
denuncia. 
 
Artículo 23. Órdenes de servicio. 
1. El señalamiento de actuaciones concretas a los inspectores y a los equipos de Inspección se materializará en órdenes de servicio, 
en los supuestos a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior. 
2. Las órdenes de servicio se expedirán por el respectivo Jefe o Jefe adjunto de la Inspección Provincial, o por los de sus unidades 
especializadas en su área funcional. Las órdenes de servicio se formularán por escrito y contendrán los datos de identificación del 
servicio encomendado, en la forma que se disponga. 
3. El inspector o equipo destinatario de una orden de servicio, sin perjuicio de adoptar las medidas que procedan, emitirá informe 
comprensivo del resultado de la actuación encomendada una vez finalizada. 
4. Cuando el Inspector o el Subinspector actúen en virtud de un servicio encomendado para la realización de una o varias actuaciones 
específicas, no serán exigibles otras distintas de las necesarias para la consecución de aquel. No obstante, si el Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social o el Subinspector de Seguridad y Salud Laboral en el transcurso de la visita apreciaran de manera directa, evidencia 
manifiesta de un riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores, podrán adoptar, entre otras medidas, la 
paralización inmediata de tales trabajos o tareas, conforme a lo establecido en el artículo 44 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre. 
 
Se modifica el apartado 4 por el art. 1.5 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
Se añade el apartado 4 por la disposición adicional 1 del Real Decreto 689/2005, de 10 de junio.  
 
Artículo 24. Autonomía técnica y funcional de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
1. Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social están facultados para el desempeño de todas las competencias que la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social tiene atribuidas en el artículo 3 de la Ley 42/1997, y en su ejercicio disponen de la autonomía técnica y 
funcional reconocida en el artículo 6 de aquélla. Dicha autonomía se fundamenta en la objetividad y rigor técnico de cada actuación, 
en el respeto a los principios de eficacia y jerarquía que se materializan en las instrucciones y criterios técnicos establecidos en el 
marco del artículo 18.3, apartados 7 y 12, de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. La autonomía técnica no exime al inspector de su obligación de actuación cuando corresponda, de cumplimentar en plazo las 
órdenes de servicio que se le encomienden, ni de los controles que se establezcan en cuanto a rendimiento, cumplimiento de objetivos 
y adecuación de su actuación a las normas, criterios e instrucciones aplicables. 
3. Los Jefes de las Inspecciones provinciales y de sus unidades especializadas corregirán las desviaciones a los principios anteriores. 
 
Artículo 25. Medidas derivadas de la actividad de los inspectores. 
Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social, concluida la actividad comprobatoria en los términos del artículo 7 de la Ley 
Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, podrán adoptar las medidas que autoriza dicho precepto. 
Asimismo, podrán tomar las iniciativas que procedan para el requerimiento o propuesta de liquidación de cuotas conforme a la 
legislación reguladora de la Seguridad Social, proponer al órgano correspondiente que exija la devolución de lo indebidamente 
percibido por prestaciones o ayudas en fraude, e instar la actuación del Ministerio Fiscal si hubiere lugar y por el cauce establecido. 





Sección 3.ª Actuaciones de los Subinspectores Laborales 
 
Se modifica por el art. 1.6 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
Artículo 26. Actuaciones de los Subinspectores Laborales. 
1. Los Subinspectores Laborales en los términos del artículo 14 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, actuarán, como norma general, en 
el marco operativo de la unidad, equipo o grupo al que estén adscritos, pudiendo establecerse grupos de Subinspectores para una 
actuación o conjunto de actuaciones concretas. 
2. Las órdenes de servicio encomendadas a cada equipo o grupo responderán a lo establecido en el artículo 23. 
El Inspector que esté al frente de la unidad, equipo, o grupo, distribuirá su ejecución entre los Subinspectores que lo integren, y la 
dirigirá y supervisará por sí mismo o mediante otro Inspector adscrito a la misma unidad organizativa, con sujeción a las instrucciones 
que se establezcan. 
3. La actuación de los Subinspectores Laborales corresponderá a los servicios encomendados conforme al apartado anterior. Dichas 
encomiendas de servicio podrán ser: 
a) Genéricas, para el desarrollo de comprobaciones de su competencia que motiven un conjunto de actuaciones sobre supuestos 
homogéneos programados que afecten a varios sujetos de un mismo sector o zona. 
b) Específicas, para actuaciones concretas sobre sujetos obligados expresamente determinados e individualizados. 
 
Se modifica por el art. 1.7 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
Artículo 27. Medidas derivadas de la actividad de los Subinspectores Laborales. 
1. De conformidad con lo establecido en el artículo 14.5 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, los Subinspectores Laborales de la Escala 
de Empleo y Seguridad Social podrán: 
a) Advertir y requerir al sujeto responsable, en vez de iniciar un procedimiento sancionador, cuando las circunstancias del caso así lo 
aconsejen, y siempre que no se deriven perjuicios directos a los trabajadores o a sus representantes. 
b) Requerir al sujeto responsable para que, en el plazo que se le señale, adopte las medidas en orden al cumplimiento de la normativa 
de orden social, incluso con su justificación ante el funcionario actuante. 
c) Iniciar el procedimiento sancionador mediante la extensión de actas de infracción o de infracción por obstrucción. 
d) Efectuar requerimientos de pago por deudas a la Seguridad Social, así como iniciar expedientes liquidatorios por débitos a la 
Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta o bonificaciones, reducciones y compensaciones indebidas, mediante la práctica 
de actas de liquidación. 
e) Promover procedimientos de oficio para la inscripción de empresas, afiliación y altas y bajas de trabajadores, así como para el 
encuadramiento de empresas y trabajadores en el régimen de la Seguridad Social adecuado, sin perjuicio del inicio del expediente 
liquidatorio a que se refiere el apartado anterior, si procediese. 
f) Instar del correspondiente organismo la suspensión o cese en la percepción de prestaciones sociales, si se constatase su obtención o 
disfrute en incumplimiento de la normativa que las regula. 
g) Informar al órgano competente de los resultados de la investigación para la identificación de los distintos sujetos responsables por 
los incumplimientos de las normas a que se refiere el artículo 12.1 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, incluyendo los supuestos de 
responsabilidad solidaria o subsidiaria, así como para el señalamiento de bienes para la efectividad de la vía ejecutiva. 
h) Informar a los Servicios Públicos de Empleo a efectos del reconocimiento de acciones de orientación, capacitación y formación 
profesional para el Empleo para los trabajadores en situación de trabajo no declarado, empleo irregular u otros incumplimientos 
detectados por la actividad inspectora, de acuerdo con la legislación aplicable. 
i) Adoptar cuantas otras medidas se deriven de la legislación en vigor. 
2. De conformidad con lo establecido en el artículo 14.5 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, los Subinspectores Laborales de la Escala 
de Seguridad y Salud Laboral podrán: 
a) Advertir y requerir al sujeto responsable, en vez de iniciar un procedimiento sancionador, cuando las circunstancias del caso así lo 
aconsejen, y siempre que no se deriven perjuicios directos a los trabajadores o a sus representantes. 
b) Requerir al sujeto responsable para que, en el plazo que se le señale, adopte las medidas en orden al cumplimiento de la normativa 
en materia de prevención de riesgos laborales o subsane las deficiencias observadas, incluso con su justificación ante el funcionario 
actuante. 
c) Iniciar el procedimiento sancionador mediante la extensión de actas de infracción o de infracción por obstrucción. 
d) Ordenar la paralización inmediata de trabajos o tareas por inobservancia de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, de 
concurrir riesgo grave e inminente para la seguridad o salud de los trabajadores. 
e) Adoptar cuantas otras medidas se deriven de la legislación en vigor. 
4. Los Subinspectores Laborales emitirán informe interno sobre los resultados de cada actuación encomendada al que adjuntarán los 
documentos que correspondan; asimismo emitirán los informes y propuestas que procedan, que serán supervisados por el Inspector 
de Trabajo y Seguridad Social que corresponda en aplicación del artículo anterior. 
5. Las actas de infracción y las de liquidación de cuotas que procedan serán practicadas y firmadas por el Subinspector o 
Subinspectores actuantes, con el visado, cuando proceda, del Inspector de Trabajo y Seguridad Social bajo cuya dirección técnica 
actúen. 
Los Subinspectores pertenecientes a la Escala de Empleo y Seguridad Social practicarán, asimismo, las propuestas de liquidación que 
se deriven de su actuación. 
Los Subinspectores pertenecientes a la Escala de Seguridad y Salud Laboral realizarán comunicaciones internas para la adopción, en 
su caso, de las medidas previstas en los apartados 7, 9 y 10 del artículo 22 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, en la forma establecida 
en el Reglamento general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de Orden social y para los 
expedientes liquidatarios de cuotas de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo. 
 
Se modifica por el art. 1.8 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
CAPÍTULO III Principios ordenadores del funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Sección 1.ª Programación de objetivos para la acción inspectora 
 
Artículo 28. Principios básicos. 




1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social programará su actuación según los objetivos que determinen las autoridades 
competentes, y funcionará con sujeción a los principios de concepción institucional única e integral y a los establecidos en el artículo 
103 de la Constitución. Los objetivos para la acción inspectora podrán ser de ámbito general o territorial, en atención a su carácter y 
ámbito espacial de desarrollo. 
2. Los programas generales de objetivos son aquellos cuyo desarrollo comprobatorio afecte a territorios de más de una Comunidad 
Autónoma, en los términos de los artículos 18.3.9 y 21 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Los 
programas territoriales de objetivos son aquellos cuyo desarrollo se limita al territorio de una Comunidad Autónoma, según el artículo 
17 de la Ley ordenadora citada. 
 
Artículo 29. Programas generales de objetivos. 
1. Los programas generales de objetivos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, derivados de las líneas de acción definidas 
por la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales, se elaborarán en la forma siguiente: 
1.º La Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y las Autoridades autonómicas podrán proponer a la 
Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales objetivos de inspección de alcance general. 
2.º Definidos por la Conferencia Sectorial tales objetivos generales, la distribución de sus actuaciones por áreas funcionales se realizará 
por la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social entre las Inspecciones Provinciales agrupadas por Direcciones 
Territoriales, comunicándolo a los Presidentes de las Comisiones Territoriales. Para su seguimiento y evaluación, podrán seleccionarse 
indicadores de cantidad y calidad, de modalidades de fraude, de carácter sectorial, de dimensión o tipo de empresas, u otros que se 
consideren. Asimismo, podrán establecerse procedimientos de seguimiento y para su ajuste o modificación. 
2. Para el cumplimiento de objetivos establecidos por la Unión Europea a través de su Comité de Altos Responsables de la Inspección 
de Trabajo en materias regidas por Directivas europeas, se procederá en la misma forma establecida en el apartado anterior, cuando 
afecte al desarrollo general de la acción inspectora en España. 
3. En los programas generales de objetivos de ámbito supraautonómico de competencia de la Administración General del Estado, se 
procederá de la siguiente forma: 
1.º La Autoridad Central de la Inspección, oídos los órganos interesados, formulará el programa de objetivos de alcance 
supraautonómico, particularmente en materia de régimen económico de la Seguridad Social y de trabajo de extranjeros. 
2.º En lo posible, y sin ruptura de la unidad de acción y de criterio, la Autoridad Central desglosará tales objetivos por Inspecciones 
Provinciales, y lo comunicará, en tal caso, a los respectivos Presidentes de las Comisiones Territoriales a efectos de su consideración 
en los programas territoriales a que se refiere el artículo siguiente. 
 
Artículo 30. Programas territoriales de objetivos. 
1. Con la periodicidad que determine, cada Comisión Territorial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social establecerá el 
programa territorial de objetivos para la actuación de dicha Inspección en su territorio, tanto de competencia autonómica como estatal, 
integrando, en su caso, las previsiones de los planes generales en el desarrollo territorial que corresponda con el debido desglose 
provincial. 
2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, la Autoridad Central de la Inspección comunicará al Presidente de la respectiva 
Comisión Territorial la propuesta de objetivos de desarrollo territorializado de competencia de la Administración General del Estado, 
para su integración en el programa territorial. La autoridad que determine la respectiva Comunidad Autónoma cumplirá el mismo 
cometido en las materias de competencia autonómica. La Comisión Territorial acordará la programación que corresponda. Cuando no 
esté constituida la Comisión Territorial, las funciones de ésta se atribuyen a la Conferencia Sectorial de Asuntos Laborales. 
3. Sin perjuicio de las funciones que corresponden a la Autoridad Central y a las Comisiones Territoriales, los Directores territoriales 
y los Jefes de las Inspecciones provinciales tomarán las medidas para la efectividad de los programas de objetivos que les afecten, y 
efectuarán el seguimiento periódico y sistemático sobre su grado de cumplimiento. 
 
Artículo 31. Criterios de programación de servicios. 
1. En aplicación de los programas de objetivos a que se refieren los artículos 29 y 30, las Inspecciones Provinciales y sus unidades 
especializadas dispondrán la programación interna de sus servicios, en función de su capacidad y medios disponibles y en 
consideración, entre otros, a los factores siguientes: 
a) La trascendencia o repercusión social de los asuntos objeto de la actuación, según los objetivos señalados por aplicación de los 
artículos 29 y 30. 
b) El efecto disuasor que se pretenda obtener con la acción inspectora. 
c) La importancia, tipo y situación del centro o lugar de trabajo, o del sector de actividad. 
d) La incidencia en el régimen económico de la Seguridad Social del volumen de ingresos defraudados. 
e) La incidencia del fraude en las prestaciones sociales. 
f) El volumen de empleo de las empresas o sectores afectados. 
g) La peligrosidad de los riesgos del trabajo y la frecuencia y gravedad de los accidentes de trabajo o enfermedades profesionales. 
h) Los que deriven de necesidades evidenciadas por los agentes sociales, o denoten reiteraciones en las denuncias recibidas. 
2. En el desarrollo temporal de actuaciones, la Inspección Provincial dará preferencia a las originadas por accidentes de trabajo o 
denuncias relativas a riesgos graves e inminentes, las derivadas de órdenes de servicio a las que se confiera carácter urgente y las que 
correspondan a la programación y objetivos establecidos para la correspondiente Inspección Provincial o unidad especializada por la 
respectiva autoridad. 
 
Sección 2.ª Normas de funcionamiento territorial y funcional 
 
Artículo 32. Normas funcionales: unidad de función y especialización. 
1. Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social desarrollarán la totalidad de cometidos que tienen encomendados, bajo las directrices 
técnicas de la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y en dependencia directa de los respectivos Jefes de 
Inspección provincial y, en su caso, Jefes de las unidades especializadas. 
2. Los subinspectores de Empleo y Seguridad Social desarrollarán sus funciones propias en el régimen señalado en el apartado anterior, 
bajo la inmediata dirección técnica y funcional del inspector del que dependan. 
3. Podrá encomendarse a los inspectores de Trabajo y Seguridad Social y a los subinspectores de Empleo y Seguridad Social la 
dedicación preferente a tareas especializadas correspondientes a las áreas funcionales de la acción inspectora que se determinen, 
teniendo en cuenta la capacidad, dimensión y complejidad de cada Inspección Provincial. 
4. La especialización funcional será compatible con la aplicación de los principios de unidad de función y de acto en la actuación 
inspectora, en la forma dispuesta en el artículo 6.2 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y en este 
Reglamento. 





Artículo 33. Normas de distribución territorial. 
1. Los funcionarios y equipos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social ejercerán sus funciones en el territorio al que extienda 
su competencia el órgano inspector de su destino. 
2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social adecuará su organización operativa a la división geográfica y denominaciones que 
tenga establecida cada Comunidad Autónoma, si así se estableciese en el correspondiente acuerdo bilateral de ésta con la 
Administración General del Estado. 
3. Las actuaciones inspectoras sobre empresas o sectores con actividad en el territorio de más de una Comunidad Autónoma, podrán 
ejercerse por la Dirección Especial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, regulada en este Reglamento sin perjuicio, si así 
se determinase, de la colaboración y participación de las Inspecciones Provinciales bajo unidad de acción y de criterio. 
3.bis) En los expedientes de despidos colectivos, suspensión de contratos y reducción de jornada que afecten a centros de trabajo de 
una empresa ubicados en distintas Comunidades Autónomas, el preceptivo informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
será emitido por la Dirección Especial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, quien podrá recabar informe o cualquier tipo 
de colaboración de las estructuras territoriales de la Inspección. Mediante Resolución de la Autoridad Central de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social se podrá adscribir el personal inspector o de apoyo necesario a la Dirección Territorial, para la realización 
de este o de otros cometidos que requieran igualmente unidad y homogeneidad de las actuaciones inspectoras. 
En los expedientes de despidos colectivos, suspensión de contratos y reducción de jornada que afecten a centros de trabajo de una 
empresa ubicados en distintas provincias dentro de la misma Comunidad Autónoma, actuará un solo Inspector de Trabajo y Seguridad 
Social, designado para éste u otros cometidos que igualmente requieran identidad de criterio, por la Autoridad Central de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. 
No obstante, las Comunidades Autónomas que hayan recibido el traspaso de funciones y servicios en materia de Función Pública 
Inspectora referente a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, tendrán capacidad para designar al inspector de Trabajo a quien 
corresponda la realización de las funciones a que se refieren los dos párrafos anteriores. 
4. La Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá disponer actuaciones por funcionarios fuera de los 
límites territoriales de su destino, mediante agregación temporal a la Inspección Provincial correspondiente. 
 
Se añade el apartado 3.bis) por la disposición final 3 del Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre.  
Se modifica el apartado 3 por el art. único del Real Decreto 1125/2001, de 19 de octubre.  
 
Artículo 34. Criterios de distribución funcional. 
En las Inspecciones Provinciales en que, por sus características o volumen de asuntos, se establezcan unidades especializadas para la 
acción inspectora en áreas funcionales, según la correspondiente relación de puestos de trabajo, los funcionarios asignados a las 
mismas dedicarán preferentemente su actividad a las materias correspondientes a tales áreas, en el marco territorial a que se refiere el 
artículo anterior, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 32. Si se establece por acuerdo bilateral, tales estructuras especializadas 
podrán extender su competencia al ámbito territorial autonómico, con el mismo régimen antes indicado. 
 
Artículo 35. Coordinación y colaboración. 
Conforme al artículo 15.1 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y por los cauces que se establezcan, 
los órganos y estructuras territoriales de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social comunicarán entre sí los datos y antecedentes de 
que dispongan con relevancia para la acción inspectora que corresponda a otros ámbitos territoriales. 
 
Sección 3.ª Normas sobre servicios encomendados por las autoridades en el ámbito de sus competencias 
 
Artículo 36. Servicios dispuestos por autoridades de las Comunidades Autónomas. 
1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social cumplimentará los servicios que le encomienden los órganos que señalen las 
Comunidades Autónomas en el ámbito de sus competencias. Bajo la misma dependencia funcional, la Inspección desarrollará los 
cometidos que le corresponden en el ámbito de las competencias autonómicas, aun sin orden o solicitud expresa de actuación concreta. 
2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social emitirá los informes preceptivos o potestativos que le soliciten las autoridades 
autonómicas en materia de la competencia de éstas. Asimismo, la Inspección podrá informar a dichas autoridades en materias de 
competencia estatal, cuando sea de interés al mejor desarrollo de las funciones que correspondan a la Autonomía. 
 
Artículo 37. Servicios dispuestos por Órganos Territoriales de la Administración General del Estado. 
1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social cumplimentará los servicios que, en la esfera de sus competencias, determinen los 
Delegados y Subdelegados del Gobierno. Asimismo, la Inspección facilitará a dichos órganos la información que recaben en cada 
caso y, periódicamente, la que determine su Autoridad Central, dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 35 de la Ley 6/1997, 
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. 
2. La Inspección desarrollará las actuaciones que le sean solicitadas por los órganos territoriales de los Organismos gestores y Servicios 
comunes de la Seguridad Social, Fondo de Garantía Salarial y demás Organismos con funciones en el orden social. 
3. La citada Inspección colaborará con la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en régimen de mutua cooperación. Mediante 
acuerdo de los Ministerios de Economía y Hacienda y de Trabajo y Asuntos Sociales, se establecerán las normas de colaboración y 
coordinación a que se refiere el apartado 2 del artículo 9 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Artículo 38. Servicios dispuestos por Órganos Centrales de la Administración del Estado. 
La Inspección de Trabajo y Seguridad Social cumplimentará los servicios que, por el cauce de la Autoridad Central, le encomienden 
los órganos del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales en el ámbito de la competencia de ejecución de la Administración General 
del Estado, y facilitará la información de carácter general que resulte necesaria para el mejor desarrollo de la función normativa que 
corresponda al Estado. 
 
Artículo 39. Colaboración con la Administración de Justicia. 
1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social emitirá los informes y cumplimentará las solicitudes de actuación que sean formuladas 
por los órganos judiciales, en los términos legalmente establecidos. 
2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal aquellos hechos que conozca en sus 
actuaciones y que pudieran ser constitutivos de delitos públicos, comunicándolo a la autoridad correspondiente. 
 
Artículo 40. Cauce orgánico. 




Sin perjuicio de la dependencia funcional de los inspectores y subinspectores, en los términos del artículo 18.2 de la Ley Ordenadora 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, la ejecución de actuaciones que se encomienden a la Inspección a que se refieren los 
artículos 36 a 39 se producirá por el cauce orgánico natural del respectivo Jefe de Inspección provincial, salvo que la acción a 
desarrollar corresponda a los ámbitos supraprovincial o supraautonómico en que será por conducto del Director territorial o especial, 
respectivamente. 
 
TÍTULO III Organización del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
 
Se deroga por la disposición derogatoria única.1 del Real Decreto 192/2018, de 6 de abril. Esta materia se regula ahora por el citado 
Real Decreto 192/2018, de 6 de abril, por el que se aprueban los estatutos del Organismo Autónomo Organismo Estatal Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social. 
 
 
TÍTULO IV Del régimen de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social de los funcionarios públicos, 
dependientes de las Administraciones Públicas que ejercen labores técnicas en materia de prevención de riesgos laborales, 
para el ejercicio de las funciones a que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 9 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre 
 
Se añade por el art. 1 del Real Decreto 689/2005, de 10 de junio. Hay que tener presente la corrección de errores publicada en BOE 
núm. 205, de 27 de agosto de 2005 y corrección de erratas publicada en BOE núm. 248, de 17 de octubre de 2005. 
 
CAPÍTULO I Requisitos de los funcionarios técnicos para el ejercicio de actuaciones comprobatorias, régimen de habilitación 
y ámbito funcional de dicha actuación 
 
Artículo 59. Requisitos de los funcionarios para el ejercicio de actuaciones comprobatorias. 
1. La colaboración pericial y el asesoramiento técnico a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social por parte de los funcionarios 
públicos, técnicos en prevención de riesgos laborales, dependientes de las Comunidades Autónomas, así como los del Instituto 
Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, en el caso de las Ciudades de Ceuta y Melilla, se desarrollará en los términos que se 
establecen en el artículo 9.2 y 3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
2. Para el ejercicio de dicha colaboración, mediante actuaciones comprobatorias, con el alcance señalado en el artículo 9.3 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, y con capacidad de requerimiento, los funcionarios referidos en el apartado anterior deberán cumplir, 
como mínimo, los requisitos siguientes: 
1.º Contar con la habilitación correspondiente a la que se refiere la disposición adicional decimoquinta de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, en su redacción dada por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del marco 
normativo de prevención de riesgos laborales, y a la que se refiere el artículo siguiente. 
2.º Pertenecer a cuerpos de los grupos A o B. 
3.º Contar con la titulación universitaria y la formación mínima prevista en el artículo 37.2 y 3 del Reglamento de los servicios de 
prevención, aprobado por el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, para poder ejercer las funciones de nivel superior en las 
especialidades y disciplinas preventivas en que estén acreditados a que se refiere dicho reglamento, o haber sido convalidados para el 
ejercicio de tales funciones de nivel superior, conforme a la disposición adicional quinta del mismo reglamento. 
 
Artículo 60. Régimen de habilitación. 
1. La habilitación de dichos funcionarios corresponderá a las respectivas autoridades autonómicas competentes, que la llevarán a cabo 
de acuerdo con el procedimiento y las condiciones establecidos en su propia normativa. Cuando se trate del ejercicio de dichas 
funciones en el ámbito de las Ciudades de Ceuta y Melilla, su habilitación corresponderá a la Autoridad Central de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, a propuesta del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo. 
2. A tales efectos, las autoridades señaladas expedirán el documento oficial que acredite su habilitación. En este documento figurará 
la denominación "técnico habilitado (artículo 9.2 y 3 y disposición adicional decimoquinta de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre)" y 
los sujetos sometidos a actuaciones comprobatorias tendrán derecho a recabar su acreditación en las visitas de comprobación y control 
de las condiciones de seguridad que realicen a sus locales y centros de trabajo. 
3. Para su habilitación regirán las reglas de incompatibilidad establecidas en el artículo 63.3. 
4. La habilitación específica de dichos funcionarios quedará sin efecto cuando lo determine la misma autoridad que la confirió y, en 
todo caso, cuando no concurran o se hayan alterado los requisitos y la aptitud para el desempeño de estas funciones a que se refiere el 
artículo anterior, o se incumplan los deberes previstos en el artículo 63. 
 
 
Artículo 61. Ámbito funcional de las actuaciones comprobatorias de los técnicos habilitados y principios generales de 
actuación. 
1. Las funciones de comprobación y control en las empresas y centros de trabajo estarán referidas a las condiciones de trabajo 
materiales o técnicas de seguridad y salud, conforme al artículo 9.3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, y serán las siguientes: 
a) Las características de los locales e instalaciones, así como las de los equipos, herramientas, productos o substancias existentes en 
el centro de trabajo. 
b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus correspondientes intensidades, 
concentraciones o niveles de presencia. 
c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación de riesgos para la 
seguridad o salud de los trabajadores. 
d) Las características y utilización de los equipos de protección, tanto colectiva como individual. 
e) La realización de los reconocimientos médicos y su adecuación a los protocolos sanitarios específicos de vigilancia de la salud, 
establecidos en el artículo 37.3.c) del Reglamento de los servicios de prevención, aprobado por el Real Decreto 39/1997, de 17 de 
enero. 
f) La adaptación de los puestos de trabajo a las exigencias de naturaleza ergonómica. 
2. Dichos técnicos habilitados, en el ejercicio de tales funciones comprobatorias, actuarán bajo el principio de trabajo programado, 
establecido en el artículo 19.1 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y 
conforme a los planes y programas comunes establecidos por la correspondiente comisión territorial de inspección o del grupo de 
trabajo específico que ésta establezca al efecto. 
 
CAPÍTULO II Facultades y deberes de los técnicos habilitados 





Artículo 62. Facultades de los técnicos habilitados. 
1. Los técnicos habilitados, en el ejercicio de las actuaciones de comprobación y control de las condiciones materiales o técnicas de 
seguridad y salud a las que se refiere el artículo anterior, y en su condición de colaboradores con la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, están facultados para: 
a) Entrar libremente y sin previo aviso en las empresas y centros de trabajo sujetos a dichas actuaciones, en los cuales podrán 
permanecer, sin perjuicio de la inviolabilidad del domicilio. 
b) Hacerse acompañar durante las visitas por los peritos y técnicos de la empresa o habilitados oficialmente que estime necesarios 
para el mejor desarrollo de su actuación, Todo ello sin perjuicio del cumplimento de la obligación establecida en el artículo 63.2.b). 
c) Proceder a practicar cualquier comprobación o realización de examen, medición o prueba que considere necesarios a tales fines. 
d) Recabar información adicional o documental sobre cualquier condición material o técnica sujeta a comprobación. 
e) Obtener información del empresario o del personal de la empresa sobre cualquier asunto relacionado con la comprobación de 
condiciones materiales o técnicas. 
f) Exigir la comparecencia del empresario, de sus representantes y encargados, de los trabajadores o de sus representantes, tanto en el 
centro de trabajo sujeto a comprobación como en la oficina sede del organismo público al que el técnico acreditado esté adscrito, así 
como exigir, en su caso, la identificación y acreditación de la representación con la que actúan. 
g) Examinar en el centro de trabajo, o en la oficina pública correspondiente, la documentación, memorias e informes técnicos 
relacionados con las condiciones materiales y de seguridad, así como sobre la organización preventiva, el plan de prevención, la 
evaluación de riesgos, la planificación preventiva y demás cuestiones relativas a la gestión de la prevención, en tanto en cuanto se 
relacionan con las condiciones materiales y técnicas sujetas a comprobación. 
h) Sacar muestras de sustancias, agentes y materiales utilizados o manipulados en establecimiento, realizar mediciones, obtener 
fotografías, vídeos, grabación de imágenes y levantar croquis y planos siempre que se notifique al empresario o su representante, y 
obtener copias y extractos de los documentos a que se refiere el párrafo anterior. 
 
Artículo 63. Deberes de los técnicos habilitados. 
1. Los técnicos habilitados, en el ejercicio de las actuaciones de comprobación y control de las condiciones materiales o técnicas de 
seguridad y salud a las que se refiere el artículo anterior: 
a) Requerirán al empresario la adopción de medidas para la subsanación de las deficiencias observadas con los mismos requisitos que 
establece el artículo 43 de la Ley 31/1995, 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
b) En el caso de que en el curso de la visita se aprecie la existencia de un riesgo grave e inminente, deberá practicar el requerimiento 
pertinente para su cumplimiento inmediato por el empresario y, en el caso de que no se adopten o puedan adoptarse puntualmente por 
el empresario las medidas para su pronta subsanación a lo largo de la visita, deberá ponerse tal circunstancia urgentemente en 
conocimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para que por ésta se adopten las medidas de paralización o cautelares 
correspondientes. En estos casos el inspector a quien se asigne el servicio correspondiente podrá recabar del técnico habilitado actuante 
el asesoramiento técnico y la colaboración pericial a que se refiere el artículo 64.3, el cual deberá acompañar al inspector actuante en 
las visitas o comprobaciones posteriores que se realicen, cuando así se requiera. 
2. Los técnicos habilitados, en el ejercicio de las actuaciones de comprobación y control de las condiciones materiales o técnicas de 
seguridad y salud a las que se refiere el artículo anterior, deberán: 
a) Observar la máxima corrección en sus actuaciones y procurar perturbar en la menor medida posible el desarrollo de las actividades 
de las empresas sometidas a comprobación. 
b) Comunicar su presencia al empresario, a su representante, a los trabajadores designados o técnicos del servicio de prevención de la 
empresa y a los delegados de prevención en los términos previstos en el artículo 40.2 de la Ley 31/1995, 8 de noviembre, para que 
puedan acompañarle en sus visitas y formular las observaciones que consideren necesarias. 
c) Informar a los delegados de prevención y al empresario sobre los resultados de sus visitas, en los términos previstos en el artículo 
40.3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre. 
d) Guardar secreto respecto de los asuntos que conozca como consecuencia de su actuación, así como sobre los datos, informes y 
demás antecedentes de los que hubieren tenido conocimiento en el desempeño de sus funciones, en los términos previstos en el artículo 
10. 
3. En todo caso, dichos funcionarios estarán afectados por el régimen general de incompatibilidades de la función pública y no podrán 
tener interés directo ni indirecto en empresas o grupos empresariales objeto de su actuación, ni asesorar o defender a título privado a 
personas físicas o jurídicas susceptibles de la acción inspectora, y deberán abstenerse de intervenir en actuaciones comprobatorias si 
concurre cualquiera de los motivos del artículo 28 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La abstención y recusación de funcionarios 
a que se refieren los artículos 28 y 29 de la citada ley se tramitarán y resolverán conforme a la normativa en su respectiva Comunidad 
Autónoma. 
 
CAPÍTULO III Actuaciones de los técnicos habilitados 
 
Artículo 64. Modalidades y formas de actuación de los técnicos habilitados. 
1. Las actuaciones de los técnicos habilitados se desarrollarán, en el marco de los programas establecidos por la respectiva Comisión 
Territorial de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social conforme a lo previsto en el artículo 61.2, mediante visita a los centros y 
lugares de trabajo, con la personación del referido técnico en dichos centros y lugares, y podrán efectuarse por un único técnico 
habilitado o conjuntamente por más de uno, en función de la planificación establecida. Dado el carácter programado de las actuaciones 
de los técnicos habilitados, no les serán exigibles otras actuaciones al margen de los servicios encomendados, salvo si, en el curso de 
la visita, hubiese una evidencia manifiesta de un riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores; en tal caso, se 
procederá conforme a lo previsto en el artículo 63.1.b). 
2. Cuando, iniciadas las actuaciones mediante visita, no sea posible o no tenga objeto su continuidad en el propio centro visitado, por 
ser necesaria la realización de determinadas comprobaciones de carácter documental, podrá continuarse la actuación mediante la 
comparecencia de los sujetos obligados ante el técnico actuante, en las oficinas públicas donde aquel esté adscrito. A tal efecto, podrá 
requerir tal personación por escrito, con ocasión de la visita o por cualquier otra forma de notificación válida, y la aportación 
documental necesaria en soporte papel o en soporte informático siempre que resultase técnicamente posible. 
3. Con independencia de la actuación a que se refieren los artículos anteriores, los funcionarios habilitados seguirán prestando 
asesoramiento técnico y colaboración pericial a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, conforme a lo previsto en el artículo 9.2 
de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, y en los términos desarrollados, en su caso, por el correspondiente acuerdo bilateral al que se 
refiere el artículo 17 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, respecto de 
actuaciones no programadas, mediante la emisión de informes técnicos sobre los asuntos y actuaciones concretas que los inspectores 
tengan señalados, debiendo acompañar a éstos, cuando así lo soliciten, en la realización de sus visitas o comprobaciones. En este caso, 




la dirección técnica y funcional de las actuaciones y la práctica de requerimientos, en su caso, o la adopción de otras medidas 
corresponderá al Inspector de Trabajo y Seguridad Social actuante, y no procederá la extensión de actas de infracción por expediente 
administrativo en virtud de tales informes, sino como consecuencia de la actividad desplegada por el propio inspector. 
4. Cuando se trate de actuaciones que afecten a centros de trabajo de la Administración General del Estado, o a otros centros de las 
Administraciones públicas sometidos al procedimiento administrativo especial de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, previsto en el Reglamento sobre el procedimiento administrativo especial de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social y para la imposición de medidas correctoras de incumplimientos en materia de prevención de riesgos laborales en el ámbito de 
la Administración General del Estado, aprobado por el Real Decreto 707/2002, de 19 de julio, la forma ordinaria de actuación de los 
técnicos habilitados será la prevista en el apartado anterior. No obstante, cuando se trate de centros o lugares de trabajo de una 
Comunidad Autónoma, y por esta se haya previsto, mediante normativa propia, un procedimiento distinto respecto del personal civil 
a su servicio, conforme a lo establecido en la disposición adicional segunda del referido reglamento, en la redacción dada por el Real 
Decreto 464/2003, de 25 de abril, se estará a lo que se disponga en dicha normativa. 
 
Artículo 65. Informes remitidos a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social como consecuencia de la actividad de 
comprobación y requerimiento realizada por los técnicos habilitados. 
1. Los informes de los técnicos habilitados, en los supuestos a que se refiere el artículo 9.3 de la Ley 31/1995, 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales, cuando se constate el incumplimiento de un requerimiento previamente formulado por aquéllos, 
darán lugar a la práctica de actas de infracción, que serán extendidas por Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, si resultara 
procedente. 
2. A estos efectos, los informes de los citados técnicos habilitados, cuando de ellos se deduzca la existencia de infracción en materia 
de prevención de riesgos laborales, habrán de reflejar necesariamente: 
a) La identificación del funcionario actuante y la reseña de su habilitación. 
b) Nombre y apellidos o razón social, domicilio, actividad, documento nacional de identidad o número de identificación fiscal del 
empresario o empresarios que hubieren incumplido el requerimiento previo del funcionario. 
c) La fecha de la primera visita y la del requerimiento de subsanación de las deficiencias observadas, así como la fecha de la segunda 
o ulterior visita en que haya comprobado el incumplimiento de aquel requerimiento. 
d) Los hechos y circunstancias relativos a las deficiencias detectadas en las condiciones materiales o técnicas de seguridad o salud 
comprobadas en la empresa o centro de trabajo conforme al artículo 61, así como el contenido del requerimiento para la subsanación 
y los términos en que el funcionario actuante estime incumplido dicho requerimiento. Estos hechos gozarán de la presunción de certeza 
en los términos previstos en el artículo 9.3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
e) Los medios utilizados por dichos funcionarios en su comprobación y, en su caso, las pruebas de que disponga. 
3. Igualmente podrán informar, de forma separada y como observaciones, de otros hechos y circunstancias que afecten a la materia de 
prevención de riesgos laborales pero no estén incluidos en el ámbito funcional de las actuaciones comprobatorias a las que se refiere 
el artículo 61, respecto a las que no procederá la extensión del acta de infracción por expediente administrativo a que se refiere el 
apartado 7 de este artículo, si bien podrán dar lugar a la realización de actuaciones inspectoras, en ejercicio de sus facultades de 
comprobación, de conformidad con lo establecido en el referido apartado. 
4. El informe se remitirá por vía telemática a la Jefatura de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social correspondiente en el plazo 
máximo de veinte días desde la fecha en que se comprobó el incumplimiento del requerimiento efectuado, sin perjuicio del envío en 
la misma fecha del expediente completo, en el que, además del citado informe, se incluirá la documentación acreditativa de los datos, 
hechos y circunstancias incluidos en él, así como los informes, observaciones previas o mediciones de contraste que haya podido 
aportar la empresa. 
5. Si el inspector de trabajo y seguridad social considerara que el relato de hechos contenido en el informe no es constitutivo de 
infracción o es insuficiente a los efectos sancionadores, si apreciara la ausencia o deficiencia de algún otro extremo de los citados 
anteriormente, en el plazo máximo de veinte días a partir de la recepción del informe recabará del funcionario actuante su subsanación 
o ampliación. Procederá el archivo del expediente si no se remitiese el informe complementario de subsanación en el plazo de quince 
días hábiles desde su recepción, sin perjuicio de nuevas comprobaciones. 
6. En el caso de solicitarse por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social un informe ampliatorio de subsanación de deficiencias, 
podrá comunicarse simultáneamente tal circunstancia al sujeto presuntamente responsable a los efectos de que por éste puedan 
igualmente realizarse las aclaraciones pertinentes o aportar la documentación que se señale en cada caso sobre las cuestiones que 
permitan finalizar las actuaciones. En este caso, el plazo a que se refiere el artículo 17.1 se entenderá ampliado por el tiempo de 
dilación imputable al sujeto inspeccionado, e interrumpido el plazo de tres meses al que se refiere el apartado 3 del referido artículo 
17. 
7. Una vez completado el expediente mediante la recepción del informe complementario del técnico habilitado o, en su caso, de las 
aclaraciones pertinentes efectuadas por el sujeto presuntamente responsable, o transcurrido el plazo para su emisión, el inspector de 
trabajo y seguridad social actuante extenderá acta de infracción si lo considera procedente o bien dispondrá el archivo del expediente 
de forma motivada y lo comunicará al órgano del que dependa el funcionario técnico que remitió el informe, con devolución de los 
antecedentes, o bien asumirá hasta su conclusión la realización de actuaciones inspectoras, conforme a sus propias facultades 
comprobatorias, mediante la práctica de visita al centro o lugar de trabajo afectado, o mediante comparecencia de los sujetos 
presuntamente responsables. 
 
Artículo 66. Actos de obstrucción a los técnicos habilitados. 
Si los técnicos habilitados a los que se refiere este título se vieran impedidos o perturbados en el ejercicio de sus funciones de 
comprobación, además de cumplimentar los datos identificativos establecidos en los párrafos a) y b) del artículo 65.2, así como de la 
fecha de la visita o de la actuación comprobatoria, en el informe que se emita se relatará sucinta y suficientemente la obstrucción 
padecida, y se sujetarán los plazos de informe, subsanación o ampliación y de práctica de las actas de infracción a lo establecido en el 
artículo anterior. 
 
Artículo 67. Duración de las actuaciones. 
1. Las actuaciones de los técnicos habilitados estarán sujetas a los plazos establecidos en el artículo 14.2 de la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. Si las actuaciones comprobatorias culminaran posteriormente en la extensión por un inspector de trabajo y seguridad social de un 
acta de infracción por expediente administrativo basándose en el informe emitido por los técnicos habilitados a los que se refiere este 
título, el cómputo de los plazos previstos en el artículo 17.2, a los efectos de la extensión de dichas actas, se iniciará a partir de la 
fecha en que dicho técnico comprobó e hizo constar, mediante diligencia en el libro de visitas u otro documento análogo, el 
incumplimiento del requerimiento previamente efectuado. 




3. En aquellos supuestos en que, tras el envío del informe del técnico habilitado, el inspector actuante decida desarrollar actuaciones 
propias conforme a las facultades inspectoras que tiene atribuidas, se entenderá que se trata de nuevas actuaciones, y respecto de éstas 
se aplicarán las reglas generales sobre cómputo de los plazos establecidas en el artículo 17.2. En este caso, las comprobaciones previas 
efectuadas por los técnicos habilitados tendrán carácter de antecedente únicamente a los efectos de los hechos descritos en el informe. 
 
Artículo 68. Constancia documental de las actuaciones y requerimientos realizados por los técnicos habilitados. 
Los requerimientos de subsanación de los técnicos habilitados a los que se refiere este título, en el ejercicio de sus funciones de apoyo 
y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, se formularán por escrito conforme a lo previsto en el artículo 43.2 
de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y podrán reflejarse mediante diligencia en el libro de 
visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, o a través de un documento oficial sustitutivo, en el que quede constancia de 
su recepción, y contendrá los datos adecuados a su finalidad y el plazo de subsanación. 
Igualmente, las visitas de comprobación de las condiciones materiales y técnicas de seguridad o salud que se realicen sin que den 
lugar a requerimiento, en su condición de técnicos habilitados, podrán quedar reflejadas en el citado libro de visitas. 
En todo caso, en las diligencias referidas junto a la identidad del funcionario actuante, se hará constar la mención "Técnico habilitado 
(artículo 9.2 y 3 y disposición adicional decimoquinta de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre)".» 
 
Disposición adicional primera. La Unidad de Alta Inspección del Estado. 
Las funciones de alta inspección del Estado en materia de ejecución de la legislación laboral y de Seguridad Social, reconocidas en 
los Estatutos de Autonomía, excepto las relativas a la asistencia sanitaria que corresponderán al órgano competente en dicha materia, 
se desarrollarán a través de la Unidad Especial de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social que, a tales efectos, dependerá 
directamente del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales. Dicha unidad especial contará con los medios necesarios para sus cometidos, 
adscribiéndosele inspectores de Trabajo y Seguridad Social con acreditada experiencia y preparación. 
 
Disposición adicional segunda. Carácter de los órganos colegiados. 
Los miembros de los distintos órganos colegiados regulados en el presente Reglamento, actuarán por razón del cargo sin retribución 
complementaria alguna. 
 
Disposición adicional tercera. Comunidades Autónomas que han asumido la función pública inspectora. 
Las referencias a cuestiones organizativas contenidas en el presente Reglamento se entenderán sin perjuicio de las competencias y 
facultades en materia de organización que corresponden a las Comunidades Autónomas que han asumido el traspaso de la función 
pública inspectora respecto del personal que tengan adscrito orgánicamente. 
 




Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
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Disposición final única. Entrada en vigor. 
[Firma] 
 
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE INFRACCIONES Y SANCIONES EN EL ORDEN SOCIAL 
 
CAPÍTULO I. Disposiciones generales 
Artículo 1. Infracciones en el orden social. 
Artículo 2. Sujetos responsables de la infracción. 
Artículo 3. Concurrencia con el orden jurisdiccional penal. 
Artículo 4. Prescripción de las infracciones. 
 
CAPÍTULO II. Infracciones laborales 
Artículo 5. Concepto. 
 
Sección 1.ª Infracciones en materia de relaciones laborales 
Subsección 1.ª Infracciones en materia de relaciones laborales individuales y colectivas 
Artículo 6. Infracciones leves. 
Artículo 7. Infracciones graves. 
Artículo 8. Infracciones muy graves. 
Subsección 2.ª Infracciones en materia de derechos de información y consulta de los trabajadores en las empresas y grupos de empresas 
de dimensión comunitaria 
Artículo 9. Infracciones graves y muy graves. 
Subsección 3.ª Infracciones de las obligaciones establecidas en la normativa que regula el desplazamiento a España de trabajadores 
en el marco de una prestación de servicios transnacional 




Artículo 10. Infracciones. 
Subsección 4.ª Infracciones en materia de derechos de información, consulta y participación de los trabajadores en las sociedades 
anónimas y sociedades cooperativas europeas 
Artículo 10 bis. Infracciones graves y muy graves. 
 
Sección 2.ª Infracciones en materia de prevención de riesgos laborales 
Artículo 11. Infracciones leves. 
Artículo 12. Infracciones graves. 
Artículo 13. Infracciones muy graves. 
 
Sección 3.ª Infracciones en materia de empleo 
Subsección 1.ª Infracciones de los empresarios, de las agencias de colocación, de las entidades de formación o aquellas que asuman 
la organización de las acciones de formación profesional para el empleo programada por las empresas y de los beneficiarios de ayudas 
y subvenciones en materia de empleo y ayudas al fomento del empleo en general. 
Artículo 14. Infracciones leves. 
Artículo 15. Infracciones graves. 
Artículo 16. Infracciones muy graves. 
Subsección 2.ª Infracciones de los trabajadores por cuenta ajena y propia. 
Artículo 17. Infracciones de los trabajadores por cuenta ajena y propia. 
 
Sección 4.ª Infracciones en materia de empresas de trabajo temporal y empresas usuarias 
Artículo 18. Infracciones de las empresas de trabajo temporal. 
Artículo 19. Infracciones de las empresas usuarias. 
 
Sección 5.ª Infracciones en materia de empresas de inserción 
Artículo 19 bis. Infracciones de las empresas de inserción. 
 
CAPÍTULO III. Infracciones en materia de Seguridad Social 
Artículo 20. Concepto. 
 
Sección 1.ª Infracciones de los empresarios, entidades de formación, entidades que asuman la organización de las acciones de 
formación profesional para el empleo programada por las empresas, trabajadores por cuenta propia y asimilados. 
Artículo 21. Infracciones leves. 
Artículo 22. Infracciones graves. 
Artículo 23. Infracciones muy graves. 
 
Sección 2.ª Infracciones de los trabajadores o asimilados, beneficiarios y solicitantes de prestaciones 
Artículo 24. Infracciones leves. 
Artículo 25. Infracciones graves. 
Artículo 26. Infracciones muy graves. 
 
Sección 3.ª Infracciones de las Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social 
Artículo 27. Infracciones leves. 
Artículo 28. Infracciones graves. 
Artículo 29. Infracciones muy graves. 
 
Sección 4.ª Infracciones de las empresas que colaboran voluntariamente en la gestión 
Artículo 30. Infracciones leves. 
Artículo 31. Infracciones graves. 
Artículo 32. Infracciones muy graves. 
 
Sección 5.ª Infracciones de las mutualidades de previsión social autorizadas para actuar como alternativas al Régimen Especial de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos 
Artículo 32 bis. Infracción grave. 
 
CAPÍTULO IV. Infracciones en materia de movimientos migratorios y trabajo de extranjeros 
 
Sección 1.ª Infracciones en materia de movimientos migratorios 
Artículo 33. Concepto. 
Artículo 34. Infracciones leves. 
Artículo 35. Infracciones graves. 
Artículo 36. Infracciones muy graves. 
Sección 2.ª Infracciones en materia de permisos de trabajo de extranjeros 
Artículo 37. Infracciones. 
 
CAPÍTULO V. Infracciones en materia de sociedades cooperativas 
Artículo 38. Infracciones en materia de cooperativas. 
 
CAPÍTULO VI. Responsabilidades y sanciones 
 
Sección 1.ª Normas generales sobre sanciones a los empresarios, y en general, a otros sujetos que no tengan la condición de 
trabajadores o asimilados 
Artículo 39. Criterios de graduación de las sanciones. 
Artículo 40. Cuantía de las sanciones. 
Artículo 41. Reincidencia. 
 




Sección 2.ª Normas específicas 
Subsección 1.ª Responsabilidades empresariales en materia laboral y de prevención de riesgos laborales 
Artículo 42. Responsabilidad empresarial. 
Subsección 2.ª Responsabilidades en materia de Seguridad Social 
Artículo 43. Responsabilidades empresariales. 
Artículo 44. Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social. 
Artículo 45. Sanciones a los empresarios que colaboren voluntariamente en la gestión. 
Subsección 3.ª Sanciones accesorias a los empresarios, entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones 
formativas programadas por las empresas en materia de empleo, ayudas de fomento del empleo, subvenciones y ayudas para la 
formación profesional para el empleo y protección por desempleo. 
Artículo 46. Sanciones accesorias. 
Subsección 3ª bis. Responsabilidades en materia de igualdad 
Artículo 46 bis. Responsabilidades empresariales específicas. 
Subsección 4.ª Sanciones a los trabajadores, solicitantes y beneficiarios en materia de empleo y de Seguridad Social 
Artículo 47. Sanciones a los trabajadores, solicitantes y beneficiarios. 
 
CAPÍTULO VII. Disposiciones comunes 
Artículo 48. Atribución de competencias sancionadoras. 
Artículo 49. Actuaciones de advertencia y recomendación. 
Artículo 50. Infracciones por obstrucción a la labor inspectora. 
 
CAPÍTULO VIII. Procedimiento sancionador 
Artículo 51. Normativa aplicable. 
Artículo 52. Principios de tramitación. 
Artículo 53. Contenido de las actas y de los documentos iniciadores del expediente. 
Artículo 54. Recursos. 
 
[Disposiciones adicionales] 
Disposición adicional primera. Actualización del importe de las sanciones. 
Disposición adicional segunda. Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
Disposición adicional tercera. Competencia sancionadora en materia de prestaciones por desempleo 
[Disposiciones derogatorias] 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
[Disposiciones finales] 
 
Disposición final única. Carácter de esta Ley. 
 
La sentencia del Tribunal Constitucional 195/1996, de 28 de noviembre, establece que corresponde al legislador estatal la tarea de 
reelaborar la Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, en aras del respeto y clarificación del orden 
constitucional de competencias y en beneficio de la seguridad jurídica, imprescindibles en materia sancionadora. 
El legislador, a través de la disposición adicional primera de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas 
y del orden social, autoriza al Gobierno para elaborar, en el plazo de nueve meses desde su entrada en vigor, un texto refundido de la 
Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, en el que se integren, debidamente regularizadas, aclaradas y sistematizadas, las 
distintas disposiciones legales que enumera. 
En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 4 de agosto de 2000, 
D I S P O N G O : 
 
Artículo único. 
Se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que se inserta a continuación. 
 
Disposición final única. Entrada en vigor. 
El presente Real Decreto legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el día 1 de enero de 2001. 
 
TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY SOBRE INFRACCIONES Y SANCIONES EN EL ORDEN SOCIAL 
 
CAPÍTULO I Disposiciones generales 
 
Artículo 1. Infracciones en el orden social. 
1. Constituyen infracciones administrativas en el orden social las acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas 
y sancionadas en la presente Ley y en las leyes del orden social. 
2. Las infracciones no podrán ser objeto de sanción sin previa instrucción del oportuno expediente, de conformidad con el 
procedimiento administrativo especial en esta materia, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de 
las responsabilidades de otro orden que puedan concurrir. 
3. Las infracciones se califican como leves, graves y muy graves en atención a la naturaleza del deber infringido y la entidad del 
derecho afectado, de conformidad con lo establecido en la presente Ley. 
 
Artículo 2. Sujetos responsables de la infracción. 
Son sujetos responsables de la infracción las personas físicas o jurídicas y las comunidades de bienes que incurran en las acciones u 
omisiones tipificadas como infracción en la presente Ley y, en particular, las siguientes: 
1. El empresario en la relación laboral. 
2. Los empresarios, trabajadores por cuenta propia o ajena o asimilados, perceptores y solicitantes de las prestaciones de Seguridad 
Social, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones de formación profesional para el empleo 
programada por las empresas, de forma individual o en agrupación de empresas y los solicitantes y beneficiarios de las ayudas y 
subvenciones públicas de formación profesional para el empleo, las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social y demás entidades 




colaboradoras en la gestión, en el ámbito de la relación jurídica de Seguridad Social, así como las entidades o empresas responsables 
de la gestión de prestaciones en cuanto a sus obligaciones en relación con el Registro de Prestaciones Sociales Públicas y demás 
sujetos obligados a facilitar información de trascendencia recaudatoria en materia de Seguridad Social. 
3. Los empresarios, los trabajadores, los solicitantes de ayudas y subvenciones públicas y, en general, las personas físicas o jurídicas, 
respecto de la normativa de colocación, fomento del empleo y de formación profesional para el empleo. 
4. Los transportistas, agentes consignatarios, representantes, trabajadores y, en general, las personas físicas o jurídicas que intervengan 
en movimientos migratorios. 
5. Los empresarios y trabajadores por cuenta propia respecto de la normativa sobre trabajo de extranjeros. 
6. Las cooperativas con respecto a sus socios trabajadores y socios de trabajo, conforme a la Ley 27/1999, de 16 de julio, de 
Cooperativas. 
7. Las agencias de colocación, las empresas de trabajo temporal y las empresas usuarias respecto de las obligaciones que se establecen 
en su legislación específica y en la de prevención de riesgos laborales, sin perjuicio de lo establecido en otros números de este artículo. 
8. Los empresarios titulares de centro de trabajo, los promotores y propietarios de obra y los trabajadores por cuenta propia que 
incumplan las obligaciones que se deriven de la normativa de prevención de riesgos laborales. 
9. Las entidades especializadas que actúen como servicios de prevención ajenos a las empresas, las personas o entidades que 
desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas y las entidades acreditadas para desarrollar y certificar 
la formación en materia de prevención de riesgos laborales que incumplan las obligaciones establecidas en la normativa sobre dicha 
materia. 
10. Las personas físicas o jurídicas y las comunidades de bienes titulares de los centros de trabajo y empresas de dimensión comunitaria 
situadas en territorio español, respecto de los derechos de información y consulta de los trabajadores en los términos establecidos en 
su legislación específica. 
11. Los empresarios incluidos en el ámbito de aplicación de la normativa reguladora del desplazamiento de trabajadores en el marco 
de una prestación de servicios transnacional, respecto de las obligaciones establecidas en dicha normativa. 
12. Las sociedades europeas y las sociedades cooperativas europeas con domicilio social en España, las sociedades, entidades jurídicas 
y, en su caso, las personas físicas domiciliadas en España que participen directamente en la constitución de una sociedad europea o 
de una sociedad cooperativa europea, así como las personas físicas o jurídicas o comunidades de bienes titulares de los centros de 
trabajo situados en España de las sociedades europeas y de las sociedades cooperativas europeas y de sus empresas filiales y de las 
sociedades y entidades jurídicas participantes, cualquiera que sea el Estado miembro en que se encuentren domiciliadas, respecto de 
los derechos de información, consulta y participación de los trabajadores, en los términos establecidos en su legislación específica. 
13. Las empresas de inserción, respecto de las obligaciones que se establecen en su legislación específica, sin perjuicio de lo 
establecido en otros números de este artículo. 
14. Las fundaciones y asociaciones de utilidad pública beneficiarias de donaciones y acciones de patrocinio para el desarrollo de 
actividades de inserción y de creación de empleo de personas con discapacidad, como medida alternativa al cumplimiento de la 
obligación de reserva de empleo a favor de las personas con discapacidad. 
 
Se modifica el apartado 11 por el art. 7.1 del Real Decreto-ley 9/2017, de 26 de mayo.  
Se modifican los apartados 2 y 3 por la disposición final 3.1 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifican los apartados 2 y 3 por el art. 21.1 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo. 
Se añade el apartado 14 por la disposición adicional 14.1 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre.  
Se añade el apartado 13 por la disposición final 1.1 de la Ley 44/2007, de 13 de diciembre.  
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 1.1 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre.  
Se añade el apartado 12 por la disposición final 1.1 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre.  
Se modifica el apartado 8 por el art. 9.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  
Se modifica el apartado 3 por el art. 5.1 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre. 
 
Artículo 3. Concurrencia con el orden jurisdiccional penal. 
1. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad 
de sujeto, de hecho y de fundamento. 
2. En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas de ilícito penal, la Administración pasará el tanto de culpa al 
órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial 
no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin al procedimiento o mientras el Ministerio Fiscal no comunique la improcedencia 
de iniciar o proseguir actuaciones. 
3. De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado resolución de otro tipo que ponga fin al 
procedimiento penal, la Administración continuará el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan 
considerado probados. 
4. La comunicación del tanto de culpa al órgano judicial o al Ministerio Fiscal o el inicio de actuaciones por parte de éstos, no afectará 
al inmediato cumplimiento de las medidas de paralización de trabajos adoptadas en los casos de riesgo grave e inminente para la 
seguridad o salud del trabajador, a la efectividad de los requerimientos de subsanación formulados, ni a los expedientes sancionadores 
sin conexión directa con los que sean objeto de las eventuales actuaciones jurisdiccionales del orden penal. 
 
Artículo 4. Prescripción de las infracciones. 
1. Las infracciones en el orden social a que se refiere la presente Ley prescriben a los tres años contados desde la fecha de la infracción, 
salvo lo dispuesto en los números siguientes. 
2. Las infracciones en materia de Seguridad Social prescribirán a los cuatro años, contados desde la fecha de la infracción. 
3. En materia de prevención de riesgos laborales, las infracciones prescribirán: al año las leves, a los tres años las graves y a los cinco 
años las muy graves, contados desde la fecha de la infracción. 
4. Las infracciones a la legislación de sociedades cooperativas prescribirán: las leves, a los tres meses; las graves, a los seis meses; y 
las muy graves, al año, contados desde la fecha de la infracción. 
 
Se modifica el apartado 2 por el art. 25 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre.  
 
CAPÍTULO II Infracciones laborales 
 
Artículo 5. Concepto. 
1. Son infracciones laborales las acciones u omisiones de los empresarios contrarias a las normas legales, reglamentarias y cláusulas 
normativas de los convenios colectivos en materia de relaciones laborales, tanto individuales como colectivas, de colocación, empleo, 




formación profesional para el empleo, de trabajo temporal y de inserción sociolaboral, tipificadas y sancionadas de conformidad con 
la presente ley. Asimismo, tendrán dicha consideración las demás acciones u omisiones de los sujetos responsables en las materias 
que se regulan en el presente capítulo. 
2. Son infracciones laborales en materia de prevención de riesgos laborales las acciones u omisiones de los diferentes sujetos 
responsables que incumplan las normas legales, reglamentarias y cláusulas normativas de los convenios colectivos en materia de 
seguridad y salud en el trabajo sujetas a responsabilidad conforme a esta ley. 
3. Son infracciones laborales en materia de derechos de implicación de los trabajadores en las sociedades europeas las acciones u 
omisiones de los distintos sujetos responsables contrarias a la Ley sobre implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas 
y cooperativas europeas, o a sus normas reglamentarias de desarrollo, a las disposiciones de otros Estados miembros con eficacia en 
España, a los acuerdos celebrados conforme a la Ley o a las disposiciones citadas, y a las cláusulas normativas de los convenios 
colectivos que complementan los derechos reconocidos en las mismas, tipificadas y sancionadas de conformidad con esta ley. 
 
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 3.2 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifica el apartado 1 por el art. 21.2 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo.  
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1.2 de la Ley 44/2007, de 13 de diciembre.  
Se añade el apartado 3 por la disposición final 1.2 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre.  
Se modifica el apartado 2 por el art. 9.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  
Se modifica el apartado 1 por el art. 5.2 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre. 
 
Sección 1.ª Infracciones en materia de relaciones laborales 
 
Subsección 1.ª Infracciones en materia de relaciones laborales individuales y colectivas 
 
Artículo 6. Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 
1. No exponer en lugar visible del centro de trabajo el calendario laboral vigente. 
2. No entregar puntualmente al trabajador el recibo de salarios o no utilizar el modelo de recibo de salarios aplicable, oficial o pactado. 
3. (Derogado) 
4. No informar por escrito al trabajador sobre los elementos esenciales del contrato y las principales condiciones de ejecución de la 
prestación laboral, en los términos y plazos establecidos reglamentariamente. 
4 bis. La falta de entrega al trabajador por parte del empresario del documento justificativo al que se refiere el artículo 15.9 del Estatuto 
de los Trabajadores(*). 
5. No informar a los trabajadores a tiempo parcial, a los trabajadores a distancia y a los trabajadores con contratos de duración 
determinada o temporales sobre las vacantes existentes en la empresa, en los términos previstos en los artículos 12.4, 13.3 y 15.7 del 
Estatuto de los Trabajadores. 
6. Cualesquiera otros incumplimientos que afecten a obligaciones meramente formales o documentales. 
(*) Actual art. 15.8 del Estatuto de los Trabajadores aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. 
 
Se deroga el apartado 3 y se modifica el apartado 5 por las disposiciones derogatorias única.1.a) y final 6.1 de la Ley 3/2012, de 6 de 
julio.  
Se añade el apartado 4bis por art. 1.8 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre.  
Se modifica el apartado 5 y se añade el apartado 6 por el art. 14.1 de la Ley 12/2001, de 9 de julio.  
 
Artículo 7. Infracciones graves. 
Son infracciones graves: 
1. No formalizar por escrito el contrato de trabajo, cuando este requisito sea exigible o lo haya solicitado la persona trabajadora, o no 
formalizar el acuerdo de trabajo a distancia en los términos y con los requisitos legal y convencionalmente previstos. 
2. La transgresión de la normativa sobre modalidades contractuales, contratos de duración determinada y temporales, mediante su 
utilización en fraude de ley o respecto a personas, finalidades, supuestos y límites temporales distintos de los previstos legal, 
reglamentariamente, o mediante convenio colectivo cuando dichos extremos puedan ser determinados por la negociación colectiva. 
3. No consignar en el recibo de salarios las cantidades realmente abonadas al trabajador. 
4. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en materia de tramitación de los recibos de finiquito. 
5. La transgresión de las normas y los límites legales o pactados en materia de jornada, trabajo nocturno, horas extraordinarias, horas 
complementarias, descansos, vacaciones, permisos, registro de jornada y, en general, el tiempo de trabajo a que se refieren los 
artículos 12, 23 y 34 a 38 del Estatuto de los Trabajadores. 
6. La modificación de las condiciones sustanciales de trabajo impuesta unilateralmente por el empresario, sin acudir a los 
procedimientos establecidos en el artículo 41 o en el artículo 82.3 del Estatuto de los Trabajadores. 
7. La transgresión de los derechos de información, audiencia y consulta de los representantes de los trabajadores y de los delegados 
sindicales, en los términos en que legal o convencionalmente estuvieren establecidos. 
8. La transgresión de los derechos de los representantes de los trabajadores y de las secciones sindicales en materia de crédito de horas 
retribuidas y locales adecuados para el desarrollo de sus actividades, así como de tablones de anuncios, en los términos en que legal 
o convencionalmente estuvieren establecidos. 
9. La vulneración de los derechos de las secciones sindicales en orden a la recaudación de cuotas, distribución y recepción de 
información sindical, en los términos en que legal o convencionalmente estuvieren establecidos. 
10. Establecer condiciones de trabajo inferiores a las establecidas legalmente o por convenio colectivo, así como los actos u omisiones 
que fueren contrarios a los derechos de los trabajadores reconocidos en el artículo 4 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, salvo 
que proceda su calificación como muy graves, de acuerdo con el artículo siguiente. 
11. El incumplimiento del deber de información a los trabajadores en los supuestos de contratas al que se refiere el artículo 42.3 del 
Estatuto de los Trabajadores, así como del deber de información a los trabajadores afectados por una sucesión de empresa establecido 
en el artículo 44.7 del mismo texto legal. 
12. No disponer la empresa principal del libro registro de las empresas contratistas o subcontratistas que compartan de forma 
continuada un mismo centro de trabajo a que se refiere el artículo 42.4 del Estatuto de los Trabajadores, cuando ello comporte la 
ausencia de información a los representantes legales de los trabajadores. 
13. No cumplir las obligaciones que en materia de planes y medidas de igualdad establecen la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, el Estatuto de los Trabajadores o el convenio colectivo que sea de 
aplicación. 





Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre.  
Se modifica el apartado 5 por el art. 11 del Real Decreto-ley 8/2019, de 8 de marzo.  
Se modifica el apartado 13 por el art. 6 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo.  
Se modifica el apartado 6 por la disposición final 6.2 de la Ley 3/2012, de 6 de julio.  
Se añade el apartado 13 por la disposición adicional 14.1 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo.  
Se añade el apartado 12 por el art. 14 de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre.  
Se añade el apartado 12 por el art. 14 del Real Decreto-Ley 5/2006, de 9 de junio.  
Se modifica el apartado 5 y se añade el apartado 11 por el art. 14.2 de la Ley 12/2001, de 9 de julio.  
 
Artículo 8. Infracciones muy graves. 
Son infracciones muy graves: 
1. El impago y los retrasos reiterados en el pago del salario debido. 
2. La cesión de trabajadores en los términos prohibidos por la legislación vigente. 
3. Proceder al despido colectivo de trabajadores o a la aplicación de medidas de suspensión de contratos o reducción de jornada por 
causas económicas, técnicas, organizativas o de producción o derivadas de fuerza mayor sin acudir a los procedimientos establecidos 
en los artículos 51 y 47 del Estatuto de los Trabajadores. 
4. La transgresión de las normas sobre trabajo de menores contempladas en la legislación laboral. 
5. Las acciones u omisiones que impidan el ejercicio del derecho de reunión de los trabajadores, de sus representantes y de las 
secciones sindicales, en los términos en que legal o convencionalmente estuvieran establecidos. 
6. La vulneración del derecho de asistencia y acceso a los centros de trabajo, en los términos establecidos por el artículo 9.1, c), de la 
Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, de quienes ostenten cargos electivos a nivel provincial, autonómico o 
estatal en las organizaciones sindicales más representativas. 
7. La transgresión de los deberes materiales de colaboración que impongan al empresario las normas reguladoras de los procesos 
electorales a representantes de los trabajadores. 
8. La transgresión de las cláusulas normativas sobre materia sindical establecidas en los convenios colectivos. 
9. La negativa del empresario a la reapertura del centro de trabajo en el plazo establecido, cuando fuera requerida por la autoridad 
laboral competente en los casos de cierre patronal. 
10. Los actos del empresario lesivos del derecho de huelga de los trabajadores consistentes en la sustitución de los trabajadores en 
huelga por otros no vinculados al centro de trabajo al tiempo de su ejercicio, salvo en los casos justificados por el ordenamiento. 
11. Los actos del empresario que fueren contrarios al respeto de la intimidad y consideración debida a la dignidad de los trabajadores. 
12. Las decisiones unilaterales de la empresa que impliquen discriminaciones directas o indirectas desfavorables por razón de edad o 
discapacidad o favorables o adversas en materia de retribuciones, jornadas, formación, promoción y demás condiciones de trabajo, 
por circunstancias de sexo, origen, incluido el racial o étnico, estado civil, condición social, religión o convicciones, ideas políticas, 
orientación sexual, adhesión o no a sindicatos y a sus acuerdos, vínculos de parentesco con otros trabajadores en la empresa o lengua 
dentro del Estado español, así como las decisiones del empresario que supongan un trato desfavorable de los trabajadores como 
reacción ante una reclamación efectuada en la empresa o ante una acción administrativa o judicial destinada a exigir el cumplimiento 
del principio de igualdad de trato y no discriminación. 
13. El acoso sexual, cuando se produzca dentro del ámbito a que alcanzan las facultades de dirección empresarial, cualquiera que sea 
el sujeto activo de la misma. 
13 bis. El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad y orientación sexual y el acoso por 
razón de sexo, cuando se produzcan dentro del ámbito a que alcanzan las facultades de dirección empresarial, cualquiera que sea el 
sujeto activo del mismo, siempre que, conocido por el empresario, éste no hubiera adoptado las medidas necesarias para impedirlo. 
14. El incumplimiento por el empresario de la obligación establecida en el apartado 10 del artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores 
o de las medidas sociales de acompañamiento asumidas por el empresario en el marco de los procedimientos de despido colectivo. 
15. El incumplimiento por la empresa de la obligación de instrumentar los compromisos por pensiones con el personal de la empresa 
en los términos establecidos en la normativa reguladora de los planes y fondos de pensiones. 
16. El incumplimiento de la normativa sobre limitación de la proporción mínima de trabajadores contratados con carácter indefinido 
contenida en la Ley reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción y en su reglamento de aplicación. 
17. No elaborar o no aplicar el plan de igualdad, o hacerlo incumpliendo manifiestamente los términos previstos, cuando la 
obligación de realizar dicho plan responda a lo establecido en el apartado 2 del artículo 46 bis de esta Ley. 
18. No presentar, en tiempo y forma, ante la Autoridad laboral competente el certificado a que se refiere el apartado 7 de la disposición 
adicional decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad 
Social, así como presentar información que resulte falsa o inexacta. 
 
Se añade el apartado 18 por la disposición final 3 del Real Decreto-ley 5/2013, de 15 de marzo.  
Se modifican los apartados 3 y 14 por el art. 18.11 y la disposición final 6.3 de la Ley 3/2012, de 6 de julio.  
Se modifica el apartado 14 por el art. 18.13 del Real Decreto-ley 3/2012, de 10 de febrero. 
Se modifican los apartados 12 y 13 bis y se añade el apartado 17 por la disposición adicional 14.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo. 
Se añade el apartado 16 por la disposición adicional 1.1 de la Ley 32/2006, de 18 de octubre.  
Se modifica el apartado 12 y se añade el apartado 13 bis por el art. 41.1 y 2 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Subsección 2.ª Infracciones en materia de derechos de información y consulta de los trabajadores en las empresas y grupos de 
empresas de dimensión comunitaria 
 
Artículo 9. Infracciones graves y muy graves. 
1. Son infracciones graves, salvo que proceda su calificación como muy graves de conformidad con lo dispuesto en el apartado 
siguiente de este artículo: 
a) No facilitar la información solicitada sobre el número de trabajadores a efectos de definir la existencia de una empresa o grupo de 
empresas de dimensión comunitaria con el fin de constituir un comité de empresa europeo o de establecer un procedimiento alternativo 
de información y consulta a los trabajadores. 
b) No dar traslado a la dirección central de la petición de inicio de las negociaciones para la constitución de un comité de empresa 
europeo o el establecimiento de un procedimiento alternativo de información y consulta. 




c) La transgresión de los derechos de reunión de la comisión negociadora, del comité de empresa europeo, y, en su caso, de los 
representantes de los trabajadores en el marco de un procedimiento alternativo de información y consulta, así como de su derecho a 
ser asistidos por expertos de su elección. 
d) La transgresión de los derechos de la comisión negociadora, del comité de empresa europeo y, en su caso, de los representantes de 
los trabajadores en el marco de un procedimiento alternativo de información y consulta, en materia de recursos financieros y materiales 
para el adecuado funcionamiento y desarrollo de sus actividades. 
e) La falta de convocatoria, en tiempo y forma, de las reuniones, ordinarias y extraordinarias, del comité de empresa europeo con la 
dirección central. 
f) La transgresión de los derechos y garantías de los miembros de la comisión negociadora, del comité de empresa europeo y de los 
representantes de los trabajadores en el marco de un procedimiento alternativo de información y consulta, en los términos legal o 
convencionalmente establecidos. 
2. Son infracciones muy graves: 
a) Las acciones u omisiones que impidan el inicio y desarrollo de la negociación para la constitución de un comité de empresa europeo 
o el establecimiento de un procedimiento alternativo de información y consulta a los trabajadores. 
b) Las acciones u omisiones que impidan el funcionamiento de la comisión negociadora, del comité de empresa europeo y del 
procedimiento alternativo de información y consulta, en los términos legal o convencionalmente establecidos. 
c) Las acciones u omisiones que impidan el ejercicio efectivo de los derechos de información y consulta de los representantes de los 
trabajadores, incluido el abuso en el establecimiento de la obligación de confidencialidad en la información proporcionada o en el 
recurso a la dispensa de la obligación de comunicar aquellas informaciones de carácter secreto. 
d) Las decisiones adoptadas en aplicación de la Ley 10/1997, de 24 de abril, sobre derechos de información y consulta de los 
trabajadores en las empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria, que contengan o supongan cualquier tipo de 
discriminación, favorable o adversa, por razón del sexo, nacionalidad, lengua, estado civil, condición social, ideas religiosas o políticas 
y adhesión o no a un sindicato, a sus acuerdos o al ejercicio, en general, de las actividades sindicales. 
 
Subsección 3.ª Infracciones de las obligaciones establecidas en la normativa que regula el desplazamiento a España de 
trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional 
 
Se modifica por el art. 7.2 del Real Decreto-ley 9/2017, de 26 de mayo.  
 
Artículo 10. Infracciones. 
1. Son infracciones leves: 
a) Los defectos formales de la comunicación de desplazamiento de trabajadores a España en el marco de una prestación de servicios 
transnacional, en los términos legalmente establecidos. 
b) No dar cuenta, en tiempo y forma, a la autoridad laboral competente, conforme a las disposiciones vigentes, de los accidentes de 
trabajo ocurridos y de las enfermedades profesionales declaradas, cuando tengan la calificación de leves. 
2. Son infracciones graves: 
a) La presentación de la comunicación de desplazamiento con posterioridad a su inicio o sin designar ya sea al representante de la 
empresa que sirva de enlace con las autoridades competentes españolas y para envío y recepción de documentos o notificaciones, ya 
sea a una persona que pueda actuar en España en representación de la empresa prestadora de servicios en los procedimientos de 
información y consulta de los trabajadores, y negociación, que afecten a los trabajadores desplazados a España. 
b) No tener disponible en España, durante el desplazamiento, la documentación relativa al mismo, en los términos legalmente 
establecidos. 
c) No dar cuenta, en tiempo y forma, a la autoridad laboral competente, conforme a las disposiciones vigentes, de los accidentes de 
trabajo ocurridos y de las enfermedades profesionales declaradas, cuando tengan la calificación de graves, muy graves o mortales. 
d) No presentar la documentación requerida por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social o presentar alguno de los documentos 
sin traducir. 
3. Constituye infracción muy grave la ausencia de comunicación de desplazamiento, así como la falsedad o la ocultación de los datos 
contenidos en la misma. 
4. Sin perjuicio de lo anterior, constituye infracción administrativa no garantizar a los trabajadores desplazados a España, cualquiera 
que sea la legislación aplicable al contrato de trabajo, las condiciones de trabajo previstas por la legislación laboral española en los 
términos definidos por el artículo 3 de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de 
una prestación de servicios transnacional, disposiciones reglamentarias para su aplicación, y en los convenios colectivos y laudos 
arbitrales aplicables en el lugar y en el sector o rama de la actividad de que se trate, así como el incumplimiento de las obligaciones a 
que se refiere la disposición adicional octava de la misma ley. La tipificación de dichas infracciones, su calificación como leves, 
graves o muy graves, las sanciones y los criterios para su graduación se ajustarán a lo dispuesto en la presente ley. 
 
Se modifican los apartados 1, 2 y 4 por el art. 7.3 del Real Decreto-ley 9/2017, de 26 de mayo.  
Redactados conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 136, de 8 de junio de 2017.  
 
Subsección 4.ª Infracciones en materia de derechos de información, consulta y participación de los trabajadores en las 
sociedades anónimas y sociedades cooperativas europeas 
 
Se añade por la disposición final 1.3 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre.  
 
Artículo 10 bis. Infracciones graves y muy graves. 
1. Son infracciones graves, salvo que proceda su calificación como muy graves de conformidad con lo dispuesto en el apartado 
siguiente: 
a) No facilitar a los representantes de los trabajadores las informaciones necesarias para la adecuada constitución de la comisión 
negociadora, en particular en lo relativo a la identidad de las sociedades o entidades jurídicas y, en su caso, personas físicas, 
participantes y de sus centros de trabajo y empresas filiales, el número de sus trabajadores, el domicilio social propuesto, así como 
sobre los sistemas de participación existentes en las sociedades o entidades jurídicas participantes, en los términos legalmente 
establecidos. 
b) La trasgresión de los derechos de reunión de la comisión negociadora, del órgano de representación de los trabajadores de la SE o 
de la SCE o de los representantes de los trabajadores en el marco de un procedimiento de información y consulta, así como de su 
derecho a ser asistido por expertos de su elección. 




c) La trasgresión de los derechos de la comisión negociadora, del órgano de representación y, en su caso, de los representantes de los 
trabajadores en el marco de un procedimiento de información y consulta, en materia de recursos financieros y materiales para el 
adecuado funcionamiento y desarrollo de sus actividades. 
d) La falta de convocatoria, en tiempo y forma, de la comisión negociadora y de las reuniones, ordinarias y extraordinarias, del órgano 
de representación de los trabajadores con el órgano competente de la sociedad europea o de la sociedad cooperativa europea. 
e) La trasgresión de los derechos y garantías de los miembros de la comisión negociadora, de los miembros del órgano de 
representación, de los representantes de los trabajadores que ejerzan sus funciones en el marco de un procedimiento de información y 
consulta y de los representantes de los trabajadores que formen parte del órgano de control o de administración de una sociedad 
europea, o de una sociedad cooperativa europea, en los términos legal o convencionalmente establecidos. 
2. Son infracciones muy graves: 
a) Las acciones u omisiones que impidan el inicio y desarrollo de la negociación con los representantes de los trabajadores sobre las 
disposiciones relativas a la implicación de los trabajadores en la sociedad europea o en la sociedad cooperativa europea. 
b) Las acciones u omisiones que impidan el funcionamiento de la comisión negociadora, del órgano de representación de los 
trabajadores o, en su caso, del procedimiento de información y consulta acordado, en los términos legal o convencionalmente 
establecidos. 
c) Las acciones u omisiones que impidan el ejercicio efectivo de los derechos de información, consulta y participación de los 
trabajadores en la sociedad europea, o en la sociedad cooperativa europea, incluido el abuso en el establecimiento de la obligación de 
confidencialidad en la información proporcionada o en el recurso a la dispensa de la obligación de comunicar aquellas informaciones 
de carácter secreto. 
d) Las decisiones adoptadas en aplicación de la Ley sobre implicación de los trabajadores en las sociedades anónimas y cooperativas 
europeas, que contengan o supongan cualquier tipo de discriminaciones directas o indirectas desfavorables por razón de edad o 
discapacidad o favorables o adversas por razón de sexo, nacionalidad, origen, incluido el racial o étnico, estado civil, religión o 
convicciones, ideas políticas, orientación sexual, adhesión o no a un sindicato, a sus acuerdos o al ejercicio, en general, de las 
actividades sindicales, o lengua. 
e) El recurso indebido a la constitución de una sociedad europea o de una sociedad cooperativa europea con el propósito de privar a 
los trabajadores de los derechos de información, consulta y participación que tuviesen, o de hacerlos ineficaces. 
 
Se añade por la disposición final 1.3 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre.  
 
Sección 2.ª Infracciones en materia de prevención de riesgos laborales 
 
Artículo 11. Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 
1. La falta de limpieza del centro de trabajo de la que no se derive riesgo para la integridad física o salud de los trabajadores. 
2. No dar cuenta, en tiempo y forma, a la autoridad laboral competente, conforme a las disposiciones vigentes, de los accidentes de 
trabajo ocurridos y de las enfermedades profesionales declaradas cuando tengan la calificación de leves. 
3. No comunicar a la autoridad laboral competente la apertura del centro de trabajo o la reanudación o continuación de los trabajos 
después de efectuar alteraciones o ampliaciones de importancia, o consignar con inexactitud los datos que debe declarar o 
cumplimentar, siempre que no se trate de industria calificada por la normativa vigente como peligrosa, insalubre o nociva por los 
elementos, procesos o sustancias que se manipulen. 
4. Las que supongan incumplimientos de la normativa de prevención de riesgos laborales, siempre que carezcan de trascendencia 
grave para la integridad física o la salud de los trabajadores. 
5. Cualesquiera otras que afecten a obligaciones de carácter formal o documental exigidas en la normativa de prevención de riesgos 
laborales y que no estén tipificadas como graves o muy graves. 
6. No disponer el contratista en la obra de construcción del Libro de Subcontratación exigido por el artículo 8 de la Ley Reguladora 
de la subcontratación en el sector de la construcción. 
7. No disponer el contratista o subcontratista de la documentación o título que acredite la posesión de la maquinaria que utiliza, y de 
cuanta documentación sea exigida por las disposiciones legales vigentes. 
 
Se añaden los apartados 6 y 7 por la disposición adicional 1.2 de la Ley 32/2006, de 18 de octubre.  
 
Artículo 12. Infracciones graves. 
Son infracciones graves: 
1. a) Incumplir la obligación de integrar la prevención de riesgos laborales en la empresa a través de la implantación y aplicación de 
un plan de prevención, con el alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales. 
b) No llevar a cabo las evaluaciones de riesgos y, en su caso, sus actualizaciones y revisiones, así como los controles periódicos de 
las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores que procedan, o no realizar aquellas actividades de prevención que 
hicieran necesarias los resultados de las evaluaciones, con el alcance y contenido establecidos en la normativa sobre prevención de 
riesgos laborales. 
2. No realizar los reconocimientos médicos y pruebas de vigilancia periódica del estado de salud de los trabajadores que procedan 
conforme a la normativa sobre prevención de riesgos laborales, o no comunicar su resultado a los trabajadores afectados. 
3. No dar cuenta en tiempo y forma a la autoridad laboral, conforme a las disposiciones vigentes, de los accidentes de trabajo ocurridos 
y de las enfermedades profesionales declaradas cuando tengan la calificación de graves, muy graves o mortales, o no llevar a cabo 
una investigación en caso de producirse daños a la salud de los trabajadores o de tener indicios de que las medidas preventivas son 
insuficientes. 
4. No registrar y archivar los datos obtenidos en las evaluaciones, controles, reconocimientos, investigaciones o informes a que se 
refieren los artículos 16, 22 y 23 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
5. No comunicar a la autoridad laboral competente la apertura del centro de trabajo o la reanudación o continuación de los trabajos 
después de efectuar alteraciones o ampliaciones de importancia, o consignar con inexactitud los datos que debe declarar o 
cumplimentar, siempre que se trate de industria calificada por la normativa vigente como peligrosa, insalubre o nociva por los 
elementos, procesos o sustancias que se manipulen. 
6. Incumplir la obligación de efectuar la planificación de la actividad preventiva que derive como necesaria de la evaluación de riesgos, 
o no realizar el seguimiento de la misma, con el alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales. 
7. La adscripción de trabajadores a puestos de trabajo cuyas condiciones fuesen incompatibles con sus características personales o de 
quienes se encuentren manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los 




respectivos puestos de trabajo, así como la dedicación de aquéllos a la realización de tareas sin tomar en consideración sus capacidades 
profesionales en materia de seguridad y salud en el trabajo, salvo que se trate de infracción muy grave conforme al artículo siguiente. 
8. El incumplimiento de las obligaciones en materia de formación e información suficiente y adecuada a los trabajadores acerca de 
los riesgos del puesto de trabajo susceptibles de provocar daños para la seguridad y salud y sobre las medidas preventivas aplicables, 
salvo que se trate de infracción muy grave conforme al artículo siguiente. 
9. La superación de los límites de exposición a los agentes nocivos que, conforme a la normativa sobre prevención de riesgos laborales, 
origine riesgo de daños graves para la seguridad y salud de los trabajadores, sin adoptar las medidas preventivas adecuadas, salvo que 
se trate de infracción muy grave conforme al artículo siguiente. 
10. No adoptar las medidas previstas en el artículo 20 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales en materia de primeros auxilios, 
lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores. 
11. El incumplimiento de los derechos de información, consulta y participación de los trabajadores reconocidos en la normativa sobre 
prevención de riesgos laborales. 
12. No proporcionar la formación o los medios adecuados para el desarrollo de sus funciones a los trabajadores designados para las 
actividades de prevención y a los delegados de prevención. 
13. No adoptar los empresarios y los trabajadores por cuenta propia que desarrollen actividades en un mismo centro de trabajo, o los 
empresarios a que se refiere el artículo 24.4 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, las medidas de cooperación y coordinación 
necesarias para la protección y prevención de riesgos laborales. 
14. No adoptar el empresario titular del centro de trabajo las medidas necesarias para garantizar que aquellos otros que desarrollen 
actividades en el mismo reciban la información y las instrucciones adecuadas sobre los riesgos existentes y las medidas de protección, 
prevención y emergencia, en la forma y con el contenido establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales. 
15. a) No designar a uno o varios trabajadores para ocuparse de las actividades de protección y prevención en la empresa o no organizar 
o concertar un servicio de prevención cuando ello sea preceptivo, o no dotar a los recursos preventivos de los medios que sean 
necesarios para el desarrollo de las actividades preventivas. 
b) La falta de presencia de los recursos preventivos cuando ello sea preceptivo o el incumplimiento de las obligaciones derivadas de 
su presencia. 
16. Las que supongan incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales, siempre que dicho incumplimiento cree un 
riesgo grave para la integridad física o la salud de los trabajadores afectados y especialmente en materia de: 
a) Comunicación a la autoridad laboral, cuando legalmente proceda, de las sustancias, agentes físicos, químicos y biológicos, o 
procesos utilizados en las empresas. 
b) Diseño, elección, instalación, disposición, utilización y mantenimiento de los lugares de trabajo, herramientas, maquinaria y 
equipos. 
c) Prohibiciones o limitaciones respecto de operaciones, procesos y uso de agentes físicos, químicos y biológicos en los lugares de 
trabajo. 
d) Limitaciones respecto del número de trabajadores que puedan quedar expuestos a determinados agentes físicos, químicos y 
biológicos. 
e) Utilización de modalidades determinadas de muestreo, medición y evaluación de resultados. 
f) Medidas de protección colectiva o individual. 
g) Señalización de seguridad y etiquetado y envasado de sustancias peligrosas, en cuanto éstas se manipulen o empleen en el proceso 
productivo. 
h) Servicios o medidas de higiene personal. 
i) Registro de los niveles de exposición a agentes físicos, químicos y biológicos, listas de trabajadores expuestos y expedientes 
médicos. 
17. La falta de limpieza del centro o lugar de trabajo, cuando sea habitual o cuando de ello se deriven riesgos para la integridad física 
y salud de los trabajadores. 
18. El incumplimiento del deber de información a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de prevención o, en su 
caso, al servicio de prevención de la incorporación a la empresa de trabajadores con relaciones de trabajo temporales, de duración 
determinada o proporcionados por empresas de trabajo temporal. 
19. No facilitar a los trabajadores designados o al servicio de prevención el acceso a la información y documentación señaladas en el 
apartado 1 del artículo 18 y en el apartado 1 del artículo 23 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 
20. No someter, en los términos reglamentariamente establecidos, el sistema de prevención de la empresa al control de una auditoría 
o evaluación externa cuando no se hubiera concertado el servicio de prevención con una entidad especializada ajena a la empresa. 
21. Facilitar a la autoridad laboral competente, las entidades especializadas que actúen como servicios de prevención ajenos a las 
empresas, las personas o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas o las entidades 
acreditadas para desarrollar y certificar la formación en materia de prevención de riesgos laborales, datos de forma o con contenido 
inexactos, omitir los que hubiera debido consignar, así como no comunicar cualquier modificación de sus condiciones de acreditación 
o autorización. 
22. Incumplir las obligaciones derivadas de actividades correspondientes a servicios de prevención ajenos respecto de sus empresarios 
concertados, de acuerdo con la normativa aplicable. 
23. En el ámbito de aplicación del Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen las disposiciones mínimas de 
seguridad y salud en las obras de construcción: 
a) Incumplir la obligación de elaborar el plan de seguridad y salud en el trabajo con el alcance y contenido establecidos en la normativa 
de prevención de riesgos laborales, en particular por carecer de un contenido real y adecuado a los riesgos específicos para la seguridad 
y la salud de los trabajadores de la obra o por no adaptarse a las características particulares de las actividades o los procedimientos 
desarrollados o del entorno de los puestos de trabajo. 
b) Incumplir la obligación de realizar el seguimiento del plan de seguridad y salud en el trabajo, con el alcance y contenido establecidos 
en la normativa de prevención de riesgos laborales. 
24. En el ámbito de aplicación del Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen las disposiciones mínimas de 
seguridad y salud en las obras de construcción, el incumplimiento de las siguientes obligaciones correspondientes al promotor: 
a) No designar los coordinadores en materia de seguridad y salud cuando ello sea preceptivo. 
b) Incumplir la obligación de que se elabore el estudio o, en su caso, el estudio básico de seguridad y salud, cuando ello sea preceptivo, 
con el alcance y contenido establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales, o cuando tales estudios presenten 
deficiencias o carencias significativas y graves en relación con la seguridad y la salud en la obra. 
c) No adoptar las medidas necesarias para garantizar, en la forma y con el alcance y contenido previstos en la normativa de prevención, 
que los empresarios que desarrollan actividades en la obra reciban la información y las instrucciones adecuadas sobre los riesgos y las 
medidas de protección, prevención y emergencia. 




d) No cumplir los coordinadores en materia de seguridad y salud las obligaciones establecidas en el artículo 9 del Real Decreto 
1627/1997 como consecuencia de su falta de presencia, dedicación o actividad en la obra. 
e) No cumplir los coordinadores en materia de seguridad y salud las obligaciones, distintas de las citadas en los párrafos anteriores, 
establecidas en la normativa de prevención de riesgos laborales cuando tales incumplimientos tengan o puedan tener repercusión grave 
en relación con la seguridad y salud en la obra. 
25. Incumplir las obligaciones derivadas de actividades correspondientes a las personas o entidades que desarrollen la actividad de 
auditoría del sistema de prevención de las empresas, de acuerdo con la normativa aplicable. 
26. Incumplir las obligaciones derivadas de actividades correspondientes a entidades acreditadas para desarrollar y certificar la 
formación en materia de prevención de riesgos laborales, de acuerdo con la normativa aplicable. 
27. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, los siguientes incumplimientos del 
subcontratista: 
a) El incumplimiento del deber de acreditar, en la forma establecida legal o reglamentariamente, que dispone de recursos humanos, 
tanto en su nivel directivo como productivo, que cuentan con la formación necesaria en prevención de riesgos laborales, y que dispone 
de una organización preventiva adecuada, y la inscripción en el registro correspondiente, o del deber de verificar dicha acreditación y 
registro por los subcontratistas con los que contrate, salvo que proceda su calificación como infracción muy grave, de acuerdo con el 
artículo siguiente. 
b) No comunicar los datos que permitan al contratista llevar en orden y al día el Libro de Subcontratación exigido en la Ley Reguladora 
de la subcontratación en el sector de la construcción. 
c) Proceder a subcontratar con otro u otros subcontratistas o trabajadores autónomos superando los niveles de subcontratación 
permitidos legalmente, sin disponer de la expresa aprobación de la dirección facultativa, o permitir que en el ámbito de ejecución de 
su subcontrato otros subcontratistas o trabajadores autónomos incurran en el supuesto anterior y sin que concurran en este caso las 
circunstancias previstas en la letra c) del apartado 15 del artículo siguiente, salvo que proceda su calificación como infracción muy 
grave, de acuerdo con el mismo artículo siguiente. 
28. Se consideran infracciones graves del contratista, de conformidad con lo previsto en la Ley Reguladora de la subcontratación en 
el sector de la construcción: 
a) No llevar en orden y al día el Libro de Subcontratación exigido, o no hacerlo en los términos establecidos reglamentariamente. 
b) Permitir que, en el ámbito de ejecución de su contrato, intervengan empresas subcontratistas o trabajadores autónomos superando 
los niveles de subcontratación permitidos legalmente, sin disponer de la expresa aprobación de la dirección facultativa, y sin que 
concurran las circunstancias previstas en la letra c) del apartado 15 del artículo siguiente, salvo que proceda su calificación como 
infracción muy grave, de acuerdo con el mismo artículo siguiente. 
c) El incumplimiento del deber de acreditar, en la forma establecida legal o reglamentariamente, que dispone de recursos humanos, 
tanto en su nivel directivo como productivo, que cuentan con la formación necesaria en prevención de riesgos laborales, y que dispone 
de una organización preventiva adecuada, y la inscripción en el registro correspondiente, o del deber de verificar dicha acreditación y 
registro por los subcontratistas con los que contrate, y salvo que proceda su calificación como infracción muy grave, de acuerdo con 
el artículo siguiente. 
d) La vulneración de los derechos de información de los representantes de los trabajadores sobre las contrataciones y subcontrataciones 
que se realicen en la obra, y de acceso al Libro de Subcontratación, en los términos establecidos en la Ley Reguladora de la 
subcontratación en el sector de la construcción. 
29. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, es infracción grave del promotor de la 
obra permitir, a través de la actuación de la dirección facultativa, la aprobación de la ampliación excepcional de la cadena de 
subcontratación cuando manifiestamente no concurran las causas motivadoras de la misma prevista en dicha Ley, salvo que proceda 
su calificación como infracción muy grave, de acuerdo con el artículo siguiente. 
 
Se añaden los apartados 27, 28 y 29 por la disposición adicional 1.3 de la Ley 32/2006, de 18 de octubre.  
Se modifican los apartados 1, 6, 14, 15 y 19 y se añaden los apartados 23 a 26 por el art. 10.1 a 9 de la Ley 54/2003, de 12 de 
diciembre.  
 
Artículo 13. Infracciones muy graves. 
Son infracciones muy graves: 
1. No observar las normas específicas en materia de protección de la seguridad y la salud de las trabajadoras durante los períodos de 
embarazo y lactancia. 
2. No observar las normas específicas en materia de protección de la seguridad y la salud de los menores. 
3. No paralizar ni suspender de forma inmediata, a requerimiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, los trabajos que se 
realicen sin observar la normativa sobre prevención de riesgos laborales y que, a juicio de la Inspección, impliquen la existencia de 
un riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores, o reanudar los trabajos sin haber subsanado previamente las 
causas que motivaron la paralización. 
4. La adscripción de los trabajadores a puestos de trabajo cuyas condiciones fuesen incompatibles con sus características personales 
conocidas o que se encuentren manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de 
los respectivos puestos de trabajo, así como la dedicación de aquéllos a la realización de tareas sin tomar en consideración sus 
capacidades profesionales en materia de seguridad y salud en el trabajo, cuando de ello se derive un riesgo grave e inminente para la 
seguridad y salud de los trabajadores. 
5. Incumplir el deber de confidencialidad en el uso de los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores, en los términos 
previstos en el apartado 4 del artículo 22 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 
6. Superar los límites de exposición a los agentes nocivos que, conforme a la normativa sobre prevención de riesgos laborales, originen 
riesgos de daños para la salud de los trabajadores sin adoptar las medidas preventivas adecuadas, cuando se trate de riesgos graves e 
inminentes. 
7. No adoptar, los empresarios y los trabajadores por cuenta propia que desarrollen actividades en un mismo centro de trabajo, las 
medidas de cooperación y coordinación necesarias para la protección y prevención de riesgos laborales, cuando se trate de actividades 
reglamentariamente consideradas como peligrosas o con riesgos especiales. 
8. a) No adoptar el promotor o el empresario titular del centro de trabajo, las medidas necesarias para garantizar que aquellos otros 
que desarrollen actividades en el mismo reciban la información y las instrucciones adecuadas, en la forma y con el contenido y alcance 
establecidos en la normativa de prevención de riesgos laborales, sobre los riesgos y las medidas de protección, prevención y 
emergencia cuando se trate de actividades reglamentariamente consideradas como peligrosas o con riesgos especiales. 
b) La falta de presencia de los recursos preventivos cuando ello sea preceptivo o el incumplimiento de las obligaciones derivadas de 
su presencia, cuando se trate de actividades reglamentariamente consideradas como peligrosas o con riesgos especiales. 




9. Las acciones u omisiones que impidan el ejercicio del derecho de los trabajadores a paralizar su actividad en los casos de riesgo 
grave e inminente, en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 
10. No adoptar cualesquiera otras medidas preventivas aplicables a las condiciones de trabajo en ejecución de la normativa sobre 
prevención de riesgos laborales de las que se derive un riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores. 
11. Ejercer sus actividades las entidades especializadas que actúen como servicios de prevención ajenos a las empresas, las personas 
o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas o las que desarrollen y certifiquen la 
formación en materia de prevención de riesgos laborales, sin contar con la preceptiva acreditación o autorización, cuando ésta hubiera 
sido suspendida o extinguida, cuando hubiera caducado la autorización provisional, así como cuando se excedan en su actuación del 
alcance de la misma. 
12. Mantener las entidades especializadas que actúen como servicios de prevención ajenos a las empresas o las personas o entidades 
que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas, vinculaciones comerciales, financieras o de 
cualquier otro tipo, con las empresas auditadas o concertadas, distintas a las propias de su actuación como tales, así como certificar, 
las entidades que desarrollen o certifiquen la formación preventiva, actividades no desarrolladas en su totalidad. 
13. La alteración o el falseamiento, por las personas o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención 
de las empresas, del contenido del informe de la empresa auditada. 
14. La suscripción de pactos que tengan por objeto la elusión, en fraude de ley, de las responsabilidades establecidas en el apartado 3 
del artículo 42 de esta ley. 
15. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, los siguientes incumplimientos del 
subcontratista: 
a) El incumplimiento del deber de acreditar, en la forma establecida legal o reglamentariamente, que dispone de recursos humanos, 
tanto en su nivel directivo como productivo, que cuentan con la formación necesaria en prevención de riesgos laborales, y que dispone 
de una organización preventiva adecuada, y la inscripción en el registro correspondiente, o del deber de verificar dicha acreditación y 
registro por los subcontratistas con los que contrate, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales conforme a la regulación 
reglamentaria de los mismos para las obras de construcción. 
b) Proceder a subcontratar con otro u otros subcontratistas o trabajadores autónomos superando los niveles de subcontratación 
permitidos legalmente, sin que disponga de la expresa aprobación de la dirección facultativa, o permitir que en el ámbito de ejecución 
de su subcontrato otros subcontratistas o trabajadores autónomos incurran en el supuesto anterior y sin que concurran en este caso las 
circunstancias previstas en la letra c) de este apartado, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales conforme a la regulación 
reglamentaria de los mismos para las obras de construcción. 
c) El falseamiento en los datos comunicados al contratista o a su subcontratista comitente, que dé lugar al ejercicio de actividades de 
construcción incumpliendo el régimen de la subcontratación o los requisitos legalmente establecidos. 
16. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, los siguientes incumplimientos del 
contratista: 
a) Permitir que, en el ámbito de ejecución de su contrato, intervengan subcontratistas o trabajadores autónomos superando los niveles 
de subcontratación permitidos legalmente, sin que se disponga de la expresa aprobación de la dirección facultativa, y sin que concurran 
las circunstancias previstas en la letra c) del apartado anterior, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales conforme a la 
regulación reglamentaria de los mismos para las obras de construcción. 
b) El incumplimiento del deber de acreditar, en la forma establecida legal o reglamentariamente, que dispone de recursos humanos, 
tanto en su nivel directivo como productivo, que cuentan con la formación necesaria en prevención de riesgos laborales, y que dispone 
de una organización preventiva adecuada, y la inscripción en el registro correspondiente, o del deber de verificar dicha acreditación y 
registro por los subcontratistas con los que contrate, cuando se trate de trabajos con riesgos especiales conforme a la regulación 
reglamentaria de los mismos para las obras de construcción. 
17. En el ámbito de la Ley Reguladora de la subcontratación en el sector de la construcción, es infracción muy grave del promotor de 
la obra permitir, a través de la actuación de la dirección facultativa, la aprobación de la ampliación excepcional de la cadena de 
subcontratación cuando manifiestamente no concurran las causas motivadoras de la misma previstas en dicha Ley, cuando se trate de 
trabajos con riesgos especiales conforme a la regulación reglamentaria de los mismos para las obras de construcción. 
 
Se añaden los apartados 15, 16 y 17 por la disposición adicional 1.4 de la Ley 32/2006, de 18 de octubre.  
Se modifica el apartado 8 y se añaden los apartados 13 y 14 por el art. 11.1 a 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  
 
Sección 3.ª Infracciones en materia de empleo 
 
Subsección 1.ª Infracciones de los empresarios, de las agencias de colocación, de las entidades de formación o aquellas que asuman 
la organización de las acciones de formación profesional para el empleo programada por las empresas y de los beneficiarios de ayudas 
y subvenciones en materia de empleo y ayudas al fomento del empleo en general. 
 
Se modifica el título por la disposición final 3.3 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifica el título por el art. 21.3 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo.  
Se modifica el título por el art. 18.1 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre.  
Se modifica el título por el art. 18.1 del Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio.  
Se modifica el título por el art. 46.1 de la Ley 62/2003, de 20 de diciembre.  
Se modifica el título por el art. 5.3 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre.  
 
Artículo 14. Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 
1. No comunicar a la oficina de empleo las contrataciones realizadas en los supuestos en que estuviere establecida esa obligación. 
2. No comunicar a la oficina de empleo la terminación de los contratos de trabajo, en los supuestos en que estuviere prevista tal 
obligación. 
3. La falta de registro en la oficina de empleo del contrato de trabajo y de sus prórrogas en los casos en que estuviere establecida la 
obligación de registro. 
4. Incumplir, los empresarios, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones formativas 
programadas por las empresas y los solicitantes y beneficiarios de las ayudas y subvenciones públicas, las obligaciones de carácter 
formal o documental exigidas en la normativa específica sobre formación profesional para el empleo, siempre que no estén tipificadas 
como graves o muy graves. 
 
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 3.4 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  




Se modifica el apartado 4 por el art. 21.4 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo.  
Se añade el apartado 4 por el art. 46.2 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Artículo 15. Infracciones graves. 
Son infracciones graves: 
1. No informar las empresas de selección de sus tareas al servicio público de empleo. 
2. El incumplimiento de las medidas de reserva, duración o preferencia en el empleo dictadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 
17, apartados 2 y 3, de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 
3. El incumplimiento en materia de integración laboral de personas con discapacidad de la obligación legal de reserva de puestos de 
trabajo para personas con discapacidad, o de la aplicación de sus medidas alternativas de carácter excepcional. 
4. No notificar a los representantes legales de los trabajadores las contrataciones de duración determinada que se celebren, o no 
entregarles en plazo la copia básica de los contratos cuando exista dicha obligación. 
5. La publicidad por cualquier medio de difusión de ofertas de empleo que no respondan a las reales condiciones del puesto ofertado, 
o que contengan condiciones contrarias a la normativa de aplicación, sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente. 
6. Incumplir, los empresarios, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones formativas 
programadas por las empresas y los beneficiarios de ayudas y subvenciones públicas, las obligaciones establecidas en la normativa 
específica sobre formación profesional para el empleo, salvo que haya dado lugar al disfrute indebido de bonificaciones en el pago de 
las cuotas sociales, mediante cualquiera de las acciones siguientes: 
a) Ejecutar acciones formativas en los términos, forma y contenido distintos a los previamente preavisados, cuando no se hubiera 
notificado en tiempo y forma su cancelación o modificación al órgano competente. 
b) Ejecutar acciones formativas que no guarden relación con la actividad empresarial. 
c) Incumplir las obligaciones en materia de control de asistencia de los participantes en las acciones formativas, así como incumplir 
la obligación de seguimiento de la participación de los alumnos, su aprendizaje y evaluación. 
d) Expedir certificaciones de asistencia o diplomas sin el contenido mínimo exigido, que no se ajusten a las acciones formativas, 
aprobadas y/ o realizadas o cuando no se hayan impartido las mismas, así como negar su entrega o realizar su remisión fuera de plazo, 
a pesar de haber sido requerido en tal sentido por los órganos de vigilancia y control. 
e) Incumplir las obligaciones relativas a la comunicación del inicio y finalización de cada acción formativa en los plazos, forma o 
contenidos previstos en su normativa aplicable así como no comunicar las transformaciones, fusiones, escisiones o cambios de 
titularidad que se produzcan en la empresa. 
f) No identificar en cuenta separada o epígrafe específico de su contabilidad todos los gastos de ejecución de las acciones formativas, 
así como las bonificaciones que se apliquen y la cofinanciación, en su caso, del Fondo Social Europeo u otras ayudas e iniciativas 
europeas, bajo la denominación de Formación profesional para el Empleo. 
g) Incumplir las obligaciones relativas a la custodia y entrega de la documentación relacionada con la organización, gestión e 
impartición de las acciones formativas. 
h) Imputar como coste objeto de financiación pública los bienes, productos, materiales o servicios que sean entregados, puestos a 
disposición o prestados por las entidades de formación o las entidades organizadoras de la formación y que no resulten estrictamente 
necesarios para la impartición de la actividad formativa. 
i) Incumplir las obligaciones relativas al derecho de información y consulta de la representación legal de los trabajadores. 
Se entenderá una infracción por cada empresa y por cada acción formativa para los supuestos previstos en las letras a), b) y c) de este 
apartado. 
 
Se modifica el apartado 6 por la disposición final 3.5 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifica el apartado 6 por el art. 21.5 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo.  
Se modifica el apartado 3 por el art. 4.1 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se añade el apartado 6 por el art. 46.3 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Artículo 16. Infracciones muy graves. 
1. Son infracciones muy graves: 
a) Ejercer actividades de intermediación laboral, de cualquier clase y ámbito funcional, que tengan por objeto la colocación de 
trabajadores sin haber presentado, con carácter previo a la actuación como agencia de colocación, una declaración responsable, de 
reunir los requisitos establecidos en la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, y su normativa de desarrollo, o exigir a los 
trabajadores precio o contraprestación por los servicios prestados. 
b) En el caso de las empresas de trabajo temporal que hubieran presentado una declaración responsable para actuar como agencias de 
colocación de reunir los requisitos establecidos en la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, y su normativa de desarrollo, 
incumplir los mismos. 
c) Solicitar datos de carácter personal en los procesos de selección o establecer condiciones, mediante la publicidad, difusión o por 
cualquier otro medio, que constituyan discriminaciones para el acceso al empleo por motivos de sexo, origen, incluido el racial o 
étnico, edad, estado civil, discapacidad, religión o convicciones, opinión política, orientación sexual, afiliación sindical, condición 
social y lengua dentro del Estado. 
d) Obtener o disfrutar indebidamente de subvenciones, ayudas de fomento del empleo o cualesquiera establecidas en programas de 
apoyo a la creación de empleo o formación profesional para el empleo concedidas, financiadas o garantizadas, en todo o en parte, por 
el Estado, las comunidades autónomas o el Fondo Social Europeo u otras ayudas e iniciativas europeas, en el marco de la ejecución 
de la legislación laboral, ajenas al régimen económico de la Seguridad Social. 
e) La no aplicación o las desviaciones en la aplicación de las ayudas o subvenciones de fomento del empleo, de reinserción de 
demandantes de empleo, de la formación profesional para el empleo, concedidas, financiadas o garantizadas, en todo o en parte, por 
el Estado, las comunidades autónomas o el Fondo Social Europeo u otras ayudas e iniciativas europeas, en el marco de la ejecución 
de la legislación laboral, ajenas al régimen económico de la Seguridad Social. 
f) Incumplir los empresarios, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones formativas 
programadas por las empresas y los beneficiarios de ayudas y subvenciones públicas, las obligaciones establecidas en la normativa 
específica sobre formación profesional para el empleo, salvo que haya dado lugar al disfrute indebido de bonificaciones en el pago de 
cuotas sociales, mediante cualquiera de las acciones siguientes: 
1.º Solicitar cantidades a los participantes para pagar total o parcialmente las iniciativas de formación profesional para el empleo, 
cuando las acciones formativas sean financiables con fondos públicos y gratuitas para los mismos. 
2.º Simular la contratación laboral con la finalidad de que los trabajadores participen en acciones formativas. 




3.º El falseamiento de documentos, así como la simulación de la ejecución de la acción formativa, incluida la teleformación, para la 
obtención o disfrute indebido de ayudas o subvenciones públicas para sí o para un tercero en materia de formación profesional para 
el empleo. 
4.º Impartir formación sin estar acreditadas o, en su caso, sin haber presentado la declaración responsable de acuerdo con la normativa 
específica. 
5.º Realizar subcontrataciones indebidas, tanto en lo que respecta a la impartición como a la organización de las acciones formativas. 
g) La aplicación indebida o la no aplicación a los fines previstos legal o reglamentariamente de las donaciones y acciones de patrocinio 
recibidas de las empresas por fundaciones y asociaciones de utilidad pública, como medida alternativa al cumplimiento de la 
obligación de reserva de empleo a favor de las personas con discapacidad. 
En las infracciones señaladas en los párrafos 2.º, 3.º, 4.º y 5.º de la letra f), las entidades que asuman la organización de las acciones 
formativas programadas por las empresas, las entidades que impartan formación, y los beneficiarios de ayudas y subvenciones 
públicas, responderán solidariamente de la devolución de las cantidades indebidamente obtenidas por cada empresa y acción 
formativa. 
Se entenderá una infracción por cada empresa y acción formativa para los supuestos previstos en las letras d), e) y párrafos 2.º, 3.º, 4.º 
y 5.º de la letra f). 
 
Se modifica por la disposición final 3.6 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifica por el art. 21.6 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo. 
Se modifica el apartado 1 por el art. 119.1 de la Ley 18/2014, de 15 de octubre.  
Se modifica el apartado 1 por el art. 119.1 del Real Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio.  
Se modifica el apartado 2 por el art. 4.2 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se añade el apartado 1.bis y se modifica el apartado 1 por el art. 1.9 y la disposición adicional 16 de la Ley 3/2012, de 6 de julio.  
Se modifican los apartados 1 y 2 y se añade el apartado 6 por el art. 18.2 y 3 y la disposición adicional 14.2 de la Ley 35/2010, de 17 
de septiembre. 
Se modifican los apartados 1 y 2 por el art. 18.2 y 3 del Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio.  
Se modifica el apartado 2 y se añade el apartado 5 por los arts. 41.3 y 46.4 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
Se modifican los apartados 3 y 4 por el art. 5.4 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre. 
 
Subsección 2.ª Infracciones de los trabajadores por cuenta ajena y propia. 
 
Se modifica el título por el art. 46.5 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Artículo 17. Infracciones de los trabajadores por cuenta ajena y propia. 
Constituyen infracciones de los trabajadores: 
1. Leves. 
a) No comparecer, previo requerimiento, ante los servicios públicos de empleo o las agencias de colocación cuando desarrollen 
actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos y así se recoja en el convenio de colaboración, o no renovar la demanda de 
empleo en la forma y fechas que se determinen en el documento de renovación de la demanda, salvo causa justificada. 
Las citaciones o comunicaciones efectuadas por el Servicio Público de Empleo Estatal y los Servicios Públicos de Empleo 
autonómicos por medios electrónicos para el cumplimiento del compromiso de actividad, se entenderán validas, a efectos de 
notificación, siempre que los solicitantes o beneficiarios de las prestaciones por desempleo hayan expresado previamente su 
consentimiento. 
b) No devolver en plazo, salvo causa justificada, a los servicios públicos de empleo o, en su caso, a las agencias de colocación cuando 
desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos y así se recoja en el convenio de colaboración, el correspondiente 
justificante de haber comparecido en el lugar y fecha indicados para cubrir las ofertas de empleo facilitadas por aquéllos. 
c) No cumplir las exigencias del Acuerdo Personal de Empleo, salvo causa justificada, siempre que la conducta no esté tipificada 
como otra infracción leve o grave en este artículo. 
2. Graves:rechazar una oferta de empleo adecuada, ya sea ofrecida por los servicios públicos de empleo o por las agencias de 
colocación cuando desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos, o negarse a participar en programas de 
empleo, incluidos los de inserción profesional, o en acciones de promoción, formación o reconversión profesional, salvo causa 
justificada, ofrecidos por los servicios públicos de empleo. 
A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por colocación adecuada la que reúna los requisitos establecidos en el artículo 231.3 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, en 
aquellos aspectos en los que sea de aplicación a los demandantes de empleo no solicitantes ni beneficiarios de prestaciones por 
desempleo. 
3. Muy graves: la no aplicación, o la desviación en la aplicación de las ayudas, en general, de fomento del empleo percibidas por los 
trabajadores, así como la connivencia con los empresarios y los beneficiarios de ayudas y subvenciones, para la acreditación o 
justificación de acciones formativas inexistentes o no realizadas. 
 
Se modifica la letra a) del apartado 1 por el art. 20.1 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio.  
Se añade la letra c) al apartado 1 por el art. 13 del Real Decreto-ley 3/2011, de 18 de febrero.  
Se modifican los apartados 1 y 2 por el art. 18.4 y .5 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre.  
Téngase en cuenta la disposición final 4.2 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre, en cuanto a la aplicación de las modificaciones. 
Se modifican los apartados 1 y 2 por  art. 18.4 y 5 del Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio.  
Se modifican el título, los apartados  2 y 3 y se suprime la letra c) del apartado 1 por el art. 46.5 a 8 de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre. 
Se añade la letra c) al apartado 1 y se modifica el segundo párrafo del apartado 2 por el art. 5.5 y 6 de la Ley 45/2002, de 12 de 
diciembre.  
Se añade la letra c) al apartado 1 y se modifica el segundo párrafo del apartado 2 por el art. 5.1 y 2 del Real Decreto-Ley 5/2002, de 
24 de mayo. Téngase en cuenta que el citado Real Decreto-Ley se declara inconstitucional y nulo por Sentencia del TC 68/2007, de 
28 de marzo. 
 
Sección 4.ª Infracciones en materia de empresas de trabajo temporal y empresas usuarias 
 
Artículo 18. Infracciones de las empresas de trabajo temporal. 
1. Infracciones leves: 




a) No cumplimentar, en los términos que reglamentariamente se determine, los contratos a que se refiere el artículo 10 de la Ley 
14/1994, de 1 de junio, que regula las empresas de trabajo temporal y los contratos de puesta a disposición. 
b) No incluir en la publicidad de sus actividades u ofertas de empleo su identificación como empresa de trabajo temporal y el número 
de autorización. 
c) No entregar a la empresa usuaria la copia básica del contrato de trabajo o la orden de servicio de los trabajadores puestos a 
disposición de la misma ; así como la restante documentación que esté obligada a suministrarle. 
2. Infracciones graves: 
a) No formalizar por escrito los contratos de trabajo o contratos de puesta a disposición, previstos en la Ley por la que se regulan las 
empresas de trabajo temporal. 
b) No remitir a la autoridad laboral competente, en los términos que reglamentariamente se establezcan, la información a que se refiere 
el artículo 5 de la Ley por la que se regulan las empresas de trabajo temporal, o no comunicar la actualización anual de la garantía 
financiera. 
c) Formalizar contratos de puesta a disposición para supuestos distintos de los previstos en el apartado 2 del artículo 6 de la Ley por 
la que se regulan las empresas de trabajo temporal, o para la cobertura de puestos de trabajo respecto de los que no se haya realizado 
previamente la preceptiva evaluación de riesgos. 
d) No destinar a la formación de los trabajadores temporales las cantidades a que se refiere el artículo 12.2 de la Ley por la que se 
regulan las empresas de trabajo temporal. 
e) Cobrar al trabajador cualquier cantidad en concepto de selección, formación o contratación. 
3. Infracciones muy graves: 
a) No actualizar el valor de la garantía financiera, en los términos legalmente previstos. 
b) Formalizar contratos de puesta a disposición para la realización de trabajos u ocupaciones de especial peligrosidad para la seguridad 
o la salud en el trabajo o formalizarlos sin haber cumplido los requisitos previstos para ello conforme a lo establecido legal o 
convencionalmente. 
c) No dedicarse exclusivamente a las actividades a que se refiere el artículo 1 de la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan 
las Empresas de Trabajo Temporal. 
d) La falsedad documental u ocultación en la información facilitada a la autoridad laboral sobre sus actividades. 
e) Ceder trabajadores con contrato temporal a otra empresa de trabajo temporal o a otras empresas para su posterior cesión a terceros. 
 
Se modifican los párrafos a), c) y d) del apartado 3 y se deroga el 2.f) por el art. 119.2 y disposición derogatoria.2.b) de la Ley 18/2014, 
de 15 de octubre.  
Se modifican los párrafos a), c) y d) del apartado 3 y se deroga el 2.f) por el art. 119.2 y disposición derogatoria única.2.b) del Real 
Decreto-ley 8/2014, de 4 de julio.  
Se modifica el párrafo c) del apartado 3 por el art. 1.10 de la Ley 3/2012, de 6 de julio.  
Se modifica el párrafo b) del apartado 3 por art. 18.6 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre y por el art. 18.6 del Real Decreto-Ley 
10/2010, de 16 de junio.  
 
Artículo 19. Infracciones de las empresas usuarias. 
1. Son infracciones leves: 
a) No cumplimentar, en los términos que reglamentariamente se determine, el contrato de puesta a disposición. 
b) No facilitar los datos relativos a la retribución total establecida en el convenio colectivo aplicable para el puesto de trabajo en 
cuestión, a efectos de su consignación en el contrato de puesta a disposición. 
2. Son infracciones graves: 
a) No formalizar por escrito el contrato de puesta a disposición. 
b) Formalizar contratos de puesta a disposición para supuestos distintos de los previstos en el apartado 2 del artículo 6 de la Ley por 
la que se regulan las empresas de trabajo temporal, o para la cobertura de puestos de trabajo respecto de los que no se haya realizado 
previamente la preceptiva evaluación de riesgos. 
c) Las acciones u omisiones que impidan el ejercicio por los trabajadores puestos a su disposición de los derechos establecidos en el 
artículo 17 de la Ley por la que se regulan las empresas de trabajo temporal. 
d) La falta de información al trabajador temporal en los términos previstos en el artículo 16.1 de la Ley por la que se regulan las 
empresas de trabajo temporal, y en la normativa de prevención de riesgos laborales. 
e) Formalizar contratos de puesta a disposición para la cobertura de puestos o funciones que, en los doce meses anteriores, hayan sido 
objeto de amortización por despido improcedente, despido colectivo o por causas objetivas, o para la cobertura de puestos que en los 
dieciocho meses anteriores hubieran estado ya cubiertos por más de doce meses, de forma continua o discontinua, por trabajadores 
puestos a disposición por empresas de trabajo temporal, entendiéndose en ambos casos cometida una infracción por cada trabajador 
afectado. 
f) Permitir el inicio de la prestación de servicios de los trabajadores puestos a disposición sin tener constancia documental de que han 
recibido las informaciones relativas a los riesgos y medidas preventivas, poseen la formación específica necesaria y cuentan con un 
estado de salud compatible con el puesto de trabajo a desempeñar. 
3. Son infracciones muy graves: 
a) Los actos del empresario lesivos del derecho de huelga, consistentes en la sustitución de trabajadores en huelga por otros puestos a 
su disposición por una empresa de trabajo temporal. 
b) La formalización de contratos de puesta a disposición para la realización de trabajos u ocupaciones de especial peligrosidad para la 
seguridad o la salud en el trabajo o formalizarlos sin haber cumplido los requisitos previstos para ello conforme a lo establecido legal 
o convencionalmente, entendiéndose cometida una infracción por cada contrato en estas circunstancias. 
 
Se modifica el párrafo b) del apartado 3 por art. 18.7 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre y por art. 18.7 del Real Decreto-Ley 
10/2010, de 16 de junio.  
Se añade la letra f) al apartado 2 por el art. 12 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  
Se modifica el apartado 2.e) por el art. 14.3 de la Ley 12/2001, de 9 de julio.  
 
Sección 5.ª Infracciones en materia de empresas de inserción 
Se añade por la disposición final 1.3 de la Ley 44/2007, de 13 de diciembre.  
 
Artículo 19 bis. Infracciones de las empresas de inserción. 
Infracciones de las empresas de inserción. 
1. Son infracciones graves: 




a) El incumplimiento de cualquiera de los requisitos establecidos para la creación de las empresas de inserción en la normativa 
aplicable. 
b) Ocultar o falsear la documentación acreditativa de las modificaciones estatutarias que afectan a la calificación como empresa de 
inserción. 
c) No facilitar el plan de actividades y el presupuesto de cada año, así como las cuentas anuales, el informe de gestión y el balance 
social correspondientes al cierre de cada ejercicio económico. 
d) No facilitar a los Servicios Sociales Públicos competentes y a los Servicios Públicos de Empleo la información a que se refieren 
los artículos 12, 13, 14 y 15 de la Ley para la regulación del régimen de las empresas de inserción. 
e) Incumplir las obligaciones asumidas en el contrato de trabajo en relación con el proceso personal de inserción de cada trabajador o 
no poner en práctica las medidas concretas previstas en dicho proceso. 
2. Son infracciones muy graves: 
a) Desarrollar las actividades sin cumplir el fin primordial de las empresas de inserción de integración sociolaboral de las personas en 
situación de exclusión social. 
b) Obtener o disfrutar indebidamente subvenciones o ayudas establecidas en los programas de apoyo a la inserción sociolaboral, 
financiadas o garantizadas en todo o en parte por el Estado o por las Comunidades Autónomas en el marco de la ejecución de la 
legislación laboral ajenas al régimen económico de la Seguridad Social. 
 
Se añade por la disposición final 1.3 de la Ley 44/2007, de 13 de diciembre.  
 
 
CAPÍTULO III Infracciones en materia de Seguridad Social 
 
Artículo 20. Concepto. 
1. Son infracciones en materia de Seguridad Social las acciones y omisiones de los distintos sujetos responsables a que se refiere el 
artículo 2.2 de la presente Ley, contrarias a las disposiciones legales y reglamentarias que regulan el sistema de la Seguridad Social, 
tipificadas y sancionadas como tales en la presente Ley. 
2. A los efectos de la presente Ley se asimilan a las infracciones y sanciones en materia de Seguridad Social las producidas respecto 
de otras cotizaciones que recaude el sistema de Seguridad Social. 
 
Sección 1.ª Infracciones de los empresarios, entidades de formación, entidades que asuman la organización de las acciones de 
formación profesional para el empleo programada por las empresas, trabajadores por cuenta propia y asimilados. 
 
Se modifica el título por la disposición final 3.7 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifica el título por el art. 21.7 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo.  
 
Artículo 21. Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 
1. No conservar, durante cuatro años, la documentación o los registros o soportes informáticos en que se hayan transmitido los 
correspondientes datos que acrediten el cumplimiento de las obligaciones en materia de afiliación, altas, bajas o variaciones que, en 
su caso, se produjeran en relación con dichas materias, así como los documentos de cotización y los recibos justificativos del pago de 
salarios y del pago delegado de prestaciones. 
2. No exponer, en lugar destacado del centro de trabajo, o no poner a disposición de los trabajadores, dentro del mes siguiente al que 
corresponda el ingreso de las cuotas, el ejemplar del documento de cotización o copia autorizada del mismo en el que conste la 
cotización efectuada correspondiente a aquellos o, en su caso, no facilitar la documentación aludida a los delegados de personal o 
comités de empresa, en los términos legal y reglamentariamente establecidos. 
3. No comunicar en tiempo y forma las bajas de los trabajadores que cesen en el servicio de la empresa así como las demás variaciones 
que les afecten o su no transmisión por los obligados o acogidos a la utilización de sistema de presentación por medios informáticos, 
electrónicos o telemáticos. 
4. No facilitar o comunicar fuera de plazo a las entidades correspondientes los datos, certificaciones y declaraciones que estén 
obligados a proporcionar, u omitirlos, o consignarlos inexactamente. 
5. No comunicar a la entidad correspondiente cualquier cambio en los documentos de asociación o de adhesión para la cobertura de 
las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, o en su caso, para las contingencias comunes. 
6. No remitir a la entidad correspondiente las copias de los partes médicos de baja, confirmación de la baja o alta de incapacidad 
temporal facilitadas por los trabajadores, o su no transmisión por los obligados o acogidos a la utilización del sistema de presentación 
de tales copias, por medios informáticos, electrónicos o telemáticos. 
 
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 34/2014, de 26 de diciembre.  
Se modifican los apartados 4 y 5 por el art. 4.3 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se añade el apartado 6 por el art. 46.11 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
Se modifica el apartado 3 por el art. 24.1 de la Ley 52/2003, de 10 de diciembre.  
Se modifica el apartado 1 por el art. 35 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre.  
 
Artículo 22. Infracciones graves. 
Se consideran infracciones graves las siguientes: 
1. Iniciar su actividad sin haber solicitado su inscripción en la Seguridad Social; no comunicar la apertura y cese de actividad de los 
centros de trabajo a efectos de su identificación; no comunicar las variaciones de datos u otras obligaciones establecidas legal o 
reglamentariamente en materia de inscripción de empresas, incluida la sucesión en la titularidad de la misma, e identificación de 
centros de trabajo, así como en materia de comunicación en tiempo y forma de los conceptos retributivos abonados a sus trabajadores, 
o su no transmisión por los obligados o acogidos al uso de sistemas de presentación por medios informáticos, electrónicos o 
telemáticos. 
2. No solicitar la afiliación inicial o el alta de los trabajadores que ingresen a su servicio, o solicitar la misma, como consecuencia de 
actuación inspectora, fuera del plazo establecido. A estos efectos se considerará una infracción por cada uno de los trabajadores 
afectados. 
3. No ingresar, en la forma y plazos reglamentarios, las cuotas correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería 
General de la Seguridad Social o no efectuar el ingreso en la cuantía debida, habiendo cumplido dentro de plazo las obligaciones 
establecidas en los apartados 1 y 2 del artículo 26 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, siempre que la falta 




de ingreso no obedezca a una declaración concursal de la empresa, ni a un supuesto de fuerza mayor, ni se haya solicitado aplazamiento 
para el pago de las cuotas con carácter previo al inicio de la actuación inspectora, salvo que haya recaído resolución denegatoria. 
4. Incumplir las obligaciones económicas derivadas de su colaboración obligatoria en la gestión de la Seguridad Social. 
5. Formalizar la protección por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, y en su caso, de la incapacidad temporal del 
personal a su servicio, así como los trabajadores autónomos la protección por cese de actividad en entidad distinta de la que legalmente 
corresponda. 
6. No entregar al trabajador en tiempo y forma, cuantos documentos sean precisos para la solicitud y tramitación de cualesquiera 
prestaciones, incluido el certificado de empresa, o la no transmisión de dicho certificado, en el caso de sujetos obligados o acogidos a 
la utilización de sistemas de presentación por medios electrónicos, informáticos o telemáticos, conforme al procedimiento establecido. 
7. No solicitar los trabajadores por cuenta propia: 
a) Su afiliación y hasta tres altas dentro de cada año natural, en el correspondiente régimen especial de la Seguridad Social, o solicitar 
las mismas fuera del plazo establecido, como consecuencia de actuación inspectora. 
b) Su afiliación y hasta tres altas dentro de cada año natural, en el correspondiente régimen especial de la Seguridad Social, o solicitar 
las mismas fuera del plazo establecido, sin que medie actuación inspectora. 
c) El resto de las altas que, en su caso, se produzcan dentro de cada año natural o solicitarlo fuera de plazo, cuando la omisión genere 
impago de la cotización que corresponda. 
8. No abonar a las entidades correspondientes las prestaciones satisfechas por éstas a los trabajadores cuando la empresa hubiera sido 
declarada responsable de la obligación. 
9. Obtener o disfrutar indebidamente cualquier tipo de reducciones, bonificaciones o incentivos en relación con el importe de las 
cuotas sociales que corresponda, entendiendo producida una infracción por cada trabajador afectado, salvo que se trate de 
bonificaciones de formación profesional para el empleo y reducciones de las cotizaciones por contingencias profesionales a las 
empresas que hayan contribuido especialmente a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral, en la que se entenderá 
producida una infracción por cada empresa y acción formativa. 
10. La solicitud de afiliación o del alta de los trabajadores que ingresen a su servicio fuera del plazo establecido al efecto, cuando no 
mediare actuación inspectora, o su no transmisión por los obligados o acogidos a la utilización de sistemas de presentación por medios 
informáticos, electrónicos o telemáticos. 
11. No comprobar por los empresarios que contraten o subcontraten con otros la realización de obras o servicios correspondientes a 
la propia actividad de aquéllos o que se presten de forma continuada en sus centros de trabajo, con carácter previo al inicio de la 
prestación de la actividad contratada o subcontratada, la afiliación o alta en la Seguridad Social de cada uno de los trabajadores que 
estos ocupen en los mismos durante el periodo de ejecución de la contrata o subcontrata, considerándose una infracción por cada uno 
de los trabajadores afectados. 
12. No proceder dentro del plazo reglamentario al alta y cotización por los salarios de tramitación y por las vacaciones devengadas y 
no disfrutadas antes de la extinción de la relación laboral. A estos efectos se considerará una infracción por cada uno de los trabajadores 
afectados. 
13. El incumplimiento de la obligación de comunicar a la entidad gestora de la prestación por desempleo, con carácter previo a su 
efectividad, las medidas de despido colectivo o de suspensión o reducción de jornada, en la forma y con el contenido establecido 
reglamentariamente, así como la no comunicación, con antelación a que se produzcan, de las variaciones que se originen sobre el 
calendario inicialmente dispuesto, en relación con la concreción e individualización por trabajador de los días de suspensión o 
reducción de jornada, así como en este último caso, el horario de trabajo afectado por la reducción. 
14. Dar ocupación, habiendo comunicado el alta en la Seguridad Social, a trabajadores, solicitantes o beneficiarios de pensiones u 
otras prestaciones periódicas de Seguridad Social, cuyo disfrute sea incompatible con el trabajo por cuenta ajena. 
15. Incumplir, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones formativas programadas por las 
empresas, los requisitos de cada acción formativa establecidos por la normativa específica sobre formación profesional para el empleo, 
cuando haya dado lugar al disfrute indebido de bonificaciones en el pago de cuotas, salvo cuando la infracción sea calificada como 
muy grave de acuerdo con el artículo siguiente. 
Dichas entidades responderán solidariamente de la devolución de las cantidades indebidamente bonificadas por cada empresa y acción 
formativa. 
Se entenderá una infracción por cada empresa y por cada acción formativa. 
16. Comunicar la baja en un régimen de la Seguridad Social de trabajadores por cuenta ajena pese a que continúen la misma actividad 
laboral o mantengan idéntica prestación de servicios, sirviéndose de un alta indebida en un régimen de trabajadores por cuenta propia. 
A estos efectos se considerará una infracción por cada uno de los trabajadores afectados. 
 
Se añade el apartado 16 por la disposición final 4.1 del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre.  
Se modifica, con efectos de 1 de enero de 2018, el apartado 7 por la disposición final 9.1 de la Ley 6/2017, de 24 de octubre.  
Se modifica el apartado 9 y se añade el 15 por la disposición final 3.8 y 9 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifica el apartado 9 y se añade el 15 por el art. 21.8 y 9 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo.  
Se modifican los apartados 1 y 3 por el art. 2.2 de la Ley 34/2014, de 26 de diciembre.  
Se modifica el apartado 13 por el art. 8.1 de la Ley 1/2014, de 28 de febrero.  
Se modifica el apartado 13 por el art. 8.1 del Real Decreto-ley 11/2013, de 2 de agosto.  
Se modifica por el art. 4.4 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se modifica el apartado 2 y se añaden los apartados 11 y 12 por el art. 6.1 a 3 del Real Decreto-ley 5/2011, de 29 de abril.  
Se modifica el apartado 5 por la disposición final 2.1 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.  
Se modifica el apartado 3, con efectos de 1 de enero de 2009 por la disposición final 8.1 de la Ley 2/2008, de 23 de diciembre.  
Téngase en cuenta que se declara inconstitucional la citada disposición final 8 que da recacción al apartado 3, con los efectos 
establecidos en el fundamento jurídico 3.h), por Sentencia del TC 206/2013, de 5 de diciembre.  
Se modifica el apartado 10 por el art. 46.9 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
La norma establece que se modifica el apartado 12, pero este se reenumera como apartado 10 por la Ley  52/2003, de 10 de diciembre, 
por lo que entendemos que el que se modifica es el apartado 10. 
Se modifican los apartados 1 y 2, se añade el apartado 3, se suprimen los apartados 4 y 5 y se reenumeran los apartados  6 a 12 como 
4 a 10 por el art. 24.2 a 5 de la Ley 52/2003, de 10 de diciembre.  
Se deroga el apartado 3 por el art. 37 de la Ley 24/2001, de 27de diciembre.  
 
Artículo 23. Infracciones muy graves. 
1. Son infracciones muy graves: 




a) Dar ocupación como trabajadores a beneficiarios o solicitantes de pensiones u otras prestaciones periódicas de la Seguridad Social, 
cuyo disfrute sea incompatible con el trabajo por cuenta ajena, cuando no se les haya dado de alta en la Seguridad Social con carácter 
previo al inicio de su actividad. 
b) No ingresar, en la forma y plazos reglamentarios, las cuotas correspondientes que por todos los conceptos recauda la Tesorería 
General de la Seguridad Social, no habiendo cumplido dentro de plazo las obligaciones establecidas en los apartados 1 y 2 del artículo 
26 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, así como actuar fraudulentamente al objeto de eludir la 
responsabilidad solidaria, subsidiaria o mortis causa en el cumplimiento de la obligación de cotizar o en el pago de los demás recursos 
de la Seguridad Social. 
c) Efectuar declaraciones, o facilitar, comunicar o consignar datos falsos o inexactos que den lugar a que las personas trabajadoras 
obtengan o disfruten indebidamente prestaciones, así como la connivencia con sus trabajadores/as o con las demás personas 
beneficiarias para la obtención de prestaciones indebidas o superiores a las que procedan en cada caso, o para eludir el cumplimiento 
de las obligaciones que a cualquiera de ellos corresponda en materia de prestaciones. 
d) Pactar con sus trabajadores de forma individual o colectiva la obligación por parte de ellos de pagar total o parcialmente la prima 
o parte de cuotas a cargo del empresario, o bien su renuncia a los derechos que les confiere el sistema de la Seguridad Social. 
e) Incrementar indebidamente la base de cotización del trabajador de forma que provoque un aumento en las prestaciones que 
procedan, así como la simulación de la contratación laboral para la obtención indebida de prestaciones. 
f) Efectuar declaraciones o facilitar, comunicar o consignar datos falsos o inexactos, que ocasionen liquidaciones, deducciones o 
compensaciones fraudulentas en las cuotas a satisfacer a la Seguridad Social, o incentivos relacionados con las mismas. 
g) No facilitar al Organismo público correspondiente, en tiempo y forma, los datos identificativos de titulares de prestaciones sociales 
económicas, así como, en cuanto determinen o condicionen el derecho a percibirlas, los de los beneficiarios, cónyuges y otros 
miembros de la unidad familiar, o los de sus importes, clase de las prestaciones y fecha de efectos de su concesión. 
h) Incurrir los empresarios, las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones formativas programadas 
por las empresas, en el falseamiento de documentos o en la simulación de la ejecución de la acción formativa, incluida la teleformación, 
para la obtención o disfrute indebido de bonificaciones en materia de formación profesional para el empleo. 
Se entenderá una infracción por cada empresa y por cada acción formativa. 
i) Incumplir la obligación de suscribir el convenio especial en los supuestos establecidos en el artículo 51.9 del Estatuto de los 
Trabajadores 
j) Dar ocupación a los trabajadores afectados por la suspensión de contratos o reducción de jornada, en el período de aplicación de las 
medidas de suspensión de contratos o en el horario de reducción de jornada comunicado a la autoridad laboral o a la entidad gestora 
de las prestaciones por desempleo, en su caso. 
k) Retener indebidamente, no ingresándola dentro de plazo, la parte de cuota de Seguridad Social descontada a sus trabajadores o 
efectuar descuentos superiores a los legalmente establecidos, no ingresándolos en el plazo reglamentario. 
2. En el supuesto de infracciones muy graves, se entenderá que la empresa incurre en una infracción por cada una de las personas 
trabajadoras que hayan solicitado, obtenido o disfruten fraudulentamente de las prestaciones de Seguridad Social. 
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 43.3, en las infracciones señaladas en los párrafos a), c) y e) del apartado anterior, la 
empresa responderá solidariamente de la devolución de las cantidades indebidamente percibidas por la persona trabajadora. 
Las empresas que contraten o subcontraten la realización de obras o servicios correspondientes a la propia actividad, responderán 
solidariamente de las infracciones a que se refiere el apartado 1.a) anterior, cometidas por la empresa contratista o subcontratista 
durante todo el período de vigencia de la contrata. 
En las infracciones señaladas en el apartado 1.h), las entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las acciones 
formativas programadas por las empresas y los solicitantes o beneficiarios de subvenciones y ayudas públicas, responderán 
solidariamente de la devolución de las cantidades disfrutadas de forma indebida por cada acción formativa. 
3. Las infracciones de este artículo, además de a las sanciones que correspondan por aplicación del Capítulo VI, darán lugar a las 
sanciones accesorias previstas en el artículo 46 de esta Ley. 
 
Se modifican la letra c) del apartado 1 y el apartado 2 por la disposición final 3.1 y 2 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril.  
Se modifica la letra h) del apartado 1 y se añade un párrafo al apartado 2 por la disposición final 3.10 y 11 de la Ley 30/2015, de 9 de 
septiembre. 
Se modifica la letra h) del apartado 1 y se añade un párrafo al apartado 2 por el art. 21.10 y 11 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de 
marzo. 
Se modifican los apartados 1.b) y f) por el art. 2.3 de la Ley 34/2014, de 26 de diciembre.  
Se modifica por el art. 4.5 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se añade la letra i) al apartado 1 por la disposición adicional 6.2 de la Ley 27/2011, de 1 de agosto.  
Se añade el párrafo h) al apartado 1 por el art. 46.10 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
Se modifica el párrafo b) del apartado 1 por el art. 24.6 de la Ley 52/2003, de 10 de diciembre.  
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 228, de 22 de septiembre de 2000.  
 
Sección 2.ª Infracciones de los trabajadores o asimilados, beneficiarios y solicitantes de prestaciones 
 
Artículo 24. Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 
1. No facilitar a la entidad correspondiente o a la empresa, cuando le sean requeridos, los datos necesarios para su afiliación o su alta 
en la Seguridad Social y, en su caso, las alteraciones que en ellos se produjeran, los de la situación de pluriempleo, y, en general, el 
incumplimiento de los deberes de carácter informativo. 
2. No comparecer, previo requerimiento, ante la entidad gestora de las prestaciones en la forma y fecha que se determinen, salvo causa 
justificada. 
3. En el caso de los solicitantes o beneficiarios de prestaciones por desempleo de nivel contributivo o asistencial, o de trabajadores 
por cuenta propia solicitantes o beneficiarios de la prestación por cese de actividad: 
a) No comparecer, previo requerimiento, ante los servicios públicos de empleo o las agencias de colocación cuando desarrollen 
actividades en el ámbito de la colaboración con aquellos, salvo causa justificada. 
b) No devolver en plazo, salvo causa justificada, al servicio público de empleo o, en su caso, a las agencias de colocación sin fines 
lucrativos el correspondiente justificante de haber comparecido en el lugar y fecha indicados para cubrir las ofertas de empleo 
facilitadas por aquéllos. 
c) No cumplir las exigencias del compromiso de actividad, salvo causa justificada, siempre que la conducta no esté tipificada como 
otra infracción leve o grave en los artículos 24 ó 25 de esta Ley. 




A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por compromiso de actividad el que reúna los requisitos establecidos en el apartado 
2 del artículo 231 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 
de junio. 
d) No facilitar a los servicios públicos de empleo, la información necesaria para garantizar la recepción de sus notificaciones y 
comunicaciones. 
Las citaciones o comunicaciones efectuadas por medios electrónicos se entenderán validas a efectos de notificaciones siempre que los 
trabajadores hayan expresado previamente su consentimiento. 
4. En el caso de solicitantes o beneficiarios de prestaciones por desempleo de nivel contributivo o asistencial, los siguientes 
incumplimientos ante la entidad gestora de dichas prestaciones: 
a) No facilitar la información necesaria para garantizar la recepción de sus notificaciones y comunicaciones. 
Las citaciones o comunicaciones efectuadas por medios electrónicos se entenderán validas a efectos de notificaciones siempre que los 
trabajadores hayan expresado previamente su consentimiento. 
b) No cumplir el requisito, exigido para la conservación de la percepción de la prestación, de estar inscrito como demandante de 
empleo en los términos establecidos en los artículos 209.1 y 215.4 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, salvo 
causa justificada. 
 
Se modifican las letras a) y d) del apartado 3 y se añade el apartado 4 por el art. 8.2 de la Ley 1/2014, de 28 de febrero.  
Se modifican las letras a) y d) del apartado 3 y se añade el apartado 4 por el art. 8.2 del Real Decreto-ley 11/2013, de 2 de agosto.  
Se añade un párrafo al apartado 3.a) y la letra d) por el art. 20.2 y 3 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio.  
Se modifica el párrafo a) del apartado 3 por art. 18.8 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre.  
Se modifica el apartado 3 por la disposición final 2.2 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.  
Se modifica el párrafo a) del apartado 3 por art. 18.8 del Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio.  
Téngase en cuenta la disposición final 8.2 del Real Decreto-Ley 10/2010,  en cuanto a la aplicación de las modificaciones. 
Se añade el apartado 3 por el art. 46.12 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Artículo 25. Infracciones graves. 
Son infracciones graves: 
1. Efectuar trabajos por cuenta propia o ajena durante la percepción de prestaciones, cuando exista incompatibilidad legal o 
reglamentariamente establecida, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo siguiente. 
2. No comparecer, salvo causa justificada, a los reconocimientos médicos ordenados por las entidades gestoras o colaboradoras, en 
los supuestos así establecidos, así como no presentar ante las mismas los antecedentes, justificantes o datos que no obren en la entidad, 
cuando a ello sean requeridos y afecten al derecho a la continuidad en la percepción de la prestación. 
3. No comunicar, salvo causa justificada, las bajas en las prestaciones en el momento en que se produzcan situaciones determinantes 
de la suspensión o extinción del derecho, o cuando se dejen de reunir los requisitos para el derecho a su percepción cuando por 
cualquiera de dichas causas se haya percibido indebidamente la prestación, siempre que la conducta no esté tipificada como infracción 
leve en el artículo 24.4.b) de esta ley. 
4. En el caso de solicitantes o beneficiarios de prestaciones por desempleo de nivel contributivo o asistencial, o de trabajadores por 
cuenta propia solicitantes o beneficiarios de la prestación por cese de actividad: 
a) Rechazar una oferta de empleo adecuada, ya sea ofrecida por los servicios públicos de empleo o por las agencias de colocación 
cuando desarrollen actividades en el ámbito de la colaboración con aquéllos, salvo causa justificada. 
b) Negarse a participar en los trabajos de colaboración social, programas de empleo, incluidos los de inserción profesional, o en 
acciones de promoción, formación o reconversión profesional, salvo causa justificada, ofrecidos por los servicios públicos de empleo 
o en las acciones de orientación e información profesional ofrecidas por las agencias de colocación cuando desarrollen actividades en 
el ámbito de la colaboración con aquéllos. 
A los efectos previstos en esta Ley, se entenderá por colocación adecuada y por trabajos de colaboración social, los que reúnan los 
requisitos establecidos, respectivamente, en el artículo 231.3 y en el artículo 213.3 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social. 
 
Se modifica el apartado 3 por el art. 8.3 de la Ley 1/2014, de 28 de febrero.  
Se modifica el apartado 3 por el art. 8.3 del Real Decreto-ley 11/2013, de 2 de agosto.  
Se modifica el párrafo inicial del apartado 4 por la disposición adicional 1 del Real Decreto-ley 14/2011, de 16 de septiembre. 
Se modifica el apartado 4 por art. 18.9 de la Ley 35/2010, de 17 de septiembre.  
Téngase en cuenta la disposición final 4.2 de la Ley 35/2010, en cuanto a la aplicación de las modificaciones y la disposición final 7 
de la Ley 32/2010, de 5 de agosto, en cuanto a la vigencia.  
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 2.3 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.  
Se modifica el apartado 4 por art. 18.9 del Real Decreto-Ley 10/2010, de 16 de junio.  
Téngase en cuenta la disposición final 8.2 del Real Decreto-Ley 10/2010, en cuanto a la aplicación de las modificaciones. 
Se añade el apartado 4 por el art. 46.13 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Artículo 26. Infracciones muy graves. 
Son infracciones muy graves: 
1. Actuar fraudulentamente con el fin de obtener prestaciones indebidas o superiores a las que correspondan, o prolongar 
indebidamente su disfrute mediante la aportación de datos o documentos falsos ; la simulación de la relación laboral ; y la omisión de 
declaraciones legalmente obligatorias u otros incumplimientos que puedan ocasionar percepciones fraudulentas. 
2. Compatibilizar la solicitud o el percibo de prestaciones o subsidio por desempleo, así como la prestación por cese de actividad de 
los trabajadores autónomos con el trabajo por cuenta propia o ajena, salvo en el caso del trabajo a tiempo parcial en los términos 
previstos en la normativa correspondiente. 
3. La connivencia con el empresario para la obtención indebida de cualesquiera prestaciones de la Seguridad Social. 
4. La no aplicación o la desviación en la aplicación de las prestaciones por desempleo, que se perciban según lo que establezcan 
programas de fomento de empleo. 
 
Se modifica el apartado 2 por el art. 4.6 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 2.4 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.  
Se añade el apartado 4 por el art. 46.14 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Sección 3.ª Infracciones de las Mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social 





Artículo 27. Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 
1. No cumplir las obligaciones formales relativas a diligencia, remisión y conservación de libros, registros, documentos y relaciones 
de trabajadores, así como de los boletines estadísticos. 
2. Incumplir las obligaciones formales establecidas sobre inscripción, registro y conservación de documentos y certificados, en materia 
de reconocimientos médicos obligatorios. 
3. No remitir al organismo competente, dentro del plazo y debidamente cumplimentados, los partes de accidentes de trabajo cuando 
éstos tengan carácter leve. 
4. No informar a los empresarios asociados, trabajadores y órganos de representación del personal, y a las personas que acrediten un 
interés personal y directo, acerca de los datos a ellos referentes que obren en la entidad. 
 
Artículo 28. Infracciones graves. 
Son infracciones graves: 
1. No llevar al día y en la forma establecida los libros obligatorios, así como los libros oficiales de contabilidad o sistema contable 
autorizado, de conformidad con el plan general de contabilidad y normas presupuestarias de la Seguridad Social. 
2. Aceptar la asociación de empresas no incluidas en el ámbito territorial o funcional de la entidad sin estar autorizadas; no aceptar 
toda proposición de asociación que formulen las empresas comprendidas en su ámbito de actuación; concertar convenios de asociación 
de duración superior a un año; y no proteger a la totalidad de los trabajadores de una empresa asociada correspondientes a centros de 
trabajo situados en la misma provincia, y no atender a las solicitudes de cobertura de la protección por cese de actividad de los 
trabajadores autónomos con los que tengan formalizada la cobertura por contingencias profesionales. 
3. No observar las normas relativas a la denominación y su utilización, y a la constitución y funcionamiento de sus órganos de gobierno 
y de participación. 
4. No remitir al organismo competente, dentro del plazo y debidamente cumplimentados, los partes de accidentes de trabajo y 
enfermedad profesional, cuando tengan carácter grave, muy grave o produzcan la muerte del trabajador. 
5. No cumplir la normativa establecida respecto de constitución y cuantía en materia de fianza, gastos de administración, reservas 
obligatorias, así como la falta de remisión dentro de plazo al organismo competente del balance anual, memoria y cuenta de resultados, 
y presupuesto de ingresos y gastos debidamente aprobados y confeccionados. 
6. No facilitar al organismo competente y, en todo caso, a los Servicios comunes y Entidades gestoras, cuantos datos soliciten en 
materia de colaboración, ni coordinar la actuación de la entidad con dichos organismos y con las Administraciones competentes en 
materia de gestión de servicios sociales u otras materias en las que colaboren las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales, así como la negativa a expedir a los empresarios asociados los certificados del cese de la asociación. 
7. Dar publicidad o difundir públicamente informaciones y datos referentes a su actuación, sin la previa autorización del órgano 
superior de vigilancia y tutela, cuando la misma se requiera. 
8. No solicitar en tiempo y forma establecidos las autorizaciones preceptivas en materia de inversiones, contratación con terceros, 
revalorización de activos y actualización de balances, y cualesquiera otras en materia económico financiera en que así lo exijan las 
disposiciones en vigor. 
9. No cumplir con la normativa relativa al reconocimiento, suspensión, extinción y reanudación derivada de la gestión de la prestación 
por cese de actividad de los trabajadores autónomos. 
10. Incumplir la normativa de la prestación por cese de actividad de los trabajadores autónomos respecto a la gestión del desarrollo 
de convocatorias y acciones específicas de formación, orientación profesional, información, motivación, reconversión o inserción 
profesional del trabajador autónomo que se determinen. 
11. La declaración o denegación de la fuerza mayor como situación legal del cese de actividad de los trabajadores autónomos sin tener 
en consideración la documentación aportada por el solicitante. 
 
Se modifica el apartado 2 y se añaden los apartados 9, 10 y 11 por la disposición final 2.5 y .6 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.  
 
Artículo 29. Infracciones muy graves. 
Son infracciones muy graves: 
1. Llevar a cabo operaciones distintas a aquellas a las que deben limitar su actividad o insertar en los convenios de asociación 
condiciones que se opongan a las normas de la Seguridad Social y de las que regulan la colaboración en la gestión de las Mutuas de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales. 
2. No contribuir en la medida que proceda al sostenimiento económico de los Servicios comunes de la Seguridad Social y no cumplir 
las obligaciones que procedan en materia de reaseguro o del sistema establecido de compensación de resultados. 
3. Aplicar epígrafes de la tarifa de primas o, en su caso, las adicionales que procedan, distintas de las que sean perceptivamente 
obligatorias, según las actividades y trabajos de cada empresa, así como promover u obtener el ingreso de cantidades equivalentes o 
sustitutorias de las cuotas de la Seguridad Social por procedimientos diferentes a los reglamentarios. 
4. Concertar, utilizar o establecer servicios sanitarios, de prevención de accidentes, de recuperación o de rehabilitación propios o de 
terceros, sin la previa autorización del organismo competente. 
5. Exigir a las empresas asociadas, al convenir la asociación, el ingreso de cantidades superiores al importe anticipado de un trimestre 
de las correspondientes cuotas en concepto de garantía, o bien exigir dicho ingreso más de una vez. 
6. Ejercer la colaboración en la gestión con ánimo de lucro ; no aplicar el patrimonio estrictamente al fin social de la entidad ; distribuir 
beneficios económicos entre los asociados, con independencia de su naturaleza ; afectar los excedentes anuales a fines distintos de los 
reglamentarios ; continuar en el ejercicio de la colaboración cuando concurran causas de disolución obligatoria sin comunicarlo al 
órgano competente ; y no diferenciar las actividades desarrolladas como servicios de prevención, o no imputar a las mismas los costes 
derivados de tales actividades. 
7. Incumplir el régimen de incompatibilidades y prohibiciones establecido en el artículo 75 del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social. 
8. El falseamiento de la declaración de fuerza mayor para que los trabajadores autónomos obtengan o disfruten fraudulentamente la 
prestación por cese de actividad, así como la connivencia con los trabajadores autónomos para la obtención de prestaciones indebidas, 
o para eludir el cumplimiento de las obligaciones que a cualquiera de ellos corresponda en materia de la prestación por cese de 
actividad. 
9. Falta de diligencia suficiente en la supervisión de la gestión de la prestación, de forma reiterada y prolongada en el tiempo. 
 
Se añaden los apartados 8 y 9 por la disposición adicional 2.7 y 8 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.  
 




Sección 4.ª Infracciones de las empresas que colaboran voluntariamente en la gestión 
 
Artículo 30. Infracciones leves. 
Son infracciones leves: 
1. No llevar en orden y al día la documentación reglamentariamente exigida. 
2. No dar cuenta, semestralmente, al comité de empresa de la aplicación de las cantidades percibidas para el ejercicio de la 
colaboración. 
 
Artículo 31. Infracciones graves. 
Son infracciones graves: 
1. No mantener las instalaciones sanitarias propias en las condiciones exigidas para la prestación de la asistencia. 
2. No coordinar la prestación de asistencia sanitaria con los servicios sanitarios de la Seguridad Social. 
3. Prestar la asistencia sanitaria con personal ajeno a los servicios de la Seguridad Social, salvo autorización al efecto. 
4. Conceder prestaciones en tiempo, cuantía o forma distintos a los reglamentariamente establecidos. 
5. No ingresar las aportaciones establecidas para el sostenimiento de los Servicios comunes. 
6. No llevar en su contabilidad una cuenta específica que recoja todas las operaciones relativas a la colaboración. 
 
Artículo 32. Infracciones muy graves. 
Son infracciones muy graves: 
1. Ejercer las funciones propias del objeto de la colaboración sin previa autorización. 
2. Continuar en el ejercicio de la colaboración después de la pérdida de los requisitos mínimos exigibles. 
3. Destinar los excedentes de la colaboración a fines distintos de la mejora de las prestaciones. 
4. No aplicar a los fines exclusivos de la colaboración, incluyendo en ella la mejora de las prestaciones, las cantidades deducidas de 
la cuota reglamentaria. 
 
Sección 5.ª Infracciones de las mutualidades de previsión social autorizadas para actuar como alternativas al Régimen Especial 
de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos 
 
Se añade por la disposición final 8 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre.  
 
Artículo 32 bis. Infracción grave. 
No poner a disposición de la Tesorería General de la Seguridad Social la relación telemática de los profesionales colegiados integrados 
en las mismas a la que se refiere el apartado 4 de la disposición adicional decimoctava del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto legislativo 8/2015, de 30 de octubre, en el plazo y con el contenido establecido en dicha 
disposición. 
 
Se añade por la disposición final 8 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. 
 
CAPÍTULO IV Infracciones en materia de movimientos migratorios y trabajo de extranjeros 
 
Se modifica la rúbrica por la disposición final 1.2 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre.  
 
Sección 1.ª Infracciones en materia de movimientos migratorios 
 
Se modifica la rúbrica por la disposición final 1.3 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre.  
 
Artículo 33. Concepto. 
Son infracciones en materia de movimientos migratorios laborales las acciones u omisiones de los sujetos a quienes se refiere el 
artículo 2.4 tipificadas y sancionadas de conformidad con la presente Ley. 
 
Se modifica por la disposición final 1.3 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre.  
 
Artículo 34. Infracciones leves. 
Constituye infracción leve la modificación de las condiciones de la oferta de trabajo para desplazarse al exterior, si no causa perjuicio 
grave para el trabajador. 
 
Se modifica por la disposición final 1.3 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre.  
 
Artículo 35. Infracciones graves. 
Son infracciones graves: 
1. La modificación de las condiciones de la oferta de trabajo para desplazarse al exterior, si causa perjuicio grave para el trabajador. 
2. La ocultación, falsificación o rectificación de cláusulas sustanciales de un contrato de trabajo para desplazarse al exterior. 
3. El desplazamiento del trabajador al país de acogida sin la documentación necesaria o la retención injustificada por la empresa de 
dicha documentación. 
4. La contratación de marinos españoles por cuenta de empresas armadoras extranjeras realizada por personas o entidades no 
autorizadas por la autoridad laboral para realizar ese cometido. 
 
Se modifica por la disposición final 1.3 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre.  
 
Artículo 36. Infracciones muy graves. 
Son infracciones muy graves: 
1. El establecimiento de cualquier tipo de agencias de reclutamiento. 
2. La simulación o engaño en la contratación de los trabajadores que se desplazan al exterior. 
3. El abandono de trabajadores desplazados por parte del empresario contratante o de sus representantes autorizados. 
4. El cobro a los trabajadores de comisión o precio por su contratación. 




5. La obtención fraudulenta de ayudas a los movimientos migratorios, ya sean individuales o de reagrupación familiar, o la no 
aplicación o aplicación indebida de dichas ayudas. 
 
Se modifica por la disposición final 1.3 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre.  
 
Sección 2.ª Infracciones en materia de permisos de trabajo de extranjeros 
 
Artículo 37. Infracciones. 
Serán consideradas conductas constitutivas de infracción muy grave las de: 
1. Los empresarios que utilicen trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter previo el preceptivo permiso de trabajo, o su 
renovación, incurriendo en una infracción por cada uno de los trabajadores extranjeros que hayan ocupado. 
2. Los extranjeros que ejerzan en España cualquier actividad lucrativa, laboral o profesional, por cuenta propia, sin haber obtenido el 
preceptivo permiso de trabajo, o no haberlo renovado. 
3. Las de las personas físicas o jurídicas que promuevan, medien o amparen el trabajo de los extranjeros en España sin el preceptivo 
permiso de trabajo. 
 
CAPÍTULO V Infracciones en materia de sociedades cooperativas 
 
Artículo 38. Infracciones en materia de cooperativas. 
Se sujetan a las prescripciones de este artículo, las infracciones de las sociedades cooperativas, cuando la legislación autonómica se 
remita al respecto a la legislación del Estado, cuando no se haya producido la referida legislación autonómica o cuando aquéllas 
desarrollen su actividad cooperativizada en el territorio de varias Comunidades Autónomas, de conformidad con lo establecido en la 
Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas. 
1. Son infracciones leves: El incumplimiento de las obligaciones o la vulneración de las prohibiciones impuestas por la Ley de 
Cooperativas, que no supongan un conflicto entre partes, no interrumpan la actividad social y no puedan ser calificadas de graves o 
muy graves. 
2. Son infracciones graves: 
a) No convocar la Asamblea General ordinaria en tiempo y forma. 
b) Incumplir la obligación de inscribir los actos que han de acceder obligatoriamente al Registro. 
c) No efectuar las dotaciones, en los términos legalmente establecidos, a los fondos obligatorios o destinarlos a finalidades distintas a 
las previstas. 
d) La falta de auditoría de cuentas, cuanto ésta resulte obligatoria, legal o estatutariamente. 
e) Incumplir, en su caso, la obligación de depositar las cuentas anuales. 
f) La transgresión generalizada de los derechos de los socios. 
3. Son infracciones muy graves: 
a) La paralización de la actividad cooperativizada, o la inactividad de los órganos sociales durante dos años. 
b) La transgresión de las disposiciones imperativas o prohibitivas de la Ley de Cooperativas, cuando se compruebe connivencia para 
lucrarse o para obtener ficticiamente subvenciones o bonificaciones fiscales. 
 
CAPÍTULO VI Responsabilidades y sanciones 
 
Sección 1.ª Normas generales sobre sanciones a los empresarios, y en general, a otros sujetos que no tengan la condición de 
trabajadores o asimilados 
 
Artículo 39. Criterios de graduación de las sanciones. 
1. Las sanciones por las infracciones tipificadas en los artículos anteriores podrán imponerse en los grados de mínimo, medio y 
máximo, atendiendo a los criterios establecidos en los apartados siguientes. 
2. Calificadas las infracciones, en la forma dispuesta por esta ley, las sanciones se graduarán en atención a la negligencia e 
intencionalidad del sujeto infractor, fraude o connivencia, incumplimiento de las advertencias previas y requerimientos de la 
Inspección, cifra de negocios de la empresa, número de trabajadores o de beneficiarios afectados en su caso, perjuicio causado y 
cantidad defraudada, como circunstancias que puedan agravar o atenuar la graduación a aplicar a la infracción cometida. 
Sin perjuicio de lo anterior, cuando se trate de infracciones tipificadas en los artículos 22.3 y 23.1.b), la sanción se impondrá en grado 
mínimo cuando la cuantía no ingresada, incluyendo recargos e intereses, no supere los 10.000 euros, en su grado medio cuando dicha 
cuantía esté comprendida entre 10.001 y 25.000 euros, y en su grado máximo cuando sea superior a los 25.000 euros. 
En todo caso, se impondrá la sanción en su grado máximo, cualquiera que fuera la cantidad no ingresada, cuando el sujeto responsable 
hubiera cotizado en cuantía inferior a la debida mediante la ocultación o falsedad de las declaraciones o datos que tenga obligación de 
facilitar a la Seguridad Social. 
No obstante lo previsto en el artículo 41 de esta ley, en el supuesto de la infracción tipificada en el artículo 15.3, la sanción se impondrá 
en su grado máximo cuando, en los dos años anteriores a la fecha de la comisión de la infracción, el sujeto responsable ya hubiere 
sido sancionado en firme por incumplimiento de la obligación legal de reserva de puestos de trabajo para personas con discapacidad 
o de la aplicación de sus medidas alternativas de carácter excepcional. 
3. En las sanciones por infracciones en materia de prevención de riesgos laborales, a efectos de su graduación, se tendrán en cuenta 
los siguientes criterios: 
a) La peligrosidad de las actividades desarrolladas en la empresa o centro de trabajo. 
b) El carácter permanente o transitorio de los riesgos inherentes a dichas actividades. 
c) La gravedad de los daños producidos o que hubieran podido producirse por la ausencia o deficiencia de las medidas preventivas 
necesarias. 
d) El número de trabajadores afectados. 
e) Las medidas de protección individual o colectiva adoptadas por el empresario y las instrucciones impartidas por éste en orden a la 
prevención de los riesgos. 
f) El incumplimiento de las advertencias o requerimientos previos a que se refiere el artículo 43 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, 
de Prevención de Riesgos Laborales. 
g) La inobservancia de las propuestas realizadas por los servicios de prevención, los delegados de prevención o el comité de seguridad 
y salud de la empresa para la corrección de las deficiencias legales existentes. 
h) La conducta general seguida por el empresario en orden a la estricta observancia de las normas en materia de prevención de riesgos 
laborales. 




4. Las infracciones en materia de sociedades cooperativas se graduarán, a efectos de su correspondiente sanción, atendiendo al número 
de socios afectados, repercusión social, malicia o falsedad y capacidad económica de la cooperativa. 
5. Los criterios de graduación recogidos en los números anteriores no podrán utilizarse para agravar o atenuar la infracción cuando 
estén contenidos en la descripción de la conducta infractora o formen parte del propio ilícito administrativo. 
6. El acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que inicie el expediente sancionador y la resolución administrativa que 
recaiga, deberán explicitar los criterios de graduación de la sanción tenidos en cuenta, de entre los señalados en los anteriores apartados 
de este artículo. Cuando no se considere relevante a estos efectos ninguna de las circunstancias enumeradas en dichos apartados, la 
sanción se impondrá en el grado mínimo en su tramo inferior. 
7. Se sancionará en el máximo de la calificación que corresponda toda infracción que consista en la persistencia continuada de su 
comisión. 
 
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.4 de la Ley 34/2014, de 26 de diciembre.  
Se añaden los dos últimos párrafos al apartado 2 por el art. 4.7 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se modifica el apartado 3.f) por el art. 13 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  
 
Artículo 40. Cuantía de las sanciones. 
1. Las infracciones en materia de relaciones laborales y empleo, en materia de Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado 3 siguiente, en materia de movimientos migratorios y trabajo de extranjeros, en materia de empresas de trabajo temporal y 
empresas usuarias, excepto las que se refieran a materias de prevención de riesgos laborales, que quedarán encuadradas en el apartado 
2 de este artículo, así como las infracciones por obstrucción se sancionarán: 
a) Las leves, en su grado mínimo, con multas de 60 a 125 euros; en su grado medio, de 126 a 310 euros; y en su grado máximo, de 
311 a 625 euros. 
b) Las graves con multa, en su grado mínimo, de 626 a 1.250 euros, en su grado medio de 1.251 a 3.125 euros; y en su grado máximo 
de 3.126 a 6.250 euros. 
c) Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 6.251 a 25.000 euros; en su grado medio de 25.001 a 100.005 euros; y en su 
grado máximo de 100.006 euros a 187.515 euros. 
d) Las infracciones señaladas en los artículos 22.3, 23.1.b) y 23.1.k) se sancionarán: 
1. La infracción grave del artículo 22.3 se sancionará con la multa siguiente: en su grado mínimo, con multa del 50 al 65 % del importe 
de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, intereses y costas; 
en su grado medio, con multa del 65,01 al 80 %; y en su grado máximo, con multa del 80,01 al 100%. 
2. La infracción muy grave del artículo 23.1.b) se sancionará con la multa siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01 al 115 
% del importe de las cuotas de Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta no ingresados, incluyendo recargos, 
intereses y costas; en su grado medio, con multa del 115,01 al 130 %; y en su grado máximo, con multa del 130,01 al 150 %. 
3. La infracción muy grave del artículo 23.1.k) se sancionará con la multa siguiente: en su grado mínimo, con multa del 100,01 al 
115% del importe de las cuotas de Seguridad Social no ingresadas y descontadas a los trabajadores o del exceso del descuento previsto 
legalmente, incluyendo recargos, intereses y costas; en su grado medio, con multa del 115,01 al 130%; y en su grado máximo, con 
multa del 130,01 al 150%. 
e) Las infracciones señaladas en los artículos 22.2, 22.7 a), 22.16 y 23.1.a) se sancionarán: 
1. La infracción grave de los artículos 22.2, 22.7 a) y 22.16 se sancionará con la multa siguiente: en su grado mínimo, de 3.126 a 6.250 
euros; en su grado medio, de 6.251 a 8.000 euros y, en su grado máximo, de 8.001 a 10.000 euros. 
2. La infracción muy grave del artículo 23.1.a) se sancionará con la multa siguiente: en su grado mínimo, de 10.001 a 25.000 euros; 
en su grado medio, de 25.001 a 100.005 euros y, en su grado máximo, de 100.006 a 187.515 euros. 
No obstante, cuando con ocasión de una misma actuación de inspección se detecten varias infracciones de las contempladas en este 
apartado, la sanción que en su caso se proponga para cada una de ellas, graduada conforme a los criterios contenidos en el artículo 
39.2 que procedan, se incrementará en: 
– Un 20% en cada infracción cuando se trate de dos trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 
– Un 30% en cada infracción cuando se trate de tres trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 
– Un 40% en cada infracción cuando se trate de cuatro trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 
– Un 50% en cada infracción cuando se trate de cinco o más trabajadores, beneficiarios o solicitantes. 
En ningún caso, la cuantía correspondiente a la infracción prevista en el artículo 22.2 podrá exceder de 10.000 euros, ni la prevista en 
el artículo 23.1.a) podrá exceder de 187.515 euros para cada una de las infracciones. 
f) Cuando la actuación inspectora de la que se derive la obstrucción fuera dirigida a la comprobación de la situación de alta de los 
trabajadores que presten servicios en una empresa y el incumplimiento de las obligaciones del empresario pudiera dar lugar a la 
comisión de las infracciones tipificadas en los artículos 22.2 y 23.1.a), las infracciones por obstrucción se sancionarán: 
1.º Las calificadas como graves: en su grado mínimo, con multa de 3.126 a 6.250 euros; en su grado medio, de 6.251 a 8.000 euros y, 
en su grado máximo, de 8.001 a 10.000 euros. 
2.º Las calificadas como muy graves: en su grado mínimo, con una multa de 10.001 a 25.000 euros; en su grado medio, de 25.001 a 
100.005 euros y, en su grado máximo, de 100.006 a 187.515 euros. 
Las sanciones impuestas por las infracciones muy graves tipificadas en las letras d), e) y f) del apartado 1 del artículo 16, y en las 
letras a) y h) del apartado 1 del artículo 23, así como las sanciones por obstrucción calificadas como muy graves en el párrafo anterior, 
una vez firmes, se harán públicas en la forma que se prevea reglamentariamente. 
2. Las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales se sancionarán: 
a) Las leves, en su grado mínimo, con multa de 40 a 405 euros; en su grado medio, de 406 a 815 euros; y en su grado máximo, de 816 
a 2.045 euros. 
b) Las graves con multa, en su grado mínimo, de 2.046 a 8.195 euros; en su grado medio, de 8.196 a 20.490 euros; y en su grado 
máximo, de 20.491 a 40.985 euros. 
c) Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 40.986 a 163.955 euros; en su grado medio, de 163.956 a 409.890 euros; y en 
su grado máximo, de 409.891 a 819.780 euros. 
Las sanciones impuestas por infracciones muy graves, una vez firmes, se harán públicas en la forma que se determine 
reglamentariamente. 
Las infracciones, por faltas graves y muy graves de las entidades especializadas que actúen como servicios de prevención ajenos a las 
empresas, de las personas o entidades que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas y de las 
entidades acreditadas para desarrollar o certificar la formación en materia de prevención de riesgos laborales, podrán dar lugar, además 
de a las multas previstas en este artículo, a la cancelación de la acreditación otorgada por la autoridad laboral. 
3. Las sanciones en materia de Seguridad Social cuando se deriven de actas de infracción y liquidación que se refieran a los mismos 
hechos y se practiquen simultáneamente, se reducirán automáticamente al 50 por 100 de su cuantía si el sujeto infractor manifiesta su 




conformidad con la liquidación practicada, ingresando su importe en el plazo procedente. Esta reducción automática sólo podrá 
aplicarse en el supuesto de que la cuantía de la liquidación supere la de la sanción propuesta inicialmente. 
4. Las infracciones en materia de cooperativas se sancionarán: 
a) Las leves, con multa de 375 a 755 euros. 
b) Las graves, con multa de 756 a 3.790 euros. 
c) Las muy graves, con multa de 3.791 a 37.920 euros. 
 
Se modifica el apartado 1.e).1 por la disposición final 4.2 del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre y por la disposición final 
9.2 de la Ley 6/2017, de 24 de octubre.  
Se modifica el último párrafo del apartado 1.f) por la disposición final 3.12 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre y por el art. 21.13 
del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo. 
Se añaden los párrafos finales en el apartado 1.d) y e) y se modifica el apartado 3 por el art. 4.8 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se modifica el apartado 1, párrafo primero por la disposición final 6.4 de la Ley 3/2012, de 6 de julio.  
Se añaden las letras e) y f) y un párrafo final al apartado 1 por el art. 6.4 del Real Decreto-ley 5/2011, de 29 de abril.  
Se añade la letra d) al apartado 1, con efectos de 1 de enero de 2009 por la disposición final 8.2 de la Ley 2/2008, de 23 de diciembre. 
Téngase en cuenta que se declara inconstitucional la citada disposición final 8 que da redacción a la letra d) del apartado 1, con los 
efectos establecidos en el fundamento jurídico 3.h), por Sentencia del TC 206/2013, de 5 de diciembre.  
Se modifican las cuantías de los apartados 1, 2 y 4 por el art. único.1 a 3 del Real Decreto 306/2007, de 2 de marzo.  
Se modifica el primer párrafo del apartado 1 por la disposición final 1.4 de la Ley 40/2006, de 14 de diciembre. 
Se convierten a euros las cuantías contempladas en los apartados 1, 2 y 4 por los apartados 1, 2 y 3 de la Resolución de 16 de octubre 
de 2001. 
 
Artículo 41. Reincidencia. 
1. Existe reincidencia cuando se comete una infracción del mismo tipo y calificación que la que motivó una sanción anterior en el 
plazo de los 365 días siguientes a la notificación de ésta; en tal supuesto se requerirá que la resolución sancionadora hubiere adquirido 
firmeza. 
2. Si se apreciase reincidencia, la cuantía de las sanciones consignadas en el artículo anterior podrá incrementarse hasta el duplo del 
grado de la sanción correspondiente a la infracción cometida, sin exceder, en ningún caso, de las cuantías máximas previstas en el 
artículo anterior para cada clase de infracción. 
3. La reincidencia de la empresa de trabajo temporal en la comisión de infracciones tipificadas como muy graves en esta Ley podrá 
dar lugar a la suspensión de sus actividades durante un año. 
Cuando el expediente sancionador lleve aparejada la propuesta de suspensión de actividades, será competente para resolver el Ministro 
de Trabajo y Asuntos Sociales o la autoridad equivalente de las Comunidades Autónomas con competencia de ejecución de la 
legislación laboral. 
Transcurrido el plazo de suspensión, la empresa de trabajo temporal deberá solicitar nuevamente autorización administrativa que le 
habilite para el ejercicio de la actividad. 
 
Sección 2.ª Normas específicas 
 
Subsección 1.ª Responsabilidades empresariales en materia laboral y de prevención de riesgos laborales 
 
Artículo 42. Responsabilidad empresarial. 
1. Las infracciones a lo dispuesto en los artículos 42 a 44 del Estatuto de los Trabajadores determinarán la responsabilidad de los 
empresarios afectados en los términos allí establecidos. 
2. Las responsabilidades entre empresas de trabajo temporal y empresas usuarias en materia salarial se regirán por lo dispuesto en el 
artículo 16.3 de la Ley 14/ 1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal. 
3. La empresa principal responderá solidariamente con los contratistas y subcontratistas a que se refiere el apartado 3 del artículo 24 
de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales del cumplimiento, durante el período de la contrata, de las obligaciones impuestas por 
dicha Ley en relación con los trabajadores que aquéllos ocupen en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que la 
infracción se haya producido en el centro de trabajo de dicho empresario principal. 
En las relaciones de trabajo mediante empresas de trabajo temporal, y sin perjuicio de las responsabilidades propias de éstas, la 
empresa usuaria será responsable de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad 
y la salud de los trabajadores, así como del recargo de prestaciones económicas del sistema de Seguridad Social que puedan fijarse, 
en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional que tenga lugar en su centro de trabajo durante el tiempo de vigencia del 
contrato de puesta a disposición y traigan su causa de falta de medidas de seguridad e higiene. 
Los pactos que tengan por objeto la elusión, en fraude de ley, de las responsabilidades establecidas en este apartado son nulos y no 
producirán efecto alguno. 
4. La corrección de las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales, en el ámbito de las Administraciones públicas se 
sujetará al procedimiento y normas de desarrollo del artículo 45.1 y concordantes de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales. 
5. La declaración de hechos probados que contenga una sentencia firme del orden jurisdiccional contencioso-administrativo, relativa 
a la existencia de infracción a la normativa de prevención de riesgos laborales, vinculará al orden social de la jurisdicción, en lo que 
se refiere al recargo, en su caso, de la prestación económica del sistema de Seguridad Social. 
 
Se añade el último párrafo al apartado 3 por el art. 14 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  
 
Subsección 2.ª Responsabilidades en materia de Seguridad Social 
 
Artículo 43. Responsabilidades empresariales. 
1. Las sanciones que puedan imponerse a los distintos sujetos responsables, se entenderán sin perjuicio de las demás responsabilidades 
exigibles a los mismos, de acuerdo con los preceptos de la Ley General de la Seguridad Social y de sus disposiciones de aplicación y 
desarrollo. 
2. Las responsabilidades entre empresas de trabajo temporal y empresas usuarias en materia de Seguridad Social se regirán por lo 
dispuesto en el artículo 16.3 de la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal. 
3. En el caso de la infracción prevista en el artículo 23.1.c), la empresa responderá directamente de la devolución de las cantidades 
indebidamente percibidas por la persona trabajadora, siempre que no concurra dolo o culpa de esta. 





Se añade el apartado 3 por la disposición final 3.3 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril.  
 
Artículo 44. Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social. 
 
Se deroga por la disposición derogatoria única de la Ley 35/2014, de 26 de diciembre.  
 
Artículo 45. Sanciones a los empresarios que colaboren voluntariamente en la gestión. 
Con independencia de las sanciones que correspondan de acuerdo con el artículo 40.1, y siempre que las circunstancias del caso lo 
requieran, en beneficio de la corrección de deficiencias observadas en la propuesta elevada al órgano directivo responsable de la 
vigilancia, dirección y tutela de la Seguridad Social, se podrán aplicar, además, las siguientes sanciones: 
1. Suspensión temporal de la autorización para colaborar por plazo de hasta cinco años. 
2. Retirada definitiva de la autorización para colaborar con la pérdida de la condición de Entidad colaboradora. 
 
Subsección 3.ª Sanciones accesorias a los empresarios, entidades de formación o aquellas que asuman la organización de las 
acciones formativas programadas por las empresas en materia de empleo, ayudas de fomento del empleo, subvenciones y 
ayudas para la formación profesional para el empleo y protección por desempleo. 
 
Se modifica el título por la disposición final 3.13 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifica el título por el art. 21.12 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo.  
Se modifica el título por el art. 46.19 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Artículo 46. Sanciones accesorias. 
1. Sin perjuicio de las sanciones a que se refiere el artículo 40.1 y, salvo lo establecido en el artículo 46 bis de esta ley, los empresarios 
que hayan cometido las infracciones graves previstas en los apartados 3 y 6 del artículo 15 o las infracciones muy graves tipificadas 
en los artículos 16 y 23 de esta ley, en materia de empleo, formación profesional para el empleo y protección por desempleo: 
a) Perderán, automáticamente, y de forma proporcional al número de trabajadores afectados por la infracción, las ayudas, 
bonificaciones y, en general, los beneficios derivados de la aplicación de los programas de empleo o formación profesional para el 
empleo, con efectos desde la fecha en que se cometió la infracción. 
La pérdida de estas ayudas, subvenciones, bonificaciones y beneficios derivados de la aplicación de los programas de empleo o 
formación profesional para el empleo afectará a los de mayor cuantía, con preferencia sobre los que la tuvieren menor en el momento 
de la comisión de la infracción. Este criterio ha de constar necesariamente en el acta de infracción, de forma motivada. 
b) Podrán ser excluidos del acceso a tales ayudas, subvenciones, bonificaciones y beneficios por un período máximo de dos años, con 
efectos desde la fecha de la resolución que imponga la sanción. 
Se excluirá en todo caso del acceso a tales ayudas, subvenciones, bonificaciones y beneficios por un periodo de cinco años, cuando la 
infracción cometida estuviera tipificada como muy grave en las letras d), e) y f) del apartado 1 del artículo 16 y en la letra h) del 
apartado 1 del artículo 23 de esta ley, con efectos desde la fecha de la resolución que imponga la sanción. 
c) En los supuestos previstos en las letras d), e) y f) del artículo 16.1, quedan obligados, en todo caso, a la devolución de las cantidades 
obtenidas indebidamente y las no aplicadas o aplicadas incorrectamente. 
2. Cuando la conducta del empresario dé lugar a la aplicación del tipo previsto en el artículo 22.2, con independencia del número de 
trabajadores afectados, se aplicarán las medidas previstas en las letras a) y b) del apartado anterior, si bien el plazo de exclusión 
previsto en la letra b) podrá ser de un año. 
En caso de reiteración de la conducta tipificada en el artículo 22.2, el plazo de exclusión podrá ampliarse a dos años. Se producirá la 
reiteración cuando entre la comisión de dicha infracción y la anterior no hayan transcurrido más de 365 días. A estos efectos, no tendrá 
la consideración de reiteración la conducta empresarial que dé lugar a una pluralidad de infracciones por afectar simultáneamente a 
más de un trabajador. 
3. Como criterios de graduación se aplicarán los contenidos en el artículo 39.2 de esta Ley. 
 
Se modifica la rúbrica y el apartado 1 por la disposición final 3.14 de la Ley 30/2015, de 9 de septiembre.  
Se modifica la rúbrica y el apartado 1 por el art. 21.14 del Real Decreto-ley 4/2015, de 22 de marzo. Redactado conforme a la 
corrección de errores publicada en BOE núm. 91, de 16 de abril de 2015.  
Se modifica por el art. 4.9 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre. 
Se modifica el apartado 1 por el artículo 4 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto.  
Se modifica por el art. 6.5 del Real Decreto-ley 5/2011, de 29 de abril.  
 
Se modifica el párrafo primero por la disposición adicional 14.3 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo.  
 
Subsección 3ª bis. Responsabilidades en materia de igualdad 
 
Se añade por la disposición adicional 14.4 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. 
 
Artículo 46 bis. Responsabilidades empresariales específicas. 
1. Los empresarios que hayan cometido las infracciones muy graves tipificadas en los apartados 12, 13 y 13 bis) del artículo 8 y en el 
apartado 2 del artículo 16 de esta Ley serán sancionados, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1 del artículo 40, con las 
siguientes sanciones accesorias: 
a) Perderán, automáticamente, y de forma proporcional al número de trabajadores afectados por la infracción, las ayudas, 
bonificaciones y, en general, los beneficios derivados de la aplicación de los programas de empleo, con efectos desde la fecha en que 
se cometió la infracción. 
La pérdida de estas ayudas, bonificaciones y beneficios derivados de la aplicación de los programas de empleo afectará a los de mayor 
cuantía, con preferencia sobre los que la tuvieren menor en el momento de la comisión de la infracción. Este criterio ha de constar 
necesariamente en el acta de infracción de forma motivada. 
b) Podrán ser excluidos del acceso a tales beneficios por un período de seis meses a dos años en los supuestos contemplados en el 
apartado anterior, con efectos desde la fecha de la resolución que imponga la sanción. 
2. No obstante lo anterior, en el caso de las infracciones muy graves tipificadas en el apartado 12 del artículo 8 y en el apartado 
2 del artículo 16 de esta Ley referidas a los supuestos de discriminación directa o indirecta por razón de sexo, las sanciones 
accesorias a las que se refiere el apartado anterior podrán ser sustituidas por la elaboración y aplicación de un plan de igualdad 




en la empresa, y siempre que la empresa no estuviere obligada a la elaboración de dicho plan en virtud de norma legal, 
reglamentaria o convencional, o decisión administrativa, si así se determina por la autoridad laboral competente previa 
solicitud de la empresa e informe preceptivo de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, suspendiéndose el plazo de prescripción de dichas sanciones accesorias. 
En el supuesto de que no se elabore o no se aplique el plan de igualdad o se haga incumpliendo manifiestamente los términos 
establecidos en la resolución de la autoridad laboral, ésta, a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio 
de la imposición de la sanción que corresponda por la comisión de la infracción tipificada en el apartado 17 del artículo 8, dejará sin 
efecto la sustitución de las sanciones accesorias, que se aplicarán de la siguiente forma: 
a) Pérdida automática, y de forma proporcional al número de trabajadores afectados por la infracción, de las ayudas, bonificaciones y 
beneficios a los que se refiere la letra a) del apartado anterior, con efectos desde la fecha en que se cometió la infracción. 
La pérdida de estas ayudas, bonificaciones y beneficios derivados de la aplicación de los programas de empleo afectará a los de mayor 
cuantía, con preferencia sobre los que la tuvieren menor en el momento de la comisión de la infracción. Este criterio ha de constar 
necesariamente en el acta de infracción de forma motivada. 
b) Exclusión del acceso a tales beneficios por un período de seis meses a dos años, a contar desde la fecha de la resolución de la 
autoridad laboral por la que se acuerda dejar sin efecto la suspensión y aplicar las sanciones accesorias. 
3. Como criterios de graduación se aplicarán los contenidos en el artículo 39.2 de esta Ley. 
 
Se modifica por el art. 4.10 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se añade por la disposición adicional 14.4 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo.  
 
Subsección 4.ª Sanciones a los trabajadores, solicitantes y beneficiarios en materia de empleo y de Seguridad Social 
 
Artículo 47. Sanciones a los trabajadores, solicitantes y beneficiarios. 
1. En el caso de los solicitantes y beneficiarios de pensiones o prestaciones de Seguridad Social, incluidas las de desempleo y la 
prestación por cese de actividad de los trabajadores autónomos, las infracciones se sancionarán: 
a) Las leves, con pérdida de la pensión o prestación durante un mes. En el caso de las prestaciones por desempleo de nivel contributivo 
o asistencial, las infracciones leves tipificadas en los apartados 2, 3 y 4 del artículo 24 se sancionarán conforme a la siguiente escala: 
1.ª infracción. Pérdida de un mes de prestaciones. 
2.ª infracción. Pérdida de tres meses de prestaciones. 
3.ª infracción. Pérdida de seis meses de prestaciones. 
4.ª infracción. Extinción de prestaciones. 
En el caso de la prestación por cese de actividad de los trabajadores autónomos, la infracción leve del artículo 24.3 se sancionará 
conforme a la siguiente escala: 
1.ª infracción. Pérdida de 15 días de prestación. 
2.ª infracción. Pérdida de 1 mes y 15 días de prestación. 
3.ª infracción. Pérdida de 3 meses de prestación. 
4.ª infracción. Extinción de la prestación. 
Se aplicarán estas escalas a partir de la primera infracción y cuando entre la comisión de una infracción leve y la anterior no hayan 
transcurrido más de los 365 días que establece el artículo 41.1 de esta Ley, con independencia del tipo de infracción. 
b) Las graves tipificadas en el artículo 25 con pérdida de la prestación o pensión durante un período de tres meses, salvo las de sus 
números 2 y 3, respectivamente, en las prestaciones por incapacidad temporal y en las prestaciones y subsidios por desempleo, así 
como en la prestación por cese de actividad de los trabajadores autónomos, en las que la sanción será de extinción de la prestación. 
En el caso de las prestaciones por desempleo de nivel contributivo o asistencial las infracciones graves tipificadas en el apartado 4 del 
artículo 25 se sancionarán conforme a la siguiente escala: 
1. Infracción. Pérdida de 3 meses de prestaciones. 
2. Infracción. Pérdida de 6 meses de prestaciones. 
3. Infracción. Extinción de prestaciones. 
En el caso de la prestación por cese de actividad de los trabajadores autónomos, la infracción grave tipificada en el artículo 25.4 b) se 
sancionará conforme a la siguiente escala: 
1. Infracción. Pérdida de 1 mes y 15 días de prestación. 
2. Infracción. Pérdida de 3 meses de prestación. 
3. Infracción. Extinción de la prestación. 
Se aplicarán estas escalas a partir de la primera infracción y cuando entre la comisión de una infracción grave y la anterior no hayan 
transcurrido más de los 365 días que establece el artículo 41.1 de esta Ley, con independencia del tipo de infracción. 
c) Las muy graves, con pérdida de la pensión o prestaciones durante un período de seis meses, y en el caso de las prestaciones o 
subsidios por desempleo o de la prestación por cese de actividad del trabajador autónomo, con la extinción. 
Igualmente, se les podrá excluir del derecho a percibir cualquier prestación económica y, en su caso, ayuda de fomento de empleo 
durante un año, así como del derecho a participar durante ese período en formación profesional para el empleo. 
d) No obstante las sanciones anteriores, en el supuesto de que la trasgresión de las obligaciones afecte al cumplimiento y conservación 
de los requisitos que dan derecho a la prestación, podrá la entidad gestora suspender cautelarmente la misma hasta que la resolución 
administrativa sea definitiva. 
e) A estos efectos tendrán la consideración de beneficiarios de prestaciones por desempleo los trabajadores desempleados durante el 
plazo de solicitud de las prórrogas del subsidio por desempleo establecida en el artículo 219.4 de la Ley General de la Seguridad 
Social, así como durante la suspensión cautelar o definitiva de la prestación o subsidio por desempleo como consecuencia de un 
procedimiento sancionador o de lo establecido en el artículo 212.3. de dicha Ley. 
2. En el caso de trabajadores por cuenta propia o ajena, y demandantes de empleo no solicitantes ni beneficiarios de prestaciones por 
desempleo, o de la prestación por cese de actividad del trabajador autónomo, las infracciones se sancionarán: 
a) En el caso de desempleados inscritos como demandantes de empleo en el Servicio Público de Empleo, no solicitantes ni 
beneficiarios de prestaciones por desempleo, las infracciones leves, graves y muy graves tipificadas en el artículo 17 se sancionarán 
con el cambio de la situación administrativa de su demanda de empleo de la de alta a la de baja, situación en la que permanecerá 
durante uno, tres y seis meses respectivamente. En esta situación estos demandantes no participarán en procesos de intermediación 
laboral ni serán beneficiarios de las acciones de mejora de la ocupabilidad contempladas en las políticas activas de empleo. 
No obstante lo establecido en el párrafo anterior, estos demandantes, cuando trabajen y queden en situación de desempleo, podrán 
bien inscribirse nuevamente en el Servicio Público de Empleo y, en ese caso, solicitar las prestaciones y subsidios por desempleo, o 
bien solicitar la prestación por cese de actividad, si reúnen los requisitos exigidos para ello. 




b) En el caso de trabajadores por cuenta propia o ajena que cometan las infracciones tipificadas en el artículo 17.3, se les excluirá del 
derecho a percibir ayudas de fomento de empleo y a participar en acciones formativas en materia de formación profesional ocupacional 
y continua durante seis meses. 
3. Las sanciones a que se refiere este artículo se entienden sin perjuicio del reintegro de las cantidades indebidamente percibidas. 
4. La imposición de las sanciones por las infracciones previstas en esta subsección se llevará a efecto de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 48.4 y 5 de esta ley, respetando la competencia respectiva del órgano sancionador y estableciendo la cooperación necesaria 
para la ejecución de la sanción impuesta, cuando la misma corresponda a la competencia de otro órgano. 
 
Se modifica el primer párrafo de la letra a) y la letra c) del apartado 1 y el apartado 4 por el art. 8.4 de la Ley 1/2014, de 28 de febrero.  
Se modifican los apartados 1.a),  1.c) y 4 por el art. 8.4 del Real Decreto-ley 11/2013, de 2 de agosto.  
Se modifica el apartado 1.a) y c) por el art. 4.11 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se añade la letra e) al apartado 1 por el art. 20.4 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio.  
Se modifican los apartados 1 y 2 por la disposición adicional 2.9 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.  
Se modifica por el art. 46.16 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
Se modifcan las letras a) y b) del apartado 1 y el apartado 3 por el art. 5.7 de la Ley 45/2002, de 12 de diciembre.  
Se modifcan las letras a) y b) del apartado 1 y el apartado 3 por el art. 5.3 del Real Decreto-Ley 5/2002, de 24 de mayo. (Redactado 
conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 139, de 11 de junio de 2002; el citado Real Decreto-Ley se declara 
inconstitucional y nulo por Sentencia del TC 68/2007, de 28 de marzo.  
Se modifica el apartado 1.b) primer inciso por el art. 34.1 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre.  
Redactado el apartado 5 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 228, de 22 de septiembre de 2000.  
 
CAPÍTULO VII Disposiciones comunes 
 
Artículo 48. Atribución de competencias sancionadoras. 
1. El ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones del orden social en el ámbito de la Administración General del 
Estado corresponderá al órgano competente, según lo que reglamentariamente se disponga. 
2. El ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones del orden social, cuando corresponda a la Administración de 
las Comunidades Autónomas con competencia en materia de ejecución de la legislación del orden social, se ejercerá por los órganos 
y con los límites de distribución que determine cada Comunidad Autónoma. 
3. La potestad para acordar las sanciones accesorias establecidas en esta ley corresponderá a quien la ostente para imponer las de 
carácter principal de las que deriven aquéllas. 
 
Se modifica por la disposición final 1 de la Ley 23/2015, de 21 de julio.  
Se modifica el apartado 5 por el art. 8.5 de la Ley 1/2014, de 28 de febrero y por el art. 8.5 del Real Decreto-ley 11/2013, de 2 de 
agosto (este  apartado 5 queda anulado al declararse inconstitucional y nulo el art. 8.5 de la citada Ley, con los efectos señalados en 
el fj5, por Sentencia del TC 272/2015, de 17 de diciembre.  
Se modifica el apartado 1 por el art. 4.12 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se añade el apartado 4 bis por la disposición adicional 2.10 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto.  
Se modifica por la disposición final 12 de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre.  
Se modifican los apartados 1, 2 y 3 por la disposición final 1 de la Ley 38/2007, de 16 de noviembre.  
Se modifica el párrafo primero del apartado 4 por el art. 46.17 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Artículo 49. Actuaciones de advertencia y recomendación. 
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de conformidad con lo previsto en los 
artículos 17.2 del Convenio 81 de la OIT y 22.2 del Convenio 129 de la OIT, ratificados por el Estado español por Instrumentos de 
14 de enero de 1960 y 11 de marzo de 1971, respectivamente, cuando las circunstancias del caso así lo aconsejen y siempre que no se 
deriven daños ni perjuicios directos a los trabajadores, podrá advertir y aconsejar, en vez de iniciar un procedimiento sancionador ; en 
estos supuestos dará cuenta de sus actuaciones a la autoridad laboral competente. 
 
Artículo 50. Infracciones por obstrucción a la labor inspectora. 
1. Las infracciones por obstrucción a la labor inspectora se califican como leves, graves y muy graves, en atención a la naturaleza del 
deber de colaboración infringido y de la entidad y consecuencias de la acción u omisión obstructora sobre la actuación de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, conforme se describe en los números siguientes. 
2. Las acciones u omisiones que perturben, retrasen o impidan el ejercicio de las funciones que, en orden a la vigilancia del 
cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y convenios colectivos tienen encomendadas los Inspectores de Trabajo y 
Seguridad Social y los Subinspectores de Empleo y Seguridad Social, serán constitutivas de obstrucción a la labor inspectora que se 
calificarán como graves, excepto los supuestos comprendidos en los apartados 3 y 4 de este artículo. 
Tendrán la misma consideración las conductas señaladas en el párrafo anterior que afecten al ejercicio de los cometidos asignados a 
los funcionarios públicos a que se refiere el artículo 9.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, 
en sus actuaciones de comprobación en apoyo de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
3. Son infracciones leves: 
a) Las que impliquen un mero retraso en el cumplimiento de las obligaciones de información, comunicación o comparecencia, salvo 
que dichas obligaciones sean requeridas en el curso de una visita de inspección y estén referidas a documentos o información que 
deban obrar o facilitarse en el centro de trabajo. 
b) La falta del Libro de Visitas de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el centro de trabajo. 
4. Se calificarán como infracciones muy graves: 
a) Las acciones u omisiones del empresario, sus representantes o personas de su ámbito organizativo, que tengan por objeto impedir 
la entrada o permanencia en el centro de trabajo de los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y de los Subinspectores de Empleo 
y Seguridad Social, así como la negativa a identificarse o a identificar o dar razón de su presencia sobre las personas que se encuentren 
en dicho centro realizando cualquier actividad. 
b) Los supuestos de coacción, amenaza o violencia ejercida sobre los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social y los Subinspectores 
de Empleo y Seguridad Social así como la reiteración en las conductas de obstrucción calificadas como graves. 
c) El incumplimiento de los deberes de colaboración con los funcionarios del sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social en 
los términos establecidos en el artículo 11.2 de la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
d) El incumplimiento del deber de colaboración con los funcionarios del sistema de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social al no 
entregar el empresario en soporte informático la información requerida para el control de sus obligaciones en materia de régimen 




económico de la Seguridad Social, cuando esté obligado o acogido a la transmisión electrónica de liquidaciones de cuotas o de datos 
de cotización. 
5. Las obstrucciones a la actuación inspectora serán sancionadas conforme a lo establecido en la presente Ley, por la autoridad 
competente en cada caso en función del orden material de actuación del que traiga causa o se derive la obstrucción. 
6. Sin perjuicio de lo anterior, en caso necesario la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá recabar de la autoridad competente 
o de sus agentes el auxilio oportuno para el normal ejercicio de sus funciones. 
 
Se modifica el apartado 4.d) por el art. 2.5 de la Ley 34/2014, de 26 de diciembre. 
Se añade la letra d) al apartado 4 por el art. 46.18 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
Se añade el último párrafo al apartado 2 por el art. 15 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  
 
CAPÍTULO VIII Procedimiento sancionador 
 
Artículo 51. Normativa aplicable. 
1. Corresponde al Gobierno dictar el Reglamento de procedimiento especial para la imposición de sanciones del orden social. 
2. El procedimiento sancionador, común a todas las Administraciones públicas, se ajustará a lo previsto en la presente Ley y en la 
disposición adicional cuarta de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
siendo de aplicación subsidiaria las disposiciones de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, que regula el Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y el Procedimiento Administrativo Común. 
 
Artículo 52. Principios de tramitación. 
1. El procedimiento se ajustará a los siguientes trámites: 
a) Se iniciará, siempre de oficio, por acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en virtud de actuaciones practicadas de 
oficio, por propia iniciativa o mediante denuncia, o a instancia de persona interesada. 
b) El acta será notificada por la citada Inspección al sujeto o sujetos responsables, que dispondrá de un plazo de quince días para 
formular las alegaciones que estime pertinentes en defensa de su derecho, ante el órgano competente para dictar resolución. 
c) Transcurrido el indicado plazo y previas las diligencias necesarias, si se hubieren formulado alegaciones se dará nueva audiencia 
al interesado por término de ocho días, siempre que de las diligencias practicadas se desprenda la existencia de hechos distintos a los 
incorporados en el acta. 
d) A la vista de lo actuado, por el órgano competente se dictará la resolución correspondiente. 
2. El procedimiento para la imposición de sanciones por infracciones leves y graves, a que se refiere el artículo 48.4 de esta Ley, se 
iniciará de oficio por la correspondiente entidad o por comunicación a la misma de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social; la 
entidad o el órgano correspondiente de la Comunidad Autónoma notificarán los cargos al interesado, dándole audiencia, todo ello con 
sujeción al procedimiento que reglamentariamente se establezca. 
3. Asimismo, el Ministerio Fiscal deberá notificar, en todo caso, a la autoridad laboral y a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
la existencia de un procedimiento penal sobre hechos que puedan resultar constitutivos de infracción. Dicha notificación producirá la 
paralización del procedimiento hasta el momento en que el Ministerio Fiscal notifique a la autoridad laboral la firmeza de la sentencia 
o auto de sobreseimiento dictado por la autoridad judicial. 
 
Se añade el apartado 3 por el art. 16 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 228, de 22 de septiembre de 2000.  
 
Artículo 53. Contenido de las actas y de los documentos iniciadores del expediente. 
1. Las actas de infracción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, reflejarán: 
a) Los hechos constatados por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social o Subinspector de Empleo y Seguridad Social actuante, que 
motivaron el acta, destacando los relevantes a efectos de la determinación y tipificación de la infracción y de la graduación de la 
sanción. 
En el caso de actas extendidas en el marco de actuaciones administrativas automatizadas, los hechos constitutivos de la infracción 
cometida». 
b) La infracción que se impute, con expresión del precepto vulnerado. 
c) La calificación de la infracción, en su caso la graduación de la sanción, la propuesta de sanción y su cuantificación. 
d) En los supuestos en que exista posible responsable solidario, se hará constar tal circunstancia, la fundamentación jurídica de dicha 
responsabilidad y los mismos datos exigidos para el responsable principal. 
2. Los hechos constatados por los referidos funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que se formalicen en las actas 
de infracción observando los requisitos establecidos en el apartado anterior, tendrán presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas 
que en defensa de los respectivos derechos e intereses puedan aportar los interesados. 
El mismo valor probatorio se atribuye a los hechos reseñados en informes emitidos por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
en los supuestos concretos a que se refiere la Ley Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, consecuentes a 
comprobaciones efectuadas por la misma, sin perjuicio de su contradicción por los interesados en la forma que determinen las normas 
procedimentales aplicables. 
3. Las actas de liquidación de cuotas de la Seguridad Social y las actas de infracción en dicha materia, cuando se refieran a los mismos 
hechos, se practicarán simultáneamente por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y se tramitarán conforme al procedimiento 
establecido en la correspondiente normativa. 
4. En los documentos de inicio de expedientes sancionadores por las entidades gestoras o servicios correspondientes de las 
Comunidades Autónomas, se comunicarán a los interesados los hechos u omisiones que se les imputen, la infracción presuntamente 
cometida, su calificación y la sanción propuesta, con expresión del plazo para que puedan formular alegaciones. 
5. Cuando el acta de infracción se practique como consecuencia de informe emitido por los funcionarios técnicos a que se refiere el 
artículo 9.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, se incorporará a su texto el relato de hechos 
del correspondiente informe así como los demás datos relevantes de éste, con el carácter señalado en el artículo 9.3 de la citada ley. 
La Inspección de Trabajo y Seguridad Social recabará de los funcionarios públicos referidos la subsanación de sus informes cuando 
considere que el relato de hechos contenido es insuficiente a efectos sancionadores, procediendo a su archivo si no se subsanase en 
término de 15 días y sin perjuicio de nuevas comprobaciones. 
 
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 4 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero.  
 
Se añade el apartado 5 por el art. 17 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre.  





Artículo 54. Recursos. 
Contra las resoluciones recaídas en los procedimientos sancionadores se podrán interponer los recursos administrativos y 
jurisdiccionales que legalmente procedan. 
 
Disposición adicional primera. Actualización del importe de las sanciones. 
La cuantía de las sanciones establecidas en el artículo 40 de la presente Ley podrá ser actualizada periódicamente por el Gobierno, a 
propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, teniendo en cuenta la variación de los índices de precios al consumo. 
 
Disposición adicional segunda. Cuerpo Superior de Inspectores de Trabajo y Seguridad Social. 
La disposición adicional tercera de la Ley 8/1988, de 7 de abril, en su redacción vigente, quedará derogada en cada territorio 
autonómico cuando se logre el respectivo acuerdo con cada Comunidad Autónoma a que se refiere el artículo 17 de la Ley 42/1997, 
de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de conformidad con lo previsto en el apartado dos 
de su disposición derogatoria. 
 
--En la actualidad, Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Disposición adicional tercera. Competencia sancionadora en materia de prestaciones por desempleo 
Lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 48 de esta ley se entiende sin perjuicio de las funciones en materia de empleo delimitadas 
por los reales decretos de traspasos a las comunidades autónomas de la gestión realizada por el Instituto Nacional de Empleo en 
materia de trabajo, empleo y formación, así como de la coordinación entre los servicios públicos de empleo de las comunidades 
autónomas y la entidad gestora de las prestaciones por desempleo. 
La coordinación a la que se refiere el párrafo anterior se llevará a cabo en la Comisión de Coordinación y Seguimiento, de composición 
paritaria, contemplada en los reales decretos de traspasos a las comunidades autónomas de la gestión realizada por el Instituto Nacional 
de Empleo en materia de trabajo, empleo y formación, y constituida para la coordinación de la gestión del empleo y la gestión de las 
prestaciones por desempleo, sin perjuicio de los convenios que a tal efecto pudieran suscribirse entre los órganos y entidades 
competentes del Estado y de las comunidades autónomas. 
 
Se añade por el art. 46.15 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre.  
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo previsto en la presente Ley. 
2. Quedan expresamente derogadas las siguientes disposiciones: 
a) Ley 8/1988, de 7 de abril, sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición adicional 
segunda de la presente Ley. 
b) De la Ley del Estatuto de los Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto legislativo 1/1995, de 24 de marzo, el Título 
IV, artículos 93 a 97. 
c) De la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, los apartados 2, 4 y 5 del artículo 42, y del artículo 
45, excepto los párrafos tercero y cuarto de su apartado 1, al 52. 
d) De la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal, el capítulo V, artículos 18 a 21. 
e) De la Ley 10/1997, de 24 de abril, sobre derechos de información y consulta de los trabajadores en las empresas y grupos de 
dimensión comunitaria, el capítulo I del Título III, artículos 30 a 34. 
f) De la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas, los artículos 114 y 115. 
g) De la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de la prestación de servicios 
transnacionales, los artículos 10 a 13. 
3. Las referencias contenidas en la normativa vigente a las disposiciones y preceptos que se derogan expresamente en el apartado 
anterior deberán entenderse efectuadas a la presente Ley y a los preceptos de ésta que regulan la misma materia. 
 
Redactado el apartado 2.c)  conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 228, de 22 de septiembre de 2000.  
 
Disposición final única. Carácter de esta Ley. 
La presente Ley, así como sus normas reglamentarias de desarrollo, constituyen legislación dictada al amparo del artículo 149.1.2.ª, 













Real Decreto 928/1998, de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento general sobre procedimientos para la imposición 
de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social. 
Publicado en: 







Artículo único. Aprobación del Reglamento. 






Disposición adicional única. Asunción de competencias. 
[Disposiciones transitorias] 
 
Disposición transitoria única. Expedientes en tramitación y atribución de competencias. 
[Disposiciones derogatorias] 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
[Disposiciones finales] 
 
Disposición final única. Entrada en vigor y facultades normativas. 
[Firma] 
 
REGLAMENTO GENERAL SOBRE PROCEDIMIENTOS PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES POR INFRACCIONES DE 
ORDEN SOCIAL Y PARA LOS EXPEDIENTES LIQUIDATORIOS DE CUOTAS DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
 
CAPÍTULO I. Disposiciones generales 
Artículo 1. Objeto y forma de iniciación de los procedimientos. 
Artículo 2. Necesidad de expediente previo. 
Artículo 3. Sujetos responsables. 
Artículo 4. Atribución de competencias sancionadoras. 
Artículo 5. Concurrencia de sanciones con el orden jurisdiccional penal. 
Artículo 6. Iniciación del procedimiento de oficio ante el orden jurisdiccional social. 
Artículo 7. Prescripción y cosa resuelta. 
 
CAPÍTULO II. Actividades previas al procedimiento sancionador 
 
Sección 1.ª Iniciación de la actividad inspectora 
Artículo 8. Objeto de la actividad inspectora previa. 
Artículo 9. Formas de iniciación. 
Artículo 10. Colaboración y coordinación de órganos y autoridades administrativas. 
 
Sección 2.ª Consecuencias de la actividad inspectora previa al procedimiento sancionador 
Artículo 11. Medidas a adoptar por el personal inspector. 
Artículo 12. Extensión de actas de infracción y de liquidación. 
 
CAPÍTULO III. Procedimiento sancionador 
 
Sección 1.ª Disposiciones preliminares 
Artículo 13. Iniciación del procedimiento sancionador. 
Artículo 14. Contenido de las actas de infracción. 
Artículo 15. Valor probatorio de las actas de los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Artículo 16. Acumulación. 
 
Sección 2.ª Tramitación y resolución del procedimiento 
Artículo 17. Notificación de las actas de infracción y alegaciones. 
Artículo 18. Tramitación e instrucción del expediente sancionador en el ámbito de competencias de las Comunidades Autónomas. 
Artículo 18 bis. Tramitación e instrucción del expediente sancionador en el ámbito de la Administración General del Estado. 
Artículo 19. Procedimiento de oficio ante el orden jurisdiccional social, derivado de comunicaciones de la autoridad laboral. 
Artículo 20. Resolución. 
Artículo 21. Notificación de la resolución. 
 
CAPÍTULO IV. Recursos, ejecución de resoluciones y recaudación 
Artículo 22. Del cómputo de los términos y plazos. 
Artículo 23. Recurso ordinario. 
Artículo 24. Ejecución. 
Artículo 25. Recaudación del importe de las sanciones. 
 
CAPÍTULO V. Normas específicas 
Artículo 26. Suspensión de actividades o cierre de centro de trabajo. 
Artículo 27. Recargo de prestaciones en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional por falta de medidas de seguridad. 
Artículo 28. Medidas cautelares sobre entidades colaboradoras en la gestión del sistema de la Seguridad Social. 
 
CAPÍTULO VI. De los expedientes de liquidación 
Artículo 29. Procedimiento administrativo para la tramitación de expedientes liquidatorios por deudas a la Seguridad Social. 
Artículo 30. Propuestas de liquidación. 
Artículo 31. Actas de liquidación de cuotas. 
Artículo 32. Requisitos de las actas de liquidación. 
Artículo 33. Notificación y resolución de las actas de liquidación. 
Artículo 34. Actas de liquidación concurrentes con actas de infracción por los mismos hechos. 
Artículo 35. Requerimientos de pago de cuotas. 
Artículo 36. Deudas con la Seguridad Social o con los sistemas públicos de protección social constitutivas de presunto delito. 
 
CAPÍTULO VII. Procedimiento para la imposición de sanciones por infracciones de los solicitantes o beneficiarios de prestaciones 
del Sistema de Seguridad Social y de trabajadores autónomos solicitantes o beneficiarios de la prestación por cese de actividad. 




Artículo 37. Competencia para sancionar infracciones de los solicitantes o beneficiarios de prestaciones del Sistema de Seguridad 
Social. 
Artículo 37 bis. Procedimiento para la imposición de sanciones leves y graves a los solicitantes o beneficiarios de prestaciones del 
Sistema de Seguridad Social. 
Artículo 38. Procedimiento de suspensión cautelar y de imposición de sanciones por infracciones muy graves a los solicitantes o 
beneficiarios de prestaciones del Sistema de Seguridad Social. 
Artículo 38 bis. Procedimiento para la imposición de sanciones a los trabajadores autónomos solicitantes o beneficiarios de la 
prestación por cese de actividad. 
 
CAPÍTULO VIII. Procedimiento sancionador derivado de la actuación previa de funcionarios técnicos habilitados por las 
Comunidades Autónomas con competencias en ejecución de la legislación laboral, y del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en 
el Trabajo en las Ciudades de Ceuta y Melilla 
Artículo 39. Actuaciones comprobatorias de los funcionarios técnicos en prevención de riesgos laborales e inicio del procedimiento 
sancionador. 
Artículo 40. Naturaleza y contenido del acta de infracción. 
Artículo 41. Valor probatorio de las actas de infracción extendidas como consecuencia de informes emitidos por funcionarios técnicos 
habilitados. 
Artículo 42. Tramitación e instrucción de este tipo de expedientes sancionadores. 
 
Incluye la corrección de errores publicada en BOE núm.151, de 25 de junio de 1998.  
 
La Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en su disposición adicional cuarta, 
determina los principios rectores del procedimiento sancionador por infracciones en el orden social y de liquidación de cuotas de la 
Seguridad Social. Su disposición final única autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y 
aplicación de dicha Ley. 
En cumplimiento de dichas previsiones, la presente disposición aborda la regulación de dicha materia, con carácter general para las 
Administraciones públicas competentes en la materia, por tratarse de procedimientos administrativos para la aplicación de una 
legislación substantiva estatal de aplicación general, en los términos de la disposición adicional cuarta de la Ley 42/1997, antes citada. 
A tal respecto, ha de consignarse que esta disposición asume lo dispuesto por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, incorporando sus principios normativos 
fundamentales en orden a las garantías del administrado y a la eficacia de la acción administrativa, sin perjuicio de la especialidad de 
estos procedimientos, reconocida en su disposición adicional séptima. 
De otro lado, la presente regulación ha de dar respuesta procedimental a los cambios que derivan de la nueva ordenación que establece 
la citada Ley 42/1997, y la Ley 66/1997, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, especialmente en lo que atañe a los 
procedimientos liquidatorios antes referidos, así como a las transformaciones orgánicas y funcionales introducidas por la Ley 6/1997, 
de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. 
El Reglamento que se aprueba tiene en cuenta la más reciente doctrina jurisprudencial, en particular la contenida en las sentencias 
195/1996, de 28 de noviembre, y 124/1989, de 7 de julio, ambas del Tribunal Constitucional, y ha tomado en consideración la 
experiencia obtenida en la aplicación práctica de la normativa preexistente. Tras la necesaria regulación de aspectos referentes a la 
fase inspectora previa y anterior al inicio del procedimiento administrativo sancionador o liquidatorio, éste se regula, en base a su 
especialidad, mediante la aplicación de los principios de celeridad y de eficacia administrativas, al tiempo que se extreman las garantías 
de seguridad jurídica que merecen los ciudadanos. Asimismo, se incorporan normas derivadas de las innovaciones legislativas antes 
citadas, y se prescinde de fórmulas procedimentales que la experiencia ha mostrado como perturbadoras en la realidad práctica. 
En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional cuarta 
de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, con la aprobación previa del Ministro de Administraciones Públicas, de acuerdo con el 
Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 14 de mayo de 1998, 
D I S P O N G O : 
 
Artículo único. Aprobación del Reglamento. 
Se aprueba el Reglamento general sobre procedimientos para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los 
expedientes liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social, común a las Administraciones públicas, que se inserta a continuación. 
 
Disposición adicional única. Asunción de competencias. 
 
Se deroga por la disposición derogatoria única del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Disposición transitoria única. Expedientes en tramitación y atribución de competencias. 
1. Los expedientes iniciados antes de la vigencia del presente Real Decreto, entendiéndose por fecha de iniciación la de extensión del 
acta o del escrito de iniciación de la entidad gestora, se tramitarán y resolverán con arreglo a las disposiciones anteriores hasta ahora 
en vigor. 
2. El régimen de recursos de los procedimientos a que se refiere el apartado anterior será el establecido en los artículos 23 y 33.3 del 
Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto y, subsidiariamente, en el capítulo II del Título VII de la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y, con carácter supletorio, en el Real Decreto 
1398/1993, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora. 
Cuando se trate de recursos contra resoluciones sobre actas de infracción y de liquidación que se refieran a los mismos hechos, dictadas 
en primera instancia por la Dirección General competente por razón de la materia, el recurso ordinario se resolverá por el Ministro de 
Trabajo y Asuntos Sociales. 
3. Hasta tanto se dicten las normas de desarrollo organizativo de la Ley 42/1997, y se proceda a la provisión de las Jefaturas de la 
Unidades Especializadas de la Inspección en Seguridad Social, las funciones previstas para las mismas en el artículo 33.2 del 
Reglamento general adjunto serán ejercidas con el mismo carácter por el Jefe de la Unidad de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social en la Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social o, en su caso, por el correspondiente órgano inspector 
de la la Autoridad Central. 
4. Las facultades de resolución del recurso ordinario derivado de expedientes originados por actas de liquidación a que se refiere el 
capítulo VI del Reglamento general que se aprueba, hasta tanto se desarrolle reglamentariamente la figura del Director territorial de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y se proceda a su cobertura, serán ejercidas por el Jefe de la Inspección Provincial en que 
radique la respectiva capitalidad autonómica, excepto las derivadas de acta formulada por la Unidad radicada en la autoridad central, 




y por las Inspecciones Provinciales radicadas en La Rioja, Ceuta y Melilla en que dichas facultades corresponderán a la autoridad 
central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Redactados los apartados 3 y 4 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 151, de 25 de junio de 1998.  
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
Quedan derogados el Real Decreto 396/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento sobre procedimiento para la 
imposición de sanciones por infracciones en el orden social y para la extensión de actas de liquidación de cuotas de la Seguridad 
Social, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo preceptuado en el presente Real Decreto. 
 
Disposición final única. Entrada en vigor y facultades normativas. 
1. El presente Real Decreto y el Reglamento que aprueba entrarán en vigor el día 1 del mes siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado». 
2. Se faculta al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales para dictar las disposiciones de aplicación y ejecución de este Real Decreto. 
 
REGLAMENTO GENERAL SOBRE PROCEDIMIENTOS PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES POR 
INFRACCIONES DE ORDEN SOCIAL Y PARA LOS EXPEDIENTES LIQUIDATORIOS DE CUOTAS DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL 
 
CAPÍTULO I Disposiciones generales 
 
Artículo 1. Objeto y forma de iniciación de los procedimientos. 
1. Se regirán por el presente Reglamento los procedimientos administrativos, comunes a las Administraciones públicas, para la 
imposición de sanciones por incumplimiento de normas en el orden social, así como para la extensión de actas de liquidación y demás 
documentos liquidatorios de cuotas de la Seguridad Social y de otros conceptos de recaudación conjunta con las mismas, cualquiera 
que sea la Administración pública competente. 
2. Ambos procedimientos, sancionador y liquidatorio, se iniciarán siempre de oficio por acta de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional cuarta.1 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, y en la Ley 
8/1988, de 7 de abril, de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, sin perjuicio de los supuestos a que se refiere el número siguiente. 
3. El procedimiento de imposición de sanciones, leves y graves, a los solicitantes y beneficiarios de prestaciones a que se refiere la 
Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social, se iniciará por la entidad gestora, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo 
VII de este Reglamento. 
 
Artículo 2. Necesidad de expediente previo. 
1. Para la imposición de sanciones por infracciones administrativas en el orden social será obligatoria la previa tramitación del 
oportuno expediente, en la que habrán de respetarse las garantías y observarse los requisitos establecidos en el presente Reglamento. 
2. Las liquidaciones de cuotas a la Seguridad Social y demás conceptos de ingreso conjunto con éstas que practique la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social, se regirán por lo establecido en el capítulo VI del presente Reglamento, de acuerdo con el carácter de los 
diferentes documentos liquidatorios. 
 
Artículo 3. Sujetos responsables. 
1. Son sujetos responsables del incumplimiento o infracción de las normas del orden social quienes puedan resultar imputados a tenor 
de lo establecido en la Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social, en la Ley ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, y en cualesquiera otras leyes del orden social. Quedarán sometidos al procedimiento sancionador los sujetos referidos por 
razón de las acciones u omisiones en que incurran tipificadas como infracción en las disposiciones del orden social. 
2. En materia de deudas por cuotas a la Seguridad Social y demás conceptos asimilados, son sujetos responsables los que resulten 
obligados a la cotización e ingreso de cuotas en aplicación de lo establecido en la correspondiente normativa específica reguladora de 
la materia. 
3. La responsabilidad por infracciones administrativas en el orden social se extingue por fallecimiento de la persona física responsable, 
procediendo al archivo de las actuaciones sancionadoras, y sin perjuicio de la responsabilidad económica por deudas a la Seguridad 
Social. 
4. Queda excluido del ámbito de aplicación de este Reglamento la corrección de infracciones en materia de prevención de riesgos 
laborales en el ámbito de las Administraciones públicas, que se sujetará al procedimiento y régimen previsto en el artículo 45 de la 
Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y en su normativa de desarrollo. 
 
Artículo 4. Atribución de competencias sancionadoras. 
1. En el ámbito de la Administración General del Estado y de los organismos públicos vinculados o dependientes de aquella, las 
infracciones serán sancionadas por los órganos a los que normativamente se haya atribuido la competencia sancionadora. El 
procedimiento sancionador se iniciará a propuesta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, o bien, cuando se trate de 
infracciones leves y graves de solicitantes o beneficiarios de prestaciones, como resultado de los datos o antecedentes obrantes en la 
entidad u órgano gestor de la prestación. 
En el ámbito provincial, la competencia para sancionar corresponderá a los siguientes órganos: 
a) (Anulada). 
b) Cuando se practiquen actas de infracción y actas de liquidación de cuotas por los mismos hechos, el órgano competente para 
sancionar será la Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social, de conformidad con lo previsto en el artículo 
31 del texto refundido de la Ley General de Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio. 
c) En aquellos casos en que normativamente no se haya atribuido la competencia para resolver a otros órganos, la imposición de 
sanciones en el orden social en el ámbito de la Administración General del Estado corresponderá a los Jefes de las Inspecciones 
Provinciales dependientes orgánicamente de la misma. 
2. El ejercicio de la potestad sancionadora de las infracciones del orden social, cuando corresponda a la Administración de las 
Comunidades Autónomas con competencia en materia de ejecución de legislación laboral y de la Seguridad Social, se ejercerá por los 
órganos que determine cada Comunidad Autónoma, y con los límites de distribución que cada una de éstas establezca. 
3. Será Administración competente para resolver el expediente sancionador iniciado por un acta de infracción por obstrucción, la que 
lo fuera por razón de la materia objeto de la actuación concreta de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el marco de 
distribución de competencias entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas. 




Cuando la materia sea competencia de la Administración General del Estado, si por razón de su cuantía correspondiera resolver a la 
autoridad competente a nivel provincial, la asumirá el Jefe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social adscrito a dicha 
Administración. Si la competencia para resolver un acta de infracción por obstrucción corresponde, por razón de la cuantía, a una 
Dirección General, la asumirá la Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a la que corresponderá también 
resolver los recursos de alzada presentados respecto de las resoluciones dictadas por los Jefes de Inspección Provincial en el ámbito 
de la Administración General del Estado. 
4. El órgano competente para resolver el expediente sancionador lo será para acordar las sanciones accesorias que correspondan a 
tenor de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, salvo que se disponga lo contrario. 
5. La competencia para resolver se determinará de acuerdo con la cuantía de la sanción propuesta en el acta de infracción. En los 
supuestos de acumulación de infracciones previstos en el artículo 16 de este Reglamento, será órgano sancionador competente de la 
totalidad de dichas infracciones el que lo sea para imponer la de mayor cuantía, a tenor de la Ley de Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social, salvo que expresamente se disponga lo contrario. 
6. La autoridad central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá dirigirse al órgano que en sus resoluciones se desvíe 
reiteradamente de los criterios interpretativos técnicos a que se refieren los artículos 18.3.7 y 18.3.12 de la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, poniéndole de manifiesto lo que proceda. 
 
Se declara inconstitucional y nulo el apartado 1.a), en la redacción dada por el Real Decreto-ley 5/2013, de 15 de marzo, con los 
efectos indicados en el fundamento jurídico 11, por Sentencia del TC 61/2018, de 7 de junio. 
Se modifica el apartado 1.a) por la disposición final 6 del Real Decreto-ley 5/2013, de 15 de marzo.  
Se modifica el apartado 1.a) por la disposición final 2 del Real Decreto-ley 1/2013, de 25 de enero.  
Se modifica el apartado 1.a) por la disposición final 1.1 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se modifican los apartados 1, 3 y 6 por el art. único.1 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 5. Concurrencia de sanciones con el orden jurisdiccional penal. 
1. Cuando el funcionario actuante considere que los hechos que han dado lugar al inicio del procedimiento administrativo sancionador 
pudieran ser constitutivos de ilícito penal, remitirá al Jefe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, informe con expresión de 
los hechos y circunstancias y de los sujetos que pudieran resultar afectados. 
Si el Jefe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social estimase la concurrencia de ilícito penal, lo comunicará al órgano competente 
para resolver, quien acordará, en su caso, la remisión del expediente al Ministerio Fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento 
administrativo sancionador a que se refiere el Capítulo III por los mismos hechos, hasta que el Ministerio Fiscal, en su caso, resuelva 
no interponer acción o le sea notificada la firmeza de la sentencia o auto de sobreseimiento que dicte la autoridad judicial. 
Con la remisión del expediente administrativo sancionador, se solicitará de la autoridad judicial, la notificación de la resolución que 
ponga fin al procedimiento, que se efectuará en los términos previstos en el artículo 270 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial. 
También se suspenderá el procedimiento administrativo cuando, no mediando dicha comunicación, se venga en conocimiento de la 
existencia de actuaciones penales por los mismos hechos y fundamento en relación al mismo presunto responsable. 
2. La comunicación del apartado anterior no afectará al inmediato cumplimiento de la paralización de trabajos a que se refiere el 
artículo 44 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, ni a la eficacia de los requerimientos formulados, cuyo incumplimiento se 
comunicará a través del órgano correspondiente al Juzgado competente, por si fuese constitutivo de ilícito penal, ni tampoco afectará 
a la exigencia de deudas que se apreciasen con el Sistema de Seguridad Social. 
3. La condena por delito en sentencia firme excluirá la imposición de sanción administrativa por los mismos hechos que hayan sido 
considerados probados siempre que concurra, además, identidad de sujeto y fundamento, sin perjuicio de la liquidación de cuotas a la 
Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta, y de la exigencia de reintegro de las ayudas, bonificaciones o de las 
prestaciones sociales indebidamente percibidas, si procediese. 
 
Se modifica el apartado 1 por el art. único.2 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio. 
Redactado el párrafo 2 del apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 151, de 25 de junio de 1998.  
 
Artículo 6. Iniciación del procedimiento de oficio ante el orden jurisdiccional social. 
1. De conformidad con lo establecido en la Ley ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, los Inspectores de Trabajo 
y Seguridad Social podrán proponer al Jefe de la Inspección Provincial o al Jefe de la respectiva Unidad especializada la formulación 
de demandas de oficio ante los Juzgados de lo Social en la forma prevista por el texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral 
aprobado por Real Decreto legislativo 2/1995, de 7 de abril. Si se formulase demanda, se dará cuenta al órgano competente para 
resolver, y se producirá la suspensión del expediente administrativo sancionador y, cuando exista, del procedimiento liquidatorio, con 
notificación a los interesados y al proponente, hasta tanto se dicte sentencia firme. 
Los procedimientos de oficio iniciados mediante certificaciones de las resoluciones firmes derivadas de las actas de infracción de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social en las que se aprecie perjuicios económicos para los trabajadores afectados, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 146 a) del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, no impedirán la ejecución de las 
resoluciones administrativas sancionadoras que hayan adquirido firmeza. 
2. Una vez comunicada la sentencia firme, se continuará la tramitación del expediente administrativo sancionador o liquidatorio, 
dictándose la correspondiente resolución, que respetará el pronunciamiento del orden jurisdiccional social sobre el fondo del asunto. 
 
Artículo 7. Prescripción y cosa resuelta. 
1. Las infracciones en el orden social prescriben a los tres años contados desde la fecha de la infracción, salvo en materia de Seguridad 
Social en que el plazo de prescripción es de cuatro años, y en materia de prevención de riesgos laborales en que prescribirán al año 
las infracciones leves, a los tres años las graves y a los cinco años las muy graves, de acuerdo con su legislación específica. 
2. Los plazos de prescripción para la imposición de sanciones en el orden social se interrumpen por cualquiera de las causas admitidas 
en Derecho, por acta de infracción debidamente notificada, requerimiento u orden de paralización de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social. En las deudas por cuotas a la Seguridad Social se estará a lo dispuesto en el artículo 21 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social. La prescripción también se interrumpirá por la iniciación del procedimiento de oficio señalado 
en el artículo 6 del presente Reglamento y, en todo caso, por el inicio de actuación administrativa con conocimiento formal del sujeto 
pasivo conducente a la comprobación de la infracción o de la deuda, por cualquier actuación del sujeto responsable que implique 
reconocimiento de los hechos constitutivos de la infracción o de la deuda, o por la interposición de reclamación o recurso de cualquier 
clase por parte de los afectados o sus representantes. 




La comunicación trasladando el tanto de culpa al órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal, cuando las infracciones pudieran 
ser constitutivas de delito, interrumpe la prescripción hasta que se notifique a la Administración competente la firmeza de la resolución 
judicial que recaiga, o hasta que el Ministerio Fiscal comunique su decisión de no ejercitar la acción penal. 
3. Las sanciones impuestas prescribirán a los cinco años, a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución 
por la que se impone la sanción. 
4. No podrán sancionarse los mismos hechos que hayan sido objeto de anterior resolución administrativa sancionadora, cuando 
concurra identidad de sujeto, de hechos y de fundamentos, salvo que así lo disponga expresamente dicha resolución y persista el 
infractor de forma continuada en los hechos sancionados. 
5. La caducidad declarada de un expediente administrativo sancionador o liquidatorio, no impide la iniciación de otro nuevo con 
identidad de sujeto, hechos y fundamentos, cuando la infracción denunciada o la deuda imputada no hayan prescrito, se realicen 
nuevas actuaciones inspectoras y se practique nueva acta de infracción o de liquidación. 
 
Se modifica por el art. único.3 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
Redactado el apartado 4 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 151, de 25 de junio de 1998. 
 
CAPÍTULO II Actividades previas al procedimiento sancionador 
 
Sección 1.ª Iniciación de la actividad inspectora 
 
Artículo 8. Objeto de la actividad inspectora previa. 
1. Se entiende por actividad inspectora previa al procedimiento sancionador, a los efectos del presente Reglamento, el conjunto de 
actuaciones realizadas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social destinadas a comprobar el cumplimiento de las disposiciones 
legales, reglamentarias y convenidas en el orden social. 
2. Tales actuaciones comprobatorias no se dilatarán por espacio de más de nueve meses salvo que la dilación sea imputable al sujeto 
a inspección o a las personas dependientes del mismo. No obstante, podrá ampliarse por otro periodo que no excederá de nueve meses, 
cuando concurran las siguientes circunstancias: 
a) Cuando las actividades de inspección revistan especial dificultad y complejidad. Se entiende que se produce atendiendo al volumen 
de operaciones del sujeto obligado, por la dispersión geográfica de sus actividades, y en aquellos otros supuestos que indique una 
norma reglamentaria. 
b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto inspeccionado ha obstruido u ocultado al órgano inspector alguna 
de sus actividades o de las personas que las desempeñen. 
c) Cuando la actuación inspectora requiera de cooperación administrativa internacional. 
Asimismo, no se podrán interrumpir por más de cinco meses, salvo que la interrupción sea causada por el sujeto inspeccionado o 
personas de él dependientes. 
Para el cómputo de los plazos señalados en este artículo, en ningún caso se considerará incluido el tiempo transcurrido durante el 
plazo concedido al sujeto obligado en los supuestos de formularse requerimientos de subsanación de incumplimientos previos por 
parte del órgano inspector. 
Si se incumplen los plazos a que se refieren los párrafos anteriores, no se interrumpirá el cómputo de la prescripción y decaerá la 
posibilidad de extender acta de infracción o de liquidación, como consecuencia de tales actuaciones previas, sin perjuicio de la eventual 
responsabilidad en la que pudieran haber incurrido los funcionarios actuantes. 
Ello no obstante, en los supuestos anteriormente citados, y siempre que no lo impida la prescripción, la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social podrá promover nuevas actuaciones de comprobación referentes a los mismos hechos y extender, en su caso, las 
actas correspondientes. Las comprobaciones efectuadas en las actuaciones inspectoras previas caducadas, tendrán el carácter de 
antecedente para las sucesivas, haciendo constar formalmente tal incidencia. 
 
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 1.2 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se modifica el apartado 2 por el art. único.1 del Real Decreto 103/2010, de 5 de febrero.  
 
Artículo 9. Formas de iniciación. 
1. La actividad previa de comprobación podrá iniciarse, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 de la Ley 23/2015, de 21 de 
julio, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de cualquiera de las siguientes formas: 
a) Por orden superior de la autoridad competente, tanto de la Administración General del Estado como Autonómica, a través del titular 
de la Dirección de la Dirección Especial, Dirección Territorial, Jefatura de Inspección Provincial o, en su caso, Unidad especializada. 
b) Por orden de servicio del titular de la Dirección Especial, de la Dirección Territorial, de las Jefaturas de la Inspección Provincial, 
de sus Unidades especializadas, o del Inspector encargado del equipo, en aplicación de los planes, programas y directrices sobre 
actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
c) Por petición de cualquier órgano jurisdiccional cuando determine su objeto, amplitud y finalidad. 
d) Por petición concreta de los organismos de la Seguridad Social, que colaborarán con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
conforme dispone el artículo siguiente, o a solicitud de otra Administración pública. 
e) Por propia iniciativa del Inspector de Trabajo y Seguridad Social teniendo en cuenta criterios de eficacia y oportunidad según lo 
determinado en las disposiciones vigentes. 
f) Por denuncia de hechos presuntamente constitutivos de infracción en el orden social. 
2. El escrito de denuncia deberá contener, además de los datos de identificación personal del denunciante y su firma, los hechos 
presuntamente constitutivos de infracción en materias para las que resulte competente la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
fecha y lugar de su acaecimiento, identificación de los presuntamente responsables y demás circunstancias relevantes. 
No se tramitarán las denuncias anónimas ni las que tengan defectos o insuficiencias de identificación. En los dos últimos casos se 
requerirá al denunciante para que las complete subsanando los defectos en el plazo de quince días. En todo caso la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social podrá hacer uso de toda la información disponible para la programación de sus actuaciones. 
Tampoco se dará curso a aquellas denuncias en las que su objeto coincida con asuntos de los que esté conociendo un órgano 
jurisdiccional cuyo pronunciamiento pueda condicionar el resultado de la actuación inspectora, ni a las que manifiestamente carezcan 
de fundamento. 
3. El denunciante no podrá alegar la consideración de interesado a ningún efecto en la fase de investigación. 
El denunciante tendrá derecho a ser informado del estado de tramitación de su denuncia, de los hechos que se hayan constatado y de 
las medidas adoptadas al respecto, únicamente cuando el resultado de la investigación afecte a sus derechos individuales o colectivos 
reconocidos por la normativa correspondiente al  ámbito de la función inspectora. Asimismo, los representantes unitarios o sindicales 
de los trabajadores tendrán derecho a ser informados del estado de tramitación de las denuncias presentadas por los mismos en el 




ámbito de su representación, así como de los hechos que se hayan constatado y de las medidas adoptadas al respecto, de conformidad 
con lo establecido en artículo 20.4, párrafo tercero, de la Ley 23/2015, de 21 de julio. 
En el supuesto de que la denuncia diera lugar al inicio de un procedimiento sancionador, el denunciante podrá tener, en su caso, la 
condición de interesado, en los términos y con los requisitos establecidos en el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En el mismo supuesto, se reconoce expresamente la 
condición de interesados en el procedimiento a los representantes de las organizaciones sindicales o representantes de los trabajadores, 
en su condición de titulares de los intereses legítimos que derivan de su representación. 
4. No obstante lo establecido en el párrafo tercero del apartado 2, en el supuesto de asuntos coincidentes con cuestiones que con 
carácter previo o incidental esté conociendo un órgano jurisdiccional y que pudieran dar lugar a la exigencia de pago de cuotas de la 
Seguridad Social, se iniciará actuación inspectora, en todos los supuestos a que se refiere el apartado 1. 
El inicio de actuaciones con conocimiento formal del sujeto responsable interrumpirá el plazo de prescripción previsto en el artículo 24 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. 
Una vez que sea firme la sentencia y sea esta comunicada a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, se iniciará la tramitación del 
expediente liquidatorio y, en su caso, sancionador, o bien se archivarán las actuaciones. 
5. Las actuaciones previas de los Subinspectores Laborales se efectuarán, en todo caso, en ejecución de las órdenes de servicio 
recibidas. 
6. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias 
del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar la actuación inspectora. 
7. Cuando la actuación inspectora se inicie según lo determinado en los párrafos a), c) y d) del apartado 1 de este artículo, se informará 
por escrito de su resultado. 
 
Se modifica por el art. 2.1 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
Artículo 10. Colaboración y coordinación de órganos y autoridades administrativas. 
1. Las entidades gestoras y colaboradoras y los servicios comunes de la Seguridad Social y el Servicio Público de Empleo Estatal 
prestarán su colaboración a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en la forma dispuesta en los artículos 9.2 de la Ley 42/1997, 
de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y 79 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social. A tal objeto, cederán o facilitarán a dicha Inspección, cuando les sea solicitado por el cauce orgánico que señale su 
autoridad central, la información, antecedentes y datos con relevancia para el buen fin de la acción inspectora, incluso los de carácter 
personal objeto de tratamiento automatizado sin necesidad de consentimiento del interesado. 
Del mismo modo, las entidades gestoras y servicios comunes y el Servicio Público de Empleo Estatal, podrán recabar la actuación 
inspectora y encomendar a la Inspección las comprobaciones que resulten necesarias para su gestión cuando correspondan al ámbito 
de la acción inspectora. Podrán establecerse programas de coordinación y se intensificará la conexión mutua. 
2. El Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo colaborará con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en la forma 
determinada por la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, y le facilitará periódicamente los datos y estudios sobre evolución de la 
siniestralidad laboral. 
3. Los servicios técnicos de prevención de riesgos laborales dependientes de las Administraciones públicas comunicarán, por conducto 
de la autoridad competente, a la Inspección, las irregularidades que observen cuando ofrezcan especial peligrosidad o sean reiteradas, 
y le prestarán la colaboración técnica y pericial referida en los artículos 9.2 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales y 2.3 de la 
Ley ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, según los programas de inspección que se establezcan o cuando lo 
exija la comprobación inspectora. 
4. La Administración tributaria cederá sus datos y antecedentes a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en los términos 
establecidos en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 113 de la Ley General Tributaria, incluso estableciendo las conexiones que 
convengan a tal fin. Mediante programas de coordinación e información, se establecerá la colaboración general y territorial entre las 
Inspecciones Tributaria y de Trabajo y Seguridad Social. La Dirección General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y 
la autoridad central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social acordarán las normas para la aplicación de dicha colaboración; 
asimismo, y por acuerdo, podrá establecerse la colaboración entre la citada Inspección y las Administraciones tributarias forales y 
autonómicas. 
5. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes estarán obligadas a prestar su auxilio y colaboración a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social para el normal ejercicio de sus funciones. Cuando sea presumible la obstrucción, esta colaboración 
podrá recabarse con anterioridad, a través de los mandos designados al efecto por la autoridad competente, sin perjuicio de 
que en situaciones de necesidad se recabe directamente al centro o puesto de seguridad más próximo. En todos los supuestos la 
colaboración de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad se ajustará a lo dispuesto en su legislación específica. 
6. Las obligaciones de auxilio y colaboración establecidas en los apartados anteriores sólo tendrán las limitaciones legalmente 
establecidas referentes a la intimidad de la persona, al secreto de la correspondencia, del protocolo notarial, o de las informaciones 
suministradas a las Administraciones públicas con finalidad exclusivamente estadística. 
 
Se modifica el apartado 1 por el art. único.4 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
Redactado el apartado 4 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 151, de 25 de junio.  
 
Sección 2.ª Consecuencias de la actividad inspectora previa al procedimiento sancionador 
 
Artículo 11. Medidas a adoptar por el personal inspector. 
1. El Inspector de Trabajo y Seguridad Social actuante, una vez finalizadas las actuaciones inspectoras previas y valorados sus 
resultados, podrá adoptar las medidas establecidas por el artículo 22 de la Ley 23/2015, de 21 de julio. 
2. Cuando el Inspector de Trabajo y Seguridad Social o el Subinspector de Seguridad y Salud Laboral, en su caso, comprobase 
infracción a la normativa sobre prevención de riesgos laborales requerirá al empresario para la subsanación de las deficiencias 
observadas, mediante escrito o diligencia de actuación, en los términos del artículo 43 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre y del 
artículo 21.6 de la Ley 23/2015, de 21 de julio. Su incumplimiento persistiendo los hechos infractores dará lugar a la práctica de la 
correspondiente acta de infracción por tales hechos, si no la hubiere practicado inicialmente. 
3. El Inspector de Trabajo y Seguridad Social o el Subinspector de Seguridad y Salud Laboral, en su caso, podrá ordenar la inmediata 
paralización de los trabajos o tareas que impliquen un riesgo grave e inminente para la seguridad y la salud de los trabajadores. En tal 
supuesto, lo comunicará a la empresa por escrito mediante notificación formal o diligencia de actuación, señalando el alcance y causa 
de la medida y dando cuenta inmediata de la misma a la autoridad laboral competente. 




En caso de que la orden de paralización provenga de un Subinspector de Seguridad y Salud Laboral, este, después de proceder 
conforme lo previsto en el párrafo anterior, lo comunicará de inmediato al Jefe de Unidad Especializada o al Jefe de Equipo al que 
esté adscrito. 
La empresa responsable lo pondrá en conocimiento inmediato de los trabajadores afectados, del Comité de Seguridad y Salud, del 
Delegado de Prevención o, en su ausencia, de los representantes del personal y hará efectiva la paralización ordenada. La empresa, 
sin perjuicio del cumplimiento inmediato de la paralización, podrá impugnarla en el plazo de tres días hábiles ante la autoridad laboral 
competente, que resolverá en el plazo máximo de veinticuatro horas, con posibilidad de recurso ordinario correspondiente, sin 
perjuicio de su inmediata ejecutividad. 
4. La paralización o suspensión de los trabajos se levantará por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social o por el Subinspector de 
Seguridad y Salud Laboral que la hubiera decretado, o por el empresario cuando concurran las circunstancias y en la forma establecidas 
en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre. El incumplimiento en esta materia de las decisiones de la Inspección o de la autoridad laboral 
producirá las responsabilidades previstas en la normativa aplicable. 
5. El Inspector de Trabajo y Seguridad Social o el Subinspector Laboral actuante podrá advertir o requerir, en vez de iniciar el 
procedimiento sancionador, cuando las circunstancias del caso así lo aconsejen y no se deriven perjuicios directos a los trabajadores, 
o a sus representantes. Tal advertencia o requerimiento se comunicará al sujeto responsable por escrito o mediante la diligencia de 
actuación, señalando las irregularidades o deficiencias apreciadas con indicación del plazo para su subsanación bajo el correspondiente 
apercibimiento. 
6. Los Subinspectores Laborales podrán proceder en cualquiera de las formas a que se refiere el artículo 27 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, aprobado mediante Real Decreto 138/2000, de 4 de 
febrero, en las actuaciones que realicen en el ámbito de sus competencias. 
7. Cuando los Subinspectores de Seguridad y Salud Laboral, como consecuencia de comprobaciones efectuadas en el ejercicio de sus 
funciones, tengan conocimiento de posibles irregularidades en materia de inscripción de empresas, afiliación, altas o bajas de 
trabajadores, o encuadramiento de empresas y trabajadores en el régimen adecuado de la Seguridad Social, lo comunicarán 
internamente, cumplimentando a tal efecto informe comprensivo de los hechos y circunstancias concurrentes, que gozarán de la 
presunción de certeza prevista en el artículo 23 de la Ley 23/2015, de 21 de julio. Dicho informe será remitido al Jefe de Equipo o, en 
su caso, al Inspector de Trabajo y Seguridad Social al que estén adscritos, a efectos de que por este, previa valoración jurídica de la 
situación y sin perjuicio de las actuaciones complementarias que considere oportuno llevar a cabo, se promueva, en su caso, el 
correspondiente procedimiento sancionador, liquidatorio o procedimiento de oficio a que se refiere el artículo 22.7 de la Ley 23/2015, 
de 21 de julio. 
Asimismo, cuando los Subinspectores de Seguridad y Salud Laboral en el ejercicio de las funciones específicas que tienen 
encomendadas comprueben la existencia de infracciones a la normativa en materia de prevención de riesgos laborales que pudieran 
haber sido la causa de la producción de un accidente de trabajo o de una enfermedad profesional, lo comunicarán al Jefe de Equipo, 
o, al Inspector de Trabajo y Seguridad Social al que estén adscritos. El Jefe de Equipo o el Inspector que reciba la comunicación, a la 
vista de las circunstancias concurrentes en relación con el tipo de infracción, los daños producidos en la salud y las consecuencias de 
los mismos, determinará la procedencia de investigar el accidente de trabajo o enfermedad profesional, e instar el recargo al que se 
refiere el artículo 22. 9 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, si procediese. 
También comunicarán al Jefe de Equipo, o, en su caso al Inspector de Trabajo y Seguridad Social al que estén adscritos si, a su juicio, 
se dan las circunstancias para que este proceda a proponer recargos o reducciones en las primas de aseguramiento de accidentes de 
trabajo o enfermedades profesionales con base al comportamiento de la empresa en materia de prevención de riesgos y salud laboral. 
El Jefe de Equipo o el Inspector que reciba la comunicación, previa valoración de dichas circunstancias, procederá, en su caso, a 
proponer el recargo o reducción correspondiente. 
8. En los supuestos en que la actuación inspectora afecte a una empresa establecida en un Estado Miembro de la Unión Europea o en 
un Estado signatario del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo que desplace temporalmente sus trabajadores a España en el 
marco de una prestación de servicios transnacional y que los hechos comprobados pudieran ser sancionados por el Estado de 
establecimiento de la empresa, el Inspector de Trabajo y Seguridad Social o el Subinspector Laboral actuante a través del Jefe de 
Equipo, o, en su caso del Inspector de Trabajo y Seguridad Social al que esté adscrito, una vez concluidas las actividades 
comprobatorias, podrá proponer al Jefe de la Inspección Provincial, Director territorial o titular de la Dirección Especial, según el 
ámbito de la actuación, la comunicación de los hechos y el envío de la documentación a la autoridad competente del país de 
establecimiento para que inicie el procedimiento sancionador, solicitando la comunicación del resultado en el plazo máximo de 
veinticinco días hábiles. Todo ello sin perjuicio de adoptar otras medidas que se consideren pertinentes. En caso de que dicha autoridad 
no adoptara medidas sancionadoras, o transcurriera el plazo arriba citado sin que se hubiese recibido comunicación del resultado, la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá retomar el procedimiento sancionador. 
Así mismo, los Jefes de la Inspección Provincial, Directores territoriales o Director de la Dirección Especial, en su caso, remitirán al 
Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, al que se refiere el artículo 27 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, el resto 
de las solicitudes de colaboración e intercambio de información a las que se refiere el artículo 9 de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, 
sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional, para que sean cursadas al país 
correspondiente. 
 
Se modifica por el art. 2.2 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre. 
Se añade el apartado 7 por el art. único. 2 del Real Decreto 103/2010, de 5 de febrero.  
 
Artículo 12. Extensión de actas de infracción y de liquidación. 
1. La extensión de actas de infracción, cuando se constaten hechos constitutivos de infracción en el orden social, se realizará en los 
términos y condiciones establecidos en este artículo y en el capítulo III de este Reglamento. 
Los titulares de la Dirección Especial, Direcciones Territoriales, Jefaturas de las Inspecciones Provinciales y de sus Unidades 
especializadas podrán devolver las actas incompletas o defectuosas o que contraríen los criterios técnicos e interpretativos comunes 
establecidos para el desarrollo de la función inspectora, para que se corrija el defecto, y en cualquier momento podrán rectificar los 
errores materiales y de hecho y los aritméticos, de acuerdo con el artículo 109. 2 de la Ley 39/2015, de 31 de octubre. 
2. Cuando como consecuencia del desarrollo de sus funciones se practicasen actas por los Subinspectores Laborales, serán 
supervisadas en cuanto a su corrección técnica por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social al que estén adscritos, que podrá 
devolverlas si se formulasen incompletas, defectuosas o en contradicción con los criterios técnicos e interpretativos referidos en el 
apartado 1, para que se corrijan las deficiencias observadas, sin perjuicio del visado, si procediera. 
3. Las actas de infracción que, en su ámbito funcional de actuación, practiquen los Subinspectores Laborales serán visadas por el 
Inspector de Trabajo y Seguridad Social del que técnicamente dependan, cuando correspondan a infracciones graves y muy graves en 
materias cuya vigilancia les esté atribuida, y constará en el acta que se notifique al presunto responsable. 




4. Las actas de liquidación que, en su ámbito funcional de actuación, practiquen los Subinspectores pertenecientes a la Escala de 
Empleo y Seguridad Social serán visadas por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social del que técnicamente dependan en todos los 
supuestos contemplados en el artículo 34 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. No procederá el visado de las propuestas de liquidación de cuotas a que se refiere el artículo 33 
del citado texto refundido. 
 
Se modifica por el art. 2.3 del Real Decreto 1078/2017, de 29 de diciembre.  
 
CAPÍTULO III Procedimiento sancionador 
 
Sección 1.ª Disposiciones preliminares 
 
Artículo 13. Iniciación del procedimiento sancionador. 
1. El procedimiento sancionador se iniciará de oficio, como resultado de la actividad inspectora previa, por acta de infracción de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que se extenderá y tramitará de acuerdo con lo establecido en este capítulo. 
2. El procedimiento de imposición de sanciones leves y graves a los solicitantes y beneficiarios de prestaciones de Seguridad Social, 
a que se refiere la Ley de Infracciones y Sanciones del Orden Social, se iniciará por la correspondiente entidad gestora, de conformidad 
con lo dispuesto en el capítulo VII de este Reglamento. 
 
Artículo 14. Contenido de las actas de infracción. 
1. Las actas de infracción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social habrán de reflejar: 
a) Nombre y apellidos o razón social, domicilio, actividad, documento nacional de identidad, número de identificación fiscal, código 
de cuenta de cotización a la Seguridad Social y, en su caso, número de Seguridad Social de autónomos, del presunto sujeto infractor. 
Si se comprobase la concurrencia de responsable subsidiario o solidario, se hará constar tal circunstancia, fundamentación fáctica y 
jurídica de su presunta responsabilidad y los mismos datos exigidos para el sujeto responsable directo. 
b) Los hechos comprobados por el funcionario actuante, con expresión de los relevantes a efectos de la tipificación de la infracción, 
los medios utilizados para la comprobación de los hechos que fundamentan el acta, y los criterios en que se fundamenta la graduación 
de la propuesta da sanción; asimismo, consignará si la actuación ha sido mediante visita, comparecencia o por expediente 
administrativo. 
c) La infracción o infracciones presuntamente cometidas, con expresión del precepto o preceptos vulnerados, y su calificación. 
d) Número de trabajadores de la empresa y número de trabajadores afectados por la infracción, cuando tal requisito sirva para graduar 
la sanción o, en su caso, calificar la infracción. 
e) La propuesta de sanción, su graduación y cuantificación, que será el total de las sanciones propuestas si se denunciará más de una 
infracción. Se incluirán expresamente la propuesta de las sanciones accesorias que procedan como vinculadas a la sanción principal. 
f) Órgano competente para resolver y órgano competente para realizar los actos de instrucción y ordenación del expediente sancionador 
y plazo para la interposición de las alegaciones ante éste. 
g) Indicación del funcionario que levanta el acta de infracción y firma del mismo y, en su caso, visado del Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social con su firma e indicación del que la efectúe. 
h) Fecha del acta de infracción. 
2. El Inspector actuante determinará en el acta las medidas que estimase necesario establecer con carácter provisional para asegurar 
la eficacia de la resolución y evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción, de conformidad con los artículos 72 y 136 de la 
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y artícu lo 15 del Reglamento 
para el ejercicio de la potestad sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, y demás normativa de aplicación 
a cada caso; dichas medidas deben ser proporcionadas al caso. 
3. Cuando el Inspector de Trabajo y Seguridad Social que levante el acta considere que de la presunta infracción se derivan perjuicios 
económicos para los trabajadores afectados, y a los efectos de lo previsto en el artículo 146.a) del texto refundido de la Ley de 
Procedimiento Laboral, podrá incluirlos en el acta consignándolos, en tal caso, con los requisitos exigidos para la validez de las 
demandas. 
4. Las actas de infracción por infracciones graves que conlleven la expedición de actas o propuestas de liquidación por los mismos 
hechos, se formalizarán simultáneamente con las liquidaciones. 
5. La aplicación de la reincidencia exige que se señale tal circunstancia y su causa, y que se trate de infracciones del mismo tipo y 
calificación, que la resolución sancionadora de la primera infracción haya adquirido firmeza en vía administrativa, y que entre la fecha 
de notificación de dicha resolución sancionadora y la comprobación de la segunda infracción no haya transcurrido más de 365 días. 
Si se apreciase reincidencia, la cuantía de las sanciones podrá incrementarse en la forma establecida por la legislación vigente. 
 
Se modifican los apartados 1 y 5 por el art. único.5 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio. 
 
Artículo 15. Valor probatorio de las actas de los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
Las actas extendidas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social tienen naturaleza de documentos públicos. Las actas 
formalizadas con arreglo a los requisitos establecidos en el artículo anterior estarán dotadas de presunción de certeza de los hechos y 
circunstancias reflejados en la misma que hayan sido constatados por el funcionario actuante, salvo prueba en contrario, de 
conformidad con lo establecido en la disposición adicional cuarta.2 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
 
Artículo 16. Acumulación. 
En el caso de que en la misma actuación inspectora se estimasen varias presuntas infracciones, deberán acumularse en una sola acta 
las correspondientes a una misma materia, entendiendo por tales las infracciones en materia de relación laboral, de prevención de 
riesgos laborales, en materia de Seguridad Social, en materia de colocación y empleo, en materia de emigración, de movimientos 
migratorios y de trabajo de extranjeros y las motivadas por obstrucción. No procederá la acumulación en los casos de tramitación 
simultánea de actas de infracción y liquidación por los mismos hechos, cuando concurran supuestos de responsabilidad solidaria o 
subsidiaria, o en las infracciones relacionadas causalmente con un accidente de trabajo o enfermedad profesional. En todo caso, la 
acumulación de infracciones respetará la distribución de competencias entre los órganos de la Administración General del Estado y 
entre la Administración General del Estado y de la Comunidad Autónoma respectiva. 
 
Se modifica por el art. único.6 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 




Sección 2.ª Tramitación y resolución del procedimiento 
 
Artículo 17. Notificación de las actas de infracción y alegaciones. 
1. Las actas de infracción serán notificadas al presunto sujeto o sujetos responsables en el plazo de diez días hábiles contados a partir 
del término de la actuación inspectora, entendiéndose por ésta la de la fecha del acta, advirtiéndoles que podrán formular escrito de 
alegaciones en el plazo de quince días hábiles contados desde el siguiente a su notificación, acompañado de la prueba que estimen 
pertinente, ante el órgano instructor del expediente y que en caso de no efectuar alegaciones, el acta de infracción podrá ser considerada 
propuesta de resolución, con los efectos previstos en los artículos 18 y 18 bis. 
2. Cuando el acta de infracción afecte a solicitantes y beneficiarios de prestaciones, se comunicará, de forma simultánea, al órgano o 
entidad gestora correspondiente, a efectos de la adopción de la suspensión cautelar prevista en la normativa aplicable. 
3. Las actas de infracción y las de liquidación por los mismos hechos se notificarán al presunto sujeto o sujetos responsables 
simultáneamente, pudiendo ser objeto de alegaciones conforme al procedimiento establecido para las actas de liquidación, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 34 de este Reglamento. 
4. El sujeto o sujetos responsables que formulen alegaciones frente al acta, tendrán derecho a vista de los documentos obrantes en el 
expediente, sin más excepciones que las necesarias para asegurar la confidencialidad del origen de cualquier queja, de conformidad 
con el artículo 15.c del Convenio número 81 de la Organización Internacional del Trabajo y el artículo 12.1 de la Ley 42/1997, de 14 
de noviembre. 
 
Se modifica por el art. único.7 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 18. Tramitación e instrucción del expediente sancionador en el ámbito de competencias de las Comunidades 
Autónomas. 
1. La determinación de los órganos competentes para realizar los actos de instrucción y ordenación de la tramitación de los expedientes 
sancionadores competencia de las Comunidades Autónomas corresponderá a éstas. El órgano instructor del expediente deberá remitir 
la propuesta de resolución, junto con el expediente administrativo sancionador, al órgano competente para resolver con una antelación 
mínima de quince días al del vencimiento del plazo para dictar resolución, establecido en el artículo 20.3 de este Reglamento. 
2. Si no se formalizase escrito de alegaciones, continuará la tramitación del procedimiento hasta dictar la propuesta de resolución que 
corresponda. 
3. Si se formulasen alegaciones en plazo contra el acta de infracción, el órgano instructor podrá recabar informe ampliatorio, que se 
emitirá en quince días, del Inspector o Subinspector que practicó el acta. El citado informe será preceptivo si en las alegaciones se 
invocan hechos o circunstancias distintos a los consignados en el acta insuficiencia del relato fáctico de la misma, o indefensión por 
cualquier causa. 
Recibidas las alegaciones, o transcurrido el plazo señalado para efectuar las mismas, el instructor podrá acordar la apertura del período 
de prueba, de conformidad con lo previsto en el artículo 17 del Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad 
sancionadora, aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto. 
Dicho informe valorará expresamente las pruebas aportadas o que se hubiesen practicado, y las alegaciones producidas. Si el 
expediente derivara de acta visada por Inspector, el informe del Subinspector que la practicó será objeto de conformidad por el 
Inspector que visó el acta originadora de actuaciones, en los términos que establece el artículo 12, apartados 2 y 3, de este Reglamento. 
4. Cuando de las diligencias practicadas se desprenda la invocación o concurrencia de hechos distintos a los reseñados en el acta, el 
órgano instructor, antes de emitir su propuesta de resolución, dará audiencia al supuesto responsable por término de ocho días con 
vista de lo actuado. Realizado el trámite de audiencia, el sujeto responsable podrá formular nuevas alegaciones por término de otros 
tres días, a cuyo término quedará visto para la propuesta de resolución. 
 
Se modifica por el art. único.8 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 18 bis. Tramitación e instrucción del expediente sancionador en el ámbito de la Administración General del Estado. 
1. En el ámbito de la Administración General del Estado, la instrucción y ordenación del procedimiento sancionador corresponderá a 
la Jefatura de Unidad Especializada de Seguridad Social, finalizando la ordenación del expediente con propuesta de resolución, 
incluyendo, en su caso, la propuesta de sanciones accesorias, que se remitirá al órgano competente para resolver junto con el expediente 
administrativo sancionador, con una antelación mínima de quince días al del vencimiento del plazo para dictar resolución establecido 
en el artículo 20.3 de este Reglamento. 
2. Si no se formalizase escrito de alegaciones, continuará la tramitación del procedimiento hasta dictar la propuesta de resolución que 
corresponda. 
3. Si se formulasen alegaciones en plazo contra el acta de infracción, el Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social podrá 
recabar informe ampliatorio, que se emitirá en quince días, del Inspector o Subinspector que practicó el acta. El citado informe será 
preceptivo si en las alegaciones se invocan hechos o circunstancias distintos a los consignados en el acta, insuficiencia del relato 
fáctico de la misma, o indefensión por cualquier causa. 
Dicho informe valorará expresamente las pruebas aportadas o que se hubiesen practicado, y las alegaciones producidas. Si el 
expediente derivara de acta visada por Inspector, el informe del Subinspector que la practicó será objeto de conformidad por el 
Inspector que visó el acta originadora de actuaciones, en los términos que establece el artículo 12, apartados 2 y 3, de este Reglamento. 
Recibidas las alegaciones o transcurrido el plazo señalado para efectuar las mismas, podrá acordar la apertura del período de prueba, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 17 del Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, 
aprobado por Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto. 
4. Cuando de las diligencias practicadas se desprenda la invocación o concurrencia de hechos distintos a los reseñados en el acta, el 
órgano instructor, antes de emitir su propuesta de resolución, dará audiencia al supuesto responsable por término de ocho días con 
vista de lo actuado. Realizado el trámite de audiencia, el sujeto responsable podrá formular nuevas alegaciones por término de otros 
tres días, a cuyo término quedará visto para realizar la propuesta de resolución correspondiente, que deberá remitirse al órgano 
competente para resolver con la antelación prevista en el apartado primero de este artículo. 
5. Si el acta de infracción se hubiere practicado por los mismos hechos que motiven acta de liquidación, la presentación de alegaciones 
o de recurso contra una de ellas se entenderá como formulado también contra la otra, salvo que expresamente se manifieste lo contrario, 
procediéndose en tal supuesto en la forma establecida en el capítulo VI de este Reglamento. 
6. En aquellos casos en que la imposición de sanciones en el orden social en el ámbito de la Administración General del Estado 
corresponda a los Jefes de las Inspecciones Provinciales, y concurra en éstos la doble condición de Jefe de Inspección provincial y 
Jefe de Unidad Especializada de Seguridad Social, deberán asignar las funciones de instrucción y ordenación del expediente a un 
funcionario dependiente orgánicamente de la Administración General del Estado. 
 




Se añade por el art. único.9 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 19. Procedimiento de oficio ante el orden jurisdiccional social, derivado de comunicaciones de la autoridad laboral. 
1. Cuando el acta de infracción haya sido objeto de alegaciones por el sujeto responsable con base en alegaciones o pruebas que 
puedan desvirtuar la naturaleza laboral de la relación jurídica objeto de la actuación inspectora, el órgano instructor podrá proponer 
que se formalice demanda de oficio ante la Jurisdicción de lo Social que, de formalizarse, motivará la suspensión del procedimiento 
con notificación al interesado. 
2. En los casos en que el acta de infracción se refiera a supuestos tipificados en los apartados 2, 6 y 10 del artículo 7 y en los apartados 
2, 11 y 12 del artículo 8 del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, y concurran las circunstancias 
establecidas por el texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/1995, de 7 de 
abril, podrá procederse en la forma establecida en el apartado anterior. 
3. Las propuestas a que se refieren los apartados anteriores contendrán los requisitos generales exigidos para las demandas de los 
procesos ordinarios. Si el órgano competente para resolver formulase demanda de oficio, observará en la misma los requisitos 
indicados acompañando copia del expediente sancionador, y suspenderá el procedimiento sancionador. Una vez recaída sentencia 
firme y comunicada la misma, de conformidad con el artículo 270 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
continuará la tramitación del expediente administrativo. 
4. La autoridad competente, una vez se le haya notificado la firmeza de la sentencia derivada del procedimiento judicial social, 
ordenará que se continúe la tramitación del expediente administrativo sancionador y que el órgano instructor efectúe la correspondiente 
propuesta de resolución. 
 
Se modifica por el art. único.10 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 20. Resolución. 
1. El órgano competente para resolver, previas las diligencias que estime necesarias, dictará la resolución motivada que proceda en el 
plazo de diez días desde el momento en que finalizó la tramitación del expediente, bien confirmando, modificando o dejando sin 
efecto la propuesta del acta. Si se dejase sin efecto el acta se ordenará el archivo del expediente y, en su caso, el levantamiento de las 
medidas de carácter provisional adoptadas a que se refiere el artículo 14.2 de este Reglamento. 
La resolución acordará la anulación del acta cuando ésta carezca de los requisitos imprescindibles para alcanzar su fin, o cuando dé 
lugar a la indefensión de los interesados y no se hubiese subsanado en la tramitación previa a la resolución. 
2. La resolución decidirá de forma expresa, en su caso, sobre la propuesta de sanciones accesorias previstas en la Ley de Infracciones 
y Sanciones del Orden Social. 
3. El plazo máximo para resolver los expedientes sancionadores por infracciones de orden social será de seis meses, que serán 
computados desde la fecha del acta hasta la fecha en que se dicte la resolución, produciéndose en caso de superación de dicho plazo 
la caducidad del expediente. Cuando concurran circunstancias excepcionales, podrá acordarse la ampliación de dicho plazo máximo, 
en los términos previstos en el artículo 42.6 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
No se computarán dentro del plazo máximo para resolver las interrupciones por causas imputables a los interesados o motivadas por 
la suspensión del procedimiento a que se refiere este Reglamento. 
 
Se modifica el apartado 3 por el art. único.11 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 151, de 25 de junio de 1998.  
 
Artículo 21. Notificación de la resolución. 
1. Las resoluciones recaídas en los procedimientos sancionadores por infracciones de orden social serán notificadas a los interesados, 
advirtiéndoles de los recursos que correspondan contra ellas, órgano administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y 
plazo para interponerlas. Asimismo, se remitirá copia del acto al funcionario que hubiere promovido el expediente. 
Si se imponen sanciones pecuniarias, la notificación contendrá además: 
a) El importe a ingresar. 
b) El plazo, lugar y forma de ingreso en período voluntario. 
c) La prevención de que, transcurrido dicho período sin efectuarse el ingreso y de no haberse interpuesto, en su caso, el correspondiente 
recurso ordinario, se devengará inmediatamente el recargo de apremio e intereses de demora y se procederá al cobro y, en su caso, 
ejecución, por el procedimiento administrativo de apremio que corresponda, salvo en los supuestos del apartado 2 del artículo 25. 
2. Cuando la resolución haya sido dictada por las correspondientes entidades gestoras o servicios comunes de la Seguridad Social, o 
por el Servicio Público de Empleo Estatal, de acuerdo con lo establecido en este Reglamento, se remitirá copia de la resolución que 
recaiga al Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que hubiera efectuado 
la propuesta de resolución correspondiente. 
3. Cuando la resolución imponga sanciones accesorias o declare la responsabilidad solidaria del empresario respecto de la devolución 
de las cantidades indebidamente percibidas por el trabajador, se comunicará a los correspondientes organismos y entidades gestoras 
al día siguiente de la fecha en que se dicte. 
4. Las resoluciones firmes que aprecien la existencia de perjuicios económicos a los trabajadores afectados podrán comunicarse al 
órgano judicial competente a los efectos de la iniciación del procedimiento de oficio regulado en el artículo 146.a) del texto refundido 
de la Ley de Procedimiento Laboral. 
5. Cuando el acta de infracción se haya levantado con ocasión de accidente de trabajo o enfermedad profesional, se trasladará copia 
de la resolución confirmatoria a los trabajadores afectados, o a sus derechohabientes en caso de fallecimiento del trabajador. 
6. Si la infracción recogida en el acta constituye vulneración del derecho a la libertad sindical o de los derechos de representación de 
los trabajadores, se trasladará copia de la resolución recaída a los representantes legales de los trabajadores. 
 
Se modifica el apartado 2 por el art. único.12 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
CAPÍTULO IV Recursos, ejecución de resoluciones y recaudación 
 
Artículo 22. Del cómputo de los términos y plazos. 
El cómputo de los términos y plazos establecidos en el presente Reglamento, y el régimen de notificaciones y comunicaciones se 
ajustará a lo dispuesto en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 
Artículo 23. Recurso ordinario. 




1. Contra las resoluciones previstas en el capítulo anterior, se podrá interponer recurso ordinario en el plazo de un mes ante el órgano 
superior competente por razón de la materia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4 de este Reglamento, cuya resolución agotará 
la vía administrativa. 
Las resoluciones dictadas por los Directores generales competentes por razón de la cuantía que no pongan fin a la vía administrativa 
y las dictadas por el Secretario de Estado de la Seguridad Social, podrán ser objeto de recurso ordinario ante el Ministro de Trabajo y 
Asuntos Sociales. Las resoluciones del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales y del Consejo de Ministros agotan la vía administrativa. 
En el ámbito de competencia de las Comunidades Autónomas corresponderá a éstas la determinación de los órganos competentes para 
la resolución del recurso ordinario. 
2. El recurso ordinario se regirá por lo establecido por la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común en lo no regulado por el apartado anterior. Transcurridos tres meses desde la interposición del 
recurso ordinario sin que recaiga resolución, se podrá entender desestimado y quedará expedita la vía jurisdiccional contencioso-
administrativa. 
 
Artículo 24. Ejecución. 
1. Las resoluciones sancionadoras firmes en vía administrativa serán inmediatamente ejecutivas. 
2. Las medidas de intervención temporal y remoción de órganos de gobierno de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social, las sanciones a los empresarios que colaboren voluntariamente en la gestión de la Seguridad 
Social, las sanciones accesorias previstas en el artículo 45 de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social y el reintegro de 
prestaciones indebidas se ejecutarán por la Secretaría de Estado para la Seguridad Social o por la entidad gestora competente, una vez 
que sea firme en vía administrativa la resolución que las impone. 
3. Las medidas cautelares previstas en el artícu lo 74.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social respecto de las 
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, podrán adoptarse de forma inmediata previa audiencia de la entidad. 
 
Artículo 25. Recaudación del importe de las sanciones. 
1. Las sanciones pecuniarias a que se refiere este Reglamento, impuestas por órganos de la Administración General del Estado, excepto 
por infracciones en materia de Seguridad Social, serán recaudadas por el procedimiento establecido en el Reglamento General de 
Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, correspondiendo la recaudación en período voluntario a las 
Delegaciones de Economía y Hacienda y en período ejecutivo a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria. 
El plazo de ingreso en período voluntario será de treinta días desde la fecha de notificación de la resolución que imponga la sanción. 
Cuando ésta sea recurrida en vía administrativa, en la resolución del recurso se concederá, en su caso, un nuevo plazo de quince días 
para el ingreso. 
2. Las sanciones pecuniarias impuestas por órganos de la Administración General del Estado por infracciones en materia de Seguridad 
Social serán hechas efectivas en la Tesorería General de la Seguridad Social, que procederá a su reclamación a los solos efectos 
recaudatorios en los términos establecidos en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto 1415/2004, de 11 de junio. A tal efecto se le remitirá certificación del acto firme para que, a los solos efectos recaudatorios y 
sin posibilidad de revisión, proceda a su reclamación. No obstante cuando la competencia para la imposición de sanciones pecuniarias 
le corresponda a la Tesorería General de la Seguridad Social, en la resolución que se dicte al efecto, se liquidará además la sanción 
correspondiente y se procederá a requerir su pago. 
De la efectividad del pago, se dará cuenta por dicha Tesorería General de la Seguridad Social, en el plazo de diez días hábiles, al 
órgano competente para resolver. De no efectuarse el ingreso en los plazos señalados, se instará la recaudación en vía ejecutiva por 
los órganos y procedimientos establecidos en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social. 
3. Las sanciones impuestas en el ámbito de sus competencias por órganos de las Comunidades Autónomas serán recaudadas por los 
órganos y procedimientos establecidos en las normas que regulan la recaudación de los ingresos de derecho público de cada una de 
dichas Comunidades. 
4. El ingreso de las sanciones a que se refieren los apartados anteriores, se comunicará a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
que emitió las actas originadoras del expediente sancionador, con la periodicidad que se establezca en la Conferencia Sectorial. 
 
Se modifica por el art. único.13 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
Se modifica el apartado 1 por el art. único. 3 del Real Decreto 103/2010, de 5 de febrero.  
 
CAPÍTULO V Normas específicas 
 
Artículo 26. Suspensión de actividades o cierre de centro de trabajo. 
Cuando concurran circunstancias de excepcional gravedad en las infracciones referidas a la seguridad e higiene y salud laborales el 
Jefe de la Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social lo pondrá en conocimiento del órgano correspondiente de la Comunidad 
Autónoma o de la Administración del Estado si no se hubiere transferido la competencia y, en su caso, de la autoridad central de la 
Inspección, al objeto de que se someta la suspensión temporal o el cierre del establecimiento a la aprobación del Gobierno o del órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, de conformidad con lo previsto en el artículo 53 de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales. 
 
Artículo 27. Recargo de prestaciones en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional por falta de medidas de 
seguridad. 
La Inspección de Trabajo y Seguridad Social está legitimada para iniciar el procedimiento administrativo para declarar la 
responsabilidad empresarial por falta de medidas de seguridad e higiene en el trabajo proponiendo el porcentaje de incremento que 
estime procedente, en aplicación del artículo 123 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, que es compatible con 
la responsabilidad administrativa, penal o civil que derive de los hechos constitutivos de la infracción. 
El informe-propuesta de dicha Inspección recogerá los hechos y circunstancias concurrentes, disposiciones infringidas, la causa 
concreta de las enumeradas en el artículo 123.1 del texto refundido citado que motive la propuesta y el porcentaje que considere 
procedente aplicar. Si se hubiese practicado acta de infracción y hubiese recaído resolución de la autoridad laboral sobre la misma, 
dicha resolución se aportará al expediente de iniciación. Si no se hubiere practicado previamente acta de infracción, en el informe-
propuesta se justificará razonadamente tal circunstancia. 
 
Artículo 28. Medidas cautelares sobre entidades colaboradoras en la gestión del sistema de la Seguridad Social. 
1. Cuando la Inspección de Trabajo y Seguridad Social considere que los hechos y circunstancias concurrentes en una infracción 
cometida por una Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social puedan dar lugar a la adopción 
de alguna de las medidas cautelares previstas en el ar tículo 74 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, lo 




propondrá a la Secretaría de Estado de la Seguridad Social u órgano competente que iniciará el correspondiente procedimiento 
administrativo. 
2. Cuando la Inspección de Trabajo y Seguridad Social estime que las deficiencias observadas en las infracciones cometidas por los 
empresarios que colaboran voluntariamente en la gestión de la Seguridad Social impiden el mantenimiento del régimen económico y 
presupuestario de colaboración establecido, y las circunstancias del caso lo requieran propondrá a la Secretaría de Estado de la 
Seguridad Social la aplicación de las sanciones previstas en la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, sin perjuicio de 
iniciar el procedimiento sancionador ordinario. 
3. En los casos a que se refieren los apartados anteriores, además del acta de infracción, se emitirá escrito propuesta que se remitirá a 
la Secretaría de Estado de la Seguridad Social u órgano competente a través de la autoridad central de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, a la que se comunicará la resolución que se adopte. 
 
CAPÍTULO VI De los expedientes de liquidación 
 
Artículo 29. Procedimiento administrativo para la tramitación de expedientes liquidatorios por deudas a la Seguridad Social. 
1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en relación con las deudas por cuotas a la Seguridad Social y conceptos de ingreso 
conjunto con éstas, podrá formular propuestas de liquidación, actas de liquidación y requerimientos en los supuestos y con alcance 
que se establece en este capítulo. 
2. El procedimiento administrativo para la práctica de actas de liquidación y demás documentos liquidatorios de cuotas a la Seguridad 
Social y conceptos de ingreso conjunto, se ajustará a las disposiciones del presente capítulo y, subsidiariamente, a lo dispuesto en la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
Serán sujetos responsables quienes así resulten por aplicación de las normas reguladoras del Sistema de Seguridad Social. 
3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, sin perjuicio de su estructura y ámbito territorial de actuación, y de conformidad con 
la habilitación nacional reconocida por el artículo 2.1 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, podrá desarrollar actuaciones inspectoras 
de alcance supraprovincial, relativas a deudas por cuotas a que se refiere este capítulo y el capítulo III, pudiendo iniciar expedientes 
liquidatorios y sancionadores del mismo alcance, atribuyendo la competencia para efectuar la propuesta de resolución al Jefe de la 
Unidad Especializada de Seguridad Social de la Inspección en cuyo ámbito funcional se hayan efectuado las actuaciones o, en su caso 
al Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social de la Dirección Especial, de acuerdo con lo previsto en el artículo 18.3.9 de la 
Ley 42/1997, de 14 de noviembre, que, a estos efectos, tendrá la consideración de Inspección Provincial, siéndole de aplicación las 
atribuciones y cometidos establecidos para dichos órganos periféricos. 
4. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social extenderá las propuestas de liquidación y las actas de liquidación en modelos oficiales 
aprobados al efecto por el Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a propuesta de la autoridad central, que podrá 
establecer las instrucciones internas para su cumplimentación. 
 
Se modifica el apartado 3 por el art. único.14 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 30. Propuestas de liquidación. 
1. Procederá propuesta de liquidación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuando la Inspección compruebe la falta total 
de cotización respecto de trabajadores dados de alta, y no se hubieran presentado los documentos de cotización en plazo reglamentario, 
así como por trabajadores en alta no figurados en tales documentos aunque éstos se presenten dentro de dicho plazo. 
2. La propuesta de liquidación determinará, al menos, el sujeto obligado con sus datos de identificación, período de liquidación y 
circunstancias del descubierto, número de trabajadores afectados y su identificación, y forma en que se efectuó la comprobación 
inspectora. La propuesta contendrá la determinación de las bases de cotización y tipos aplicables por contingencias generales, 
profesionales, horas extraordinarias y cuantas otras sean aplicables, el recargo por mora, y el importe total de la liquidación, y será 
firmada por el Inspector o Subinspector actuante. 
3. Las propuestas de liquidación de la Inspección se comunicarán a la Tesorería General de la Seguridad Social, que formalizará las 
correspondientes reclamaciones de deuda previstas en el artículo 30.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 
4. Si simultáneamente a la comprobación de descubiertos que den lugar a la práctica de propuestas de liquidación, la Inspección 
comprobase en el mismo sujeto la concurrencia de deuda originada por los supuestos contemplados en el artículo 31 de este 
Reglamento, extenderá acta de liquidación en lo que se refiere a estos últimos, sin perjuicio de proceder en la forma dispuesta en el 
apartado 1 respecto de los primeros. 
5. En los supuestos en que se practique propuesta de liquidación de deudas de forma simultánea a la extensión de acta de infracción 
al mismo sujeto, la Tesorería General de la Seguridad Social comunicará al respectivo Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad 
Social la formalización de la reclamación de deuda para coordinar la tramitación de ambos expedientes y, en su caso, de los 
sancionadores que concurrieren por los mismos hechos que motiven la propuesta de liquidación. 
 
Se modifica el apartado 5 por el art. único.15 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 31. Actas de liquidación de cuotas. 
1. Procederá la extensión de actas de liquidación en las deudas por cuotas originadas por: 
a) Falta de afiliación o de alta de trabajadores en cualquiera de los Regímenes del Sistema de la Seguridad Social. 
b) Diferencias de cotización por trabajadores dados de alta cuando dichas diferencias no resulten directamente de los documentos de 
cotización presentados dentro o fuera del plazo reglamentario. 
c) Por derivación de la responsabilidad del sujeto obligado al pago, cualquiera que sea su causa y Régimen de la Seguridad Social 
aplicable. 
2. En los supuestos en que se compruebe la concurrencia de presuntos responsables solidarios, la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social podrá extender acta a todos los sujetos responsables o a uno de ellos, que se tramitarán en el mismo expediente. 
 
Artículo 32. Requisitos de las actas de liquidación. 
1. Las actas de liquidación contendrán los siguientes requisitos: 
a) Determinación del Régimen de Seguridad Social de aplicación. 
b) Nombre y apellidos o razón social, domicilio, actividad, documento nacional de identidad o número de identificación fiscal, el 
código de cuenta de cotización en la Seguridad Social y, en su caso, número de identificación del Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos, del sujeto o sujetos responsables. Estos últimos datos podrán exceptuarse cuando la empresa no estuviera regularmente 
constituida o debidamente inscrita. En los supuestos que se compruebe la existencia de presunto responsable solidario o subsidiario, 
se hará constar tal circunstancia, así como el motivo de su presunta responsabilidad, señalándose también los datos anteriormente 
mencionados del supuesto responsable solidario o subsidiario. 




c) Los hechos comprobados por el funcionario actuante como motivadores de la liquidación y los elementos de convicción de que ha 
dispuesto en la labor inspectora, describiendo con la suficiente precisión tales hechos y los medios utilizados para su esclarecimiento; 
y las disposiciones infringidas con expresión del precepto o preceptos vulnerados. Los hechos así consignados gozan de presunción 
de certeza, salvo prueba en contrario. 
d) Los datos que hayan servido de base para calcular el débito: período de descubierto, relación nominal y grupo de cotización de los 
trabajadores afectados o, en su caso, relaciones contenidas en las declaraciones oficiales formuladas por el presunto responsable, 
referencia suficientemente identificadora del contenido de tales declaraciones, o relaciones nominales y de datos facilitadas y suscritas 
por el sujeto responsable; bases y tipos de cotización aplicados; y cuantos otros datos pueda el funcionario actuante obtener o deducir 
a los fines indicados. En los supuestos en que los datos de los documentos de cotización discreparan de los contenidos en las 
comunicaciones de inscripción de empresa, afiliación, altas y bajas de trabajadores y variaciones de datos, el acta de liquidación se 
calculará a partir de los datos de estas comunicaciones, salvo que quedara probado en el expediente la validez de los datos contenidos 
en los documentos de cotización. 
Las actas de liquidación por derivación de responsabilidad, con excepción de las extendidas en los supuestos de contratas y 
subcontratas, contendrán los datos referentes al período de deuda al que se contrae el acto de derivación, el número total de los 
trabajadores que se encuentran afectados por la derivación, y el importe de la deuda que se deriva, diferenciando por cada uno de los 
meses de deuda imputados la cuantía de la deuda principal, y los recargos, intereses y costas, en los supuestos que fueran procedentes. 
En este supuesto, se adjuntará al acta la documentación anterior que acredite la preexistencia de la deuda. 
En los supuestos de responsabilidad solidaria y subsidiaria en la contratación de obras o servicios previstos en el artículo 42 del Texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y 127, apartado 
1, del Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, las actas 
de liquidación contendrán los datos indicados en el párrafo anterior, y además la identificación de los trabajadores que hayan prestado 
servicios en la misma, o los criterios y medios utilizados para la imputación de la deuda si la identificación de los trabajadores ocupados 
no fuera posible. 
En las actas de liquidación por aplicación indebida de las bonificaciones en las cotizaciones a la Seguridad Social para la financiación 
de acciones formativas del subsistema de formación profesional continua, previstas en el artículo 31.1.d) del Texto Refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, se hará constar la cuantía de la 
bonificación practicada y el periodo al que corresponda. En los restantes supuestos de actas de liquidación por bonificaciones y 
reducciones en las cuotas y/ o conceptos de recaudación conjunta, bastará con consignar el periodo de descubierto, el trabajador 
afectado y la cuantía de la bonificación o reducción practicada. 
e) El importe principal de la deuda, y, en los supuestos que fueran procedentes, los recargos, intereses y costas devengadas hasta la 
fecha en que se extienda el acta, y la suma total de dichos concepto. 
f) La indicación de la entidad con la que tuviese concertada la contingencia de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. 
g) Indicación de si, por los mismos hechos, se practica o no acta de infracción. 
h) Indicación del funcionario que extiende el acta de liquidación con su firma y, en su caso, firma del inspector que la conforme con 
su visado. 
i) Indicación expresa de la posibilidad de alegaciones ante el correspondiente Jefe de la Unidad de la Inspección especializada en 
Seguridad Social, a las que se podrán acompañar las pruebas de que se disponga. 
j) Fecha del acta de liquidación. 
2. La base de cotización se determinará de acuerdo con las normas que la regulan. Cuando la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
se vea en la imposibilidad de conocer el importe de las remuneraciones percibidas por el trabajador, se estimará como base de 
cotización la media entre la base mínima y máxima correspondiente al último grupo de cotización conocido en que estuviese 
encuadrada la categoría de cada trabajador comprendido en el acta de liquidación, haciendo constar expresamente dicha circunstancia 
en el acta. 
3. Si la categoría profesional del trabajador no fuere conocida, se tomará como tal la que determine el Inspector de Trabajo y Seguridad 
Social, en función de las actividades del trabajador en la empresa, en aplicación de la normativa laboral que en cada caso corresponda. 
En los casos de polivalencia funcional o de realización de actividades propias de dos o más categorías profesionales, se estará a las 
que resulten preferentes en la forma antes indicada. 
4. Las actas de liquidación extendidas por los Subinspectores de Empleo y Seguridad Social se formalizarán con el requisito esencial 
de su visado por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social que corresponda, de conformidad con el artículo 8.4 de la Ley ordenadora 
de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y sus normas de aplicación en los términos y condiciones establecidos al respecto por 
el artículo 12 del presente Reglamento. 
 
Se modifica el apartado 1.d) y e) por el art. único. 4 del Real Decreto 103/2010, de 5 de febrero.  
 
Artículo 33. Notificación y resolución de las actas de liquidación. 
1. Las actas de liquidación de cuotas serán notificadas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social al sujeto responsable así como, 
en su caso, a los responsables subsidiarios o solidarios, haciéndoles constar que podrán formular alegaciones en la forma establecida 
en el artículo anterior en el término de quince días a contar desde la fecha de la notificación. En el supuesto de responsabilidad solidaria 
las actas se tramitarán en el mismo expediente administrativo liquidatorio. 
También se notificará el acta de liquidación a los trabajadores interesados; si afectase a un colectivo de trabajadores, la notificación 
se efectuará a su representación unitaria o, en su defecto, al primero de los afectados por el orden alfabético de apellidos y nombre. 
Los trabajadores no conformes con los períodos y bases de cotización recogidas en el acta o con la procedencia de la liquidación, 
podrán formular alegaciones en las mismas condiciones que el presunto responsable. Asimismo, el acta se comunicará de inmediato 
a la Tesorería General de la Seguridad Social. 
Antes del vencimiento del plazo señalado para formular alegaciones, los interesados podrán ingresar el importe de la deuda señalada 
en el acta de liquidación, justificando el pago ante la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en idéntico plazo. La liquidación 
provisional cuyo importe se haya hecho efectivo por el sujeto responsable, adquirirá el carácter de liquidación definitiva. 
2. Si los obligados al pago y demás interesados a que se refiere el apartado anterior formulasen alegaciones, podrá solicitarse informe 
ampliatorio al Inspector o Subinspector que formuló el acta, y se dará vista y audiencia al alegante por plazo de diez días en que podrá 
alegar y probar nuevamente lo que estime conveniente. 
Transcurrido el plazo de alegaciones sin que se hayan formulado las mismas, o el de la audiencia y segundas alegaciones, el Jefe de 
la Unidad Especializada de Seguridad Social de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, efectuará propuesta de resolución que 
podrá proponer la elevación a definitiva de la liquidación practicada o bien la modificación o anulación del acta practicada. En la 
propuesta de resolución se fijarán de forma motivada los hechos probados y su calificación jurídica. 
Esta propuesta de resolución deberá remitirse, junto con los antecedentes y con la antelación mínima señalada en el apartado 1 del 
artículo 18 bis, al órgano competente de la Dirección General o Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social, que dictará 




resolución elevando a definitiva la liquidación que proceda, o bien modificando o anulando el acta practicada, la cual será notificada 
a los interesados. El plazo máximo para resolver los expedientes liquidatorios de cuotas será de seis meses, computados desde la fecha 
del acta hasta la fecha en que se dicte la resolución, en los mismos términos establecidos en el artículo 20.3 para el procedimiento 
sancionador. 
En los supuestos de derivación de responsabilidad, la resolución que se dicte determinará quién resulte ser el deudor principal y, en 
su caso, los restantes deudores solidarios y subsidiarios, entre los sujetos obligados al pago de la deuda, confiriendo al primero, desde 
dicho instante, los derechos y obligaciones de tal condición, en el mismo acto administrativo liquidatorio. El procedimiento 
recaudatorio podrá dirigirse contra cualquiera de los deudores solidarios recogidos en la resolución administrativa que se dicte o contra 
los subsidiarios, si concurriesen los supuestos legales para su exigencia. 
3. Contra tales resoluciones cabe recurso de alzada ante el superior jerárquico del órgano que dictó el acto. Los importes señalados en 
las resoluciones del apartado anterior, sean o no objeto de recurso de alzada, deberán hacerse efectivos en la Tesorería General de la 
Seguridad Social, hasta el último día del mes siguiente al de su notificación, iniciándose, en otro caso, el procedimiento de apremio a 
que se refieren los artículos 33 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, salvo que se garantice con 
aval bancario suficiente o se consigne el importe en los términos reglamentariamente establecidos en la Tesorería General de la 
Seguridad Social. 
Si se hubiese interpuesto recurso de alzada contra el acto administrativo liquidatorio, y se hubiese garantizado su importe con aval 
suficiente o consignado el mismo, se suspenderá el procedimiento recaudatorio hasta los quince días siguientes a aquel en que se 
notifique la resolución recaída sobre el recurso de alzada, en los términos establecidos en el Reglamento General de Recaudación de 
la Seguridad Social. 
Tales resoluciones agotan la vía administrativa y son susceptibles de recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 
4. Los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social que iniciaron los expedientes liquidatorios sobre los que hayan 
recaído resolución administrativa firme, podrán promover ante el Jefe de la Unidad Especializada Seguridad Social que tramitó dichos 
expedientes, la formulación de propuesta de revisión de dicha resolución, ante el órgano de la Tesorería General de la Seguridad Social 
que la hubiese dictado, cuando estimen razonada y fundadamente que es manifiestamente ilegal y lesiva a los intereses generales, 
entendiendo que se dan dichos supuestos cuando la misma infrinja gravemente normas de rango legal o reglamentario y atente también 
gravemente a los intereses económicos de la Seguridad Social. Si los documentos liquidatorios hubieran necesitado el trámite de 
visado por un Inspector de Trabajo y Seguridad Social, la propuesta de revisión requerirá el mismo requisito. 
El órgano de la Tesorería General de la Seguridad Social competente, previo dictamen favorable del Consejo de Estado, podrá declarar 
de oficio la nulidad de tal resolución, o promover la revisión ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa en supuestos de 
anulabilidad, de acuerdo con el procedimiento regulado en el título VII de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. 
 
Se modifica por el art. único.16 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
Se declara la nulidad del inciso destacado del apartado 3 por Sentencia del TS, de 21 de julio de 2000.  
 
Artículo 34. Actas de liquidación concurrentes con actas de infracción por los mismos hechos. 
1. Cuando se practiquen acta de infracción y acta de liquidación de cuotas por los mismos hechos, se procederá de la forma siguiente: 
a) Las actas de infracción y liquidación por los mismos hechos tendrán los requisitos formales exigidos para las mismas en el presente 
Reglamento. El acta de infracción podrá remitirse en cuanto a relato de hechos y demás circunstancias fácticas al contenido del acta 
de liquidación y sus anexos, haciéndolo constar expresamente. 
b) Ambas actas se practicarán con la misma fecha y se notificarán simultáneamente. 
c) En las actas de infracción a que se refiere este artículo, sólo cabrá la acumulación de infracciones que se refieran a hechos con 
efecto liquidatorio en la correspondiente acta de liquidación. 
d) El procedimiento aplicable a ambas será conjunto, y responderá al establecido para las actas de liquidación. La propuesta de 
resolución será única para ambas actas, y corresponderá al Jefe de Unidad especializada de Seguridad Social de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social. 
En la propuesta de resolución se fijarán de forma motivada los hechos probados, su calificación jurídica y la cuantía de la sanción que 
se propone imponer. 
2. Si el sujeto infractor diese su conformidad a la liquidación practicada, mediante el ingreso de su importe en el plazo establecido en 
el artículo 31.3 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, y, en su caso, en el señalado en el artículo 33.1, párrafo 
tercero, de este Reglamento, las sanciones por infracción por los mismos hechos se reducirán automáticamente al 50 por 100 de su 
cuantía. Esta reducción automática sólo podrá aplicarse en el supuesto de que la cuantía de la liquidación supere la de la sanción 
propuesta inicialmente. 
3. Las resoluciones que recaigan se comunicarán al Jefe de Unidad Especializada de la Seguridad Social de la Inspección Provincial 
que haya emitido la propuesta de resolución, y se notificarán en forma a los interesados. 
4. Contra las resoluciones unificadas a que se refiere el apartado 3 cabrá recurso de alzada, en las condiciones y con los requisitos 
establecidos en el artículo 33.3. 
5. En el supuesto de que tenga lugar la comunicación prevista en el artículo 36 de este Reglamento, no procederá la unificación de 
procedimientos prevista en el apartado 1. 
 
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 1.3 de la Ley 13/2012, de 26 de diciembre.  
Se modifica por el art. único.17 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
Redactado el apartado 1.d) y 4 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 151, de 25 de junio de 1998.  
 
Artículo 35. Requerimientos de pago de cuotas. 
1. Cuando en el ejercicio de su función, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social comprobase la existencia de deudas por cuotas a 
la Seguridad Social o conceptos asimilados, podrá requerir a quien estime sujeto responsable de su pago para que proceda a su ingreso 
efectivo, absteniéndose de iniciar expedientes sancionador y liquidatorio a resultas de su cumplimiento. 
2. En el requerimiento, que podrá formularse mediante diligencia en el Libro de Visitas a que se refiere el artículo 14.3 de la Ley 
42/1997, o mediante notificación de escrito ordinario, se determinarán o referirán los elementos substanciales de la deuda para su 
regularización, el plazo o plazos para su ingreso efectivo en la Seguridad Social, y la obligación de justificación documental ante la 
Inspección de cada uno de los ingresos efectuados en los plazos establecidos al efecto en el requerimiento. 
3. Si se incumpliese el requerimiento, se procederá a la práctica de las actas de liquidación y de infracción que procedan en los términos 
establecidos en los artículos precedentes y, en su caso, se actuará en la forma establecida en el artículo 36 de este Reglamento si 
hubiese base para ello. 
 
Artículo 36. Deudas con la Seguridad Social o con los sistemas públicos de protección social constitutivas de presunto delito. 




Cuando en el ejercicio de su función los Inspectores o Subinspectores comprobasen deudas por cuotas a la Seguridad Social y 
conceptos asimilados, o por disfrute indebido de prestaciones sociales o subvenciones públicas, si se apreciase la concurrencia de 
indicios racionales de posible comisión de delito, se procederá en la forma dispuesta en el artículo 5 de este Reglamento en cuanto a 
dación de cuenta al Ministerio Fiscal. Tal comunicación no suspenderá la tramitación y finalización de los expedientes liquidatorios 
o de exigencia de devolución de cantidades indebidamente percibidas en el ámbito de los sistemas públicos de protección social, ni a 
las eventuales actuaciones administrativas posteriores para su exacción. 
 
CAPÍTULO VII Procedimiento para la imposición de sanciones por infracciones de los solicitantes o beneficiarios de 
prestaciones del Sistema de Seguridad Social y de trabajadores autónomos solicitantes o beneficiarios de la prestación por 
cese de actividad. 
 
Se modifica el título por la disposición adicional 3.1 del Real Decreto 1541/2011, de 31 de octubre.  
Se modifica el título por el art. único.18 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 37. Competencia para sancionar infracciones de los solicitantes o beneficiarios de prestaciones del Sistema de 
Seguridad Social. 
Los Directores provinciales del Instituto Nacional de Seguridad Social, del Instituto Social de la Marina o del Servicio Público de 
Empleo Estatal, en función de la naturaleza de la prestación, serán órganos competentes para sancionar las infracciones leves, graves 
y muy graves de los solicitantes o beneficiarios de prestaciones de la Seguridad Social. 
 
Se modifica por el art. único.19 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 151, de 25 de junio de 1998.  
 
Artículo 37 bis. Procedimiento para la imposición de sanciones leves y graves a los solicitantes o beneficiarios de prestaciones 
del Sistema de Seguridad Social. 
1. El procedimiento para sancionar las infracciones leves y graves se iniciará por comunicación de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social a la entidad gestora competente, o como resultado de los antecedentes o datos obrantes en la propia entidad. 
2. El escrito de iniciación del procedimiento sancionador deberá exponer los hechos constatados, forma de su comprobación, la 
infracción presuntamente cometida con expresión del precepto vulnerado, la reincidencia, en su caso, y la propuesta de sanción. 
Iniciado el procedimiento sancionador, se podrá proceder a la suspensión cautelar del disfrute de la prestación en los términos 
establecidos en el texto refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, que en el supuesto de prestaciones o 
subsidios por desempleo supondrá la interrupción del abono de la prestación económica y de la cotización a la Seguridad Social. 
3. El documento iniciador del procedimiento sancionador y, en su caso, la suspensión cautelar, se notificará por la entidad gestora al 
sujeto responsable, concediéndole un plazo de quince días hábiles para que alegue por escrito lo que a su derecho convenga y aporte 
las pruebas que considere necesarias, pudiendo solicitar el examen de la documentación que fundamente la iniciación del 
procedimiento sancionador en el plazo para alegaciones y pruebas. 
4. A la vista de lo actuado el órgano competente dictará la resolución correspondiente, que pondrá fin a la vía administrativa, deberá 
notificarse al sujeto responsable, y será inmediatamente ejecutiva y recurrible ante los órganos jurisdiccionales del orden social, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 2 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral y en el artículo 233 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social. 
5. La sanción impuesta sustituirá a la suspensión cautelar si ésta se hubiese adoptado; si se impusiera sanción de suspensión de la 
prestación o subsidio por desempleo supondrá la reducción del período de cotización a la Seguridad Social por tiempo igual al de la 
suspensión acordada. Si no se impusiese sanción, se reanudará de oficio la percepción de las prestaciones suspendidas cautelarmente, 
incluso con atrasos, siempre que el beneficiario reúna los requisitos para ello, o desde o hasta el momento en que estos concurran. 
6. A los efectos previstos en el texto refundido de la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social, existirá reincidencia cuando 
el sujeto responsable cometa una infracción del mismo tipo y calificación que otra ya sancionada en firme en el plazo de los 365 días 
anteriores al de comisión de la que se examine conforme a lo previsto en el artículo 21 de este Reglamento. Si no se apreciase 
reincidencia, la comisión de posterior infracción será objeto de la sanción prevista en su calificación ordinaria. 
 
Se añade por el art. único.20 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
 
Artículo 38. Procedimiento de suspensión cautelar y de imposición de sanciones por infracciones muy graves a los solicitantes 
o beneficiarios de prestaciones del Sistema de Seguridad Social. 
1. Cuando la Inspección de Trabajo y Seguridad Social levante acta de infracción por infracción muy grave con propuesta de extinción 
de las prestaciones del Sistema de Seguridad Social, remitirá copia del acta a la entidad gestora competente para que proceda, en su 
caso, a la suspensión cautelar de las prestaciones o subsidios, que se notificará al interesado y que se mantendrá hasta la resolución 
definitiva del procedimiento sancionador. 
2. El procedimiento a seguir para la imposición de sanciones por infracciones muy graves comprendidas en este Capítulo será el 
previsto en el artículo 18 bis para la tramitación y resolución de aquellos expedientes sancionadores en materia de competencia de la 
Administración General del Estado. 
3. Agotada la vía administrativa con imposición de sanción por infracción muy grave, la entidad gestora reclamará los importes 
indebidamente percibidos conforme a la normativa de aplicación. El régimen de recursos de estas resoluciones es el previsto en el 
capítulo IV de este Reglamento General, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 96.2 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social. 
 
Se modifica por el art. único.21 del Real Decreto 772/2011, de 3 de junio.  
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 151, de 25 de junio de 1998.  
 
Artículo 38 bis. Procedimiento para la imposición de sanciones a los trabajadores autónomos solicitantes o beneficiarios de la 
prestación por cese de actividad. 
1. El procedimiento para la imposición de sanciones a los trabajadores autónomos solicitantes o beneficiarios de la prestación por cese 
de actividad se iniciará por acta de infracción de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 
2. El contenido de las actas, así como la tramitación y resolución del procedimiento sancionador se ajustarán a lo previsto en el capítulo 
III de este Reglamento para procedimientos sancionadores iniciados en el ámbito de la Administración General del Estado, sin 
perjuicio de las particularidades previstas en este artículo. 




3. Instruido el expediente, el Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social lo 
elevará con la propuesta de resolución al órgano competente para dictar la resolución. En el caso de que la gestión de la prestación 
corresponda a una Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales, se le comunicará la propuesta de resolución, para 
su conocimiento. 
4. En el caso de infracciones muy graves, se remitirá, en su caso, por el Jefe de la Unidad Especializada propuesta de suspensión 
cautelar del disfrute de la prestación, sobre la que deberá pronunciarse el órgano competente para resolver. Dicho acuerdo de 
suspensión supondrá la interrupción del abono de la prestación económica y de la cotización a la Seguridad Social. 
En el supuesto en que la gestión de la prestación por cese de actividad corresponda a una Mutua de Accidentes de Trabajo y 
Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, el órgano competente para resolver, remitirá copia del acuerdo de suspensión 
cautelar al órgano gestor para que proceda a hacer efectiva la misma, suspensión que se mantendrá hasta la resolución definitiva del 
procedimiento sancionador. 
5. Las resoluciones recaídas en los procedimientos sancionadores serán susceptibles de recurso ante el Ministro de Trabajo e 
Inmigración. Dichas resoluciones serán también comunicadas al Jefe de la Unidad Especializada de Seguridad Social de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social en la que se hubiera iniciado el procedimiento sancionador correspondiente. 
6. Cuando la gestión de la prestación corresponda a una Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad 
Social, el órgano competente para resolver, comunicará la resolución a dicho órgano gestor. 
 
Se añade por la disposición adicional 3.2 del Real Decreto 1541/2011, de 31 de octubre.  
 
CAPÍTULO VIII Procedimiento sancionador derivado de la actuación previa de funcionarios técnicos habilitados por las 
Comunidades Autónomas con competencias en ejecución de la legislación laboral, y del Instituto Nacional de Seguridad e 
Higiene en el Trabajo en las Ciudades de Ceuta y Melilla 
 
Se añade por el art. 2 del Real Decreto 689/2005, de 10 de junio.  
 
Artículo 39. Actuaciones comprobatorias de los funcionarios técnicos en prevención de riesgos laborales e inicio del 
procedimiento sancionador. 
1. Conforme a lo establecido en el artículo 9.2 y 3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos Laborales, según 
su redacción dada por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de reforma del marco normativo de prevención de riesgos laborales, los 
funcionarios públicos, técnicos en prevención de riesgos laborales, dependientes de las Comunidades Autónomas, así como los 
técnicos del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, cuando se trate de lugares o centros en las Ciudades de Ceuta y 
Melilla, en el ejercicio de acciones de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, pueden realizar actuaciones 
comprobatorias de las condiciones técnicas y materiales de seguridad de las empresas y centros de trabajo. 
Para ello deben contar con la debida habilitación de las autoridades autonómicas competentes, conforme a lo establecido en la 
disposición adicional decimoquinta de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y sus actuaciones 
comprobatorias deberán corresponderse con los planes de acción programados establecidos por la respectiva comisión territorial, 
conforme al artículo 17.2 de la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. En el 
caso de los funcionarios del Instituto Nacional de Seguridad e Higiene, dicha habilitación será expedida por la autoridad central de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a propuesta del referido Instituto. 
2. Cuando los técnicos habilitados referidos en el apartado anterior, como consecuencia de las actuaciones de comprobación, hubieran 
extendido un requerimiento de subsanación de las deficiencias observadas, y en posterior visita de comprobación se deduzca la 
existencia de infracción por incumplimiento del requerimiento previo, lo pondrán en conocimiento de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, mediante informe, en el que se recogerán los hechos comprobados, a los efectos de que se levante la correspondiente 
acta de infracción, conforme a lo previsto en el artículo 9.3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 
 
Se añade por el art. 2 del Real Decreto 689/2005, de 10 de junio.  
 
Artículo 40. Naturaleza y contenido del acta de infracción. 
1. Cuando el acta de infracción en materia de prevención de riesgos laborales se extienda a la vista del informe emitido como 
consecuencia de las actuaciones practicadas previamente por funcionarios técnicos, habilitados por las Administraciones públicas a 
que se refiere este capítulo, se hará en el acta expresa mención de tal circunstancia y se indicará que se actúa por expediente 
administrativo. 
2. En este supuesto, el acta de infracción deberá reflejar el contenido del apartado 1 del artículo 14, y se harán constar los elementos 
suficientes de comprobación y de convicción para efectuar la propuesta sancionadora, con las siguientes particularidades: 
a) La identificación del empresario o sujeto responsable será la prevista en el apartado 1.a) del artículo 14, si bien no exigirá el reflejo 
del código de cuenta de cotización o del número de identificación de autónomos, al tratarse de un acta de infracción en prevención de 
riesgos laborales. 
b) Deberá consignarse la identificación del técnico habilitado actuante que emitió el informe con expresión de su habilitación. 
c) El relato de los hechos será el del correspondiente informe sobre éstos, conforme a la comprobación realizada por el citado técnico 
habilitado, y se consignarán igualmente los demás datos contenidos en el informe que tengan relevancia para la tipificación y 
calificación de la infracción, y de graduación de la propuesta de sanción que el inspector considere procedentes. 
d) Los medios utilizados por el funcionario técnico habilitado en su comprobación. 
e) La fecha y el contenido del requerimiento de subsanación de la infracción observada, emitido por el técnico habilitado actuante, así 
como la fecha en que comprobó e hizo constar documentalmente su incumplimiento. 
En los supuestos en que el funcionario técnico actuante fuese objeto de obstrucción en las funciones para las que está habilitado, el 
acta de infracción dará cumplimiento, en lo que corresponda, a lo dispuesto en los párrafos a) y c). 
 
Se añade por el art. 2 del Real Decreto 689/2005, de 10 de junio.  
 
Artículo 41. Valor probatorio de las actas de infracción extendidas como consecuencia de informes emitidos por funcionarios 
técnicos habilitados. 
Las actas de infracción formalizadas con arreglo a los requisitos establecidos en el artículo 40 tendrán presunción de certeza respecto 
de los hechos reflejados en ellas que se correspondan con los que hayan sido constatados y reflejados en su informe por los funcionarios 
técnicos habilitados de las Administraciones públicas, salvo prueba en contrario, conforme a lo establecido en el artículo 9.3 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y en el artículo 53.5 del texto refundido de la Ley de infracciones 
y sanciones en el orden social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto. 





Se añade por el art. 2 del Real Decreto 689/2005, de 10 de junio.  
 
Artículo 42. Tramitación e instrucción de este tipo de expedientes sancionadores. 
En la tramitación de los expedientes iniciados por las actas de infracción a que se refiere este capítulo, se seguirá la misma tramitación 
e instrucción de carácter general prevista en el artículo 18, con la única particularidad de que si se formulasen alegaciones que afecten 
al relato fáctico de aquélla, el órgano competente para resolver podrá recabar informe ampliatorio del técnico habilitado que realizó 
las actuaciones comprobatorias, que lo emitirá en quince días. 
 
Se añade por el art. 2 del Real Decreto 689/2005, de 10 de junio. 
 
 
 
 
 
